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Stítw turnio» 

DE LAS OBLIGACIONES. 


Hasta aquí hemos tratado del derecho que 
tenemos en las cosas , y recorrido diversos 
modos de adquirirle ; pasamos ahora al que 
á ellas nos compete, que es el que cons- 
tituye las obligaciones. 

TITULO PRIMERO. 

De las obligaciones en general. 

1 . Obligación es un viñado del derecho por 
el que somos competidos á dar ó á hacer algu- 
na cosa . 

2. La naturaleza de las obligaciones no 
consiste en que una cosa nos pertenezca, pues 


6 

que no transmiten ni privan de la propie- 
dad, sino en ligar á otra persona al cum- 
plimiento. De aquí se infiere, que se limi- 
tan al obligado y á sus sucesores, y que so- 
lo apremian á su ejecución, después de la 
cual el vínculo se rompe , quedando libres 
las personas. 

3. Como la necesidad de la prestación 
puede dimanar, ó únicamente del derecho 
natural, ó solo del civil ó de entrambos, 
las obligaciones son ó meramente naturales, 
ó meramente civiles, ó mistas (1). 

4. Obligaciones meramente naturales son 
aquellas que fundadas en la moral, no han con- 
seguido de las leyes fuerza coactiva (2). A es- 
ta clase pertenecen las de los pupilos pró- 
ximos á la pubertad sin autoridad de sus tu- 
tores, las de préstamos hechos á hijos de fa- 
milia, y las de fianza otorgada por mugeres. 

5. Son meramente civiles las obligaciones , 
que aunque válidas en rigor de derecho , son elu- 
didas por una escepcion perpétua que destruye pa- 
ra siempre la demanda . A estas pertenecen 
las arrancadas por el miedo ó por la fuer- 
za (3). 

6. Por último, obligaciones mistas son 


(í) Leyes 5, tít. y 56, tít. 5, Part. 5. 
(2) Dicha ley 5. 

(-3) Dicha ley 56. 
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las que á la vez están apoijadas en la moral y 
auxiliadas por el derecho civil (1). Estas que 
en su origen se derivan casi todas del de- 
recho de gentes , son las llamadas con pro- 
piedad obligaciones, y producen una acción 
eficaz al que desea su cumplimiento Contra 
el que le rehúsa. 

7. El origen de las obligaciones es la equi- 
dad, inmediatamente unas veces, y otras me- 
diante un hecho obligatorio. 

8. Nacen inmediatamente de la equidad, 
las que provienen del principio de que el 
hombre debe hacer lo que exije la recta ra- 
zón , y lo que no le perjudica y aprovecha 
á otro. 

9. Los 'hechos que dan causa á las obli- 
gaciones, pueden ser lícitos ó ilícitos , y de 
aquí dimana , que unas provengan del con- 
sentimiento y otras de delito. Mas como el 
consentimiento puede ser verdadero ó pre- 
sunto, y hay algunos hechos, que aunque 
en rigor no pueden imputarse como delitos, 
no carecen de culpa, ha dado esto lugar á 
que se subdividan las obligaciones en: 

l.° Dimanadas del consentimiento ver- 
dadero. 


(1) Dicha ley 5. 
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2. ° Dimanadas del consentimiento pre- 
sunto. 

3. ° Dimanadas del delito. 

4. ° Dimanadas de la culpa. 

Las de la primera clase se hacen por 
medio de convenios , y sin ellos las de las 
tres restantes. 

TITULO SEGUNDO. 

De las obligaciones dimanadas del consenti- 
miento VERDADERO EN GENERAL. 

Las leyes para fijar las reglas que son 
la base de las diferentes clases de obliga- 
ciones convencionales , solo han tenido que 
conformarse con la razón, y con los senti- 
mientos de los hombres. Su grande obra ha 
consistido en haber previsto el considerable 
número de convenciones que podían nacer 
de la voluntad y necesidades de los parti- 
culares, y reunido en pocas máximas los prin- 
cipios mas luminosos. Aquí nosotros debe- 
mos considerar: 

1. ° La definición y división de los con- 
tratos. 

2. ° Sus requisitos. 

3. ° Su efecto. 

4. ° Su interpretación. 

5. Sus modificaciones. 

b.° El modo de estinguirse. 

7.° El modo de probarlos. 

* 
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Sección primera. 

Definiáon y división de los contratos . 

1. Contrato es el convenio en ana misma 
cosa, celebrado entre dos ó mas personas , que 
pueden ser obligadas á cumplirle . Su alma es el 
consentimiento, que siendo serio y delibe- 
rado , es siempre obligatorio (1). De aquí se 
infiere que en España no existe diferencia 
entre pactos y contratos. 

2. Los contratos se dividen (2) en uni- 
laterales, bilaterales é intermedios. Esta di- 
ferencia produce efectos distintos en cada 
una de las clases á que se refiere (3), y es 
la división capital que marcamos al recor- 
rerlas. 

3. Contratos unilaterales son aquellos en 
que solo queda obligado uno de los otor- 


(1) Ley 1, tít. 1, lib. 10 de la Novís. Recop. 

(2) Las Partidas dividieron los contratos en nomina* 
dos é innominados. (Ley 9, tít. 6, Part.. 5). Hija esta di- 
ferencia de la escrupulosidad de acciones del derecho ro- 
mano, no tiene lugar entre nosotros. 

(3) A los contratos unilaterales, llamaron Sos roma- 
nos de derecho estricto , y á los demás de buena fe t térmi- 
nos que deben desterrarse de nueslro derecho, por ser efec- 
to de su jurisprudencia formularia. 
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gantes. Estos inmediatamente producen una 
acción directa , esto es, dan á aquel a cu- 
yo favor están constituidos, la facultad de 
exigir el cumplimiento del que se obligó. 

í. En los contratos bilaterales se obli- 
gan desde el principio ambos contrayentes. 
Estos producen una acción directa á favor 
de cada uno de los otorgantes, que á su vez 
pueden ser reconvenidos por el otro. 

5. Los contratos intermedios que se com- 
prenden con frecuencia bajo la denomina- 
ción de los bilaterales, son aquellos en que 
al principio solo se obliga uno de los otor- 
gantes, y á veces por un hecho posterior 
el otro. Estos solo producen inmediatamente 
una acción directa, y posteriormente otra 
contraria, que se dá para la indemnidad al 
que primero se obligara. 

6. De aquí se deduce que los contratos 
unilaterales son lucrativos á uno de los otor- 
gantes: que los bilaterales son onerosos á 
ambos, y que depende de las circunstancias 
que sean de una ú otra clase los intermedios. 

7. Por el diverso modo de su celebración 
suelen dividirse los contratos en reales, ver- 
hales, literales y consensúales : llaman reales , a 
los que ademas del convenio requieren la 
tradición de la cosa, ó la prestación de un 
hecho: consensúales, á los que por solo el con- 
sentimiento se perfeccionan: verbales, á los 
que loman su fuerza de la congruencia en- 
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tre la pregunta y la respuesta de los otor- 
gantes; y literales , á los que solo dependen 
de una confesión escrita. Difícilmente, aten- 
didas las leyes recopiladas (1), podrá soste- 
nerse diferencia alguna entre los contratos 
yerbales y consensúales. Los literales mas 
que verdadero contrato son una presunción 
legal de su celebración , y aun los mismos 
que por su naturaleza debian ser reales, cuan- 
do no hay prestación de presente, vienen 
á convertirse en consensúales. 

Sección II. 


De los requisitos de los contratos . 


§• I- 


Requisitos esenciales de lodos tos contratos . 

Por requisitos esenciales de un contra- 
to entendemos las circunstancias, sin las 
cuales no puede existir. De estas hay algu- 
nas que son generales á todos los contra- 
tos, y otras especiales á cada uno. En es- 
te lugar solo debemos ocuparnos de las pri- 
meras. Estas son: 

1. ° El consentimiento. 

2. ° Capacidad para prestarle. 



(1) Lev i, lít. i, lib. 10. 


3. ° Objeto que sea materia del contrato. 

4, ° Causa lícita que lo motive. 

Trataremos con separación de cada uno 

de estos requisitos. 

§• H. 

Consentimiento. 

1. El consentimiento pueden prestarle 
aun los ausentes, por procurador ó carta 
(1). Para que valga no ha de ser dado por 
error, arrancado por violencia, ni sorpren- 
dido por dolo. 

2. El error para ser causa de rescisión 
ha de recaer sobre la sustancia de la co- 
sa (2), y acerca de la persona en el caso 
en que la consideración á esta haya sido 
la principal causa de la obligación, pero 
no sobre las cosas accidentales al contrato. 

3. No habiendo consentimiento sin li- 
bertad, todos los que por violencia ó mie- 
do se ven precisados á hacer alguna cosa, si 
bien civilmente quedan obligados por cuanto 
han consentido aunque cediendo á la fuerza, 
no se ligan con un vínculo subsistente , pues 


(t) Ley 8, tit. 5, Part, 5. 
(2) Ley 21, tit. 5, Part. 5. 
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se destruye oponiendo una escepcion que es- 
cluye perpétuamente la demanda (1). Para 
suponerse que la violencia y miedo quitan 
la libertad, es menester que sean de tal 
naturaleza, que hagan impresión igual en 
un varón fuerte, que en uno débil. Asi lo 
es el temor de esponer su persona, honor 
y bienes á un peligro inminente y consi- 
derable. 

4. El dolo es un medio empleado pa- 
ra perjudicar. Solo se invalida la obligación 
en que ha intervenido, cuando dá causa al 
contrato, esto es, cuando por fraude es in- 
ducido á contraer el que de otro modo no 
lo haría. Si el dolo solo incide en el con- 
trato, lo que acaece cuando el que espon- 
táneamente contrae es engañado en la mis- 
ma obligación, la convención queda sub- 
sistente , resarciéndose el daño que por es- 
ta causa se orijine con la acción que com- 
pete para el cumplimiento de la conven- 
ción (2). 

5. Aun en los casos en que por dolo, 
violencia p error hayan de invalidarse las 
convenciones, el consentimiento aparente 
conservará la misma fuerza que el lejítimo, 


(1) Ley SS, tit. 5, Part. 5. 

(2) Ley 57. 
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hasta que pruebe sus escepciones el que 
las deduce, pues que estos contratos no 
son nulos, sino que han de rescindirse (1). 

§■ «I. 

Capacidad. 

1. Para obligarse es necesaria capaci- 
dad. Las leyes la niegan, ó por la presun- 
ción de que los contrayentes no tienen el 
discernimiento necesario para conocer la 
estension de sus obligaciones, ó por consi- 
deraciones de orden público. 

2. Por falta de discernimiento, ya de- 
jamos dicho en el libro primero, que no 
podían obligarse los que por insuficiencia 
no tenían la administración de sus bienes, 
ni los menores sin autoridad de sus guar- 
dadores, aunque estos sí adquirir obligacio- 
nes á su favor. 

3. Por consideraciones de orden públi- 
co, no pueden contraer las mugeres casa- 
das sin licencia de sus maridos,. como he- 
mos manifestado, los hijos sin la de los 
padres (2), y nunca con ellos para evitar 
los abusos que serian consiguientes á la 


(1) Leyes 56, y 5 7, 

(2) Ley 17, tit. f, Jib. ÍO ele la Novís. Recop. 
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autoridad y cariño, y porque es imposible 
unir la vigilancia de protector a los inte- 
reses de contrayente. Asi es que se repu- 
tan como la misma persona en los efectos 
privados, consideración que cesando en los 
peculios castrense y cuasi castrense, no les 
inhabilita para que mutuamente puedan 
obligarse (1). 


§• IV- 


a> 


Objeto. 

% 

No puede haber contrato sin cosa ó he- 
cho que sea su objeto: si es cosa, debe es- 
tar en el comercio y ademas ser determi- 
nada en su especie y cantidad. Las que aun 
no existen, pero que pueden existir, son 
igualmente objeto de las obligaciones, si 
bien entonces dependen estas de la condi- 
ción de su existencia futura, a no ser in- 
corhpa tibies con el decoro público. Los he- 
chos que pueden ser objeto de una obliga- 
ción, han de ser posibles, determinados y 
en su cumplimiento han de tener interés 
los contrayentes. 


(1) Ley 2, ti t. 5, Part. 5. 

» 
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.§• V. 

Causa. 

La causa de las obligaciones es la uti- 
lidad recíproca de las partes, ó la benefi- 
cencia de uno. No es fácil suponer que al- 
guna de estas causas deje de intervenir en 
todos los contratos. 

• §• VI. 

Requisitos naturales y accidentales de los con- 
tratos. 

Supuesto que hemos hablado ya de los 
requisitos que son esenciales á los contra- 
tos, ligeramente tocaremos aqui los natu- 
rales y accidentales. Realmente no corres- 
ponden á este lugar por no referirse á to- 
dos los contratos, sino a clases determi- 
nadas , ó á alguno en particular. Requisitos 
naturales de un contrato, son las circuns- 
tancias, que atendida su naturaleza ordi- 
naria, intervienen en él, pero que pueden 
ser alterados por la voluntad de los con- 
trayentes; tales la eviccion. Los accidenta- 
les son los que en un todo dependen de la 
voluntad de los otorgantes. Por ejemplo, si 
en la compra y venta pactan el dar el pre- 
cio en monedas de oro, ó de plata. 
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> ‘ Sección III. 

r »■ ■. J : ■ 1 

Del efecto de los contratos * 

t. ] Las convenciones legítimas son ley 
para los contrayentes y para sus herederos, 
quienes no pueden revocarlas sino de co- 
mún acuerdo, ó por las causas marcadas 
en el derecho, debiendo cumplir de buena 
fé, no solo lo espresado en su tenor lite- 
ral, sino cuanto dictan la equidad y las le- 
yes según su diversa naturaleza. 

2. La obligación de dar, lleva adjunta 
á la de entregar la cosa la de conservarla 
hasta la tradición. Según la distinta clase 
de convenciones, son distintos los cuidados 
que en su conservación han de emplearse; 
materia del mayor interés por cuanto fija los 
principios que deben regirnos en el caso 
en que perezcan ó se deterioren las cosas 
acerca de que versan las convenciones. 

3. Para esto las leyes hacen distinción 
de dolo, culpa y caso fortuito^ Anterior- 
mente hemos definido el dolo á que deno- 
nomínan engaño las de Partida (í). Culpa 
es el daño ocasionado involuntariamente y 
sin derecho: y todo lo que no puede pre- 


(1) Ley 11, tit. 33, Part. 7. 
T. II. 


a 
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caverse ó evitarse, se llama caso fortuito. 
De aqui se infiere que en el dolo el daño di- 
mana del ánimo, de la omisión en la culpa, y 
en el caso fortuito del azar. Proviniendo la 
culpa de la inacción , y no siendo todos los 
hombres igualmente diligentes en mirar por 
sus intereses, con arreglo á su mayor ó 
menor cuidado, se divide en lata, leve y 
levísima. La primera, que se equipara al 
dolo, es la omisión de la diligencia que 
emplearían aun los padres poco cuidadosos 
de sus asuntos, la segunda la de los padres 
medianamente diligentes: y de Iqs exactísi- 
mos la tercera (l). Prestar el dolo , In cul- 
pa ó caso fortuito, es lo mismo que resar- 
cir el daño ocasionado por aquellas causas 
diferentes. Ésto supuesto, Ajémoslas reglas 
que deben servirnos de base en esta ma- 
teria. 

4. El dolo se presta en todos los con- 
tratos: regla que no admite escepcion algu- 
na, siendo nula toda convención en contra- 
rio, á menos que sea del pasado. En virtud 
de esto, el que le comete, deberá indem- 
nizar sus efectos, resarciendo los daños que 
haya ocasionado. El caso fortuito en ningu- 
no se presta, porque seria injusticia impu- 
tar á uno lo que no había podido evitar, á 


(1) Ley 11, t¡t. 33, Part. 7. 
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no ser que se haga responsable del peligro 
de la cosa, ó le haya habido en la tardan- 
za. Por último, la culpa leve se presta en 
los contratos, en que la utilidad es de am- 
bos otorgantes, la lata cuando es del que 
da, y sí del que recibe la levísima (1). 

5. La obligación de hacer ó no hacer 
en caso de inejecución, para evitar la vio- 
lencia que se cometería compeliendo ¿ al- 
guno á un hecho , se resuelve en otra de 
daños é intereses. Por daños entendemos 
la pérdida que se ocasiona al acreedor, y 
por intereses, la ganancia que ha dejado 
de percibir por no haberse cumplido la obli- 
gación. Unos y otros no deben estenderse 
á mas de lo prevenido, ó podido prevenir 
en el contrato. Los intereses solo se deben 
desde la demanda, á no haberse conveni- 
do que aun por el tiempo anterior se sa- 
tisfacieran, que entonces en cubillo no esce- 
dan la cuota prevenida por las leyes en 
los términos que manifestaremos al tratar 
del préstamo mutuo, deberá ser guardada 
la voluntad de los otorgantes, pues aunque 
en algunas ocasiones puede en esto haber 
demasiado rigor por parte del acreedor, y 
facilidad é imprudencia por la del deudor, 
algunas escepciones no deben derogar la 


(1) Ley 2, tit. 2, Part; 5. 



20 

ley cardinal que sanciona inviolable la fé 
de los contratos* 

i 

: ii ' - ■ 

Sección cuarta. 

i 

De la interpretaron de los contratos. 

Como pueden suscitarse dudas cuando 
están mal concebidas las convenciones, de- 
bemos fijar algunas reglas para interpretar- 
las. Estas son: 

1. a La voluntad de los otorgantes debe 
ser aun mas atendida que el sentido literal 
de las palabras (1). 

2. a Si una cláusula es susceptible de dos 
sentidos, debe estarse mas bien por el que 
produzca algún efecto , y si son ambiguas 
las palabras, por el que mejor convenga á 
la naturaleza del contrato (2). 

3/ Las ^Insulas deben espliearse unas 
por otras, y suplirse las que son de necesi- 
dad absoluta aunque no estén espresas (3): 
en duda se interpretan á favor del obligado 
en los contratos unilaterales (i). 

4. a Los hechos de las partes en consc- 

* 1 _■ - 

(1) Arícalos 2 4 7 y 248 del Código de Comercio. 

(2) Artículo 2(9 del Código de Comercio. 

(3) Art. 24 ^ citado* 

(4) Arf. 2 52 del Código de Comercio. 
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cuencia del contrato, y el juicio de perso- 
nas prácticas en el ramo de que se cuestio- 
na, deben servir también de reglas de in- 
terpretación (1). 

5. a Usándose una voz genérica para de- 
signar la moneda, el peso ó la medida, se 
entenderá de la especie que esté en uso pa- 
ra los contratos de igual naturaleza, lo que 
sucederá también con la espresion de dis- 
tancias, y computación de tiempo, en que 
cada dia es de veinte y cuatro horas (2). 

6. a Por generales que sean los términos 
del contrato, no comprenderán mas cosas 
que las que quisieron los otorgantes , y por 
espresarse un caso particular no se entien- 
de restringida la ostensión que las leyes con- 
ceden á la obligación de que se trata. ' 

Estos principios están tomados de la ju- 
risprudencia romana; y son invariables y 
estensivos á todos los pueblos, como la 
equidad que los ha dictado. 


(1) Dicho art. 249. 

(2) Art*. 254, *55 y 256 del Código de Comercio. 



't 


SECCION V. 

■ . ■ 

i ■ ■ - 

' ; * * í 

De las diferentes modificaciones de los 

CONTRATOS. . r 


Diferentes modificaciones de los contratos en ge- 
neral. 

• ■■ > ■ ■ . r f 

i ; 

La voluntad de los contrayentes puede 
poner á las obligaciones convencionales di- 
versas modificaciones , que se unen al/con- 
trato cuya naturaleza y efectos diversifican. 
Estas pueden multiplicarse y variarse tan- 
to cuanto el arbitrio dé los otorgantes, pe- 
ro las principales hacen que las obligacio- 
nes sean puras, condicionales, á cierto tiempo, 
alternativas, mancomunadas, solidarias, indivisi- 
bles y sancionadas con cláusula penal, cuyas 
reglas vamos á fijar sucesivamente. 

§• n- 


Obligaáones puras . 

Obligaciones puras llamamos á aquéllas, 
que no tienen condición ni dia determina- 


do para su cumplimiento (IV* Inmediata- 
mente que sé contraen, se debe y puede 
pedirse la cosa sobre que versan: al deber, 
generalmente se llama ceder el día, y ve- 
nir, á la facultad dé reclamarla. 

Guando acompañan circunstancias que 
requieran tiempo, el juez deberá señalarle, 
y si se espresase lugar para el cumplimien- 
to, al que maliciosamente no quisiera ir el 
obligado habiendo pasado tiempo suficiente 
para hacerlo, deberá ser competido á cum- 
plirlo y á resarcir los daños en donde ce- 
lebró el contrato (2). 

. . ■ ; s 1 . ■ ■■ ■ 

§in. 

. . . } i 

.’-.-E,-. ■ ■ . : ■ ■ . : . - ' ■ • , • 

: Obligaciones condicionales . 

, - - ■ ; i ■ ' ; ■ : : „ . 

1. Habiendo examinado anteriormente, 
al tratar de las ultimas voluntades, las di- 
versas clases de condiciones, solo manifes- 
taremos ahora sus efectos en los contra- 
tos. En ellos nada se debe , y nada puede 
pedirse hasta el cumplimiento de la condi- 
ción de que dependen, y aunque en el 
tiempo intermedio muera uno de los otor- 
gantes, subsisten los efectos en los suceso- 


(f) Ley I 2, tit. 1 1 , Part. 5. 
(p Ley 13, tit. tí, Part. 5. 
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res; pues qtfe es un principio inconcuso, 
que el que contrae, contrae para sí y para 
su heredero (1). - - 

2, Si la condición fuese imposible y di- 

cen nuestros intérpretes, fundados en leyes 
romanas, que á diferencia de las ultimas vo- 
luntades, en que se reputa error , se vicia 
el contrato , pero atendiendo á las disposi- 
ciones de las leyes de Partida (2) , la obli- 
gación será subsistente y deberá llevarse á 
efecto corno pura (*). ^ J r -= 

3, Si la condición consiste en no hacer 
en tiempo determinado, para reputarse cum- 
plida deberá aguardarse á la muerte de aquel 
á quien se refiere (3), no teniendo lugar la 
caución muciana, de que hemos hablado al 
tratar de las mandas, por no ser aplicable 
aquí la razón que la introdujo. 

4, El deudor que debiendo bajo condi- 

■ r ' ■ . . ! : : ■ ■ ; . 

-11:1 l""T 1 ■■ J. . t ■■ ■■■ f ■■ ■ ■ r m*-— — 

. r - ■ ; - f ■ 

(1) Leyes 11, tit, 4* Pavt. 3 y 26, tít. 5, Partida 5* 

(2) Ley 17, tít. 11, Part. 5, 

( * ) Las Partidas de la Academia y las de Grégorio 
López no están acordes en el testo de la ley 3 las primeras 
hablan de condiciones imposibles afirmativas, y este parís— 
consulto nos pone por egcmplo una negativa, sin duda 
para conciliar nuestra jurisprudencia con la romana. El 
ser posible la condición que nos refiere, y hablar la ley de 
las imposibles nos hace mirar como sospechosa la varia- 
ción de su testo, 

(3) Ley 15, tít. 1 1, Part. 5. 
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cion impide su cumpliniiento , está obligado 
á la indemnidad, cuyo efecto* es el mismo 
que si se hubiera realizado. Esto sé funda 
en que á nadie debe patrocinarle él fraude 
que. comete. 

5/ Siendo la condición una modificación 
del contrato, cuando llegue deberá retro- 
traerse al tiempo de su celebración ; antes 
de su cumplimiento el peligro ó aumento 
de la cosa si es determinada, corre á ries- 
go del acreedor, pero pereciendo se estin- 
gue la obligación por falta de objeto sobre 
que recaiga (1), , , 


Obligaciones á cierto término , 

1. El tiempo cierto y determinado seña- 
lado en los contratos, no suspende las obli- 
gaciones, sino soló difiere su cumplimien- 
to. Los deudores aunque están obligados des- 
de el convenio, no podrán ser reconvenidos 
hasta cumplirse el término (2), pero si qui- 
sieren se libertarán aun antes , y no podrá 
el acreedor reusar el pago ofrecido, pues que 
el dia se reputa puesto á favor del deudor; 


(1) Ley 26, tít* 5, Part. 5. 
(5) Ley I 4» tít» 11, Part. 5. 


i 
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presunción que cesa cuando consta lo con- 
trario. Esta regla es interesante por el curso 
variable del papel moneda. Los efectos de 
toda obligación con término, continúan en 
los herederos del mismo modo que en los 
contratos condicionales (1). 

2. El dia incierto que no se^sabe si exis- 
tirá, se reputa como condición, y por con- 
siguiente lo dado antes del vencimiento po- 
drá repetirse, pero no si constase la exis- 
tencia futura del dia y solo se ignorase el 
cuando , como el dia de la muerte (2). 

3. Prometiéndose dar una cosa cierto dia 

sin espresar mas, se entiende del inmediato 
venidero ; si se ofrece dar en cada año, has- 
ta el fin de cada uno no podrá pedirse lo 
correspondiente á aquel; pero si se dijese 
en todos los años, puede pedirse al princi- 
pió (3). , . ■ ■■ . 

: ■ ; . 

§• V. ■ ■ ' 

Obligaciones alternativas . 


Obligación alternativa es aquella por la 
que estamos obligados á una de-dos cosas 



(l ) Dicha ley 1 4* 

(5) í-ey 34, tít. 14, Parí. 5 

(3) Ley 15, til. II, Part. S. 


i 
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en que convenimos , libertándonos por el 
cumplimiento de cualquiera de ellas. A no 
expresarse lo contrario, la elección pertene- 
ce al deudor, a cuyo favor , según hemos ya 
manifestado, debe interpretarse lo dudoso, 
pero no satisfará este dando parte de una co- 
sa y parte de otra, porque esto sería cam- 
biar los términos del contrato» 


Obligaciones de mancomún. 

■ ' k “ * 

' í ■ 

Obligación de mancomún ó mancomu- 
nidad, es aquella en que dos ó mas perso- 
nas se obligan a pagar á prorata una deu- 
da, ó dos ó mas acreedores á recibirla de 
igual manera de un mismo deudor. Todas 
las obligaciones en que hay varios deudores 
acerca de una misma cosa ó cantidad, se 
reputan mancomunadas mientras no conste 
lo contrario (1). En ellas solo puede ser re- 
convenido cada uno de los deudores por la 
{jarte proporcional que le corresponda, y 
á cada uno de los acreedores únicamente le 
es lícito solicitar el pago dé la parte que á 
prorata se le debe; en caso de duda las obli- 


(i) Ley 10, tít. 1, lib. 10 «le la Novis. Recop. 
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gaciones se reputan mancomunadas; doctri- 
na fundada en el principio de que en la in- 
certidumbre debe decidirse á favor del obli- 
gado. . 

r vil ■ 

Obligaciones solidarias. 

1. Obligación solidaria es aquella en que 
cada uno de dos ó mas acreedores á una mis- 
ma deuda, tienen el derecho de pedir el to- 
do, ó la en que varios deudores están obli- 
gados á lo mismo, de modo que cada uno 
puede ser apremiado por el todo libertan- 
do á los demas. Para que sea reputada una 
obligación por solidaria es indispensable que 
conste haberse convenido así por cláusula 
particular (l). Las obligaciones, pues, según 
lo dicho, pueden ser solidarias por parte de 
los acreedores , ó délos deudores. 

2, Solidarias por parte de los acreedo- 
res.— 'Cada uno de los acreedores á una obli- 
gación solidaria, tiene el derecho de perci- 
bir el todo de la deuda. Perseguido el deu- 
dor por uno, pierde la facultad de pagar á 
los otros, aunque entablen la demanda; pues 


"B*7 


( 1 ) Ley 1 0 , til. I , lib. 1 0 de la Navis. Recop» 
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que no puede privar al primero de un de- 
recho por su morosidad. La remisión ó per- 
don de la deuda hecho por uno, no debe per- 
judicar a los otros, a quienes sin embargo 
aprovechará un acto de alguno de sus 
compañeros , que interrumpa la prescrip- 
ción. 

3. Solidarias con respecto á los deudo- 
res.— Las obligaciones solidarias mas comu- 
nes son las de varios deudores con el mis- 
mo acreedor. Aunque este y el objeto de la 
obligación han de ser los mismos , puede te- 
ner ía convención diferentes modificaciones, 
por egemplo, de una parte ser condicional 
y de la otra pura, y entonces a cada uno 
solo se le podrá pedir del modo en que es- 
tá obligado. Por consecuencia de esto, apro- 
vecharán á todos las escepciones provenien- 
tes de la naturaleza del contrato, pero no 
la personales, que solo alegará útilmente 
aquel á quien se conceden. En los demás 
casos el acreedor podrá exijir indistintamen- 
te la deuda de cualquiera délos obligados, 
sin que este pueda librarse por ofrecer su 
parte ó solicitar que la acción se dirija con- 
tra los otros; así es que la cláusula de las 
escrituras en que renuncian el beneficio de 
división, es supérflua, y les supone un de- 
recho que no tienen. Cuando se pide á al- 
guno se interrumpe la prescripción respec- 
to de los domas, á lo que es consiguiente 
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que la demanda de intereses hecha á cual- 
quiera perjudica a todos. 

4. Pereciendo la cosa por tardanza ó cul- 
pa de un obligado, no se libertarán los otros 
de pagar el precio, pero sí los danos é in- 
tereses , porque la falta de aquel ni debe ser 
perjudicial ni útil á los que no la come- 
tieron. 

5. No se reputará que el acreedor re- 
nuncia a su derecho á no constar espesa- 
mente, ó por su dicho ó por un hecho po- 
sitivo, tal como si acepta como único la he- 
rencia de uno de los deudores, ó uno de es- 
tos la suya , pues entonces se confunden sus 
derechos por lo que á él corresponde. Con^ 
sintiendo en la división con respecto a uno, 
subsiste la obligación solidaria para los otros 
si bien deducicla la parte de aquel á quien 
se ha exhonerado. 

6. El condeudor solidario, que ha pa- 
gado el todo, solo podra pedir ¿ los demas 
la parte que le corresponde reputándose co- 
mo tal el prorateo del que esté insolvente 
ó haya sido exhonerado del pago (1). 


(i) Ley 10, til* 1, lib* 10 Oe la Novis. Recop. 


, ' * 
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§• VIH. 

_ ' " ^ - 

' Obligaciones divisibles é indivisibles . 

1* Entiéndese por obligación divisible la 
que consiste en una cosa ó en un hecho, cu- 
ya entrega ó cumplimiento admite división 
real y ó intelectual. La indivisible por el con- 
trario es la que no la admite. Los efectos 
de esta especie de obligaciones no tienen lu- 
gar entre los que contrajeron, sino en sus 
sucesores. 

2. Obligaciones divisibles.— En las obli- 
gaciones divisibles los herederos del acree- 
dor en representación de su causante úni- 
camente podrán pedir lo tocante á las par- 
tes en que han sido nombrados recíproca- 
mente: solo por lo respectivo á estas debe- 
rán pagar los del deudor. Si la deuda es hipo- 
tecaria, se dividirá la acción personal, pe- 
ro no la hipoteca. Esto debe estenderse al 
caso en que consista en cierta cosa adjudi- 
cada á uno, á quien se exijirá, quedándo- 
le derecho de reclamar contra los otros; pe- 
ro cuando por culpa suya ha perecido , en- 
tonces él solo deberá indemnizarla, supuesto 
que las faltas del antecesor, y no las délos 
coherederos obligan á los sucesores. No há 
lugar á la división, si uno solo se compro- 
mete al pago, ó cuando de la naturaleza de 
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Iíi obligación ó del modo de contraería , se 
infiere que la intención de los otorgantes fue 
que la deuda no se pagara parcialmente, ó 
por último reuniéndose en una misma perso- 
na las diversas porciones de la herencia del 
deudor ó acreedor , pues que ha dejado de 
existir la causa que la motivaba. 

3. Obligaciones indivisibles.^— En las obli- 
gaciones real é intelectualmente incapaces de 
división , como cuando se promete una ser- 
vidumbre, los herederos del deudor no pue- 
den intentar que solo se les obligue por su 
parte, teniendo facultad el acreedor para di- 

ede ser 
f si por 
sí quie- 
re la indemnidad de los otros. A cada uno 
de los herederos del acreedor es lícito exi- 
gir el cumplimiento de la obligación indi- 
visible, que no puede remitir ni permutar, 
pero como él solo no tiene derecho, en el 
caso que por la inejecución se deban inte- 
reses, todos deberán participar de ellos. 

§. IX. 

Obligaciones con cláusula penal , 

La última especie de modificación de las 
convenciones es la cláusula penal. Por ella 
en caso de inejecución se obliga á otra cosa 


riffir contra todos la. demanda si , 

O 1 

ejecutada por todos la obligación, 
uno solo contra este, quien reclamará 
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el contrayente. Como accesoria á la obliga- 
ción sigue sus vicisitudes, consiguientemen- 
te su nulidad depende de la de aquella. El 
acreedor solo puede pedir el cumplimiento 
de la obligación, ó la pena al culpable, y 
no á los demas obligados pasado el tiempo 
de llevarse á efecto (1), y no ambas cosas, 
á no haberse ofrecido las dos en caso de 
inejecución. Si la cláusula penal está unida 
á la obligación de no dar ó hacer hasta la 
estincion de la cosa ó la muerte de aquel 
á quien se refiere, no puede pedirse (2), 
pues que hasta entonces hay lugar al cum- 
plimiento, y la caución mucianano está ad- 
mitida en los contratos. 

SECCION VI. 

-■ 

De la estincion be los contratos. 

§• i. 

Modos de disolverse los contratos . 


Habiendo hablado ya de los requisitos, 
efectos, interpretación y modificacionesdelo > 


(1) Art. 245 del Cod. de Com. 

(2) Ley í 5 f tít. 11, Part. 5. 

T. II. 


3 
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contratos en general, debemos ahora ha- 
cerlo de los modos de estinguirse. Estos son la 
paga , la remisión , la compensación , la confu- 
sión, la esúncion déla cosa, el múiuo disenso, 
la novación , la nulidad y rescisión , la condi- 
ción resolutoria y la prescripción. De cada uno 
de ellos hablaremos con la separación con- 
veniente. 


§■ II- 


Paga. 

1. Por paga entendemos el cumplimien- 
to por parte del deudor, que está obligado 
á dar ó hacer (1). Este es el modo mas na- 
tural de disolverse las obligaciones.. En él 
debemos considerar : 

1. ° Las personas que pueden pagar: 

2. ° Las que pueden recibir el pago: 

3. ° El modo de hacerse: 

4. ° El pago con subrogación : 

5. ° La imputación del pago: 

6. ° Ofrecimiento y consignación del pago: 

7. ° Cesión de bienes: 

2. Personas que pueden pagar.— No solo 
puede hacer el pago el mismo deudor ú otro 


(1) Ley 1. a tít. 14, Part, S. 
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en su representación, sino también un ter- 
cero sin mandato alguno y aun con ignoran- 
cia y contradicción del deudor (1), con cu- 
yo hecho quedará estinguida la deuda y li- 
bres los fiadores y prendas que la garan- 
tizaban (2). 

Esta doctrina creemos que no debe es- 
tenderse al caso en que sea perjudicial al 
acreedor el cambio de persona, como suce- 
dería en las obligaciones de hacer si a un 
artista de mérito sucediera otro sin talentos. 

3. Personas á quienes puede pagarse. — 
Para que el pago liberte de la obligación 
contraida, debe ser ó hecho al acreedor ó ra- 
tificado por él ó por quien le represen- 
te (3). 

No surte igual efecto el hecho á perso- 
nas incapacitadas por razón de su edad, ú 
otra causa, ni al tutor y curador sin otor- 
gamiento judicial, pues que de otro modo 
quedará espuesto el que pagó á las conse- 
cuencias de la restitución in integruin, que 
compete á los menores (4). Se libertará tam- 
bién el que pagare á la persona, que con 
justa causa reputase acreedor, como al he- 


(1) Ley 3, tí t, 1 4» Part. 5. 

(2) Ley í, cit. tít« 1 4» de la Part. 5. 

(3) Leyes 5 y 6. 

(4) Ley 4 dicho til. 
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redero que recibiendo los pagos como su- 
cesor legítimo y sin contradicion, fuere des- 
pués vencido en juicio hereditario, 

4. Modo de pagarse.— El pago ha de ser 
real, esto es , ha de cumplir el deudor con 
lo que está obligado á dar ó hacer. No pue- 
de por consiguiente obligarse al acreedor á 
recibirla deuda por partes, ni el capital sin 
los réditos convenidos , ni una cosa por 
otra. 

Pero cuando no puede cumplirse la obli- 
gación en los términos que se contrajo, el 
prudente arbitrio del juez decidirá el mo- 
do de llenar el contrato , pudiendo imponer 
al deudor moroso el resarcimiento de los 
daños y perjuicios que haya ocasionado (1). 
El deudor de una cosa determinada cum- 
ple dándola al plazo estipulado en el estado 
en que se halle , y no es responsable del me- 
noscabo que haya sobrevenido sin culpa, y 
sin tardanza por su parte. El que debe cosa 
determinada solo en cuanto á la especie, no 
debe ofrecerla de la peor calidad, ni exi- 
girla de la mejor al acreedor. El pago debe 
hacerse en el punto convenido ; en el silen- 
cio de esta circunstancia, en el del contrato, 
ó en el del domicilio del deudor. 


(t) Ley 3 cit. 



5. Pago con subrogación.— Hemos dicho 
que uno puede pagar por otro , y que la obli- 
gación se. extingue , pero esta estincion es 
solo con respecto al primer acreedor, que 
es subrogado por otro nuevo. Por lo tocante 
al deudor la obligación queda subsistente, ó 
por mejor decir, la primitiva es reemplaza- 
da por otra, dando lugar á una novación 
dé que hablaremos en uno de los párrafos 
siguientes. 

; Pero como hemos dicho que el pago pue- 
de hacerse ó con ciencia ó con ignorancia, 
y aun contra la voluntad del deudor, de aquí 
dimana que sean en los distintos casos di- 
ferentes las obligaciones que subroguen á la 
primitiva*. Cuando se paga con licencia del 
deudor, hay un verdadero mandato , y por 
consiguiente para la indemnidad nace la ac- 
ción que proviene de él. Si es con ignoran- 
cia suya, goza de la consideración y acciones 
de administrador voluntario: por último si 
es contra su voluntad , no tiene acción algu- 
na , y solo le queda el medio de la cesión, 
de lo que correspondía al primer acreedor. 
A esto llamamos caria de fasto, que es la 
escritura que otorga el acreedor á favor del 
que pagó por otro ", confesando la paga y ce- 
diendo el derecho que contra el deudor le 
correspondía. 

6. Imputación del pago. — Cuando el deu- 
dor paga una cantidad á persona con quien 
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tiene diferentes deudas, está en el derecho 
de declarar á cual ha de imputarse. En su 
silencio la designación corresponde al acree- 
dor á no reclamarla inmediatamente el deu- 
dor. Si no se hizo la imputación por nin- 
guno de los dos, hay lugar á la regla que en 
duda decide á favor del que debe, y por lo 
tanto se aplicará el pago á la obligación que 
le es mas gravosa , y si las deudas son iguales 
en calidad se repartirá entre todas (1), 

7. Ofrecimiento y consignación del pa- 
go.— La justicia quiere que el acreedor por 
una negativa arbitraria é injusta, no pueda 
hacer de peor condición al* deudor ., y au- 
toriza á este para consignar lo que debe, 
cuando el primero no quiere recibirlo. Es- 
ta consignación es un depósito en persona 
abonada ó en sitio publico seguro (2), que 
estingue la obligación y hace correr á cargo 
del que era acreedor , el peligro de la co- 
sa consignada. A ella debe preceder el ofre- 
cimiento del pago íntegro en los términos 
espuestos, y la capacidad en las personas que 
le ofrecen y en las que han de recibirle; 
por lo que creemos conveniente que en ca- 
sos de esta naturaleza se acuda al juez pa- 
ra evitar ulteriores reclamaciones, y esto es, 


(1) Ley 10, til. 1 4, Parí. 5. 

(2) Ley 8. 
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en efecto, lo que generalmente se practica. 

8. Cesión de bienes.— La cesión de bie- 
nes es lina especie de pago bajo cuyo solo 
aspecto la consideramos aquí, dejando pa- 
ra%u lugar oportuno estendernós en su doc- 
trina. Por ella entendemos la dejación de 
bienes, que el deudor insolvente hace á be- 
neficio de sus acreedores (1). Por regla ge- 
neral comprende todo lo que posee el deu- 
dor á escepcion de su ordinario vestido (2). 
Si los acreedores la aceptan , la cesión es un 
contrato celebrado entre ellos v el deudor; 
mas si la rehúsan, entonces interviene el juez, 
examina la realidad de las desgracias del 
deudor, y si es ó no sospechosa su buena 
fe (3). Cuando las desgracias y buena fé se 
comprueban , la ley mira como un acto de 
humanidad y de utilidad acoger al deudor 
y satisfacer con la cesión á sus acreedores. 
Pero esta no es una paga real, pues no trans- 
fiere dominio, y solo les dá derecho á que 
sean vendidos los bienes en su utilidad (i). 
El deudor se liberta en la cantidad corres- 
pondiente al valor de los bienes abandona- 
dos, y queda obligado al total pago con los 


(1) Prólogo del tít. 15, part. 5. 

(2) Ley 1, tít. 15, Part. 5. 

(3) Ley 1, del mismo tit. 

(4) Ley 2, tít. 15, Part. 5. 
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que pueda adquirir en adelante, que no le 
sean indispensables para su subsistencia (1). 
No es estensivo á los fiadores el beneficio de 
la cesión de bienes hecha por el obligado 
principal (2). " 

§. ni- 

Remisión . 

La remisión de la deuda estingue la obli- 
gación. Basta que esta remisión sea hecha 
por la simple voluntad de los contratantes, 
porque nuestra jurisprudencia desconoce la 
aceptilacion simple y aquiliana de que ha- 
blan los códigos romanos. 

La remisión, á que las Partidas llaman 
quitamiento (3) puede ser espresa ó tácita. Es- 
presa es, cuando el acreedor declara que 
perdona la deuda, ó pacta con el deudor 
que nunca la reclamará (4). Tácita es la que 
resulta de hechos : de estos , unos bastan á 
probarla, otros á presumirla. Ejemplo de la 
remisión tácita puede ser la entrega del re- 
cibo al deudor y su destrucción; pero si el 


(1) Ley 3, til. í 5, 

(2) Dicha ley 3. 

( 3 ) Ley l f tít. 14 , Part. 5. 

(4) Leyes 1 y 2, del cil. tít. 
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acreedor probase que esto había sido un me- 
ro acto de confianza y no con intención de 
remitir la deuda, ó bien que le habia sido 
robado el recibo ó que se vio forzado á rom- 
perle, quedará subsistente la obligación (1). 
Estinguida por la remisión la deuda prin- 
ciparse estinguen igualmente los contratos 
para garantizarla; pero estinguidos por la re- 
misión estos contratos accesorios, quedará 
aun subsistente el principal á que se ad- 
hirieron. 

§• iv. 

Compensación. 

1. La compensación es la libertad res- 
pectiva de deudas entre dos personas que 
son á la vez deudores y mutuos acreedores. 
Puede ser considerada como una especie de 
permuta de deudas, que se verifica solo por 
el ministerio de la ley, y aun sin que lo se- 
pan los deudores, en cuyo interés está liber- 
tarse recíprocamente de procedimientos ju- 
diciales, largos, inútiles y dispendiosos. 

2. No siendo ostensiva la razón de la ley 
á deudas de diferente índole, no les corres- 
ponde su disposición, y por lo tanto no se 


(1) Ley 9, tít. 14, Parí. 5 , 
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compensan las que no son ciertas, líquidas 
por ambas partes y justificables en el tér- 
mino de diez dias (1), ni las que no con- 
sisten en cosas fungibles del mismo géne- 
ro (2), ni las que no pueden exigirse igual- 
mente como el crédito simple con otro á 
cierto dia que no ha llegado. Pero no es ne- 
cesario que la causa de la obligación sea se- 
mejante, ni que el pago deba hacerse en di- 
ferentes puntos, ni que sea exactamente igual 
la cantidad por ambas partes debida, pues 
sino lo es, surtirá su efecto la compensa- 
ción en la parte concurrente, quedando en 
pié por la restante (3). La compensación tie- 
ne lugar también con los fiadores y con los 
procuradores, que en este caso deberán afian- 
zar que su principal aprobará su conducta, 
pero no podrán descontar lo que deban con 
el crédito de sus principales, sin su espreso 
consentimiento (4). 

3. Algunas escepciones tiene la doctrina 
que dejamos espuesta. Así, el que debe ali- 
mentos no puede oponer compensación al 
alimentista. Así las cosas que se deben en 
virtud de un delito, no son tampoco obje- 


( í ) Ley 20, tít. í 4* 

(2) Ley 21, tít. 14 . 

( 3 ) ley 22 , tít. 1 4. 

( 4 ) Ley 24 tít. 1 4. 
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to de compensación, porque el orden piíbli- 
co, por ejemplo, se resentiría de que bajo 
cualquier pretesto se retuviese lo robado ; y 
por razones análogas de moralidad se nie- 
ga también al comodatario y depositario la 
retención de lo que se les confió, y que cuan- 
do está en sus manos se reputa que se halla 
en las del mismo propietario (1). 

.§• V. ■ 

De la confusión . 

En este lugar entendemos por confusión 
la reunión del crédito y de la deuda en 
una misma persona. Si solo se reúnen las 
cualidades de deudor principal y de fiador, 
quedará estinguida la obligación accesoria, 
pero subsiste la principal, pues que perma- 
necen distintos los conceptos de acreedor 
y de deudor. Si uno de varios deudores 
solidarios se hace acreedor, esta confusión 
solo aprovechará á los demas en la parte 
proraleada que á él correspondía. 


(t) Leyes 27, del tít. 14» cit. y 5, lít. 3, Part. 5. 
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. §• VI. 

Es tinción de la cosa . 

La obligación de entregar una cosa de- 
terminada, hace que corra á riesgo del acree- 
dor, desde que debía ser propietario de ella 
á no intervenir culpa ó tardanza en la en- 
trega por parte del deudor. De esto se de- 
duce, que si deja de existir ó de estar en 
el comercio, ó se pierde sin culpa del que la 
debe, se estingue la obligación (1), pero si 
hay la menor omisión , el precio de la co- 
sa sera el objeto de la deuda (2). Esta doc- 
trina no es ni puede ser estensiva á las 
obligaciones de cosas indeterminadas fun- 
dibles, que perecen para el deudor sin li- 
bertarle de la obligación (3); la razón es, 
porque en este caso se debe el genero, y 
el género nunca perece. \ 


(í) Leyes 9, tit. ÍJ¡ 9 y 18, tit. lí , Part. 5. 

(2) Leyes citadas. 

(3) Ley ult. tit. í , Part. 5. 
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. $• VIL 

Mutuo' disenso. 

■* 

También esíingue la obligación el con- 
venio que hacen de separarse de ella los 
que la han contraido (1). Esto tiene lugar 
mientras no haya empezado á consumarse 
el contfato, ó lo que es lo mismo, estando 
aun íntegra la cosa, porque después mas 
que disolución de la primitiva obligación, 
será la celebración de otra nueva. Pero es- 
ta doctrina es aplicable mas bien á los con- 
tratos consensúales. 

§. VIII. 

.. . Novación. 

1. La novación, que las Partidas lla- 
man también quitamiento (2), palabra gené- 
rica, que es común á todos los modos de 
estinguir las obligaciones, es la renovación 
del contrato. Mas que medio de estinguir 
las obligaciones lo es de transferirlas, por- 


(1) Ley 2, tit. 10, Lib. 3, del Fucró real. 

(2) Ley 15, tit. 1 4» Part. 5. 
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que si una perecé es reemplazada inmedia- 
tamente por otra. Puede hacerse de tres 
modos: 

1. ° Cuando el deudor y acreedor hacen 
sustitución de una deuda en otra. 

2. ° Cuando al deudor primitivo le reem- 
plaza uno nuevo. 

3. ° Cuando otro acreedor es sustituido 
al antiguo (1). 

2. Lo primero acaece mudándose la cla- 
se de obligación, ó los términos del con- 
trato (2). Gomo la novación es una con- 
vención nueva, es menester que conste de 
la voluntad de otorgarla y de la de renun- 
ciar á los derechos de la primera obliga- 
ción. Esto debe espresarse de modo, que 
no sea necesario recurrir á presunciones 
poco admisibles en esta materia. Asi es 
que no constando lo contrario, se creerá 
solo que para mayor fuerza se ha unido á 
la antigua la nueva obligación. Si había 
condición en la obligación primera, nece- 
sario es su cumplimiento para que la se- 
gunda se realice, y si en esta se hubiere 
puesto la condición, será también preciso 
que se cumpla para que tenga lugar la no- 
vación. 


(1) Dicha ley 15. 

(2) Ley 15, y 16, del título I 4 , Part. 5. 
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Las hipotecas, las prendas y las fianzas 
accesorias al primer contrato, sé estinguen 
por la novación, a no ser reproducidas com- 
petentemente en el segundo. 

3. La mudanza del deudor es lo que los 
romanos llamaban espromision. Esta no pue- 
de hacerse sin consentimiento del acreedor, 
y espresándose claramente que el primero 
que debió, queda libre de la obligación con- 
traída. No ejecutándose asi, no habrá nova- 
ción, y ambos* quedarán obligados, si bien 
la paga de uno libertará al otro (1). 

4. Hablando anteriormente del pago he- 
mos % visto ejemplos de novación con res- 
pecto á la persona del acreedor. Siempre 
que este se cambie en términos semejan- 
tes á los que dejamos espuestos, se esíin- 
guirá la obligación antigua, dando lugar á 
la que la renueva. 

5. Réstanos advertir que hay otra no- 
vación que llaman necesaria. Esta es la que 
se hace en juicio por la contestación á la 
demanda, y con rigor no es verdadera no- 
vación, porque en lugar de destruir la obli- 
gación primera con otra nueva, la fortalece. 


(I) Ley 15 cit. 
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; §• ix. 

Rescisión y nulidad . 

Los contratos que son nulos ó están su- 
jetos á rescisión se disuelven por la deter- 
minación del juez, que declara los vicios de 
que adolecen. 

No es de este lugarjmanifestar por^cuan- 
to tiempo y en que términos corresponde 
la acción para reclamar” sus [defectos. 

S- X. 

Condidon resolutoria. 

* 

Entendemos por condición resolutoria 
aquella cuyo cumplimiento produce la re- 
solución del contrato, dejando ; la sj cosas en 
su primer estado. La intención de los con- 
trayentes que la ponen, no es suspender la 
ejecución de lo convenido, sino solo obli- 
gar al acreedor á devolver lo que recibió 
cuando se verifique la condición. Estas con- 
diciones dependen generalmente de la vo- 
luntad de los otorgantes; pero hay otras tá- 
citamente sobreentendidas por disposición 
del derecho. Asi en los contratos bilatera- 
ralcs, cada parte se reputa obligada bajo 
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la condición resolutoria de que la otra cum- 
pla lo pactado. 

•§. XI. 

Prescripción . 

La prescripción, que afecta á las cosas 
corporales como á las que no lo son , des- 
truye también las acciones como dejamos 
espuesto. Pereciendo, pues, el derecho que 
tenemos de reclamar un crédito, es evi- 
dente que perdemos el mismo crédito. Na- 
da tenemos aquí .que añadir á las doctri- 
nas que acerca de esto en otros puntos 
emitimos. 


Sección MI. 

Del modo de probar las obligaciones. 

1. Todo el que reclama la ejecución de 
una obligación debe probarla, y por el con- 
trario el que pretende que por su parte Ja 
ha cumplido y que ha quedado extinguida, 
está en el caso de justificarlo. 

2. Esta prueba puede hacerse por con- 
fesión de la parte, por su juramento, por 
escritura publica, por escritura privada, 
por testigos y por presunción de la ley 

3. Confesión.— La confesión, que las Ir- 

T. ii. ¿ 
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yes de Partida llaman conocencia, debe ser 
hecha por persona deT edad cumplida para 
obligarse, á sabiendas, y sin error, sobre 
cosa" ó cantidad cierta y contra sí. Tenien- 
do estas circunstancias y haciéndose judi- 
cial ó estrajudicialmente prueba la obliga- 
ción (1). 

4. Juramento. — También la prueba el 
juramento, bien sea hecho en juicio, ó bien 
fuera de él. 

5. El que se hace en juicio puede ser 
deferido por la parte ó por el juez. El que 
propone uno de los litigantes al otro es has- 
ta cierto punto voluntario, porque obliga 
alternativamente a prestarlo ó pretender 
que el otro lo preste (2). El que el juez 
exige, que comunmente llaman supletorio, 
porque suple la falta de prueba en un 
pleito dudoso, es necesario y no escusable, 
teniéndose en su resistencia por convicto 
(3) el que le rehúsa. 

6. El juramento estrajudicial es el que 
á instancia de una parte, presta la otra vo- 
luntariamente fuera de juicio (4). 

7. Escritura pública.— Por escritura pu- 


(í) Leyes 4, 5, y ?, tit. 13, Part. 3. 

(2) Ley 2, tit. lí f Part. 3. 

(3) Dicha Ley 2. 

(4) Dicha Ley 2. 
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blica entendemos la autorizada por perso- 
na habilitada con fé publica. Esta, que se 
otorga ante dos testigos a lo menos (1), ade- 
mas del escribano, hace prueba si está sa- 
cada del protocolo por el que la autorizó, 
que es el único que á no tener inhabili- 
dad debe hacerlo. La misma fuerza tiene 
la copia que por incapacidad ó muerte del 
escribano es sacada de su protocolo por 
.otro escribano y en virtud de providencia 
judicial. Pero ni aun el mismo escribano 
que autorizó el contrato puede dar mas de 
una copia á la parte á quien pertenezca sin 
auto del juez (2), que debe limitarse al ca- 
so en que de la duplicidad de copias pue- 
da resultar algún perjuicio (3). 

8. Escritura privada.— La escritura pri- 
vada de una obligación, reconocida judi- 
cialmente por el que la otorgó, hace fé 
contra él (i); mas solo servirá de presun- 
ción en caso que fuese de enagenacion de 
una propiedad, porque esta clase de escri- 
turas deben otorgarse ante escribanos (5). 


(í) Ley 114, tit. 18, Part. 3. 

(2) Ley 5, tit. 23, lib. 10 de la Novis. Recop. 

(3) Ley 10, tit. 19, Part. 3. 

(4) Ley 4» tit» 2 8, lib..l 1 de la Novis. Rccop. 

(5) Ley 114» tit* 18, Part. 3, y 14» tit. 12, lib. 10 
de la N. R. 
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9. La escritura no siempre es solo prue- 
ba de la obligación , sino también es al mis- 
mo tiempo algunas veces su causa. La fuer- 
tísima presunción que tiene contra sí el 
que ha confesado por escrito una deuda sin 
retractarse en mucho tiempo, ha hecho que 
su silencio se tenga por prueba, creándo- 
se asi una obligación, que comunmente se 
llama contrato literal. Basta lo dicho á 
convencernos, que mas que de un contrato 
es esta obligación hija de una presunción 
legal de las que no admiten prueba en con- 
trario. Por ella queda obligado el que ha 
confesado por escrito, que ha recibido de 
otro en préstamo mutuo alguna cosa, que 
no recibió; pero que tampoco reclamó por 
el espacio de dos años (1). 

10. Antes de este tiempo no tiene fuer- 
za ninguna la confesión escrita, y asi con 
ella no podrá probar su crédito el acree- 
dor, al que á su vez podrá pedir el deu 
dor que le devuelva el vale que le dió, ó 
le opondrá en el caso de demanda una es- 
cepcion perpétua que la escluya. Siendo 
esta escepcion introducida á favor del deu- 
dor podrá renunciar válidamente á ella aun 
en el mismo escrito en que confesó la deu- 


(t) Ley 9, tit. í, Part, 5. 


i 
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da (t); y quedará sin poderla usar en el 
caso de que la haya reconocido. 

11 . Testigos. — No es nuestro propósito 
hablar aqui de los testigos, de sus circuns- 
tancias y del modo de recibir sus deposi- 
ciones, sino limitarnos solo ála fuerza que 
tienen para probar la obligación contraida. 
Dos testigos por lo menos, con habilidad 
legal, de que a su tiempo nos ocuparemos, 
que estén contestes en la obligación , su 
tiempo, lugar y circunstancias, por ciencia 

E ropia y dando razón de su dicho, prue- 
an la existencia del contrato (2). Pero pa- 
ra acreditar que está satisfecha la obliga- 
ción contraida por escritura pública, se ne- 
cesita ú otra escritura ó cinco testigos (3), 
y cuatro para probar la falsedad de un ins- 
trumento público (4). Mas si los testigos ins- 
truméntales estuviesen en contradicion con 
la escritura, debe ser creida esta si está 
conforme al protocolo y es de buena fama 
el escribano; pero cuando este no goza de 
buena opinión y los testigos sí y el instru- 
mento es reciente, cede éste al testimonio 
de aquellos (5). 


(1) Ley 9, citada, 

(2) Leyes 28, 29, y 32, tit. 1$, Parí. 3. 

(3) Dicha ley 32. 

(4) Ley 117, tit. 18, Parí. 3. 

(5) Ley í 1 5, dicho til. 18. 
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Presunciones. — Por presunciones enten- 
demos las consecuencias que la ley ó el ma- 
gistrado estienden de un hecho conocido a 
otro desconocido. 

La ley da el carácter de presunciones 
sin réplica, y de consiguiente admite como 
prueba algunos hechos. 

De esto son ejemplo la nulidad que de- 
clara á algunos actos que supone hechos 
en su fraude , la fuerza «que dá á la cosa 
juzgada , la que tiene el recibo no recla- 
mado en el espacio de dos años, y otros 
semejantes. Tan vehementes, tan fuertes son 
estas pruebas , que no admiten otra en con- 
trario. 

La presunción del juez no tiene este po- 
der: es una convicción moral que debe 
fundarse en datos precisos, graves y que 
entre sí guarden armonía. 

Al finalizar este párrafo debemos ad- 
vertir que no nos hemos propuesto com- 
prender en este lugar la doctrina de prue- 
bas, que reservamos para el quejle cor- 
responde, sino manifestar solo los diferen- 
tes modos de acreditar las obligaciones. 



TITULO TERCERO. 

De la compra y venta. 


Sección I. 

De la celebración de la compra y venta . 

1. Las relaciones comerciales entre los 
pueblos é individuos han debido su origen 
á 4- las necesidades] recíprocas de los hom- 
bres, que cuando desconocían la compra y 
venta, todo lo hacian por permutas, único 
comercio de la sociedad naciente. Esten- 
dido este con la población, la esperiencia 
muy luego manifestó los inconvenientes in- 
separables a este sistema, y las naciones 
ilustradas por la necesidad adoptaron una 
medida universal de todos los valores. Es- 
te fué el origen de la moneda, que com- 
puesta de metales sólidos, que como mer- 
cancía tienen un valor intrínseco, y sella- 
da con el tipo de la autoridad pública pa- 
ra evitar fraudes acerca de su ley , ha he- 
cho mas rápidas y menos complicadas las 
operaciones comerciales. A esta invención 
debe su origen la compra y venta , de mayor 
, uso que todos los otros pactos. 
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2. La definimos: contrato bilateral, por el 
que uno se obliga á dar una cosa y otro á pa- 
garla (1). Sus requisitos esenciales son con- 
sentimiento , cosa y precio. 

3. Consentimiento.— Al tratar de los re- 
quisitos de los contratos en general, hemos 
hablado ya del consentimiento que en la com- 
pra y venta ha de versar acerca del precio 
y de la cosa. Deben prestarle entrambos 
contrayentes , por cuya razón nadie debe ser 
compelido a vender lo que le pertenece. Sin 
embargo, el Estado en virtud del dominio 
eminente puede imponer esta precisión cuan- 
do así lo exije el interés publico , como opor- 
tunamente manifestamos. 

4. Precio. *HE1 precio es lo que se dá por 
la cosa que se compra. Ha de consistir en 
metálico ó papel que le represente, y ser cier- 
to aunque sea con relación a otra cosa, co- 
mo á la cantidad que se tiene en el bolsi- 
llo , ó cometido á persona determinada que 
no sea contrayente. Si aquella no existiese 
ó esta no le fija, no valdrá el contrato y 
si le señala desproporcionado, el juez de- 
be regularle (2). El precio ha de ser tam- 
bién verdadero ; es decir, no tan insignifi- 
cante que mas bien que venta sea donación 


0) Ley 1, tít. 5, Part. 5. 
(2) Ley 9, tít. 5, Parí. 5. 
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el contrato. Ha de ser justo ademas; esto 
es, que no -escoda, ni sea inferior á la mitad 
de su valor verdadero. 

5. Cosa.— La cosa que se vende ha de 
ser determinada, por lo que en las vendi- 
das al gusto, peso, número y medida no que- 
da perfeccionada la compra en cuanto al pe- 
ligro, aunque sí respecto al aumento, ó ba- 
ja de precio, hasta que sean gustadas, pe- 
sadas, contadas, ó medidas (1). Ademas ha 
de ser capaz de enagenacion, por cuya ra- 
zón no pueden ser vendidas. 

1. ° Las cosas litigiosas (2). 

2. ° La sucesión de persona determina- 
da cuya herencia se espera, si esta no con- 
siente; medida conforme a la moral y á la 
humanidad (3). 

3. ° Las cosas estancadas por el gobier- 
no, á no ser por sus agentes. 

4. ° Las que no son susceptibles de pro- 
piedad privada. 

5. ° Las que corresponden al Estado ó cor- 
poraciones administrativas, no siendo del mo- 
do especial que señalan las leyes. 


(1) Ley 24 » tít. 3, Part. 5, y art. 367 <LJ C<xh de 
Com. 

(2) Ley 1 3 t tít. 7 t Part. 3. 

(3) 'Ley 13, tít. 5, Part, 5. 
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6. ° Las de fideicomiso y mayorazgo que 
legalmente no han sido desamortizadas. 

7. ° Los materiales que constituyen par- 
te de un edificio (1). 

Las leyes recopiladas (2) prohíben otras 
ventas bajo diferentes modificaciones : noso- 
tros no nos detendremos en ellas, porque son 
solo disposiciones hijas de falsos principios 
de economía, que la legislación y la cien- 
cia hoy reprueban de consuno. 

6. Perfección y consumación del contra- 
to. — Inmediatamente que han convenido los 
contrayentes acerca de la cosa y del precio, 
queda perfeccionado el contrato, á no ser 
que quieran que se haga escritura, en cu- 
yo caso hasta su otorgamiento no se repu- 
tará perfecto (3). Su consumación pende déla 
entrega de uno y otro. 

Así es que hasta esta , solo tiene el com- 
prador un derecho a la cosa dimanado de 
la convención, y después el dominio si el 
vendedor era señor de la cosa, y sino la fa- 
cultad de prescribirla. 

7. Peligro.— Aunque hasta la entrega el 


(1) Ley 16, tit. 5, Part. 5. 


(2) Tales son algunas del tít. 12 del lib. 10, la 1. a 
3. a y 5. a tít. 19, lib. 7; la 2. a , 4. a , 5. a y 9. a til. 5 y 
4» tít. 7, lib. 9 de la Novis. Recop. 

(3) Ley 6, tít. 5, Part. 5. 
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comprador 'no’ es^j señor de la cosa vendida, 
si esta es determinada, á él pertenece su pe- 
ligro , y de su cuenta son los aumentos ó 
menoscabos que tenga, pues que el vende- 
dor como deudor de especie se liberta por 
su pérdida, con tal que no intervenga por su 
parte tardanza ó culpa leve, haya pacto en 
contrario, condición de no hacer la tradición 
hasta cierto tiempo, ó hasta que la cosa es- 
té en disposición de entregarse , y por úl- 
timo uso de comercio (1). Pero para evitar 
los perjuicios, que por culpa del compra- 
dor podian originarse al que hacía la ven- 
ta, nuestras leyes han establecido, que si se- 
ñalaron los contrayentes dia para contar, pe- 
sar , rpedir , ó gustar, y no acudió el com- 
prador, ó sino habiendo tal señalamiento fue 
requerido delante de testigos, y después su- 
cedió el daño, á el pertenezca el peligro. 
En este caso también se podrá vender la co- 
sa á otro , y el menoscabo recobrarlo del pri- 
mer comprador ; y aun á costa de este, ne- 
cesitándose las vasijas en que está el géne- 
ro vendido, alquilar otras, y no hallando- 
las verterlo , pesándolo ó midiéndolo previa- 
mente (2). 


(1) Leyes 23 y 24 , tít. 5, Part. 5 y arts. 366 y 567 
del Cod. de Cora. 

(2) Ley 2 4» 



60 

8. Arras. — Para mas asegurar el éxito de 
este contrato , intervienen señal ó arras en al- 
gunas ocasiones. Estas pueden darse antes 
ó después de perfeccionado. En el primer 
caso hay lugar al arrepentimiento , perdien- 
do el comprador las arras que dio, si fue 
el que se retractó, y si el vendedor, debe- 
rá restituirlas dobladas ; y en el segundo, 
como son prueba de estar concluido el con- 
trato y parte del precio, no es lícito arrepen- 
tirse ni deshacerse la venta (1). 

Aunque estas no intervengan, perfeccio- 
nado el contrato, los otorgantes están liga- 
dos al cumplimiento (2), de tal modo que 
ni por disposiciones del poder ejecutivo, ni 
aun por doble precio, se podrá obligar al 
comprador á dejar lo que compró (3). 

Sección II. 

Personas que pueden celebrar este contrato . 

Pueden comprar y vender cuantos no tie- 
nen prohibición legal. Esta ademas de las 
personas que dijimos generalmente que no 


(1) Lev 7, tu. 5. 

(2) Ley 6. 

(o) Ley 6 í • 
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podían contraer, inhabilita a otras. Tales 
son los clérigos que no pueden comprar y 
vender por vía de negociación que les pro- 
híben los cánones sagrados (1)-: los jueces 
sopeña de nulidad, ni por sí ni por otros 
durante su oficio, lo que se vende en al- 
moneda por su orden (2), puesto que esto 
lo mandan como ministros de la ley, y no 
como agentes de sus intereses (3); tampoco 
pueden comprar heredades en territorio de 
su jurisdicción, ni dedicarse al tráfico mer- 
cantil (4). Los hijos de familia , y los meno- 
res en poder de su tutor ó curador no pue- 
den comprar ni tomar nada al fiado , sin li- 
cencia de sus padres ó guardadores, sien- 
do nulas las compras, y las fincas dadas pa- 
ra su seguridad : son igualmente nulas las 
que algunos hacen al fiado para cuand,o se 
casasen ó sucediesen en algún mayorazgo 
(5); y las que en la misma forma se hicie- 
ren á los estudiantes sin consentimiento del 
que les sostiene en la carrera (6). Por úl- 


(1) Ley 461 tít. 6, Part. 1 , y Conc. Trid. seas» 2 2 
Cap» 1, de reform. 

(2) Ley 4» tít. 14» lib, 5 de la Novís. Recop. 

(3) Ley 5, tít, 5 y 3, tít* 11, lib. 7, dé la Novis» 
Recop. 

(4) Ley 7, tít. 14, lib, 10 de la Novia. Recop. 

(5) Ley 17, tít. l,lib. 10 de la No vis. Recop. 

(6) Ley 1, tít. 8, lib. 10. 
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timo los guardadores, testamentarios y pro- 
curadores no pueden comprar pública ó 
secretamente los bienes denlos que están 
bajo su protección, sopeña de que se des- 
haga la venta y den el cuatro tanto aplicado á 
la cámara (1). La razón en que se fundan ta- 
les prohibiciones las recomienda. 

Sección III. 

De las obligaciones del comprador y vendedor . 

i i- 

Obligaciones del vendedor . 

1. El vendedor está obligado á entregar 
la cosa y garantirla , prestando en su con- 
servación la culpa leve, por ser este contra- 
to útil á ambos contrayentes. Por su demo- 
ra podrá pedir el comprador, ofreciendo pa- 
gar el precio, que se le ponga en posesión 
de la cosa vendida, y que aquel le resarza 
los perjuicios que le ha ocasionado. 

2. La cosa le deberá ser entregada tal 
cual se halla al tiempo de la venta, con sus 


(t) Ley 1, tít. 12, 1 i b. 1 0 de la Novis. Recop. 
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accesiones, entendiéndose por tales las des- 
tinadas al uso permanente de la cosa, como 
los materiales que constituyen parte del edi- 
ficio ó cosas unidas á él, de modo que con 
facilidad no puedan separarse, pero no las 
demas muebles y semovientes (1). 

3. La garantía que es de derecho y na- 
tural a este contrato, aunque sea mercantil 
(2), tiene el doble objeto de asegurar al com- 
prador en la posesión pacífica de lo que ad- 
quiere, y de responder de sus efectos y car- 
gas, que ignoró al tiempo del contrato. Ge- 
neralmente la llamamos eviccion ó sanea- 
miento , y tiene lugar cuando alguno re- 
cupera en juicio cierta cosa propia, quitán- 
dola al que la adquirió con título legítimo. 

4. Sus efectos son, que si después de 
la celebración de la venta se mueve algún 
pleito sobre su propiedad, posesión ó ser- 
vidumbre, está obligado el comprador a ha- 
cerlo saber antes de la publicación de pro- 
banzas al vendedor, quien a su costa de- 
berá dejarle en la quieta posesión de la 
cosa, ó restituir el precio que recibió, los 
daños ocasionados , y pagará ademas la pe- 
na del doble si lo hubieren convenido (3). 


(í) Leyes 28, 29, 30 y 31, tít. 5, Part. 5 . 

(2) Arts. 380 y 38 L de Código del Comercio. 

(3) Ley 32, tít. 5, Part. 5. 
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Si el vendedor demandado por el compra- 
dor entra en juicio, el dueño de la cosa 
vendida deberá dirigirse contra él, pero 
si quisieren se entenderá con el poseedor, 
á quien siempre será lícito usar del sanea- 
miento (1). 

Vendida una universalidad de bienes, so- 
lo habrá lugar á la eviccion si es vencido 
el comprador en toda ella , y no en cosas 
determinadas. 

Sin embargo, si la venta es de un na- 
vio, de un rebaño, ó de una casa, no habrá 
precisión de que el comprador sea ven- 
cido en toda ella, para que corresponda la 
eviccion (2). 

5. Hay algunos casos en que esta cesa; 
tales son: 

1. ° Cuando el comprador no hace la de- 
nuncia antes de la publicación de proban- 
zas (3). 

2. ° Poniendo el pleito sin conocimiento 
y mandato del vendedor en manos de ár- 
bitros que fallaren contra él. 

3. ° Si por su culpa pierde la posesión. 

4. ° Cuando no quisiese oir el juicio y 
por su rebeldía la perdiese , habiéndola ad- 
quirido ya por prescripción, sin oponerla. 


(t) Ley 33, tít. 5, Part. S. 

(2) Leyes 34 y 35, tít. 5, Part 5. 

(3) Leyes 32 y 36, tít. 5, Part. 5. 
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5. ° No apelando de sentencia, dada no 
estando presente el vendedor. 

6. ° Cuando el juez injustamente diere 
sentencia contra el comprador , por ser 
aquél éritoñces el que debe sanearía (1). 

6. La eviccion rió es peculiar á este con- 
trato, sino común á los demás onerosos, 
á las divisiones de las herencias hechas por 
el juez (2), ó por el testador cuando daña 
á la legítima , ó quiere se observe igualdad 
entre los Sucesores, á los juicios diviso- 
rios, dotes necesarias, ó estimadas, ó que di- 
manan de una promesa obligatoria, y á las 
mandas cuando siendo en general se le 
quitó legatario lo que se le habia dado. 

7. HémoS dicho que el vendedor debe 
responder de los defectos y cargas de la 
cosa, y esto es lo que da lugar á las ac- 
ciones redibiloña y eslimaíoria, de que aho- 
ra vamos á tratar. La primera tiene por 
objeto la rescisión del contrato , y debe en- 
tablarse para conseguir su fin en los seis 
meses siguientes á su celebración, pasado 
cuyo término quedará válido, pudiendo has- 
ta cumplir un año usar de la segunda de- 
nominada también quanli minoris. Por esta 
se propone el comprador que se le resti- 


(t) Ley 36, tít. 5, Part. 5. 

(2) Ley 9, tí t. 1 5, Part. 6. 

T. IL 5 
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tuya la parte ilel precio que valga menos 
la cosa. 

Los términos de una y otra deben con- 
tarse desde la venta, si desde entonces se 
tuvo noticia del defecto (1). En el caso que 
intervenga mala fé deberán resarcirse ade- 
mas los daños y menoscabos que se oca- 
sionan (2). 

8. Cesan estas acciones si el vicio esta- 
ba á la vista, puesto que competen para 
precaver que sean engañados los compra- 
dores, que en este caso por si mismos se en- 
gañan; si se manifestó el que tenia, ó si 
convinieron los otorgantes que por tachas 
que tuviese la cosa vendida, no pudiera 
ser desechada, á no ser que dicientlo el 
vendedor que las tenia, encubriese enga- 
ñosamente la verdadera. 

Finalmente, si el comprador empeñó 
la cosa y se deshizo después la venta, el 
que la tiene debe volverla al vendedor, que- 
dándole facultad para pedir á aquel lo que 
le dió (3). 


(t) Ley 5 5, tít, 5, Part. 5. 

(2) Ley 63, tít. 5'. 

(3) Ley 67, tit, 5, Part. 5. 
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Obligaciones del comprador . 

1 . Pasamos ahora á los deberes del com- 
prador, El principal de estos es pagar el 
precio, sin cuyo requisito ó la satisfacción 
del vendedor 5 aunque este sea señor de la co- 
sa, ño le transferirá su dominio, como he- 
mos manifestado al tratar de Ja tradición. 

Sí la venta se hubiese celebrado con 
el pacto de la ley comisoria de que luego 
hablaremos, y pasado el término prescrito 
el vendedor recibiese el precio, será sub- 
sistente la obligación, porque entonces la 
aceptación del vendedor, haciendo presu- 
mir 4 su indulgencia, mitiga el rigor del 
contrato. 

2. Todas las reglas de que en esta sec- 
ción hablamos son naturales á esta conven- 
ción, y por esto pueden ser variadas por 
la voluntad de los contrayentes que, como 
tantas veces hemos manifestado, es ley in- 
violable en los contratos. 

Sección IV. 

fíe la rescisión de la venta. 

1, Ademas de los modos de disolverse 
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comunes á este contrato con los otros, hay 
algunos peculiares suyos. Ya^ hemos trata- 
do ele la acción redibitoria que pertenece 
á estos, y ahora vamos á hablar de los 
otros con separación. 

2. En él es permitido el pacto de la ley 
comisoria , por el que no -pagando el com- 
prador el precio en el término que prefi- 
jaron ambos contrayentes se deshace el con- 
trato. En su virtud el vendedor podrá so- 
licitar su rescisión por defecto de paga, re- 
teniendo la señal que se le hubiese dado, 
ó pedir todo el precio quedando subsis- 
tente la obligación; no pudiendo arrepen- 
tirse después de elegido uno de estos dos 
medios. Adoptado el primero y habiendo 
percibido el comprador algunos frutos de 
la cosa vendida, deberá darlos al vende- 
dor, si este devolvió la señal y abonólos 
gastos , siendo obligación del comprador 
reintegrar los desperfectos de la cosa, que 
por su culpa sobrevinieron (1). 

3 . Puede también deshacerse la venta 
en virtud del pacto de adición en dia . Por 
este convienen los contrayentes que hasta 
cierto tiempo pueda venderse la cosa á otro 
que mas ofrezca por ella. Si en el tiempo 
señalado se presentase quien lo hiciese, ó 


(1) Ley 38, tit. 5, Part. 5. 
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bien hiciere mejora de cualquier otro modo 
que no sea simulado, deberá manifestárse- 
lo al comprador. 

Si este se ofreciese á hacer otro tanto 
será preferido, y de lo contrario se desha- 
rá la venta, dando la cosa con los frutos 
que recibió deducidos antes los gastos (1). 
Consiguiente a esto, el comprador, aunque 
disfrutará la cosa, no podrá enagenarla has- 
ta que pase el tiempo prescrito, después 
del cual sin necesidad de nueva tradición 
adquirirá el dominio. 

4. Siendo toda lesión una injusticia di- 
fícil de conciliar con los principios de equi- 
dad y de economía, cfue hacen depender 
el interés público de la justa proporción 
entre las cosas y sus valores, debe subsa- 
narse en todos los contratos onerosos en 
que intervenga, y consiguientemente en el 
que nos ocupa. De aqui dimana la acción 
para rescindirle por causa de lesión, ó lo 
que es lo mismo, por la diferencia del pre- 
cio verdadero al convencional de las co- 
sas. Pero para evitar que haya tantos liti- 
gios como adquisiciones, lo qiie indudable- 
mente sucedería si se permitiera rescindir 
el contrato por cualquiera desproporción, 
han establecido las leyes (2) que solo ten- 


(1) Ley 40* l 2 ¡t. 5, Part. 5. 

(2) Ley 3, tit. 1, lib. 10 de la Nov ¡s. ftecop. 
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ga lugar siendo el engaño en mas de la 
mitad del precio. El que causó el perjuicio 
deberá reintegrar á su contrario, ó bien 
rescindiéndose la venta, ó bien supliendo 
el precio justo de la cosa (1), aun en el 
caso de que se haga en almoneda, pero 
no si los bienes se vendieren por aprecia- 
dor públicamente contra la voluntad del 
vendedor, apremiando los acreedores. Esto 
se puede pedir en el término de cuatro 
años desde la celebración del contrato (2), 
y se niega á todos los peritos que ajustan 
obras, aunque sufran la lesión en los tér- 
minos que hemos manifestado (3), pues que 
á sí mismos deben imputar su ligereza. 
Por la rescisión cada uno llevará lo que 
dio al otro sin frutos,- porque ademas de 
no hablar nada las leyes de ellos, el com- 
prador como poseedor de buena fé puede 
retenerlos, á lo que se agrega que tampo- 
co incurre en tardanza hasta que se enta- 
ble la demanda. Esto también evita el in- 
conveniente de que perciba los frutos el 
que tiene el precio de la cosa. 

5. Del pacto de retroventa hablaremos 
al tratar de los retractos. 


(1) Ley 56, tit. 5, Part. 5. 

(2) Ley 2, tit. I, i ib. *10 de la Novis. Recop. 

(3) Ley 4t tit. 1, lib. 10 de la Novis. Recop. 
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[TITULO CUARTO. 

De los derechos de tanteo y de detracto . 

§• I- 


Derechos de retracto y tanteo en general . 

1- Después de haber hablado del con- 
trato de compra, y venta, el orden exige 
que nos ocupemos de los derechos de tan- 
teo y de retracto, que son limitaciones pues- 
tas por la ley á la libre facultad que para 
enagenar y adquirir por aquel medio á los 
hombres corresponde. 

2, Los intérpretes y aun las leyes usan 
indiferentemente de las palabras tanteo y 
retracto, sin embargo de la distinta signi- 
ficación que tienen en el sentido riguroso, 

- y qtie exige la esplicacion de las doctrinas 
de que eh este lugar nos ocupamos. 

3. El derecho de tanteo es la prelacion 
de comprar . la cosa por el tanto al tiempo del 
contrato. Conocido entre los romanos en al- 
gún tiempo, y abolido después gomo opues- 
to al dominio, fúé una institución general 
en nuestra legislación antigua con respec- 
to á ios parientes de los vendedores, obser- 
vada hasta la publicación de las Partidas (1;. 


(t) Fueros, de Cuenca, Baeza, Zamora, Alcalá, Cace- 
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4. Por retracto entendemos, la facultad 
que á algunos compete para adquirir para si 
la cosa comprada por otro al mismo precio res- 
cindiendo el contrato celebrado . Desconocido 
este derecho (1) en la jurisprudencia ro- 
mana fue común en la legislación antigua 
y en los usos, de nuestra patria. Esta fa- 
cultad hoy se concede á los parientes, á los 
condueños, á los señores directos y super- 
ficiarios, y á los que la han pactado , estin- 
guiños ya por la ley ó por el uso los pri- 
vilegios, que en beneficio de la abundan- 
cia y de los progresos de la industria por 


res y otros municipales, y leyes 2, y 3 , tit. i, lib. 4» del 
Fuero viejo, 

(o Sabemos que no es en esto acorde nuestra opinión 
con la de muchos intérpretes. Estos han contundido el 
tanteo con el retracto. Los romanos al paso que estable- 
cieron el primero, nada nos hablan del segundo. Derecho 
de tanteo y no retracto era el que* concedieron en algún 
tiempo los parientes á los condueños, y después á los 
parientes y acreedoras de aquel cuyos bienes se vendían 
judicialmente. La necesidad en que estuvieron constitui- 
dos los habitadores de las metracomias de no veqder las 
tierras, que se les habian designado, sino á sus conveci- 
nos, no era un derecho de retracto sino una prohibición 
de enagenar á no ser á personas determinadas. En nues- 
tra legislación focal encontramos disposiciones parecidas, 
y dictadas por la mira política de sostener la lucha con- 
tra los sarracenos. 




erróneos principios se concedieron (1). 

5. De las definiciones que dejamos es- 
puestas, se infiere que son cosas del todo 
diferentes los derechos de tanteó y de re- 
tracto, El primero se refiere al tiempo de 
la celebración del contrato, que desde lue- 
go se perfecciona con el tanteo. El retrac- 


to hace relación a un contrato celebrado, 
y dejándole sin efecto subroga á otro com- 
prador en lugar del primero. 

§• II. 


; Derecho de tanteo. 

■' - x: '■ < r .■ ■■■i v. ■ ■ 

<-■ oM derecho : de tanteo estcndido no ha 
; mucho con profusión en nuestras leyes (2) 

; ■ : : : *. . : : > i -: ' , . . ' ■ J ■=' ' - I 1 ' ■ 

» ■ — : <“ ^ i ; — * 

■•■■■■• - ■ ■ ■ * 

t ■ : 

(2) Leyes 11,12, 13, 14 , 15, 16, 17, y 21, til. 13, 
lib. 10 de la Novis, _Recop.¡ Reales decretos 5.° y 6.° de 
20 de enero de 1834» y decreto de las Cortes de 8 de 
junio de 1813, restablecido por otro real de 6 de setiem- 
bre de 1836,. r 

. (1) Los oficios públicos, jurisdicciones, señoríos y 
vasallajes, enagenados de la corona en , diversas épocas, y 
especialmente en los turbulentos reinados de don Juan II 
y de don Enrique IV, dieron lugar á que fueran roas fre- 
cuentes los tanteos, según. lo pactado por varias condicio- 
nes de millones. (Escrituras de millones, condición del 
5.° género, números 21, 26, y 87, y condiciones nuevas, 
número 7, folio 91, y 136.) Errores en administración 
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podemos hoy considerarle reducido á un 
círculo estrecho. Emanación de un domi- 
nio menos pleno ó común, solo compete 
á los socios en la cosa que poseen sin di- 
visión (1), y á los que tienen algunos bienes 
dados á censo enfitéutico en los términos 
que manifestaremos al tratar de este con- 
trato. ¿ 

§• III. 

iSí 

Retracto gentilicio . 

1. El retracto gentilicio, esto es, el que 
se concede á los parientes, es el primero 
de que debemos ocuparnos. Llámase también 
de abolengo y de sangre. Introducido para 
que permaneciesen en cada familia sus bie- 
nes patrimoniales (2), y evitar así la acu- 
mulación de las riquezas, puede considerar- 


y economía que suponían que la abundancia de comesti- 
bles y la prosperidad de las fábricas dependían de privi- 
legios desterrados hoy por la legislación, por la práctica 
y por la ciencia (reales decretos 5*° y 6.° de 20 de ene- 
ro de 1834 y el de las Córtcs de 8 dé junio yá. citado) de 
que nos dan repetidas muestras las leyes recopiladas (tí t. 
13, del libro 10) hacían mas complicada nuestra juris- 
prudencia en este punto. * 

(1) T;ev 55, tit. 5, Part. 5. 

(9) Semejante es la razón que movid á nuestros légis- 
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se como una derivación del sistema de tron- 
cal i dad que nos ofrece vestigios la legis- 

lación antigua (i). 

2. Podemos definirle, derecho que compele 
á los mas próximos parientes del vendedor den- 
tro del cuarto grado para redimir los bienes in- 
muebles de su patrimonio ó abolengo , ofrecien- 
do al comprador el precio que satisfizo . En él de- 
bemos examinar las personas a quienes v 
contra quienes compete, las cosas que for- 
man su materia, el tiempo en que se per- 
mite y formalidades con que se intenta. 

3. Personas á quienes compete.— La fa- 
cultad de retraer se concede á los parien- 
tes dentro del cuarto grado del que vendió 
á un estraño posesiones de sus padres ó abue- 
los, con tal que desciendan de aquel de quien 
viene la cosa vendida (2) aunque sean na- 
turales (3), pero no si son ilegítimos de otra 
clase. 


la do res para establecer el retracto gentilicio, á la que tu- 
vieron los romanos en el derecho de agnación , y los he- 
breos en la institución del año de jubileo. 

(1) Leyes 4, tít. I* lib. 4 del Fuero viejo de Castilla, 
13, tít, 10, lib. 3 del Fuero real. Algunos tueros limita- 
ban el retracto al caso en que la venta se hiciera furtiva- 
mente (Zamora , Salamanca y otros). 

(2) Ley t, tít. 13, lib. 10 Novis. Recop. 

(3) No encontramos ley que espresamende admita al 
retracto ni escluya de él á los descendientes naturales • el 
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4. No pudiéndo ó no queriendo usar de 
esta prerogativa el pariente mas inmediato, 
pasa á los" siguientes por su orden y pro- 
ximidad (1). Esta debe considerarse con res- 
pecto al vendedor (2), sin que su doble vín- 
culo (3) dé prelacion á los que están en igual 
grado. 

5. Si dos parientes constituidos en igual 
grado concurrieren al retracto, ambos serán 
admitidos, dividiendo entre sí la cosa (4). Si 
no admitiere partición cómoda , en nuestro 
sentir habrá lugar á la licitación llevándo- 
la quien mas ofreció por ella. En el caso 
de que habiendo ya retraído uno , en el tér- 
mino legítimo otros concurran, sacarán es- 
tos la parte que les toca por quedar hasta 
cumplirse sujeta la venta al retracto/ 

6. Este derecho como personalisimo des- 
hecha toda representación , por cuya causa 
es intrasmisible al que por sí mismo no le 


lugar que las leyes les dan en la sucesión nos decide á es* 
tablecer la doctrina que es ponemos. 

(1) Ley 7, tí t* 13, lib. 10 de la Novis. Recop. correc- 

toria de la 13, tít. 10, lib. 3 del Fuero real, que es la 
citada 1 . a dél tít. 1 : 

(2) Ley 2. 

(3) No nos parece de ninguna fuerza la razón en que 
se fundan los qué dan prelacion al doble vínctílo de pa- 
rentesco, conformes con el de muchos intérpretes. 

(4) Dicha ley 1* 
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tenga. De aquí no ser estensible al here- 
dero estrado del pariente que falleció den- 
tro del término en que podía retraer, a no 
haber este ya contestado á la demanda y 
practicado cuanto previenen las leyes. 

7. La computación de los grados en nues- 
tro dictamen debe ser civil, por ser el re- 
tracto una materia secular y odiosa, por cu- 
ya razón debe restringirse , aunque el con- 
testó literal de la ley (1) no deja de susci- 
tar alguna duda. 

8. Personas contra quienes compete. — 
La facultad de retraer solo compete contra 
los estrados , y nunca á nuestro dictamen 
contra parientes constituidos en igual ó mas 
lejano grado. El hablar solo la ley de los 
estrados (2), el ser el derecho de retracto 
restrictivo de la libertad natural de enage- 
nar, que corresponde á los señores , y no de- 
ber por lo tanto estenderse á mas casos que 
los comprendidos en el tenor literal de las 
leyes que lo autorizan, y el faltar en el ca- 
so de que hablamos la causa inductiva de 
él, nos hace establecer una doctrina , que 
sino la mas seguida por nuestros jurisconsul- 
tos, por lo menos nos parece la mas acertada. 

9. ' Bienes que son materia del retracto 


(1 ) Ley 7 citada. 

(2) Ley 2, tít. 13, Lib. 10 de la Novis. Rccop. 
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gentilicio.— La materia del retracto gentili- 
cio son los bienes raíces que estuvieron en 
el patrimonio ó abolengo del que vende y 
retrae, esto es, que pertenecieron , ó bien á 
sus padres, ó bien á sus abuelos (1)* 

Los muebles están eseluidos, porque ade- 
mas de hablar las leyes (2) solo de las co- 
sas inmuebles, á ellas únicamente es aco- 
modable la causa inductiva del retracto. De- 
ben ser hereditarios, porque todos los de- 
mas los cscluye el tenor literal dé una ley 
recopilada (3), que deshecha la diferencia que 
algunos de nuestros autores han querido in- 
troducir, estendiendo una facultad que de- 
be limitarse en lo posible* 

10. De lo dicho se infiere : 

1. ° Que habiendo salido una cosa de la 
familia, aunque haya vüelto á ella por re- 
tracto, no quedará de nuevo sujeta á él. 

2. ° Que tampoco está sujeto al retracto 
lo adquirido por título de mejora, porque no 
pertenece á la clase de bienes hereditarios*, 
de lo que nos convence la ley ’tjue permite 
aceptarla renunciando la herencia. 

A esto se agrega que toda donación bien 


(!) Leyes I, 2 y 5, tít. 1 3, lib. ÍO de la Novia. Re- 
top. 

(2) Leyes 1, 2 y 5, N. R. y 230 del Estilo. 

( 3) Ley 3, tít. I 3, lib. I 0 de la Novis. Recop. 
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por última voluntad ó por contrato entre vi- 
vos, se reputa mejora, y las leyes recopi- 
ladas cuando escluyen todo título , que no 
sea de heredero, hacen especial mención de 
las donaciones (1). 

11. No basta que las cosas sean patrimo- 
niales hereditarias para que den causa al re- 
tracto, es indispensable ademas que por ven- 
ta hayan salido de la familia. Haciendo ve- 
ces de esta la dación en paga cuando se da 
una especie por lo que se debijj en dinero, 
deberá seguir la mi$ma regla. 

Nuestra jurisprudencia escluye con espe- 
cialidad el contrato de permuta, en que no 
son aplicables las razones déla venta. En efec- 
to, en esta el precio puede ser en un todo 
igual, lo que es muy difícil que suceda en 
las permutas, especialmente cuando no con- 
sisten en cosas fungibles. Esta doctrina nun- 
ca deberá patrocinar á los que obran en frau- 
de de las leyes. 

12. Vendidas dos cosas del patrimonio 
ó abolengo por un solo precio, deberán ser 
retraídas todas ó ninguna, y si á cada una 
se le señaló el suyo , podrá el pariente sa- 
car la que gustare (2). No es precisamente 
la razón de esta decisión el que en el pri- 


(t) Ley 3, citada. 

(2) Ley 5, tít. f 3, lib. 10 de la Novis. Recop. 
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mer caso hay una sola venta y en el segun- 
do dos. como generalmente se dice, sino que 
en aquel no teniendo cada una separadamen- 
te señalado precio, no pudo por 6í dar lugar 
al retracto, que exige como requisito indis- 
pensable su consignación (1), y esta ño pue- 
de hacerse sin que haya entonces noticia de 
él. dificultad que no existe citando se fijan 
;i cada una sus precios respectivos. 

Id. Nuestros autores limitan esta facul- 
tad de retraer una de dos< cosas vendidas en 
el caso de que el adquirióte no hubiese com- 
prado las unas sin las otras, ó si fuesen da- 
das por el pariente a un estraño en pago de 
deudas, doctrina que aunque no apoyada es- 
pinosamente en nuestras leyes, la equidad la 
recomienda 

1 i. Lo que hemos dicho respecto á dos 
cosas patrimoniales vendidas por un solo pre- 
cio debe hacerse ostensivo al caso en que 
solo la una fuere patrimonial. 

Nuestro derecho no lo decide, pero sí la 
razón de la ley y su interpretación recta. 

15. Aunque las cosas patrimoniales cam- 
bien de poseedores están sujetas al retracto 
por todo el término legal, porque la acción 
concedida á los parientes no les correspon- 
de solo en virtud del contrato sino que na- 


( f ) , Li“y / t , 1 1 1. 13, lib. 1 0 do la Novis* 


Recop. 
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ciendo directamente de la ley imita las rea- 
les, y tiene lugar contra cualquiera que po- 
see. A no admitirse esta doctrina, caeríamos 

en el inconveniente de que el primer com- 
prador podia transferir sin restricción un de- 
recho que tenia limitado, y que enajenan- 
do la cosa haría ilusoria ht facultad de re- 
traer, y superior su voluntad á la de las 
leyes. 

16. Término concedido para retraer. 

Las leyes (1) conceden á los parientes, 
ahueve dias para retraer, término' perentorio 
como toda dilación legal, y que corre sin que 
les competa restitución contra los pupilos, 
menores y ausentes (2), y con mayor razón 
contra los ignorantes, á quienes daña la pres- 
cripción, que no perjudica á los primeros. 
Aunque no vemos que nuestras leyes escep- 
tuen caso alguno de esta regla general , lo 
que se acomoda á que debe limitarse el re- 
tracto como odioso, dicen algunos que no 
ha de tener lugar cuando por fraude de los 
contrayentes ignoró el pariente la venta. Es- 
ta opinión no nos desagrada, pues que de 
otro modo estaría en manos de la malicia 
eludir el efecto de las leyes. 


(1) i, 2, 3, 4, 6 y 7, tí t. 13, lib. 10 de la Novis. 

Recop. 

(2) Ley 5. 

T. II. 


G 
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17. El término para el retracto empieza 
;i correr desde la convención , que es la que 
perfecciona el contrato do compra y venta 
(1 . Esta doctrina estrecha ios límites del re- 
tracto, lo que nos hace desechar la opinión 
de los que quieren que haSta la tradición 
no empiecen á contarse, fundados en que 
hasta esta se conservan los bienes en la fa- 
milia , sin considerar que el comprador tie- 
ne una acción personal para pedirla. En las 
ventas judiciales se cuentan desde el dia del 
remate, que es el que hace veces de con- 
vención. Este término como legal deberá con- 
tarse de momento á momento, lo que es con- 
forme al espíritu de las leyes, que solo men- 
cionan el tiempo y no ei dia (2). Pasado el 
término no podrá intentarse el retracto y la 
cosa se hará de libre enagenacion. 

18. Requisitos que deben intervenir en 
el retracto. — Para que tenga efecto el retrac- 
to deben concurrir algunas solemnidades cu- 
ya omisión le destruye. Estas son, que pague 
el retraente todo el precio con los gastos y 
tributos que haya satisfecho el comprador, y 
que jure que quiere para sí la cosa, y que 
lo hace sin fraude (3). 

La paga debe ser real, verdadera y por 


( 1 ) Ley 1 , tít. 13, lib. 1 0 fie la Novis. Recop. 
( 9 ) Ley 7, tít. 13. 

(3) Ley I, tít. 1 3, 
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entero ; en caso que el comprador no qui- 
siere recibirla , se consignara el precio de- 
lante de testigos, y si puede ser á presencia 
del juez y de r su orden; consignación que se 
reputa paga en los términos que manifesta- 
re m’os. Si la venta es al fiado , cumplirá el 
pariente dando fiadores abonados ante el juez 
dentro del término referido, de que pagará 
lo mismo al tiempo en que estaba obligado 
el comprador (1). 

§* IV. 

Retracto de comuneros. 

1. Retracto de comuneros es, el derecho 
que compete á cada uno de los condueños para 
redimir los bienes inmuebles en que tienen apar- 
cería ofreciendo al comprador el precio que satisfi- 
zo . Para que tenga lugar es menester que 
la cosa esté proindiviso, porque si demos- 
trativamente está hecha la partición, no ha- 
biendo comunidad de bienes, no puede tam- 
poco haber retracto. 

2, Esta facultad se les concedió á los con- 
dueños por las leyes de Toro (2), pues que 


(t) Ley 6, tít. 13, lih. 10. 

(2) L oye» S y 9, tít. 13, lib. H) <le la Novls ttecop. 
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las do Partida (1) solo los daban el derecho 
de tanteo ó de prelacion al tiempo de la ven- 
ia. v no el de retraer los bienes después que 
SO hubiera verificado. El objeto de sil intro- 
ducción fue limitar la comunión, perenne 
madre de discordias y mover a los hombres 

i/ 

á mejorar la propiedad, lo que es mas de es- 
perar de los dueños absolutos. 

3. Corresponde este retracto a los socios 
aun en el caso de que lo sean en una misma 
parte , pero si concurriesen varios, cada uno 
llevará otra proporcionada á la que tenia. 

4. Solamente tiene lugar contra los estra- 
ños y nunca contra los condueños, porque 
las leyes que lo introdujeron solo prefieren 
los s (icios y nunca á estos entre sí, y en es- 
te caso no concurre la causa que motivó es- 
ta institución, que como odiosa debe limi- 
tarse. 

5. Su objeto son las cosas inmuebles, por- 
que solo a ellas hacen referencia las leyes 
y quieren se observe en él lo mismo que en 
el gentilicio. De ningún peso son las razones, 
que alegan los defensores de la opinión con- 
traria, fundados en una ley de Partida que 
hablando no del retracto sino del tanteo usa 
de la palabra cosa, y fundados también en 
que este retracto como favorable debe am- 


(1) Lry 55, tít. 5, Part. 5. 
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pliarse, sin considerar que aunque menos 
odioso que el gentilicio, no lo deja de ser, 
pues que no se aseguran los derechos de los 
señores y contratantes. Esto sin duda les 
hace confesar que no han visto suscitarse 

E leitos de este retracto en los bienes mue- 
les. 

6. Finalmente, en el retracto de comu- 
neros deben intervenir las mismas diligen- 
cias, solemnidades y término que en el gen- 
tilicio. 


§■ V. 


Retracto de los dueños directo y superficiario. 


1. Ya hemos hablado en el libro segun- 
do de la diferencia de los dominios di- 
recto y útil ó superficiario, de que con 
mas estension trataremos en los censos: á 
uno y á otro concedieron la facultad de re- 
traer las leyes de Toro (1) , por reputar 
mas útil la unión que la separación de 
aquellos derechos diferentes. 

2. El término porque corresponde, es el 
de nueve dias, según sienten nuestros intér- 
pretes, ajustándose á la ley que fija el tiem- 


(í) Lry 8, til. 13, l¡b. 10 Ocla TKovís. Becop. 
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po en el retracto gentilicio. Algunos en es- 
ta cuestión quieren hacer diferencia del ca- 
so en que el superíiciario pague ó no pen- 
sión anual, olvidados que es un absurdo su- 
poner que esta no intervenga, lo que seria 
despojar al contrato de superficie de una 
de sus partes esenciales. 

3. No escluye al derecho de retracto de 
que en este lugar nos ocupamos, el de tan- 
teo de que por dos meses goza el señor di- 
recto, de que oportunamente hablaremos. El 
no establecer esta diferencia fue lo que hi- 
zo incurrir á autores de buen juicio en el 
error que antes desechamos. 

í. Las solemnidades en este retracto son 
las mismas que las de los antecedentes* 



Retracto convencional . 

1 . El retracto convencional conocido 
mas comunmente y con mayor propiedad 
con el nombre de pacto de retroventa es, 
el rescate ele la cosa vendida hecho por el ven - 
dedor en virtud de la reserva gne hizo al tiem- 
po del contrato . Mas que retracto es una 
condición espontánea de la compra y ven- 
ta, y fue sancionado en la legislación de 
los romanos, de la que se trasladó a la nues- 
tra de Partidas 
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Su utilidad es evidente, pues que en los 
contratos es lícito poner las condiciones 
posibles y honestas que quieran los contra- 
yentes, á lo que se agrega que por él en- 
cuentra el propietario desgraciado recursos, 
de que seria duro despojarle. 

2. Su cumplimiento, que de parte del 
comprador se llama, retroventa y redención 
de la del vendedor, se ha de llevar a efecto 
en los términos en que se hayan conveni- 
do (1). Solo puede reconvenirse al compra- 
dor y á sus sucesores en virtud de esta obli- 
gación, y nunca al tercer poseedor por ser 
la acción personal como dimanada de un 
contrato. Si el comprador no satisfaciese, 
deberá resarcir los perjuicios que ocasione 
(2). Esta doctina no tiene lugar si se hubie- 
se pactado la no enagenacion de la cosa, por- 
que entonces será nula la segunda venta, y 
en su virtud el vendedor podrá reconvenir 
al primer comprador, que á su vez recla- 
mará la cosa del que la posee. Si se espre- 
sare que vendida la cosa se considere no he- 
cha la venta primera, renacerá el dominio 
en el vendedor, y podrá reivindicarla co- 
mo suya. 


(í) Ley 43 , lít. 5, Parí. 5. 
(5) Dicba ley 4-- 
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3, El tiempo concedido para la retro- 
venta es el prefinido en el contrato (1). Si 
no se marca en él, aunque parece que de- 
bia ser ilimitado por cuanto no le fijan 
término las leyes de Partida, somos de opi- 
nión que solo tendrá lugar por espacio de 
veinte años, que son necesarios para la pres- 
cripción de las acciones personales. 


§ 



Prefación entre relraijentes de diferente 


clase . 

c 


1. Algunos de los que han interpretado 1 2 3 
las leyes de Toro han dicho que estas (2), en 
el caso de que concurriesen varios con de- 
recho á retraer, establecían prelaeion pri- 
mero a favor del dueño directo ó del super- 
íieiario, después del socio, y últimamente 
del pariente. Estos las entendieron ordinal- * 
mente, cuando hablando de un modo dis- 
yuntivo, solo prefieren á cualquiera de los 
mencionados en concurrencia con parien- 
tes. 

2. En concurrencia pues, cualquiera se- 
rá preferido al pariente (3), y asi lo que 


(1) Dicha ley 42 . 

(2) Ley 8, tít. 1 3 , lib. 10 la Novís. Recop« 

(3) Ley 8, til. 13, lib. 10. 
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nos resta que averiguar en este caso es 
la preferencia que tienen entre sí el se- 
ñor del dominio dirqcto, el superíieiario y 
el comunero. Omitiremos establecer reglas 
para el caso imposible en que concurran el 
comunero con el señor directo ó superfi- 
ciario, pues que implica que el mismo que 
tiene el dominio pleno de la cosa, carezca 
del directo ó del útil. 

3. Vendida la cosa por el superíieiario, 
no debe haber lugar á la duda de si de- 
berá ser preferido en el retracto su conso- 
cio en la superficie ó el señor directo , por- 
que este goza aun antes de la perfección 
de la venta del derecho de tanteo por el 
que puede escluir al primero. 

4. Pero si acude á retraer un consocio 
del dominio directo con el superíieiario, nos 
parece que ese tendrá la preferencia. La 
razón es la mas íntima correlación que tie- 
nen de unirse mutuamente el dominio di- 
recto y útil que no cualquiera de ellos á 
otro de su mismo género, supuesto que la 
división de aquellos separa las partes esen- 
ciales de un todo, y la de estos solamen- 
te las integrales. Conviene esplicar mas es- 
to: por la separación del dominio directo y 
útil constitutivos intrínsecos del señorío 
absoluto, sufren las cosas una violencia con- 
traria á su naturaleza, según la cual, sus 
productos deben ceder en beneficio de su 
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dueño; v por el contrario la relación de dos 
socios del dominio directo se funda solo en 
la unión de las partes antes de la división, 
por la que cada una de ellas se considera 
un todo separado con independencia de la 
otra. 


TITULO QUINTO. 

De la permuta. 

1 . El segundo contrato de que debemos 
ocuparnos es la permuta , llamada también 
trueque y cambio, aunque esta última pa- 
labra se aplica con especialidad á operacio- 
nes mercantiles. Primitivo entre los con- 
tratos y precursor particularmente del de 
compra y venta, al que es muy semejan- 
te, dio estension y eficacia al derecho de 
propiedad. 

2. Podemos definirle un contrato bilate- 
ral por el (¡ue dos recíprocamente se obligan á 
transferirse el dominio de dos ó mas cosas . Es 
simple ó estimatoria, denominación que re- 
cibe de la diferencia en el modo de con- 
traerse con, ó sin el aprecio prévio de las 
cosas. Esta diversidad produce efectos inte- 
resantes, pues que en la estimatoria habrá 
lugar á la queja si interviene lesión, pero 
no en la simple. 

3 __ i A 

. El que por su parte cumplió el con- 
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trato tiene derecho para exigir correspon- 
dencia por la otra, ó si quiere los daños 
y perjuicios que se le irroguen por la omi- 
sión del que le estaba obligado (1). 

4. En este contrato como útil á ambos 
otorgantes, deberá prestarse la culpa leve; 
manifestado esto, fácil es conocer á quien 
pertenece, cuando no la hay, el peligro de 
la cosa permutada. Como por este contra- 
to se transfiere la propiedad, diremos que el 
peligro de la cosa entregada será del que 
la había recibido como dueño , y el de la 
no entregada del que la debe recibir, 
pues que su señor como que lo es de es- 
pecie , pereciendo esta se liberta. 

5. Las doctrinas que respecto á la con- 
vención, rescisión, suplemento y nulidades 
invalidan la compra y venta r son aplicables 
a este contrato (2). 


(1) Leyes 3, tít. 6, Part. 5 y I tit. 1, lib. 10 de 
No vis. Recop, 

(3) Leyes últimamente citadas* 
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TITULO SESTO. 

Dct arrendamiento. 


Sección pkimeiu. 

Del arrendamiento en general. 

1. Uno de los contratos mas interesan- 
tes y usuales es el de arrendamiento, que 
ahora debemos examinar. Teniendo por 
objeto la propiedad, y la industria, ha con- 
servado en circulación los grandes capita- 
les, ha facilitado á la mayor parte de los 
hombres un asilo y un deposito para sus 
bienes, y á la clase menesterosa medios 
para sacar lo que necesita de la opulenta. 

2. Podemos definirle, un contrato bilate- 
ral en que por el uso de una cosa ó ciertas 
obras se dá una merced determinada consistente 
en dinero contado (1). De aquí se infiere que 
el consentimiento , la merced y la cosa son 


(1) Ley 1, tít« 8, Part. 5, El respeto á la ley nos 
hace considerar como indispensable en este contrato que 
la merced consista en numerario, sin embargo que en 
nada se diferencia en los electos de este arrendamiento 
el que por tener constituida en frutos la merced solo 
impropiamente recibe este nombre. 
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requisitos esenciales á este contrato, en lo 
que es semejante al de compra y yenta del 
que se diferencia en que ni es perpetuo, 
ni transfiere el dominio , ni la verdadera 
posesión. 

3. La voz arrendar comprende el acto 
de dar y de recibir un arrendamiento, lo 
que se verifica también en la de arrenda- 
dor ó arrendatario, y para evitar confu- 
sión llamaremos nosotros dueño al que da 
el arrendamiento, y arrendatario al que le 
recibe. 

4. La definición nos hace conocer que 
este contrato puede ser ó de cosas ó de in- 
dustria, y para mayor claridad le esplica- 
rémos con arreglo á esta división. 

SECCION II. 

Del arrendamiento de cosas. 


§• I- 


Arrendamiento de cosas en general . 

1. Todas las personas habilitadas para 
contraer pueden dar sus bienes en arren- 
damiento y ser arrendatarios de los agenos. 

2. En arrendamiento pueden ser dadas to- 
das las cosas que están en el comercio, 
muebles, raices ó semovientes, que no se 
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consuman por el uso, y aun las incorpo- 
rales. cuyo uso pueda trasferirse, como la 
percepción de frutos en el usufructo, en los 
términos que en * su lugar dejamos mani- 
festado (1). 

3. La merced, que como hemos dicho 
ha de ser en metálico (2), debe tener pro- 
pon ion con el provecho que se saca y por 
su defecto deberá rescindirse el contrato en 
que intervenga lesión en mas de la mitad, 
como en iguales términos dijimos (3) de la 
venta. 

í. El arrendamiento de cosas no espira 
por la muerte de los que le celebraron, pues 
que es transmisible á los herederos (4) del 
mismo modo que las otras convenciones. Es- 
ta doctrina no tiene lugar en los que las 
adquieren por título singular, ni en los be- 
neficiados y sucesores á un mayorazgo, que 
no entran como herederos del último que los 
poseía; pero las mugeres casadas, los me- 
nores y los prelados tendrán que pasar por 
el que respectivamente hicieron sus maridos, 


(1) Ley 3 , tit. 8 , Part. 5. 

(i) Ley I , tit, 8 , Part. 5. 

(3) Ley 2, tít. 1, Jib. tO de la No vi 5 . Hecop. 

(4) Ley 2, tit. 8, Part. 5 y art. .3 del decreto de las 
córte* de 8 de jimio de 1813, restablecido en real decreto 
d«* ft de setiembre de 183b, 
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guardadores, ó predecesores en representa- 
ción suya ó de su iglesia. 

5. De lo dicho se infiere, que si antes 
de espirar el tiempo del arriendo el dueño 
vende la cosa, el comprador puede echar 
al arrendatario, pero aquel deberá abonar 
á este la parte de la merced correspondien- 
te al tiempo que le faltaba. No se le podrá 
sin embargo despojar, si existió pacto en la 
celebración del contrato dé que no se le echa- 
se, ó si la convención fuese hecha por to- 
da la vida del arrendatario ó para siempre (1). 

6. A no mediar espresa prohibición, el 
arrendatario podrá subarrendar toda la fin- 
ca ó parte de ella por igual ó menor tér- 
mino que él la tiene, y para el mismo uso, 
con tal que no perjudique al dueño ni á otros 
arrendatarios (2). En los arrendamientos rús- 
ticos hay en este punto la limitación de que 
hablaremos. 

7. Por este contrato el dueño de la co- 
sa está obligado á entregarla y permitir que 
use de ella el arrendatario por el tiempo con- 
venido. 

No pudiendo hacerlo por prohibición le- 
gal, caso 1 2 fortuito ó motivo justo, queda di- 
suelta la convención. Si el dueño impide el 


(1) Ley 19, tít. 8, Part. 5. 

(2) Ley l f tít. 1, lib. 10 fíela Noris. Rtcftp. 
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uso, ó bien por sí ó bien por otro, debe- 
rá resarcir los daños que ocasione, y ganan- 
cias que perdiese el arrendatario, pero si lo 
luciese otro por justa causa que aquel ig- 
noraba al tiempo del arrendamiento, cum- 
plirá con devolver lo que recibió (1). Debe 
manifestar los vicios ocultos de la cosa que 
arrienda (2), quedando según la naturaleza 
del contrato sujeto al total saneamiento (3), 
pagar las cargas y tributos que graviten so- 
bre la finca, y repararla de modo que que- 
de espedí to su uso, y finalmente abonar 
las mejoras hechas por el arrendatario que 
queden subsistentes después de concluido el 
arriendo, á no haber pacto ó costumbre con- 
traria (i). 

8. El arrendatario debe cuidar de las co- 
sas que recibe, de modo que no se deterio- 
ren, prestar la culpa leve por versar el con- 
trato en utilidad de ambos contrayentes (5), 
volverlas concluido el término para que se 
hizo debiendo reintegrar á su dueño de los 
intereses y perjuicios que por su omisión 
le irrogare (6), y por último satisfacer la mer- 


(t) Ley 21, tít. 8, Part. 5. 

(2) Ley 1 4, tít. 8. 

(3) Ley 21, tít. 8. 

(4) Ley 54, tít, 8. 

(5) Ley 7, tít. 8. 

(6) Ley 18, tít, 8, 
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ced á los plazos convenidos y no habiéndo- 
los , con arreglo á la costumbre , y en defecto 
de esta al fin de cada año (1). 

9. Algunas disposiciones peculiares mo- 
difican en los arrendamientos de predios rús- 
ticos y urbanos las doctrinas que acabamos 
de esponer. Nos ocuparemos, pues, de estas 
escepeiones que en cuanto no destruyen la 
regla general la dejan subsistente. 

*■ s 

§• II- 

Reglas peculiares á arrendamientos rústicos . 


1. Se llama colono el que recibe en ar- 
rendamiento un predio rustico. En él están 
tácitamente afectos á la responsabilidad del 
arrendamiento y menoscabos de la cosa los 
frutos que produce, y los que existen en 
ella (2). 

2. Durante el arrendamiento se obser- 
vará escrupulosamente lo pactado, y el due- 
ño, ni aun con el pretesto de necesitar pa- 
ra sí el predio, puede despedir al arrenda- 
tario, sino en los casos de no pagar la ren- 
ta, tratar mal la finca ó faltar á las condicio- 
nes estipuladas (3). 


( 1 ) Ley 4 , ti t. 8. 

(2) Ley 5, tí t. 8., Part. 5. 

(3) Art. 5.° del decreto de las corles de 8, de junio de 

t. ir. ? 


98 

3. El arrendatario no puede subarren- 
dar ni traspasar el todo ni parte de la fin- 
ca sin aprobación del dueño, pero sí vender 
ó ceder al precio que le parezca alguna par- 
le de los pastos ó frutos, á no ser que otra 
cosa se estipule en el contrato (t). 

4. Como según hemos manifestado ha de 
haber proporción entre la merced y el uso 
de la cosa, si los frutos se perdiesen ínte- 
gramente por caso fortuito y estraordinario, 
nada deberá pagarse por el arriendo de aquel 
año, pero si la pérdida consistiese solo en 
parte, está en elección del arrendatario, ó 
dar el precio del arriendo, ó el sobrante de 
los frutos, deducidas las espensas. 

5. Esta doctrina no es admisible en el 
casó que provenga de culpa ó mal cultivo 
del arrendatario (2), ni tampoco cuando la 
cantidad de frutos cogida en un año satis- 
faciese el arrendamiento y espensas de los 
dos, aunque ya se hubiese remitido la de uno, 
ni cuando se hubiese pactado que en todo 
evento se pagaría la merced íntegra (3). 

6. Por igual razón si escedieron los frutos 


1813, restablecido en real decreto de 6 de setiembre 
de 1836. 

(1) Art. 7.° del cii. decreto. 

(5») Ley 3 5, tít. 8, Par!. 5. 

(3) Ley 33. 
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en un año mas del duplo de lo acostumbra- 
do, deberá duplicarse también la. merced, 
si el aumento no provino de la industria deí 
arrendatario (1). 

7. Los arrendamientos hechos por tiem- 
po determinado fenecen con este sin nece- 
sidad de mutuo desaucio, y sin que pueda 
jamás el arrendatario alegar posesión con- 
tra la voluntad del dueño, pero si aquel per- 
maneciese en la finca tres dias ó mas des- 
pués de concluido el término con aquiescien- 
cia de este, se entenderá renovado el con- 
trato por un año mas y con las mismas con- 
diciones (2). 

8. Los hechos sin tiempo determinado 
durarán á voluntad de las partes, pero cual- 
quiera de ellas que quiera disolverlos, po- 
drá hacerlo avisando á la otra un año an- 
tes, y el arrendatario nunca tendrá derecho 
alguno después de deslían ciado por el due- 
ño (3)* 


(1) Ley 83 c¡ tada, generalmente inobservada en esta 
parle. 

(2) Art. 5.° del citado decreto de las Corles, de 3 d« 
junio. 

(3) Arl. 6. ü del citado decreto de las Corles* 


100 


$• ni. 

Reglas par titulares á los arrendamientos de prc - 

dios urbanos. 

\ . El arrendatario de predios urbanos que 
se llama inquilino, aunque no esté cumpli- 
do el término de la convención , puede ser 
desahuciado de la cosa por alguna de las 
justas causas marcadas en las leyes. Estas 
son: 

1 .• Si la necesita el dueño para vivir él ó 
alguno de sus hijos. 

2. ° Si quiere' reedificarla. 

3. ° Si el inquilino hiciere mala vecindad. 

4 .° No pagando á su debido tiempo los 

arrendamientos (1). 

2. Respecto de las casas de la corte, cu- 
yos arrendamientos se reputan perpétuos, hay 
varias disposiciones particulares, fundadas 
parte en un derecho municipal no escrito, 
y parte en la ley (2), de que no nos corres- 
ponde hablar en una obra cuyo objeto es 
comprender los principios elementales, y 
universales de nuestra jurisprudencia. 

Sin embargo, estas disposicionesno rijen ya 


(1) L*y 6, iít. 8, Part, 5. 

(** Ley 8, til. 1# t UK 10 de la Novis. Reco ? . 
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sino en los arrendamientos hechos antes de 
la ley de 9 de abril de 1842, que ha reñi- 
do á hacer en este punto bastantes varia- 
ciones estableciendo la doctrina siguiente, 
que destruye todo cuanto en contrario se 
halla anteriormente ordenado. 

Los dueños de los edificios urbanos los 
pueden arrendar libremente, y poner en 
sus contratos las condiciones que quieran. 

Concluido el tiempo del arriendo, acaba 
este sin necesidad de mutuo desahucio. Mas 
si no se hubiese fijado tiempo, ni pactado de- 
sahucio, ó cumplido el tiempo fijado continua- 
se de hecho el arrendamiento por consen- 
timiento tácito de las partes, el dueño, y 
el inquilino tendrán la obligación de avisar- 
se recíprocamente según la costumbre usa- 
da en el pueblo, y si no la hubiere, en el plazo 
de 40 dias. 


§• nr. 


Disposiciones peculiares á los arrendamientos de 
rentas públicas y concejiles . 

. Ya manifestamos en el libro segundo 
qué en la disposición de los bienes públi- 
cos se procedía en conformidad de lo que 
previenen los reglamentos administrativos. 
Estos establecen reglas particulares para los 
arrendamientos de las rentas públicas y con- 
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cejiles, tanto acerca de sus formalidades co- 
mo de las personas autorizadas para hacer- 
los, y de los efectos del contrato, y lo que 
es mas, después de celebrado dan á su vez 
lugar á la licitación aumentando la cuarta, 
décima ó vigésima parte de la merced del 
arrendamiento (t). Detenernos en esto sería 
separarnos de nuestro propósito, que no es 
ostensivo á tratar de la legislación adminis- 
trativa. 


Sección III. 


Del airendamienlo de industria . 

1. No solamente pueden arrendarse las 
cosas, sino también la industria de las per- 
sonas, como se infiere de la definición que - 
hemos dado del arrendamiento. 

A esta clase deben reducirse las conven- 
ciones celebradas con los domésticos, obre- 
ros, artesanos y conductores por tierra y mar, 
que por cierta cantidad nos ofrecen su in- 
dustria y su pericia. El arrendatario se- 
rá el que dá la merced. El que la recibe 
debe procurar la utilidad del que le paga, 


(1) Leyes 5, 3, 4, 5, 6, 7 y 12 del tít. 1 3 del til). 9 
de la Novis. Recop. 
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á quien deberá resarcir los daños que su 
omisión le ocasiona. 

2. A esta clase de arrendamientos es se- 
alejante el llamado comunmente contrato de 
obra, que es el celebrado con un arquitecto 
ó maestro de obras para la construcción de 
un edificio. 

Para que este se repute bien hecho, de- 
be subsistir quince años después de conclui- 
do, sin falsear, y si lo contrario sucediere 
no siendo por caso fortuito, deberá reedifi- 
carle á su costa el que le hizo ó sus here- 
deros, pudiendo el dueño disponer qüe sea 
reconocido por peritos. Los que se encar- 
gan de estas obras, como por lo respectivo 
á su oficio tienen obligación de saber el va- 
lor de las que ajustan, no pueden alegar le- 
sión ó engaño (1). 

TITULO SETIMO. 


De los censos. 

§• I- 

Censos en general . 

1 La palabra censo en la administración 


(I) Leyes i I-, til. 3 2, Parí. 3 y í6, ti t. 8 Parí. í>. 
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significa el padrón de las familias y la va- 
luación de las riquezas de los ciudadanos, 
para computar los tributos que deben sa- 
tisfacerse al listado. 

En sentido jurídico significaba antes de 
la oslincion de señoríos la cuota, que se pa- 
gaba al señor en reconocimiento del vasa- 
llaje, y también y mas comunmente el con- 
trato y derechos de que nos ocupamos. 

2. Por censo entendemos, el derecho de 
exigir cierta pensión , á la seguridad de cuyo pago 
está afecta alguna finca Mgena. Decimos que 
es derecho con relación á aquel á cuyo fa- 
vor se constituye, á quien llamamos censua- 
lista, pues respecto del que paga, al que de- 
nominamos censuario , es un gravamen. 

3. Puede constituirse por última volun- 
tad ó por convención. El último modo es 
el mas frecuente, y como se asemeja d los 
contratos de compra y venta y arrendamien- 
to y es bilateral como ellos , le damos es- 
te lugar como el mas oportuno. 

4. Apoyados algunos en una ley recopi- 
lada (1) le dividen en real, personal ó misto. 
Llaman real al que está constituido sobre 
cosa fructífera, personal al que lo está sobre 
la industria de la persona, y misto al que 
se compone de ambos. El personal á escep- 


(I) Ley <), t¡t. 1 $, l¡b. l(). 
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cion del vitalicio, de que hablaremos, le des- 
echan por feneraticio el uso y los autores. 
Puede ser ademas eníitéutico, consignad vo 
y reservativo, división capital que seguire- 
mos en esta materia. 



Censo enfiiéntico. 

1. Por censo enfitéutico, entendemos nn 
contrato bilateral por el que exigimos de otro cierto 
canon todos los años , por transferirle para siem- 
pre ó por tiempo determinado el dominio útil de 
alguna cosa raíz , con la condición de no quitáis 
sela, ni á sus herederos mientras paguen la pen- 
sión y demas derechos censuales (1). 

2. Los romanos adoptando el principio 
de que el dueño de una provincia lo era 
de sus propiedades, aplicaban al Estado las 
de los enemigos que vencían. Con el fm de 
cultivarlas, ó las dejaban á los antiguos po- 
seedores, ó á otros nuevos, ó d colonos con 
la obligación de que pagasen al estado cier- 
ta cantidad, ó concedían el dominio ií til de 
los lugares incultos á algunos con la condi- 
ción de que los cultivasen, pagando en re- 
conocimiento del dominio directo, que con- 


(I) Leyes 3* lij,. í 4 * t 5 art« 


v 2 8 , t i t. 8 , Pa f t. 5. 
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servaba la república, cierto canon anual. 
|{ste es el verdadero origen de la enfiitéu- 
sis, palabra griega, que significa plantación. 

3 . Si consideramos abstractamente este 
contrato, no podremos decir que es perju- 
dicial, á pesar de ser el menos favorable de 
los censuales. A él debemos la reducción á 
cultivo tle muchos campos, que nunca su- 
frieran el arado, y uniéndose por su medio 
la propiedad y la industria crean, riqueza pa- 
ra particulares, con notable aumento de la 
pública. No negamos que alguna vez habrá 
sido perjudicial y disminuido las negocia- 
ciones, con daño manifiesto de la población 
y de la industria, pero esto no ha dimana- 
do de su constitución, sino de algunas de 
las disposiciones que le rigen, y especialmen- 
te de no haberse permitido su redención an- 
tiguamente. Autorizada hoy esta, los prin- 
cipios de economía política recomiendan un 
contrato, que deja libre el uso de los capi- 
tales y de los brazos, fomentando así y es- 
citando el interés particular que es el que 
crea las riquezas. 

í. La naturaleza ordinaria del censo en- 
fi leu tico es que sea perpetuo, aunque podrá 
constituirse por largo tiempo de diez, ó mas 
años, y por la vida del que recibe (1). 


(I) Leyes 3, tit. l$ t Parí. 1 y 28* til. 8. Parí. 5. 
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5. El modo de constituirse debe ser por 
escritura (1), antes de la cual en virtud del 
consentimiento deberá llevarse á efecto, pe- 
ro para la existencia legal del mismo con- 
trato, es indispensable aquella circunstancia; 
disposición justa y que^limita los abusos, que 
el concedente podia hacer con el transcur- 
so del tiempo de su posición ventajosa. 

6. Esta convención es semejante en al- 
gunas cosas á los contratos de compra y ven- 
ta, y de arrendamiento, y produce efectos 
favorables á ambos contrayentes. 

7. Al censualista le da: 

1. ° La retención del dominio directo. 

2. ° El derecho de exigir las pensiones. 

3. ° El de apoderarse de la cosa por co- 
miso, si se deja de pagar en los términos 
que manifestaremos (2). 

4. ° El de ser requerido cuando quiera 
el censuario vender la cosa, en la que tie- 
ne derecho de tanteo, y pudiendo solo ser 
enagenada cuando el señor directo no la qui- 
siere, ó requerido guardase silencio por dos 
meses (3), y entonces á otro de quien con 
igual facilidad pueda obtenerse la pensión ba- 
jo la misma pena de comiso. 


(f) Dichas leyes. 

(2) Ley 58, ti t • 8, Par!. 5. 

(3) Ley 59. 
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5.° El derecho de laudemio, que es la 
cincuentena parte del precio de la cosa, can- 
tidad que debe pagar el que nuevamente la 

posea (1). 

G.° El derecho de retracto en los térmi- 
nos que en su lugar espusimos. 

8. Produce esta convención á favor del 
censuario beneficios no inferiores. Tales son: 

1. ° Adquirir el dominio útil de la cosa. 

2. ° El derecho de venderla en los tér- 
minos referidos. 

3. ° El de gozar de ella, ínterin por de- 
fecto de paga no haya perdido su derecho. 

4. ° El de imponer sobre ella servidum- 
bre, en los términos que en otro lugar te- 
nemos manifestado (2). 

5. ° El de empeñarla á persona no me- 
nos hábil que el eufitéuta para pagar el 
censo, perdiendo su derecho si lo hiciera 
á persona mas poderosa. 

6. ° El de darla en dote á sus hijas y 
dejarla por sucesión y por mejora sin adeu- 
dar laudemio. 

De lo dicho se infiere que al censuario, 
t omo que percibe las utilidades, debe per- 
tenecer el pago de cargas y tributos. 

9. Este censo se cstingue: 


(t) Dicha ley 29. 

('■!) l ey 11, tit. 31, Parí. 3. 
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l.° Por no pagar el censuario el canon 
anual por el espacio de tres años, y dos si 
es iglesia el censualista. Competen al cen- 
suario diez dias para purgar la tardanza, pu- 
diendo el dueño directo , después de estos 
términos, sin pedir la pensión tomar la co- 
sa por sí mismo. Esto lo dice una ley de 
Partida (1); la practica no la ha admitido, 
sin duda porque ademas de la despropor- 
ción evidente entre la pena y defecto , si no 
se limitára este poder, la tranquilidad pu- 
blica estaría amenazada, sustituyendo la vo- 
luntad particular á la acción de los tribu- 
nales. 

Por enagenarse la finca contravi- 
niendo a las reglas que dejamos asentadas. 

3. Por concluirse el tiempo ó las vidas 
por que se dio. 

4. ° Por renuncia del enfiteuta. 

5. ° Cuando la cosa perece ó sufre tal 
trastorno, que queda de ella menos de la 
octava parte (2).- 


§. 111 . 

Censo consig nativo. 

1. El censo consignativo , que se deuo- 

(t) Ley 98,íit. 8, Part. 5. 

(9) Ley 28. 
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mina asi por consignarse sobre los bienes 
del ^censuario, es contraía de compra, por el 
( pie ano adquiere el derecho de cobrar del dueño 
de r ciertos bienes determinados , pensión anual 
por alquna cantidad que le ha dado . De la de- 
finición se infiere, que siendo una verdade- 
ra compra cuando, como ordinariamente su- 
cede, se hace por convención , todos los 
capaces de celebrar este contrato podrán 
imponer un censo consignativo en ó con- 
tra sus bienes. 

2. Esta institución, según creemos, se 

introdujo en Castilla á fines del siglo XV, á 
imitación de lo que se observaba en Ara- 
gón, ó tal vez de los juros de que luego 
hablaremos. # 

3. Puede ser perpetuo ó temporal , se- 
gún se constituye para tiempo indetermina- 
do, ó determinado. En este último caso se- 
rá para número fijo de años, ó para in- 
cierto, como sucede con el vitalicio. El per- 
petuo se subdivide en irredimible, y en re- 
dimible ó al quitar, según las diferentes 
cláusulas con que se haya otorgado. Hoy 
todos pueden redimirse. 

4. En su constitución intervienen co- 
sa , capital y pensión. 

5. La cosa ha de ser raiz , determina- 
da y propia del censuario ? ó un derecho 
perpetuo existente : las domas están esclui- 
das. Suele ser ademas fructífera, tanto pa- 
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ra que el contrato no dejenerc en usurario, 
como para asegurar mejor el pago de la 
pensión. El que le impone deberá mani- 
festar '-al censualista las cargas y responsa- 
bilidades á que estuviere afecta, bajo del 
dos tanto aplicado al que le compre (1). 

6. Impuesto el censo, la cosa podrá con- 
siderarse como una hipoteca, porque al que 
compra es lícito obligar al pago de las pensio- 
nes al que adquirió la cosa censida, omi- 
tiendo pedir al que la enagenó. Pero esta 
hipoteca es irregular, porque se divide la 
acción por el numero de poseedores, aun- 
que la práctica arreglándose á su naturale- 
za ordinaria la conceptúa indivisible. 

7- Puede también considerarse á mane- 
ra de una servidumbre anómala, según pre- 
tenden otros autores, y á cuya opinión se 
acomodan muchos de sus efectos: tales son 
que el que le impone sobre su cosa solo en 
cuanto posee ó es responsable al sanea- 
miento está obligado á la paga de la pen- 
sión; que el poseedor está obligado al pa- 
go de las pensiones , no solo del tiempo que 
tuvo la cosa en su poder , sino de las an- 
teriores , que podrán también pedirse al que 
antes poseía, si bien en caso que el posec- 




(J) Ley S , ti t. 15, lib. f 0 de la No vis. Rccop. 
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dor actual las satisfaga, podrá reclamar de 
aquel las (pie había adeudado. 

8. Precio.— El precio ó capital porque 
se constituye el censo , según la opinión mas 
general, lia de consistir en dinero, aunque 
las leves solo lo exigen en el vitalicio. Esto 
<pie en los pueblos donde hay costumbre 
legitima de efectuarse desecha toda duda, 
nos parece debe ser ostensivo á todos, por 
evitar fraudes, y ser conforme á la esen- 
cia del contrato de compra y venta, al que 
casi siempre debe su origen el censo con- 
signativo. No basta que se convenga acerca 
del precio, es indispensable ademas que 
intervenga la tradición verdadera ó fingida 
para su completa perfección ; diferencia en- 
tre esta y las demas ventas. 

9. Este precio debe corresponder á la 
pensión, guardando proporción con ella. Los 
legisladores le han tasado distintas veces 
de diferentes modos, con arreglo á la di- 
versidad de circunstancias, y Ja relación 
entre las cosas y el dinero (1). En los cen- 
sos al quitar está ahora regulado al 3 por 
i 00 (2), bajo pena de nulidad del contrato y 
privación de oíicio al escribano, que con 


(í) Ley 3 y notas 1 y 2, til. 15, lib. 10 de. la Novis. 
Recop. 

(2) Leyes 8 y 9, til. 1 5. 
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mayor pensión autorice tales escrituras (t), 
cuya tasares 'ostensiva á los contratos ante- 
riores a la reducción (2). En el censo irre- 
dimible no hay tasa, pero atendiendo á que 
es mas gravoso al censuario que el redimible, 
deberá ser mayor, si bien habiéndose in- 
troducido por costumbre deberá pasarse 
por ella. 

10 Pensión. —Solo nos resta hablar de la 
pensión. Una ley recopilada (3) , ostensi- 
va á los contratos celebrados antes de su 
promulgación, previene que se pague en 
dinero efectivo en los censos al quitar. Los 
fraudes de que algunos se valieron supo- 
niendo que eran perpetuos é irredimibles 
algunos sin serlo, dió lugar á que se man- 
dase que se consideraran como redimibles 
todos los constituidos en algunos puntos 
después de la .ley poco antes mencionada 
(4), con lo que se conseguía que se arre- 
glasen al precio que se les habia prefijado. 
Pero observándose después que algunos cen- 
suarios, especialmente los labradores (lis- 


( I ) Nota 1 .* citada. 

(2) Nota 2. a 

(3) Ley 3, tit. 15, lil), 10. 

(4) Antes de 1 53 4 en Galicia, León, Ashirias, pro- 
vincia del Bierzo y marquesado de Vi lia franca. (Ley 5, 
tit. 15, lib. 10 de la Novis. Recop. 

T. II. 
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Jantes de las grandes poblaciones no podían 
ron facilidad vender sus productos, lo que 
dejeneraba también en daño del censua- 
lista que cobraba con mayor dificultad, se 
mandó que donde balda costumbre de ajus- 
tar el rédito en granos, se regulase la paga 
de estos sin esreso alguno por la reducción 
prevenida (1). 

11. Pactos agregados al censo.— En la 
constitución de este contrato suelen aña- 
dirse algunos pactos que deberán guardar- 
se si son lícitos. No se reputarán como ta- 
les los que imponen algún gravamen, ade- 
mas de la totalidad de la pensión preveni- 
da por la ley por reputarse en su fraude. 4 
Tales son el de no enagenar la cosa cen- 
sida ó de reservarse el que le impone el de- 
recho de tanteo. Lo mismo debe decirse de 
los que no teniendo precio determinado por 
la ley, les ha designado el ínfimo la volun- 
tad de los contrayentes. Pero si fuese el 
precio supremo ó medio, ó si en los cen- 
sos que le tienen prefijado se hubiera esta- 
blecido menor cuota de pensión que la que 
rigurosamente correspondía , deberán ser 
valederos. 

% 

La razón de esta diferencia es , porque 
estos pactos siendo gravosos á los vendedo- 


0) Uj y, tít. i s. 
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res por disminuir la concurrencia de com- 
pradores, para que valgan se hace indis- 
pensable que la obligación impuesta se com- 
pense con una rebaja, que se haga en la 
pensión. Cuando son gravosos en los térmi- 
nos manifestados, se deben considerar co- 
mo no escritos, pero no sucede lo mismo 
si interviniese pacto por el que convinieran 
los contrayentes espresamente que el pre- 
cio fuese menor que el tasado por las le- 
yes, pues entonces será nula toda la con- 
vención (1). Algunos limitan esta declara- 
ción de nulidad á los censos vitalicios; di- 
ciendo que en los demás en que la pensión 
es mas alta que la designada por la ley, 
solo procede la reducción ó rebaja del 
esceso. 

12. Modos de estinguirse. — El censo 
consignativo se estingue de los modos si- 
guientes: 

1 ,° Por perecer la cosa censida , porque 
falta sugeto sobre que recaiga. 

Aunque cuando perece solamente una 
parte parece que debia perecer parcial- 
mente el censo , porque tiene lugar respec- 
to de ella lo que se dice con relación al 
todo; pensamos sin embargo que si loque 


( i ) L<*yos 6 y S» tít, I -L 
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queda sufraga al pago do la pensión, no 
debe perecer. Las razones en que nos fun- 
damos son la constitución del censo sobre 
toda la cosa y cada una de sus partes, el 
principio de que la cosa perece para el se* 
ñor que es el censuario, la posibilidad de 
constituir otro nuevo censo y por lo tan- 
to la de conservarse mas fácilmente el an- 
tiguo, y finalmente, el creer que el censo 
no debe ser considerado con relación á la 
cosa sino á sus frutos. 

2.° Perecerá también el censo volvién- 


dose infructífera la cosa en que consiste, 
pues que ha perecido por lo que respecta 
á la percepción de frutos. Esto tiene lugar 
si acaece sin culpa del censuario , que por 
versar la utilidad de ambos contrayentes 


%/ 

en esta convención, debe prestar la leve. 
Para evitar los fraudes de los deudo- 


res por los que suponen falsamente haber- 
se vuelto infructífera una heredad , tendrá 
derecho el dueño de obligarle al pago de 
las pensiones, ó á la dimisión de la cosa á 
su favor. Pereciendo esta de cualquiera de 
los dos modos que llevamos referidos, el 
censo permanecerá en el solar ó cosa in- 
fructuosa, renaciendo la facultad de exi- 
gir la pensión levantándose el edificio, ó 
haciéndose productiva la cosa, si bien no se 
es tenderá á los años en que estuvo arrui- 
nada ó lúe estéril. Hay sin embargo algu- 
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nos autores, que á semejanza de lo que su- 
cede en el usufructo, sostienen la estin- 
cion completa del censo aunque la cosa 
vuelva a hacerse fructífera. 

3. ° Se estingue igualmente el censo por 
la dimisión, esto es, desamparándola el 
deudor á favor del censualista. 

4. ° Por la prescripción de treinta años 
poseyendo alguno con buena íe y sin in- 
terrupción la cosa como libre de censo, 

f )or ser una obligación mista , y prefijar las 
eyes de Toro este término para la pres- 
cripción de las de su especie (1). Opinión 
en que no están conformes todos los au- 
tores. No nos detendremos en la cuestión 
de si estinguido el censo por prescripción, 
se entenderán también prescriptas las pen- 
siones, ó si será necesario que intervengan 
tantas prescripciones cuantos sean los años 
vencidos; á nosotros nos parece que es mas 
probable que estinguido el censo deben se- 
guir la misma suerte las pensiones que de 
él toman su fuerza, medio por el que se 
cortan muchos litigios que de lo contrario 
pueden suscitarse. 

5.° Finalmente, la redención de que ha- 
blaremos después, es el último modo de es- 
timan rse los censos. 

O 


( l ) Ley 5, til. 8, lih. 11. 
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13. Juros. —Los juros son unos censos 
consignativos en que el gobierno es el cen- 
suario. La penuria del erario en el reina- 
do de don Enrique IV dio origen á su 
constitución. En algunos ha intervenido pre- 
cio verdadero , pero otros se ha concedido 
en virtud de servicios hechos al Estado, 
que no se halló en disposición de satisfa- 
cerlos por entonces. Los reyes Católicos se- 
parando los legítimos de los que tenían ori- 
gen vicioso, anularon algunos, y modera- 
ron y confirmaron otros (1). Siendo verda- 
deros censos consignativos es estensivo á 
ellos cuanto hemos dicho de estos, lo que 
tiene también logaren la cuota de la pen- 
sión (2). 

1 i. Censo ó fondo vitalicio. — Cuando la 
pensión del- censo consi gnativo se constitu- 
ye solo durante la vida de una ó mas per- 
sonas, entonces se denomina censo ó fon- 
do vitalicio. Puede considerarse como un jue- 
go de azar mas que como otra clase de con- 
trato , pues es un golpe de fortuna depen- 
diente de la mayor ó menor vida de aquel, 
en cuya cabeza se constituye. Referiremos 
aquí las disposiciones particulares que le 
separan de los demas censos consignativos. 


(t) I.eyes 15 y 17, lít. 01 lib* 5, de la Novia. Recop. 
C-0 1*7 4» tit. !4> lib, 10 de la Novis. Recop. 
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15. El capital debe ser entregado en 
dinero efectivo, incurriendo el escribano 
contraventor en la pena de privación de 
oficio, y cincuenta mil maravedís, siendo 
ademas nula la convención (1). No debe vol- 
ver nunca este capital á poder del censua- 
lista , por lo que podemos decir que se es- 
tingue, y que en su lugar hay solo derecho 
á los réditos. 

16. Una ley recopilada (2) al fijar la 
pensión, mandó que en adelante no pudie- 
ra cargarse este censo mas que por una vida, 
y otra posterior estableció que si se consti- 
tuía por la de uno solo, no pudiera esceder- 
se del 1 por 10, y por 12 si era de dos, si 
bien los contrayentes teniendo presentes las 
tablas de la probabilidad de la vida, la 
edad y robustez, y lo que produzca el ca- 
pital empleado de otra manera, podrán ha- 
cer regulación mas moderada. 

17. A la seguridad de este contrato pue- 
den gravarse hipotecariamente las fincas fruc- 
tíferas del censuario ó de otro. 

18. El que tuviere herederos forzosos no 
podrá imponer todos sus bienes en censo vi- 
talicio sin su consentimiento, porque sería 


(1) Ley 6, lít. 15. 

(2) Ley 6, citada. 
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un a verdadera defraudación de su legítima. 

19. Espira por la muerte natural de la 
persona , de cuyos dias dependía, ó bien sea 
el mismo censualista ú otro cualquiera, y si 
son varias, por la muerte de la última. De 
aquí se infiere, que si los pagos se hacían 
anticipadamente, debe devolverse al censua- 
rio la parte adelantada de los réditos, que no 
vencieron. 


§• iv. 

Censo reservativo . 

1. Por censo reservativo entendemos, el 
derecho que se lime de percibir cierta pensión 
anual en ¡hilos ó dinero , de otro á quien se ha 
transferido el dominio directo y útil de alguna 
cosa . En parte es semejante al eníltéutieo 
y en parte al consignativo, y para conocer 
estas semejanzas nos bastará manifestarlas 
diferencias que le separan de entrambos. 

% No se parece al enfitéulico: 

1. ° Porque transfiere el dominio útil y 
directo. 

2. ° Porque puede venderse la cosa cen- 
sida sin ningún requerimiento. 

3. ° Porque no hay que pagar el laudemio 
por la enagenacion de la cosa. 

4. ° Porque no cae en comiso aunque de- 
jen de pagarse las pensiones, á no haber 
pacto en contrario. 
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3. Mas parecido es al consignativo, del 
que no se diferencia en el modo y tiempo 
para que se constituye, pero sí en que en 
el consignativo el censualista es un acree- 
dor hipotecario, que en concurrencia de otros 
de la misma clase solo será preferido á los 
que tengan un crédito posterior al suyo, y 
en el reservativo como acreedor de domi- 
nio será preferido á todos, aunque sean an- 
teriores y privilegiados. 

4. Solo nos resta advertir que si hay du- 
da acerca de si un censo es redimible ó ir- 
redimible^ reservativo ó consignativo, debe- 
rá examinarse con escrupulosidad su cons- 
titución para decidirlo, y si aun de esta ma- 
nera no apareciese con distinción Ja volun- 
tad de los otorgantes, creemos que deberá 
seguirse lo mas favorable al deudor, como 
en los demas casos de duda y consiguien- 
temente reputarse el censo redimible y cou- 
signativo, mas bien que reservativo é irre- 
dimible. 


§• Y. 


Redacción, redención y reconocimiento del censo . 


1 . Reducción de censo es diminución desús 
productos anuales; puede ser obra de ia ley 
ó de la voluntad de los particulares. De [la 
primera tenemos algunos ejemplares en las 
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leves recopiladas de que liemos hecho ya men- 
ción , según la relación diversa en distintos 
tiempos entre las cosas y el dinero. La se- 
gunda es un contrato en cuya virtud se re- 
duce la pensión, lo que puede hacer el cen- 
sualista, que como señor tiene facultad de re- 
nunciar parle de su derecho. Pertenecien- 
do á mayorazgo, deberá intervenir el inme- 
diato sucesor en los términos que en las 
demas enagenaciones, y si á capellanías de- 
berá oirse al capellán y á los patronos, sien- 
do útil ademas la intervención del juez com- 
petente. A pesar de la reducción el capital 
permanecerá en el estado que tenia. 

2. Redención. — Redención del censo es, 
la satisfacción al censualista del capital que im- 
puso , y de los réditos que se le adeuden . Tie- 
ne lugar en todos los censos. La regulación 
del capital debe hacerse en los términos con- 
venidos en la escritura de imposición, y por 
la cantidad que conste, y en su defecto ar- 
reglarse á las leyes que lo regulan, y en su 
silencio á las costumbres de cada punto. Si 
se estipuló la redención por partes, deberá 
ser cumplido el contrato, pero cuando na- 
da se conviniese, se podrá satisfacer por mi- 
tad el capital que no escoda de cien mil 
reales, y por terceras partes si fuere ma- 
yor aunque se haya pactado lo contrario (1). 


( t ) Lcjr 16, tit. 15, lib 1 0 de la N«v ¡s* Recop* 
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Debe aquí advertirse que están derogadas 
las disposiciones que se habían prescrito 
en algunas leyes contrarias al libre conve- 
nio de los particulares (t). 

3. Aunque por regla general no puede 
compelerse al censuario á que redima, por 
poder renunciar el beneficio introducido á 
su favor, esta doctrina tiene dos limitaciones. 

1 . a Cuando no manifestó las cargas á que 
estaba afecta la finca en que se hizo im- 
posición. 

2. a Cuando el censuario después de ci- 
tar al censualista para la redención quiso re- 
traerse. 

4. Reconocimiento — Reconocimiento de 
censo es , un contrato por el que se renueva por 
el poseedor de la finca en que se impuso el cen- 
so, la obligación hecha á favor del censualista . 

La escritura de reconocimiento, aunque 
no es título de censo, acredita y prueba que 
no estaba redimido. 

’ A no constar espresamente otra cosa, no 
debe creerse estensiva la obligación mas que 
con relación á la finca poseida y no perso- 
nalmente. Puede ser competido al recono- 
cimiento todo el que legítimamente tenga 
constituido un censo sobre cosa que posea. 


(i) Real cédula de 3 de agosto de 1818, derogatoria 
especialmente de la ley 2^» 15, lib* 1 0 de la Novis. 

Kecop. 
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TITULO OCTAVO. 

De la sociedad ó compañía. 

§• 1 - 

Sociedad en general. 

i 

1. No es nuestro ánimo tratar aquí de 
Ja comunión de bienes, que es efecto de acon- 
tecimientos independientes de la voluntad, 
sino de la sociedad convencional, que es 
un contrato bilateral por el que algunos comu- 
nican sus bienes ó industria con ánimo depar- 
tir el beneficio que pueda insidiarles (1). 

2. Esta convención, sino espresa, al me- 
nos tácitamente la contraen los que se ca- 
san, que en el acto de consentir en el ma- 
trimonio convienen también en sus efectos 
legítimos, y de consiguiente en la sociedad 
de gananciales. Esta es la sociedad que, en 
oposición ala dimanada de convención so- 
lamente , llaman los autores legal. 


(1) Ley i, til. 10, Parí. 5. 
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§• n. 

Sociedad convencional. 

1. La sociedad convencional, cuyo obje- 
to siempre debe ser lícito (1), comprende 
toda clase de contratos, lo que la dá un ca- 
rácter distintivo de todas las otras obligacio- 
nes, que tienen determinada naturaleza. De- 
be descansar en la buena fé, que mas de 
lleno se exige en esta convención que en 
las otras. 

2. La sociedad es universal ó singular. 
La primera comprende todos los bienes pre- 
sentes y futuros de los asociados, y la se- 
gunda solo cosas determinadas (2). Por la pri- 
mera aun sin necesidad de tradición se ha- 
cen comunes los bienes de los que la con- 
traen (3) , por lo que cada uno puede usar- 
los y demandarlos. Esceptúase el derecho 
de cobrar de los deudores, que requiere po- 
der determinado (4), si bien será común lo 
percibido (5). 


(.1) Ley 3. 

(2) Ley 3. 

(3) Ley 4?, ti t. 58, Part. 3. 

(4) Ley 6, tit. 10, Part. 5. 

(5) Ley 4'> tit. 28, Part. 3. 
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3. La singular es de tres clases: ó pa- 
ra negocio determinado, ó sin ninguna es- 
presioh de bienes, y entonces se compren- 
den todos los provenientes de la industria 
que ejercieren, ó finalmente de todas las ga- 
nancias, que es ostensiva no solo á las pro- 
venientes del trabajo é industria , sino á las 
habidas por herencia ó cualquier otro títu- 
lo (1). 

i. Obligaciones mutuas de los socios.— 
Los socios pueden poner en el contrato de 
sociedad cuantas cláusulas quieran, si son 
conformes á la moral y a las leyes (2). Co- 
mo repugnante a estas por carecer de la bue- 
na fé, base fundamental de esta convención, 
no será válida la compañía contraida solo 
en utilidad de uno : llámase leonina por apa- 
recer en ella la fuerza por una parte y la 
debilidad por la otra (3). No por esto se des- 
echan los pactos en que no son las mismas 
las partes de pérdida ó ganancia, porque es- 
to dimana ó de la desigualdad de capitales, 
de peligros ó de industria: ni aquellos en 
que uno de los socios no participa de las 
pérdidas, ni en los que se deja la división 
de partes á arbitrio de persona señalada, que 


«r 


(1) Ley 12, til. 10, Parí. 3. 

(2) Ley 3. 

(3) Ley l i . 
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si obrase con injusticia deberán regularse 
por hombres buenos (1). Espresadas las pro- 
porciones de ganancia, y no las de pérdi- 
da, serán estas iguales á las primeras (2). 
Deben también ser guardadas las reglas de 
duración , administración y partición pues- 
tas á la celebración del contrato (3) de mo- 
do que solo en defecto de la voluntad es- 
presa de los socios habrá lugar á las dispo- 
siciones legales. 

5. Según estas, en el silencio de volun- 
tad durará el contrato desde su celebración 
hasta la muerte, la renuncia válida de uno 
de los socios, ó la conclusión de su objeto, 
como manifestaremos. El socio debe llevar 
cuanto ha prometido, siendo garante de la 
eviccion, y abonar los intereses desde el 
dia que debió hacer la entrega ó empezar 
su trabajo, si lo hubiere dilatado. En las co- 
sas pertenecientes á la compañía presta la 
culpa leve, por ser en este contrato la uti- 
lidad de todos los consocios, debiendo por 
su omisión ó dolo ser responsable, sin que 
pueda solicitar que se compense con las uti- 
lidades que haya proporcionado , y que de- 
bia la sociedad (i); pero deberá ser reem- 


(1) Ley 5. 

(2) Ley 3. 

(3) Dicha ley 3. 

(4) Leyes 7 y 1 3, ti t. 10, Parí. 5. 
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bolsatlo do las anticipaciones que haya he- 
dió. ó indemnizado de las obligaciones con- 
traidas por su causa. Cuando no se espre- 
saron las parles de beneíicio ó pérdida, se- 
rán proporcionalmente iguales á los capita- 
les ron que contribuyen (1). Finalmente no 
habiendo nada espreso del modo de admi- 
nistrar, se entenderá que tienen los socios 
poder recíproco para hacerlo. 

(>. Obligaciones de los socios con res- 
poeto á un tercero. — Los socios por razón 
de las deudas de la sociedad están obligados 
por partes proporcionalmente iguales y no 
solidariamente á no haber pacto en contra- 
rio. El contrato de un socio solo obliga á 
los otros si se ha convertido en utilidad de 
la compañía, ó ha sido hecho con poder 
suyo. 

i , Modos de terminar la sociedad. — Ade- 
mas de los modos de concluir este contrato, 
comunes á los otros, hay algunos peculiares 
suyos, provenientes del consentimiento y la 
confianza mutua que tan de lleno se exigen 
en él. listos son : 

1 ° La muerte natural ó civil de uno de los 
asociados porque la compañía de tal modo ad- 
hiere á la persona, que no puede convenirse 


(l) J.cy 3. 
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que sigan en ella los herederos á no ser en ar- 
rendamiento de cosas públicas (1). 

2. ° La cesión de bienes de algún con- 
socio, por faltar la confianza é igualdad, ba- 
ses principales de este contrato. 

3. ° La estincion de los bienes comuni- 
cados , y la imposibilidad de llevar á la so- 
ciedad lo convenido, porque entonces no hay 
sugeto sobre que recaiga. 

4. * La conclusión de su objeto. 

5. ° La renuncia de un socio hecha opor- 
tunamente y con buena fé. Si no tiene es- 
ta última circunstancia, el renunciante no se 
libra de la obligación con sus compañeros, 
pero estos sí se libertan de él (2); y si la 
renuncia no es a tiempo, debe resarcir los 
daños que les ocasione (3). 

S 111 

Sociedad legal entre los cónyuges . 

i 

1. La sociedad legal proveniente del ma- 
trimonio filé desconocida por los romanos 
que hacían dueño ál marido de las ganan- 
cias adquiridas durante el enlace , é introdu- 


(í ) Ley^l , ti t . 1 0. 

(2) Ley *12, 

(3) Ley M. 

T. II. 
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('ida por los visigodos al tiempo de la con- 
quista. Partícipes las mugeres de las fatigas, 
cspediciones y combates de sus maridos, se 
creyó que debían también participar de la 
distribución de las presas hechas al enemigo, 
j j Fuero Juzgo elevó á ley esta costumbre, y la 
generalizó áotra clase de adquisiciones, y des- 
de esta época se conoce entre nosotrosla socie- 
dad legal, que después ha esperi mentado al- 
gunas variaciones notables (1). Considerán- 
dola como un estímulo para escitar la vi- 


gilancia, laboriosidad y cuidados de los con- 
sortes por sus recíprocos intereses, son in- 
disputables su utilidad y su conveniencia. 


2. Modo de constituirse.— El tácito con- 


sentimiento que se supone en los cónyuges 
en el hecho de no renunciar á esta socie- 


dad le dá origen: de consiguiente puede de- 
cirse que para su constitución -solo se re- 
quiere el matrimonio. 

3. Cosas que son objeto de la sociedad 
legal.— Pertenecen á esta sociedad: 

l.° Todos los bienes que adquiere cual- 
quiera de los cónyuges por título oneroso. 


(t) Una ley del Fuero Juzgo dividía entre los cónyu- 
ges á prorata de lo llevado por cada uno las ganancias he- 
chas durante el matrimonio: la legislación vigente haee 
la división por mitad, sin considerar los*bienes apor- 
tados. 
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2. ° Las mejoras hechas en ellos durante 
el matrimonio. 

3. ° Lo que el marido gana en la guer- 
ra haciéndola á su costa y a la de su muger. 

4. ° Los frutos y rentas de los bienes que 
hubiesen llevado al matrimonio, y los pro- 
ductos de la industria ó profesión que cual- 
quiera de ellos ejerciese (1). Y sobre este par- 
ticular debemos advertir que falleciendo uno 
de los cónyuges antes de la recolección de 
frutos, si estos apareciesen ya se dividen en- 
tre el que sobrevivió y los herederos del di- 
funto, y si no apareciesen pertenecen al due- 
ño de la heredad con obligación de resar- 
cir las espensas hechas en su cultivo. Doc- 
trina que tan solo ha de entenderse de los 
árboles y viñas, pues en los sembrados, aun- 
que no aparezcan los frutos hasta después 
de la muerte, se han de partir por mitad 
los que después produjeron (2). 

4. Teniendo noticia de las cosas que son 
objeto de esta sociedad, no parecía preciso 
indicar las que no lo eran: sin embargo, co- 
mo algunas leyes se emplean en señalarlas, 
daremos sucintamente el estrado de su con- 
tenido. No se consideran gananciales, sino 


(t) Ley 1 , 2 y 5, tit. 4, lib. tO de la Novis. Rrcop. 
(2) Ley 10, tit. 4» lib. 3 del Fuero Real. 
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nue pertenecen esclusivamente á uno solo 
de los cónyuges: 

1 . ° Las donaciones reales hechas a uno 
de los dos. 

2. a Lo que el marido ó muger ganan por 
herencia paterna ó materna, ó de otro pa- 
riente , ó por donación en favor de ellos. 

3. ° Los bienes castrenses y oficios rea- 
les no adquiridos á costa de ambos. 

\.° Los que cada uno justificare haber 
llevado al matrimonio (1) (*), 

5. ° Los edificios hechos en terreno de 
uno de los dos, pues continuarán en su do- 
minio con la obligación de entregar la mi- 
tad de lo que se gastó en edificarlos, al otro 
cónyuge ó á sus herederos (2). 

6. ° Las permutas de las heredades per- 
tenecientes á uno solo, pues la cosa permu- 
tada se hará del dueño de la otra que se 
permutó. Y lo mismo decimos si se vendie- 
se una posesión y con su precio se com- 
prase otra. No hay necesidad de advertir que 
en estos casos, aunque las adquisiciones sean 


(I) Ley 1, 4» ti t* 4, lib. 3 del Fuero Real. 

(*) Según el fuero del Bailio concedido a la villa 
de Albui querque se comunican todos los bienes, que los 
casados llevan al matrimonio , y los que adquieren por 
cualquier título. 

O) Ley 9, tit. 4, lib. 3 del Fuero Real. 
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de uno, los productos son de ambos cón- 
yuges (1). 

5. Administración del marido.— El ma- 
rido tiene no tan solo la administración, si- 
no también la facultad de disponer de los 
bienes gananciales durante el matrimonio. 
En su consecuencia puede enagenarlos y ha- 
cer de ellos lo que mejor le parezca, salva 
una limitación; á saber, que lo hiciese con 
ánimo de defraudar ó de perjudicar á la mu- 
ger. Disuelto el matrimonio se estinguen es- 
tos derechos, y la muger ó sus herederos ad- 
quieren el dominio y la administración de 
la mitad de los gananciales, á no ser que 
aquella los hubiese renunciado en cualquier 
tiempo; ó que siendo viuda hiciere una vi- 
da relajada y disoluta, en cuyo caso los per- 
dería también aun después de haber toma- 
do posesión de ellos (2). 

Las mandas hechas por el marido á la 
mujer no se imputan en su parte de ganan- 
ciales (3). 

6. Cargas de esta sociedad.— Las dotes 
y donaciones propter nuptias mandadas por 
los cónyuges á uno de sus hijos, se pagan 
de los bienes gananciales, lo cual se veri fi- 


( 1 ) Ley 11, del mismo tit. y libro. 

(2) Ley 4, tit. 3, Iib. 10 de la Novis. Recop. 

(3) Ley 8, tít, 4, lib. 10 de la Novís. Recop. 
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ca aun en el caso de que solamente el pa- 
dre las hubiese hecho durante el matrimo- 
nio (1). La opinión que muchos intérpretes 
llevan de que también se deducirán de los 
gananciales, cuando la promesa se hubie- 
ra hecho muerto ya el uno de los con- 
sortes, no tiene en nuestro concepto nin- 
gún fundamento sólido, porque la sociedad 
legal está completamente disuelta. 

7. Modos de acabarse. —Concluye esta 
sociedad, ya durante el matrimonio, ya 
por su disolución: durante el matrimonio 
se acaba : 

1. ° Por la renuncia de la muger hecha 
en este mismo tiempo (2). 

2. u Por el secuestro de los bienes de 
uno de los cónyuges (3). 

Concluye por la disolución del matri- 
monio: 

1. ° Cuando muere uno de los cónyuges. 

2. ° Por el divorcio (4): porque tanto en 


(1) Ley 4» del mismo tít. y lib. 

(2) Por la que hace antes ó después del matrimonio 
pierde el derecho á la mitad de los gananciales ; pero 
no puede decirse que se concluye una sociedad que en 
el primer caso no existe todavía, y que en el segundo 
ha terminado ya, 

(3) Leyes 9 y 10, tít 4* lib- 10 de la Novis* Recop» 
La ley habla de la confiscación, pero esta no tiene lu- 
gar en el dia atendida la ley fundamental del Estado* 

(4) Ley 1. a tit, 4» lih. 10 de la Novis, Recop. 
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uno como en el otro caso ha cesado su 
causa. 

Juzgan algunos que aun después de la 
muerte del marido ó de la muger podrá 
continuar vigente esta sociedad en virtud 
de convenio entre el que sobrevive y los 
herederos del difunto; error notable según 
creemos, y que procede de confundir en 
este caso la sociedad legal que concluyó de- 
finitivamente, con una convencional que ha 
podido constituirse. 

TITULO NONO. 

Del mandato. 

1. La imposibilidad de atender siem- 
pre por nosotros mismos á nuestros inte- 
reses, por enfermedad, distancia ó multi- 
plicidad de negocios, ha creado la necesi- 
dad de traspasar á otros el derecho de ha- 
cer ó de contratar á nuestro nombre. Este 
es el origen del mandato, que podemos de- 
finir, im contrato bilateral por el que uno dá ci otro 
que le acepta poder ó facultad para hacer alguna 
cosa en su nombre . La obligación recíproca es 
requisito esencial de este contrato, que como 
los demas debe tener un objeto lícito (1). 


(1) Ley 25, tit. 12, Part. 5. 
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2. El mandato puede ser general ó es- 
pecial. Este se limita a lo que espresa. El 
concebido en términos generales compren- 
de todos los intereses; pero no habilita al 
qu'e le tiene á hacer cosas que puedan ser 
demasiado funestas al que le otorgó, como 
á enagenar bienes inmuebles é hipotecar- 
los. Para esto se necesita una autorización 
especial, porque no puede consentirse que 
la habilitación dada de un modo vago y ge- 
neral despoje y consume la ruina de un 
desgraciado. 

3. Con respecto al fin puede ser el man- 
dato de cinco clases: 

1/ Por utilidad del mandante, que es la 
mas común. 

2. a Por beneficio de un tercero, 

3. a Por el de un tercero y del mandante. 

4. a Por el del mandante y del manda- 
tario. 

5. a Por el de un tercero y del mandata- 
rio (t). 

Cuando la utilidad es esclusivamente 
para el mandatario, no hay contrato; es so- 
lo un consejo que impondrá responsabili- 
dad? si dado con mala fó probada, causa 
perjuicios al que le recibe, que deberá ser 
indemnizado (2). 


(1) Leyes 20, 2t y 22, tit, 12, Parí. 5. 
(3) Ley 23. 
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4 . Obligaciones del mandatario.*— Elman- 
datario, aunque está en libertad de aceptar 
ó no el mandato ? una vez admitido debe 
cumplirlo con lealtad y exactitud : su omi- 
sión le hace responsable a los daños y per- 
juicios que ocasione, igualmente que si sus- 
tituyere en lugar de personas idónea, co- 
mo puede hacerlo en los negocios estraju- 
diciáles, á una incapaz é insolvente (1). 

5. No debe esceder los límites del man- 
dato, y por esto no puede evacuarlo con 
condiciones mas onerosas, aunque si con 
otras mas favorables. Por lo mismo no le 
es lícito hacer cosa diversa de la que se 
le encargó, aunque al mandante le resul- 
ten mayores ventajas, limitación no esten- 
siva á todas las que sean indispensables pa- 
ra cumplir el mandato, aunque no se ha- 
yan espresado al constituirlo. Tampoco pue- 
de comprar para sí los bienes cuya venta le 
ha sido confiada (2). 

6. Por ultimo en la conservación de la 
cosa debe prestar la culpa leve; y restituir 
a su tiempo y dar cuenta de su cargo (3). 

7. Obligaciones del mandante.' "El man- 
dante está ligado á las obligaciones confor- 


(1) Ley 1 g , tit. 5, Part. 3, 

(9) Ley 1 , tit. 12, lib. 10 de la Novis. Recop. 
(3) Leyes 20 y 21, tit. 12, Part. 5. 
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mes con el poder, contraidas á su nombre 
por el mandatario , y á indemnizarle de las 
pérdidas y de las anticipaciones que haya 
hecho (1). 

8. Estincion del mandato. —Los modos 
especiales de estinguirse este contrato son: 

1. ° Su cumplimiento. 

2. °' La revocación espresa ó tácita del 
mandante; pero queda subsistente lo prac- 
ticado antes de que llegue a noticia del man- 
datario. 

3. ° La renuncia del mandatario, que no 
debe hacerse sino por justa causa y oportu- 
namente. 

4. ° La muerte del mandante ó manda- 
tario: ni una ni otra detendrá la prosecu- 
ción del cumplimiento de lo que estuviere 
empezado, ni la del mandante suspenderá la 
ejecución de una cosa, cuya demora si se 
consultaba á los herederos podría traer gra- 
ves perjuicios. 

5. La intervención en los bienes deEman- 
dante ó mandatario. 

Aunque la doctrina que acabamos de es- 
poner no la vemos escrita en nuestras le- 
yes, es conforme con su espíritu y con la 
naturaleza misma del mandato. La voluntad, 
la confianza, la aptitud especial] de la per- 


(1) I-cyrs $4 y 25 del raismo título» 
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sona y sus garantías son circunstancias que 
se tienen presentes al contraer esta conven- 
ción, que queda destruida por falta de vo- 
luntad en cualquiera de los casos que de- 
jamos referidos. 

TITULO DECIMO. 

Del préstamo. 

§• I- 

Préstamo en general . 

1. Entre los diferentes contratos, por los 
que los hombres mutuamente se socorren, 
es el préstamo .el mas adecuado para faci- 
litar la comunicación de los bienes de cada 
uno. Prestar una cosa es lo mismo que pri- 
varse momentáneamente de su posesión pa- 
ra transmitir el uso á otro. Esto puede ve- 
rificarse de modo que el que recibe la co- 
sa pueda usarla sin destruirla, ó de modo 
que no la use sino consumiéndola. De aquí 
dimana que hay dos clases de préstamo, uno 
de consunción y el otro de uso; el prime- 
ro es el préstamo mutuo, el segundo el co- 
modato. 
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§. II. 

Préstamo mutuo. 


1. Préstamo mutuo es un contrato unila - 
tei'al , por el que uno dá á otro cierta cantidad 
de cosas que se consumen por el uso, para que 
le vuelva otro tanto de la misma especie y cali- 
dad (1). De la definición se infiere que la 
translación del dominio , la devolución de 
igual cantidad de la misma especie, y que 
esta sea de cosas fungibles, esto es, de las 
que estimándose en el comercio por su pe- 
so, número y medida admitan apreciación 
exacta en otras de su especie, son los re- 
quisitos esenciales de este contrato. 

2. Haciéndose el mutuatario dueño de 
la cosa prestada, á él debe corresponder su 
pérdida ó deterioro de cualquier modo que 
acaezca. En los casos en que ha habido re- 
ducción de moneda se han dictado algunas 
disp osiciones especiales (2) 

3. Obligaciones del mutuante. — El mu- 
tuante al celebrar el contrato está obligado 
á manifestar los defectos que tenga la cosa 


(t) Ley« 1 y 8, tit. i, Part. 5. 

( 2 ) 19, tit . l f líb. 10 del? Novis. Uecop. 
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que presta si pueden dañar al que la recibe. 

4-. Obligaciones del mutuario.— -Debe el 
mutuario devolver las cosas prestadas, sa- 
tisfacer la pena impuesta en el contrato si 
no cumple las condiciones estipuladas, y pa- 
gar los daños y perjuicios que por su falta 
de cumplimiento ocasione al mutuante (1). 
La restitución debe hacerla al cumplirse el 
plazo y en el lugar señalado en el contrato. 

No haciéndose espresion del punto, ni 
del tiempo de la restitución, deberá esta efec- 
tuarse en el del convenio y á los diez dias 
después que se verificó el préstamo (2). 

5. Aunque están inhabilitados para con- 
traer el préstamo mutuo fos mismos que la 
ley incapacita para las demas convenciones, 
y por lo tanto también los hijos de familia, 
debemos hablar aquí especialmente del Se- 
nado-consulto Macedoniano de los romanos, 
admitido en nuestra legislación (3). Consul- 
tando al interés de los padres y de los hi- 
jos y al fortalecimiento de las virtudes do- 
mésticas, declara insubsistentes las obliga- 
ciones de mutuo contraidas por los hijos de 
familia, y á estos, a sus padres y fiadores 
libres de su cumplimiento. La ley esceptua 


(t) Ley última, tit. 1, Parí. 5. 

(2) Ley 2. a tit. 1, Parí, 5. 

(3) Ley 4 . 
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sin embargo de esta determinación varios ca- 
sos; si el hijo dijese que no tenia padre; si 
tenia oficio publico, era menestral, merca- 
der, ó soldado, si empleó en beneficio del 
padre lo recibido, si este lo mandó ó con- 
sintió espresa ó tácitamente como pagando 
parte de la deuda, si el hijo mayor de 25 
anos y fuera de la patria potestad hubiere 
satisfecho lo que recibió, ó si habiendo sa- 
lido de su casa por razón de estudio xi otra 
justa causa, lo necesitase para sus alimen- 
tos ó para los salarios de sus maestros (1). 

(i. Hasta aquí hemos hablado generalmen- 
te del mutuo: le hemos considerado como 
un contrato gratuito; pero también puede 
intervenir en él la obligación de pagar in- 
terés por la especie prestada. 

Este interés se llama usura , que por el 
justo miedo que ha inspirado á causa de su 
rigor y demasías, ha dado lugar a declama- 
ciones de teólogos y juristas. Nosotros la ve- 
mos autorizada hoy en la legislación (2), y 
aun admitida por los autores que, dándola 
el nombre de compensatoria ó punitoria,la 
reputan lícita y moral. 

El esceso de la usura es el ilícito, y se 


(1 ) Leyes 4» 5 y 6. 

(2) Ley 23, tit. , lih, 10 de Ja Novis Recop. y ar- 
tículos 388 y siguientes del Código de Comercio. 
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entiende por esceso el que pasa de la can- 
tidad del 6 por 100 al año, que es lo que 
permite la ley (1). 

7. Especie de préstamo mutuo con in- 
terés es el contrato comunmente llamado 
trino , Este se reduce á un contrato de com- 
pañía regular á pérdidas y ganancias, en que 
d o los socios asegura á otro su capital 
renunciando este parte del lucro, y aun el 
lucro mismo sacrificando también una por- 
ción de él para afianzar la restante. Le re- 
putamos lícito en cuanto no esceda de la 
cuota que es permitido llevar por usura. 

§• ni- 

Préstamb comodato . 

1 . El único fin de la tradición no es la 
traslación del dominio, como vimos al tra- 
tar del arrendamiento , pues muchas veces 
no* hace propietaria á la persona que reci- 
be y sí solo la habilita para el uso de la co- 
sa. Esta es la diferencia capital que sepa- 
ra al préstamo mutuo del comodato (2); pues 
en ellos es tan vario el efecto de la entre- 


(1) Arts 39$ del Código de C. 

(2) Ley 1 , tit. 2, Parí. 5. 
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ga como la voluntad de los que los cele- 
bran. 

2. Préstamo comodato es un contrato in - 
tetmiedio por el que uno entrega á otro gratui- 
tamente una cosa para que se sirva de ella y 
la devuelva concluido el uso ó tiempo para que 
se concedió (l). De la definición se deduce que 
los requisitos esenciales de este contrato son 
la tradición, el título gracioso, la determi- 
nación de tiempo ó de uso y la devolución 
de la misma cosa, motivo por el que no pue- 
de consistir en las que con el uso se con- 
sumen. 

3. En el caso que sin culpa del como- 
datario perezca ó se menoscabe la cosa pres- 
tada, la pérdida es para el dueño, por ser 
esto una consecuencia del dominio (2). 

4. Obligaciones del comodatario.— El co- 
modatario debe: 

1. ° Hacer de la cosa el uso determinado 
por su naturaleza ó por la convención. 

2. ° Prestar en su conservación la culpa 
levísima , porque en este contrato la utili- 
dad es del que recibe; mas nunca tendrá 
responsabilidad por la deterioración inevi- 
table y consiguiente al uso. Pero como pue- 
de también ocurrir que la utilidad sea al- 


(1) Ley 1 y 9, tit. 2 , Part. 5. 
(?) Lry 3, tit. 2, Part. 5. 
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güila vez del que dá, ó de entrambos, se 
prestará en el primer caso la culpa lata y 
la leve en el segundo (1), 

3. ° Satisfacer los gastos diarios que oca-* 
sione la cosa prestada (2). 

4. ° Restituirla concluido el tiempo ó uso 

para que se concedió, no pudiendo reíenei ■- 
la por deuda, á no provenir de impensas ne- 
cesarias en la cosa después de prestada (3). 
Si dejase varios herederos hará la restitu- 
ción el que posee la cosa, y si no existie- 
re afectará la obligación á todos igualmen- 
te (4), . " 

5. Obligaciones del comodante.— -El que 
dá en comodato una cosa debe: 

1. ° Permitir que aquel que la recibióla 
tenga para el uso ó tiempo convenido. 

2. ° Manifestar, si lo sabe, cualquier vi- 
cio que tenga la cosa prestada, deí que pue- 
da seguirse perjuicio al comodatario (5). 

3. ° Reembolsar al comodatario si para 
la conservación de la cosa tuvo que hacer 
gastos estraordinarios, necesarios y urgen- 
tes (6). 


(1) Ley 2, tít. 2. 

(2) Ley 7. 

(3) Ley última, tit. 2, 

(4) Le y 1 2 3 4 5 6 - 

(5) Ley 6, tit. 2. 

(6) Ley 7 . 

T. II. 


10 
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•i. 0 Devolver á su elección el precio ó la 
cosa en el caso de que perdida esta la ha- 
llase después de obtenido su valor del co- 
modatario; pero si la encontrase un terce- 
ro podrá demandarle el comodatario que la 
pa;íó (l). 

(>. De lo dicho aquí y de lo que mani- 
festamos al tratar de los contratos en gene- 
ral, se infiere que de este como intermedio 
nacen dos acciones, una directa inmediata- 
mente de la convención, que es la que al 
comodante compete contra el comodatario 
para el cumplimiento del contrato, y otra 
contraria que corresponde á este contra aquel 
para su indemnización en los casos que tiene 
lnqar. 

i . Debemos hacer aquí mención del prés- 
tamo precario que solo se diferencia del co- 
modato en que es incierto el uso, ó inde- 
terminado el tiempo para que se da la co- 
sa. Como todo depende en él de la volun- 
tad del prestador, y la utilidad es menor 
por lo tanto que en el comodato, se presta 
la culpa lata contra la regla general que en 
su lugar espusimos. 


(1) Ley 8. 
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TITULO UNDECIMO. 

» 

Del deposito. 



Depósito en general . 


1. El depósito llamado en las Partidas 
condesijo (1) , es un contrato intermedio por el 
que se recibe de otro una cosa para custodiar- 
la y restituirla. No hay obligación mas sagra- 
da que la que nace de esta convención, que 
descansando en la confianza debe ser guar- 
dada con escrupulosidad religiosa. 

2. Sus requisitos esenciales son la tra- 
dición verdadera ó fingida , la custodia y la 
devolución déla misma cosa, y aunque por 
regla general es gratuito para que no de- 
jenere en arrendamiento, no debe dejarse 
de reputar como tal aquel en que interven- 
ga alguna corta remuneración en compensa- 
ción de los daños que ocasione (2). 

3. Cuando el depósito consiste en cosas 
fungibles y es entregado por peso , niímc- 


(1) Ley 1, ti t- 3, Part, 5. 

(2) Ley 2, tit. 3, Part. 5. 
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or ó medida es irregular y viene á conver- 
tirse en mú tu o quedando dueño de ellas el 
depositario, y obligado á restituir otro tan- 
to de la misma especie y calidad (1). 

4. Ilay depósito propiamente así llama- 
do y secuestro (2): nos ocuparemos de ellos 
c on separación. 

§• «• 

Depósito propiamente dicho . 

1. El depósito propiamente dicho puede 
ser voluntario ó necesario (3). 

2. El voluntario es efecto de la volun- 
tad del que da y del que recibe, y como es- 
te se obliga, es claro que si tiene incapa- 
cidad para contraer la tiene también para 
ser depositario. Cuando sea incapaz el de- 
ponente no se libertará de la obligación el 
depositario, porque las personas bátales para 
contraer no pueden objetar incapacidad á 
aquellas con quienes contrajeron. 

3. El depósi to necesario, llamado comun- 
mente miserable, es el que se hace por acon- 


(1) Ley 2, tit. 3, Part. 5. 

(2) Ley 1 , tit. 3, Part# 5. 

(3) Ley 1. a tit. 3, Part. 5. 
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tecimientos desgraciados é imprevistos. A es- 
ta clase pertenece el que se efectua en in- 
cendios, ruinas, saqueos y naufragios. 

Los romanos castigaban mas severamente 
su violación; medida justa y política que ve- 
mos en nuestras leyes (1). 

4. Obligaciones del depositario.-^- Las 
obligaciones del depositario son: 

1. a Cuidar de la cosa prestando en su 
conservación la culpa lata, porque la utili- 
dad es del que dá. Cesa sin embargo esta 
doctrina* 

1. ° En el caso en que otra cosa se es- 
tipule, porque esta circunstancia como na- 
tural al contrato puede variarse por la vo- 
luntad de los contrayentes. 

2. ° Si el depositario solicitó que en él 
se hiciera el depósito, pues por la presun- 
ción de que le es útil prestará la culpa 
leve, 

3. Q Si hubiese culpa ó tardanza en la res- 
titución, ó el depósito se hubiere hecho prin- 
cipalmente en utilidad del depositario, en 
cuyos casos prestará la levísima (2); y en 
aquel aun el caso fortuito. 

2. a Restituir la misma cosa que se le en- 
tregó con sus accesiones. No puede retenerla 


(1) Ley 8. 

(2) Ley 4i 3. 
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á título de compensación por deuda, ó de 
espensas que hubiese hecho en la cosa, que 
pedirá separadamente (l). No deberá volver 
al loco mientras lo esté la espada deposi- 
tada, ni la cosa al deponente que la robó, 
sino al dueño que concurra a reclamarla, 
podiendo retenerla el depositario en el ca- 
so que la reconozca como suya (2). 

3. a Hacer la restitución en el lugar con- 
venido y en su defecto en el del contrato 
y al tiempo prefijado, ó antes si quisiere el 
deponente , que puede renunciar á un con- 
trato introducido en su favor, que no dá 
al depositario uso, dominio ni verdadera po- 
sesión de la cosa (3). 

5. Obligaciones del deponente. — No pue- 
de exigir el deponente que el deposita- 
rio prolongue su oficio, y se obliga a satis- 
facer los gastos y pérdidas que ha ocasiona- 
do la conservación de la cosa depositada (4). 

0. Manifestadas las obligaciones del de- 
ponente y depositario, conocidas son también 
las acciones directa y contraria que nacen 
de este contrato como intermedio. Ambas 
son para su ejecución : por aquella, que es 


(1) Ley 5 y última. 

(2) Ley 6. 

(3) Leyes 2 y 5. 

( 4 ) Ley 10, 
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la que inmediatamente produce, se hace efec- 
tiva la responsabilidad del depositario; es- 
ta, que solo puede tener origen por un he- 
cho posterior, se dá como todas las de su 
clase para la indemnización, á que como he- 
mos visto puede ser compelido el deponente. 

§• UI. 

Secuestro. 


1. El secuestro es convencional ó judi- 
cial. 

2. El convencional es el depósito de co- 
sa litigiosa hecho con voluntad de los coli- 
tigantes en manos de persona, que se obli- 
ga á restituirlo á aquel á cuyo favor el plei- 
to se decida. 


3. Cuando se hace por auto de juez se 
llama judicial; este suele ser reclamado por 
una de las partes en el juicio, .y se decre- 
ta cuando es sospechoso de mala íe, de mal- 
versación , de pérdida ó de ocultación de la 
cosa el que la posee (1). A su admisión pue- 
de ser compelido todo el que no tenga jus- 
ta causa para escusarse, pero el escribano 
de la causa y el juez están inhabilitados (2). 


(1) Ley 1 , ti t. 3, Part. 5. 

(2) Ley 1, tit. 27, lib. íl tic la Novis. Recop. 
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i. Uno y otro secuestro producen iguales 
obligaciones que el depósito propiamente di- 
cho, á escepcion de que ninguno de los de- 
ponentes puede exigir, ni el depositario en- 
tregar la cosa, sino por consentimiento de 
las partes ó por providencia judicial. 

TITULO DUODECIMO. 

Del contrato de prenda, 

1 . El principio de que prestan mayor se- 
guridad los bienes que las personas ha in- 
troducido el contrato de prenda (1), por el 
(¡lie el acreedor procura su garantía esti- 
pulando que alguna cosa permanecerá en 
sus manos, ó quedará ligada de un modo 
inerte al cumplimiento de la obligación, 

2. Por prenda entendemos, un contrato in- 
termedio , por el que el deudor pone á disposi- 
ción de su acreedor una cosa para seguridad de 
la convención . Cuando la cosa acerca de que 
versa es mueble, se llama propiamente pren- 
da, y pasa generalmente á manos del acree- 
dor, al que se transfiere la posesión natu- 
ral y la custodia, siendo entonces la tradi- 
ción requisito esencial del contrato; pero 


(í) Principio y ley í, del ti t. 13, Part. 3, 
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cuando es inmueble se llama hipoteca (1) y 
suele quedar en poder del deudor, mas afec- 
ta especialmente al gravamen que se ad- 
hiere á ella y la sigue constantemente (2), 

3. El contrato de prenda es universal 
ó particular. El universal comprende todos 
los bienes que tiene el deudor y los que pue- 
de tener, á escepcion de los de su uso in- 
dispensable y diario (3): el particular liga 
espresa y determinadamente algunos; el uni- 
versal no impide la enagenacion de las co- 
sas; el particular las afecta de tal modo a 
la obligación, que su cumplimiento las sigue 
aunque pasen á un tercer poseedor, ó cam- 
bien de naturaleza, y es estensivo á sus ac- 
cesiones, mejoras y aun á los frutos que se 
deban al cultivo del que sembró la heredad 
que había hipotecado (4). 

4. Pueden constituir prenda todos los que 
tienen dominio ú otro derecho en la cosa; 
y si lo hiciere aquel que no lo tenia y des- 
pues lo adquiriere, será subsistente el con- 
trato (5). 


* 

(1) En este título solo hablamos de la hipoteca con- 
vencional , no de la legal ni judicial , para las que no es 
este el lugar oportuno. 

(2) Ley 1, tit. 13, Part. 5. 

(3) Ley 5, tit. 13, Part. 5. 

(4) Leyes 15 y 16, 

(5) Leyes 1 y 35. 
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5. Pueden ser objeto de esta convención 
todas las cosas, que están en el comercio 
de los hombres , como hemos visto de los 
demas contratos; pero no las agenas sino in- 
terviene beneplácito anterior ó posterior, es- 
preso ó tácito del dueño (1). Lo dado á uno 
en prenda no puede sin su consentimiento 
ser empeñado á otro, y si se hiciere será nu- 
lo, á no ser que bastase para pagar á am- 
bos ; mas si la cosa estuviese antes empe- 
ñada por todo su valor , quedará el deudor 
obligado á dar al acreedor otra que le ga- 
rantice, sin perjuicio de estar sujeto á la pe- 
na que la prudencia judicial estimare justa. 
Esta doctrina es aplicable al caso en que 
uno empeñase cosaagena (2). 

6. En la conservación de la prenda pres- 
ta el acreedor la culpa leve por ser este 
contrato útil á ambos contrayentes. 

7. Siendo su objeto asegurar el pago so- 
bre la cosa que se dá, es claro que podra 
llevar á efecto el acreedor la cláusula de 
vender la cosa si en un plazo determinado 
no se paga la deuda; pero deberá avisar al 
deudor, y en su ausencia á su familia, ha- 
cer la venta en almoneda, y devolver al deu- 


(1 ) Leyes 2 y 3. 

(2) Ley 10. 
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dor el esceso del débito (1). Si no hnbiese 
tal cláusula podrá también vender la co- 
sa; pero precediendo intimación para que 
se redima, y pasando después doce dias en 
las cosas muebles y treinta en las inmuebles. 
Por último, aun en el caso de estar pacta- 
da la no enagenacion, podrá venderse la cosa 
después de preceder tres requerimientos y 
de transcurrir desde el último dos años (2). 
En estas ventas no le es lícito al acreedor 
presentarse como comprador; pero si consi- 
deraciones al deudor hicieren que no se pre- 
senten licitadores, podrá acudir al juez para 
que por su justo valor se le adjudiquen (3). 
Cuando trate de la enajenación deberá el 
acreedor probar que la cosa era del que se 
la empeñó, si un tercero la posee (í). 

8. El derecho de prenda se estingue: 

1. ° Pereciendo la obligación que garan- 
tiza (5). 

2. ° Consumiéndose la cosa en que con- 
siste; pero consér validóse parte de ella per- 
manece en lo que queda. 

3. ° Por la remisión espresa ó tácita, en- 


(!) Ley 4!. 

(2) Ley 42. 

(3) Ley 44 . 

(4) Ley 18. 

(5) Ley 38. 
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tendiéndose por tácita la que se deduce de 
los hechos, como si el acreedor restituye 
al deudor la prenda, por cuyo acto se en- 
tenderá esta remitida , pero no terminada la 
deuda (1). 

í.° Por prescripción, en el caso que otro 
legítimamente adquiriese el dominio de la 
cosa (2). 

9. El contrato de prenda como interme- 
dio produce dos acciones una directa y otra 
contraria : por ellas consigue el deudor que 
el acreedor, satisfecha la deuda , le restitu- 
ya la cosa con los frutos y utilidades que ha- 
ya producido (3), y en el caso que legítima- 
mente la haya vendido le dé la diferencia 
que á su favor resulte, y el acreedor la in- 
demnización de los gastos y perjuicios que 
se le han ocasionado, 

10, Eu algunas ocasiones se pacta que al 
acreedor por via de intereses le correspon- 
dan los frutos de la cosa : esta convención 
legítima entre" los romanos, que se conoce 
con el nombre de anticreseos, en tanto so- 
lo la reputamos reprobada en cuanto esce- 
da de la cuota que es lícito llevar por el in- 


(1) Ley 40, 

(2) Ley 39. 

(3) Ley 3, 
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teres del dinero, en -los términos que al ha- 
blar del mutuo espoliemos» 

11. Solo nos falta aquí hablar de los ofi- 
cios de hipotecas. Están establecidos en las 
cabezas de partido, y en ellos debe to- 
marse razón de todas las escrituras dé ena- 
genacion, gravamen ó hipoteca que afecte 
á bienes mices, y á los oficios ó derechos 
perpetuos que son susceptibles de iguales im- 
posiciones; y del mismo modo de la liber- 
tad de las cargas que teman. Esta diligen- 
cia se ha de verificar en el término de seis 
dias si el otorgamiento fué en la cabeza de 
partido, y en el de un mes si se hizo en 
otro pueblo. Los escribanos deben advertirlo 
en las escrituras , que si no están registra- 
das no sirven de prueba para el efecto de 
perseguir las hipotecas y acreditar el gravá- 
men de las fincas (1). 

TITULO DECIMO-TERCERO. 

i> 

De la transacjon. 

1. La transacion ha sido introducida co- 
mo un medio para terminar las diferencias 
presentes de los particulares, y prevenir las 


(1) Leyes 1 , 2 y 3 , tit. 16 , 1»L>. 10 de la Novis. 
Recop. 
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futuras. Por ella se sacrifican parte de las 
ventajas que reportaría un juicio favorable 
para no csponerse á los inconvenientes de 
una condenación. 

2. Podemos definirla un contrato bilateral , 
por ti que los otorgantes cediendo en parle , ter- 
minan una cuestión dudosa . Sus requisitos esen- 
ciales son que haya remisión entre los que 
le contraen, que verse acerca de una cosa 
en que existe ó pueda existir litigio, y que 
le termine. Una vez hecha tiene tanta fuer- 
za como la cosa juzgada. 

3. La transacion es una enagenacion. Así 
es, que pueden transigir los que pueden ena- 
geuar y en su consecuencia también los pro- 
curadores que tienen poder especial ó gene- 
ral con libre y franca administración (1). 

4. No tiene lugar la transacion: 

1. ° En las causas matrimoniales, por ser 
su vínculo indisoluble, doctrina que no es 
ostensiva á los esponsales de futuro , que so- 
lo dependen del consentimiento de los inte- 
resados. 

2. ° Acerca de lo que se dejó en un tes- 
tamento cerrado antes de que se abra (2). 

3. ° Acerca de los alimentos futuros, de- 
jados en testamento, á no ser con autoridad 


(1) Ley 19, tit. 5, Part. 3. 

(2) Ley 1. a tit. 2, Part. 6. 
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judicial prévio conocimiento de causa. Es- 
ta doctrina no espresa en nuestras leyes, 
está tomada de las ¿omanas y admitida en 
la práctica , y no es estensiva ni á los ali- 
mentos debidos por contrato, ni á los que 
se deben atrasados. 

4. ° En pleitos de beneficios para no dar 
lugar á simonía. 

5*° Por delitos: pero si son anteriores al 
contrato podrá transigí rse acerca del inte- 
rés pecuniario que haya derecho á reclamar 
en el caso de entablarse civilmente la de- 
manda. 

5. La transacion es de interpretación es- 
trecha y no debe por lo tanto estenderse á 
mas personas ó cosas que las comprendidas 
en ella espresamente. 

Como los demas contratos, puede res- 
cindirse cuando intervino dolo, violencia ó 
error con tal que acerca de este no verse 
el contrato (1). Algunos intérpretes quieren 
que se rescinda también por la lesión enor- 
mísima, opinión que no admitimos por ser 
poco conforme á la ley (2). 

TITULO DECIMO-CUARTO. 

De la cesión. 

1. La cesión, como en este lugar la con- 


(1) Ley 34, ti t. I 4 , Part. 5. 

(2) Dicha ley 34» 
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si (1 eramos, es un contrato por el que uno tras-* 
pasa a otro derechos ó acciones , que le coitcs- 
panden contra un tercero . 

2 . ruede hacerse por causa onerosa ó 
por lucrativa: en el primer caso sera bila- 
teral el contrato, cuya causa deberá ser cier- 
ta . v quedará sujeto al saneamiento si es in- 
cobrable la deuda : cuando la causa sea lu- 
crativa será unilateral. 

3 . i\o es la cesión igual á la renuncia, por- 
que necesita la voluntad de ambos contra- 
yentes; cuando á la renuncia basta la del 
renunciante. 

A* Pueden hacer cesión todos los que 
pueden contraer y desprenderse del domi- 
nio, y ser objeto de ella todos los derechos 
presentes y futuros que no sean privativos 
á la persona. El cesionario solo reemplaza 
a otros, por lo que necesita capacidad legal 
para adquirir el derecho que se le traspasa. 

5. La cesión de acciones no puede hacer- 
se á persona mas poderosa, en cuyo caso 
será nula, y si fuese hecha por dolo per- 
derá el cedente su derecho (1)¿ 

6. La cesión puede no ser contrato co- 
mo cuando se hace por última voluntad, y 
no es aplicable en este caso la doctrina que 
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respecto á persona mas poderosa acabamos 
de esponer. 

TITULO DECIMO QUINTO. 

De las promesas. 

1. Las leyes de Partida siguieron fielmen- 
te á las romanas al tratar de las estipulacio- 
nes ó promesas (1), esto es, de los contra- 
tos que se llamaban Verbales, porque en lo 
antiguo exigían ciertas fórmulas escrupulo- 
samente solemnes, y después la congruen- 
cia entre la pregunta y la respuesta. Este 
es el requisito esencial que las separaba de 
los pactos á qué el derecho civil no daba 
fuerza obligatoria. 

2. Una ley del Ordenamiento de Alcalá 
despreció tal solemnidad ó hizo dependien- 
te éii un todo el contrato de la voluntad 
de los que le celebraban (2). Así quedó des- 
truida la diferencia entre pactos y contra- 
tos, y aun si se quiere reducida la clase de 
contratos verbales á la de los consensúales. 

3* Promesa es un contrato unilateral por el 
que uno ofrece á otro ciar ó hacer cma deler - 


(1) Tit. 11, Part. 5* 

(2) Lev 1 , til. l,lit>. 10 (le la Novi.s. TU*cop. 

T. II. 1 1 
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minada. Ha (le ser seria, deliberada, afir- 
mativa y sin ambigüedad j y en el caso que 
esté ausente aquel a quien se hace, valdrá 
revocablemente basta que acepte, y después 
de su aceptación de un modo irrevocable. 

í. Las promesas pueden ser ineficaces 
por Jas personas que las hacen, por las co- 
sas acerca de que versan y por el modo de 
contraerías. Nada debemos aquí decir de las 
personas y de las cosas, por ser común es- 
ta doctrina a los demas contratos y haber** 
la espuesto en el lugar que le corresponde. 
Por el modo de contraerías solo quedarán sin 
fuerza cuando no conste de la voluntad de 
los que las contraen. 

5. Ocioso fuera detenernos en hablar con 
mas detención de las promesas, cuando re- 
putamos derogada la antigua legislación á 
que solo podríamos referirnos. 

TITULO DECIMO-SESTO* 

De las fianzas. 

1. La fianza es una verdadera promesa, 
lo que nos mueve á hablar de ella en este 
lugar. Muy frecuente es sn uso, y presta 
grande utilidad, porque disminuye el peligro 
del acreedor, facilita y multiplica los demas 
contratos, fortalece la confianza , que es su 
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base, é inspira seguridad, que tanto contri- 
buye á la circulación de capitales, y á los 
progresos de la industria, Puede ser defi- 
nida la fianza promesa , por l® que una ó mas 
personas se obligan al cumplimiento de lo que otro 
debe , si él no lo ejecuta* 

2, Algunas fianzas hay que exige la ley, 
Como en el usufructo, otras que son dadas 
en virtud de mandamiento de juez; y otras 
que son las mas comunes, y de las que aquí 
nos ocupamos, penden absolutamente de la 
conveniencia de los que contraen. 

3, Gomo este contrato tiene por objeto 
asegurar el cumplimiento de una obligación, 
es accesorio y no puede existir sin otro prin- 
cipal valedero al menos naturalmente (1), á 
que se una. No puede de consiguiente agre- 
garse al que es nulo ó con tal vicio que de- 
ba anularse a no ser que esto solamente se 
pueda verificar por una escepcion puramen- 
te personal al obligado. En estos casos po- 
drá ser apremiado el fiador al cumplimien- 
to de la obligación (2). 

4, Por la misma razón la obligación de 
fianza no podrá ser ni mas estensa , ni mas 
gravosa que la principal, y será ineficaz en 


(1) Principio del tit. 12 de la Par!. 5. 

(2) Leyes 4 y 
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manto la escoda, bien sea en cantidad ó bien 
por razón del lugar, del tiempo ó déla cau- 
sa (1). 

5. De todo 4o dicho se infiere que no de- 
be ser reputado como fianza el contra- 
to por <‘l que uno liberta al que estaba an- 
tes obligado, ni aquel que a si solo debe su 
existencia. 

6. Por regla general pueden ser fiado- 
íes todos los que pueden obligarse, pero esta 
doctrina tiene diferentes esccpciones. En vir- 
tud de ellas, no pueden serlo los obispos, 
prelados, clérigos, regulares, soldados, re- 
caudadores de tributos (2) ; labradores á no 
ser por otros de su profesión (3), ni las mu- 
geres (i). 

7. Respecto á estas, las leyes consideran 
subsistente la fianza por la dote, por la re- 
nuncia que hacen de su privilegio, por la 
ratificación hecha dos años después de otor- 
gada, si lian recibido precio, si por disfraz 
han pasado por hombres, siendo en utilidad 
propia , en el caso de que hereden á aquel 
á quien fiaron (5); y por último, si fueron 


(1) Ley 7, tit. 12, Part. 5. 

(2) Leyes 45 , tit. 6, Part. 1 y 2, tft. 12, Part, 5. 

(3) Leyes 15 y 16, tit. 3t, lib. ti de la Novíí. 
Rceop. 

( 4 ) Ley 2, tit. t 2, Part. 5. 

(5) Ley 3, tit. t 2, Part. 5. 
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fiadoras de sus maridos en favor de la ha^ 
cienda publica , porque los casados no de- 
ben ser admitidos á arrendar sus rentas, si las 
ipugeres no se obligan en el contrato yre-r 
nuncian al derecho de hipoteca que les cor-r 
responde. 

8. Efecto de la fianza entre el acreedor 
y fiador.— El-fiador, en virtud de la acción 
personal dimanada del contrato , está solo 
obligado subsidiariamente, esto es, en defec- 
to del deudor principal. Para que conste que 
este es insolvente debe hacerse antes escu- 
sion, ó lo que es lo mismo, embargo ó eje- 
cución de sus bienes : esto es lo que comun- 
mente se llama beneficio de orden, por el 
que debe seguirse antes de apremiar al fia- 
dor. Si el principal estuviese ausente po- 
drá su fiador demandado pedir al juez pla- 
zo para, presentarle , pasado el cual sin ha- 
cerlo, será compelido á la paga (1). Este be- 
neficio cesa en los casos de renuncia y de 
notoria insolvencia del deudor, y como es- 
cepciom dilatoria no debe oponerse después 
de la contestación á la demanda. 

9. Otro de los beneficios que dan las 
Partidas á los fiadores, es el de división, por 
el que demandados por toda la deuda coa- 


tí) Ley 9, tit. 12, Part. 5. 
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siguen que se divida la acción del acreedor, 
v solo se dirija á prorata contra ellos (1); es- 
ccpcion que como perentoria puede oponer- 
se aun después de contestada la demanda. 
Algunos creen, y con razón en nuestro con- 
repto que ha caducado ya hoy esta doctri- 
na : fúndanse en que si la obligación es man- 
comunada, solo pueden ser reconvenidos en 
parto según las leyes recopiladas (2) ; y que 
si es solidaria renunciaron á la facultad de 
reclamar. 

10, Efecto de la fianza entre el deudor 
y fiador y entre varios fiadores.— El fiador 
que ha pagado el todo á. nombre del deu- 
dor tiene el derecho de ser indemnizado 
por él. Esta es una consecuencia natural del 
contrato de fianza, 

11, Pero ademas tiene acción contra sus 
confiadores en la parte que les corresponda 
proporcionalmcnte. Al efecto impetrará del 
acreedor la cesión de acciones, ó la carta de 
laslo , de que hablamos al tratar del modo 
de disolver las obligaciones en general. En- 
tiéndese, aunque no lo esprese, que hace 
(‘1 pago á nombre de los confiadores cuan- 
do pide inmediatamente la cesión, y si lo 
difiere que pagó en nombre del deudor (3). 


(1 ) Ley 8 , til. 1 2, Parí, 5. 

(2) Ley 10, til. 1, I ib. í 0 de la Novis. Recop» 

(3) Ley II, tit. 12 . " 
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12, Modos de estinguirse las fianzas.— 
Ademas de los modos de estinguirse esto 
contrato comunes con los otros, hay el par- 
ticular de perecer estingui endose la obliga- 
ción principal á que está unido. El fiador 
solo podrá pedir que se le releve de su obli- 
gación : 

1. ° Cuando fuese obligado á pagar toda 
Ja deuda ó parte de ella. 

2. ° Si se prolongase la fianza por mucho 
tiempo, cuya regulación hará el juez. 

3. ° Cuando deposita la paga que rehú- 
sa recibir el acreedor, 

4. ° Si se hubiera señalado término á la 
duración de la fianza, y hubiese pasado ya, 

5. ° Si empieza el deudor á malversar sus 
bienes (1), 

TITULO DECIMO SEPTIMO. 

Pe LOS CONTRATOS QUE NO TIENEN DENOMINACION 

ESPECIAL. 

1. Imposible es que el legislador com- 
prenda todos los contratas posibles con de- 
nominación especial; pero no que fije re- 
glas acerca del cumplimiento de todos. La 


(l) Ley í 4 » tH. 1 Parí. 5. 
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voluntad de los hombres puede estenderse in- 
deíinida mente al celebrar las convenciones; 
el legislador fija una base segura y aplica- 
ble a lodos los casos. Esta es, que el que 
por su parte cumple la obligación tiene de- 
recho á exigir la satisfacción del otro con- 
trayente (1). 

2. Esta regla sencilla basta para com- 
prender la doctrina de los contratos que lla- 
maron innominados los romanos, porque no 
producían .acción del mismo nombre, y que 
solian comprender con las fórmulas doy pa~ 
ra (fue des , doy para que hagas, hago para que 
des , hago para que hagas (2). Considerados eran 
estos contratos como reales, porque exigían 
siempre de presente la entrega de la cosa 
ó la prestación del hecho; de otro modo, 
y refiriéndose al tiempo futuro serían es- 
tijml aciones ó promesas que en tanto val- 
drian, en cuanto hubiesen mediado las for- 
malidades, que exigía la ley, derogada ya 
por la que establece que de cualquier mo- 
do que se hagan los contratos quede oblrí 
gado cada uno del modo que seriamente qui- 
so obligarse (3), 


(1 ) Ley 1 , lit. í , lib. 1 0 de la No vis Itecop. 
(5) Ley 5, tit. 6, Part. 5. 

(3) Ley 1 , tit. 1 , lib, 1 0 de la Novis. Recop. 


* 
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TITULO DEGIMO-OCTAYO, 


J)e las obligaciones que se hacen sin con-» 

VENCION. 


§• h 

Origen de las obligaciones no convencionales . 

1. La ley crea obligaciones, que supo- 
ne, ya conformes con la voluntad de los hom- 
bres por los vínculos de la amistad y bene- 
volencia que los unen, ya indispensables pa- 
ra mantener el orden social, Este es el ori- 
gen de las obligaciones que se forman sin 
convención. La legislación , que no las com- 
prendiera , sería muy imperfecta , porque los 
pactos no son suficientes á regular todas las 
obligaciones, y á penetrar en el porvenir 
y preveer todas las contingencias, 

2. Estas obligaciones pueden ser consi- 
deradas ó como dimanadas solo de la au- 
toridad de la ley , ó como teniendo por cau- 
sa un hecho personal. La administración de 
la tutela , que no puede ser rehusada , es 
ejemplo de la primera clase de obligaciones; 
y de la segunda la del que voluntariamen- 
te y sin mandato administra los negocio de 
otro. 
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3. Los hechos personales, que pueden 
dar lugar á las obligaciones ó son lícitos q 
ilícitos. Los lícitos constituyen lo que gene- 
ralmente se llama cuasicontratos, esto es, 
obligaciones nacidas del consentimiento pre- 
sunto, y como la ley finge que le hay en 
las que impone , de aquí es que se com- 
prenden también bajo esta denominación, 

i. Los hechos ilícitos son fuentes de las 
obligaciones producidas del delito y de la 
culpa, las que por lo común se cüc^ que na- 
cen del delito y cuasidelito, 

5. La ley para convertir en obligaciones 
algunos hechos se funda en dos principios 
de moral. Estos son que hagamos á los otros 
lo que quisiéramos que se hiciera con no- 
sotros en iguales circunstancias , y que es 
necesario que reparemos los daños que he- 
mos ocasionado. 

6, De las obligaciones que nacen del con- 
sentimiento presunto, del delito y de la cul- 
pa trataremos separadamente. 

§. n. 

Obligaciones nacidas del consentimiento presunta « 

1, Los cuasicontratos son hechos lícitos 
de que resulta una obligación recíproca á 
veces, y ;i veces respecto solo á un tercero, 

% Cinco son sus especies; 
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1. * La administración de bienes agenos 
sin mandato. 

2. a La administración de la tutela ó cu* 
raduría. 

3. a Comunión de bienes no proveniente 
del contrato de sociedad. 

4. a Aceptación de la herencia. 

5. a Pago de lo indebido. 

3. Administración de bienes agenos sin 
mandato,— El parentesco y la amistad son 
generalmente el principio único de este cua- 
si-contrato, que suele tener lugar en los bie- 
nes de los que hacen nna larga ausencia, 
dejando abandonados sus negocios (1). Es* 
ta administración produce obligaciones tanto 
al dueño de los bienes, como al que se en- 
carga de su cuidado. 

4. EJ que voluntariamente y sin manda* 
to se pone á administrar- los negocios de 
otro, contrae el deber de continuar en su 
cargo é incidencias hasta que el dueño pue- 
da proveer de remedio á su abandono, y 
se somete á dar cuentas y á todas las obliga* 
ciones que un mandato espreso le impon- 
dría (2). En la conservación de las cosas de- 
be prestar la culpa leve; pero si entró en la 
administración en que nadie pensaba, y que 


T 


(1) Ley 26, tit. 12, Part. 5. 

(2) Leyes 31 y 32, lit. 12, Part. 5. 
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oslaba abandonada del todo solo prestara la 
lata, y por el contrario la levísima si ha- 
bia otroque quería administrar con diligen- 
cia (1). Por ultimo, no debe entrar en ne- 
gociaciones que no solia hacer el principal, 
y si lo hiciere, imputables le serán las pér- 
didas aunque provengan de caso fortuito, 
y las ganancias siempre corresponderán al 
propietario (2). 

5. El dueño a su vez ha de cumplir las 
obligaciones hechas en su nombre, indem- 
nizar al administrador de las que por su cau- 
sa personalmente ha contraido (3), y reem- 
bolsarle de los gastos abonables que ha he- 
cho y de que vamos á ocuparnos. 

6. El dueño debe admitir en cuentas los 
gastos necesarios y los útiles, aunque solo 
lo parecieren al principio ; pero si los bie- 
nes son de un menor de 14 años no será 
él sino su tutor el que deba pagar lo£ que 
se creyeron útiles y no lo fueron (4). 

7. No es aplicable esta doctrina al ad- 
ministrador que entró con mala fe en su 
cargo, que deberá pagar todo el menosca- 
bo do los bienes , y no podrá sacar los gastos 






(1) Leyes 30 y 34, tit. 12. 

(2) Ley 33. 

(3) Ley 27. 

(4) Ley 28, tit. 13, Parí. 5, 
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á no ser que los mejorase ó hiciese bastan- 
te ganancia para que el dueño pueda perci- 
bir algo y queden cubiertas las espensas (1). 

8. Debemos aquí advertir que no tiene 
derecho de demandar los alimentos ni gas- 
tos de educación de un joven el que lo hizo 
por beneficencia (2). Esceptüase el caso de 
que quisiere el que acogió á una muger ca- 
sarse con ella ó casarla con uno de sus hi- 
jos, y la joven ó su padre lo repugnasen, 
pues entonces no teniendo justa causa debe- 
rá pagar la crianza el que impidiese el ma- 
trimonio (3), 

9* Esta misma doctrina de no poder re- 
clamar gastos es aplicable á la madre y á 
la abuela que educaron al hijo ó nieto que 
no tenia bienes ; pero podran cobrarlos has- 
ta donde alcancen de los que de ellos tenian 
en su poder, ó de los que no tenian, si los 
hijos ó nietos eran ricos y protestaron cuan- 
* do los dieron que querían recuperarlos (i). 

10. El padrastro que teniendo en casa 
y educando a su entenado que poseia bie- 
nes protestase que quería cobrar los gastos 
podrá ejecutarlo, pero no si le prestase ser- 


(1) Ley 29. 

(2) Ley 35. 

(3) Ley 35, tit. 1 4, Part. 5. 

(4) Ley 36, tit. 12, Part. 5. 
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vicio, en cuyo caso solo recuperará lo que 
gastó por causa de sus bienes. Estensivo tam- 
bién entre eslraíios es lo que acabamos de 
espoiier (1). 

11. Administración de la tutela y cura- 
duría. —Él segundo cuasi-contrato es el de 
la administración de la tutela y curaduría, 
que como hemos visto, mas que de la 
Juntad presunta dimana de una necesidad 
legal* Produce obligaciones mútuas, de que 
oportunamente nos ocupamos en el libro pri* 
mero. 

12. Comunión de bienes no convenció- 1 2 
nal. — La comunión de bienes fuera de con* 
trato, que es el tercer cuasi-contrato, dima* 
na de haber obtenido dos una misma cosa 
común por herencia ó por manda. Las oblL 
gaciones que produce son recíprocas entre 
los asociados, y por ellas cada uno ha de 
consentir la partición que solicite otro (2), 
y ha de dar cuenta de los bienes comunes 
que ha administrado. 

13* Adición de la herencia. — La adn 
cion de la herencia obliga también por 
cuasi-contrato al heredero á Satisfacer a los 
acreedores testamentarios, es decir, á aque- 
llos á quienes el testador lia dejado algu- 


(1) Ley última del tit. 12* 

(2) Ley 2, tit. 15, Part. 6. 
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lia cosa en su última voluntad. Los aeree* 
dores hereditarios deben ser pagados, no 
en virtud de este cuasicontrato, sino de 
verdadero contrato cjüe con la herencia se 
transmite á y contra los sucesores. 

14. Paga de lo indebido.— Solo nos res- 
ta hablar del último cuasi-contrato. El que 
por error ó á sabiendas recibe lo que le 

K otro en el concepto equivocado de de* 
3, se obliga á la restitución (1). La car- 
ga de probar tanto la paga, como su im- 
procedencia, corresponde al que la hizo , y 
Solo al que la recibió en el caso de que 
por haber sido vencido en la cuestión de 
la existencia del pago quisiere probar su 
legitimidad (2)» 'El menor, la muger, el sol- 
dado y el rústico transfieren á su contra- 
rio la obligación de la prueba (3), 

15. No hay lugar á reclamación de lo 
indebido : 

l.° Cuando el que pagó sabia que no 
estaba obligado; porque se entiende que 
quiso donar. Esceptuase el menor de edad (4)* 
2.° Cuando se debía solo naturalmente 
lo que se pagó, esceptudndose también los 


(1) Ley 28* tit. 1 4» Part. 5. 

(2) Ley 29. 

(3) Dicha ley 29. 

(4) Ley 30, tit. 1 4 » Pai't» 5. 
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rústicos, los soldados, las mugeres y los 
menores (1)* 

3.° En lo dado por título de dote ó 
de arras (2). 

í.° En lo pagado por transaeion (3). 

5.° Cuando para el pago interviene tor- 
pe causa por parle del que da ? ó de este 
y del que recibe (i). 

16. La restitución de la cosa debe ha- 
cerse con los frutos que haya producido; 
si el que la recibió con buena fé la hu- 
hiese rendido, deberá dar el precio; mas 
si se hubiese perdido, se liberta* El que 
tuvo mala fé al tiempo ó después del re- 
cibo, tanto en el caso de venta, como en 
el de pérdida está obligado á la satisfac- 
ción del precio. 

El que debiendo alternativamente dos 
cosas satisfizo ambas, podrá repetir la que 
quisiere; pero si hubiese perecido una no 
podrá reclamar la otra (5). 

17. La doctrina de este cuasi-con trato 
no se limita á las obligaciones de dar, si- 
no que también es ostensiva á las que con- 
sisten en hacer (6) 

(t) Leyes 31 y 33. 

(2) Ley 35. 

(3) Ley 34* 

(4) Leyes 47, 50, 51, 52, y 53, til. 14, Part. 5< 

(5) Ley 39. 

(6) Ley 40* 
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§• III. 

Obligaciones nacidas del delito y de la culpa. 

1 . Poco útil es hoy la doctrina que del 
delito y la culpa, considerándolos como 
fuentes de obligaciones civiles, nos refie- 
ren los autores y aun los mismos códigos. 
Desusadas las penas pecuniarias aplicables 
al perjudicado, punto de vista bajo el que 
las consideraron en gran parte las leyes ro- 
manas, á las que imitaron las nuestras, po- 
co tenemos que esponer en la materia, por 
no ser lugar oportuno para tratar de los 
delitos y las penas en su aspecto verdadero. 

2. Todo el que por un hecho suyo de- 
liberado y por omisión, ó lo que es lo mis- 
mo por delito ó por culpa, causa á otro 
un daño, tiene el deber de repararlo. Esta 
obligación es ostensiva también al caso en 
que por negligencia nuestra sea causado 
el daño por personas que dependen de nos- 
otros, ó por cosas que están bajo de nues- 
tra inspección (1). 


(í) De los títulos 9, , 14 y 15 de la Partida 

no *e infiere mas para nuestro actual proposito. 

T. II. 1 2 
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TITULO DECIMO-NONO 


De la prelacion de las obligaciones. 

§• i- 

Causas de prelacion en las obligaciones 


1. Para terminar la doctrina de obliga- 
ciones solo nos resta hablar de la prela- 
cion que tienen entre sí. Por regla gene- 
ral el que debe responde con todos sus 
bienes presentes y futuros á la satisfacción 
del crédito, porque esta es la garantía de 
las obligaciones. 

2. Pero si los bienes no alcanzan, en- 
tonces hay lugar al principio que estable- 
ce la prelacion del crédito por la antigüe- 
dad de la deuda (1). Esta doctrina cesa 
siempre que hay en las obligaciones una 
causa legítima de preferencia, y esta cau- 
sa legítima puede ser ó un privilegio ó una 
hipoteca. 


(1) Ley 37 , t{t. 13, Part. S. 
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$• II. 


Privilegios. 


1 . En este lugar entendemos por pri- 
vilegio (1) el derecho que la cualidad de la 
deuda dá al acreedor * para ser preferido á los 
demas acreedores . Entre los mismos privile- 
giados hay algunos cuyo privilegio es de 
mayor preferencia. 

2. A los créditos privilegiados corres- 
ponden: 

1. ° Los gastos hechos en el entierro y 
funerales del difunto. Mas debemos advertir 
que si se dejó el quinto á alguno, se sacarán 
de este, y no serán cargo de la herencia (2). 

2. ° Los ocasionados con motivo del otor- 
gamiento de testamento, formación de in- 
ventario y demas diligencias indispensables 
para la liquidación del patrimonio (3). 

3. ° El depósito de cosas fungibles, que 

(1) La definición indica que la palabra privilegio no 
marca aquí un derecho especial introducido en gracia ú 
odio de un individuo , en cuyo sentido hemos manifesta- 
do que no puede existir atendida la ley fundamental , si- 
no una prelacion dada á todos los que están en el mismo 
caso sin consideración á las personas, y solo en virtud de 
la justicia. 

(2) Leyes 12 y 30, tít, 13, Part. 1. Ley 9 » ti t. 30, 
lib# 10 de la Novís. Recop. 

O) Ley 8 , tít. 6 , Part. 6. 
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cuando se entregan por peso, número ó 
medida se convierten, según vimos en su 
lu^ar, en un mutuo, y no permanece en 
el°deponente el dominio, sino que pasa al 
depositario, el que se constituye en la obli- 
gación de volver otro tanto de la misma 
especie y calidad (1). 

3. El crédito de gastos del entierro y 
formación de testamentaria es de mejor 
condición que el de depósito de cosas fun- 
gibles; de aquí dimana que al primero se 
le llama singularmente privilegiado y á es- 
te privilegiado meramente. 

§• HI. 

Hipotecas. 

1. Por hipoteca entendemos, un derecho 
en cosa inmueble que la afecta á una obliga- 
don. Por su naturaleza es indivisible y sub- 
siste en todas , en cada una y en las par- 
tes de la cosa, á que está unida, aunque 
pasen á diferentes manos y cambien de na- 
turaleza, y es ostensiva á sus accesiones, 
como espusimos al tratar de la prenda (2). 


( 1 ) Ley 9 , tít. 3 , Part. 5. 

(I) Ley 15 y 16, tít. 13, Part. 5. 
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2. Puede ser legal, judicial y conven- 
cional. 

3. La legal es la que está establecida 
solo por la ley : hay dos clases de esta hi- 
poteca, una privilegiada y otra que no 
lo es. 

4. Son hipotecas legales privilegiadas: 

1. ° La que tienen las mugeres en los 
bienes de su marido por los dótales que 
aportaron al matrimonio; pero el privile- 
gio es solo respecto á los acreedores hipo- 
tecarios que tengan hipoteca tácita ante- 
rior, no si fuere espresa (1). 

2. ® La que tiene el fisco por lo que se 
le debe (2). 

3. ° La del que dio dinero para edifi- 
car ó reparar un edificio ó nave, tripular- 
la , ó mantener á la tripulación, si se em- 
pleó en ello (3). 

4. ° El huérfano en la cosa comprada 
con su dinero (4). 

5. ° El señor de las tierras en los fru- 
tos que producen para cobrar su renta (5). 


(1) Leyes 23 y 13 , tí t. 13 , Párt. 5* 

(2) Dichas leyes 33 y 33. 

(3) Ley 28 f tít. i 3. 

(4) Ley 30 , tít. 1 3. 

(5) Ley 6 , tit. 11, lib. 10 y 15, til. 3Í, )íb 
1 i de la Novis, Recop. 
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5. Constituyen hipoteca legal, no pri- 
vilegiada : 

1. ° La de los que están en tutela y cu- 
radoría en los bienes de sus guardadores 
y fiadores desde el dia en que entraron 
en su cargo hasta dar cuentas (1). 

2. a La del arrendador de una finca en 
las cosas en ella introducidas; si bien en 
el caso de que sea rústica solo es esten- 
siva la hipoteca á las que allí entraron con 
su conocimiento (2). 

3. ° La que tiene el legatario en los bie- 
nes del testador (3). 

4. ° La que corresponde al marido en 
los bienes del que le prometió dote (4). 

5. ° La de los hijos en los bienes del 
padre ó madre que pasó á segundo ma- 
trimonio, por los que están sujetos á re- 
serva (5). 

6. ° La de los hijos en los bienes de 
su madre viuda, que siendo su guardado- 
ra pasó á segundo matrimonio, y en los 
de su padrastro hasta que se den cuen- 
tas (6). 

"" 1 1 11,1 1 ■' * " i i I ■ i^. M 

(1) Ley 23, tít. 13, Part. 5. 

(2) Ley 5, tít. S, Part. 5. 

(3) Ley 25 , tít. 13, Part. 5. 

( 4 ) Ley 23 . 

(£) Ley 26. 

(6) Ley 26. 
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7.* La que tienen los hijos en los bie- 
nes del padre que es usufructuario de los 
que recibieron por parte de su madre, en 
el caso de que los enagenase (1). 

6. La hipoteca judicial es la declarada 
por providencia del juez. 

7. La convencional es la que depende 
del contrato que celebren los contrayen- 
tes, deque oportunamente nos hemos ocu- 
pado. 

S< IV 


Orden de prefación entre los acreedores . 

1. La regla que dejamos espuesta de 
que la antigüedad de la deuda dá prela- 
cion de crédito, es la que sirve de doc- 
trina general para la resolución de las 
cuestiones que entre lós acreedores de una 
misma clase, pueden suscitarse. 

2. En la necesidad de fijar bases en 
medio de la oscuridad de las leyes y de 
los autores, para señalar la prelacion que 
deben tener entre sí los acreedores de dife- 
rentes clases, establecemos que son prefe- 
ridos por el orden siguiente: 


(1) Ley 3 4. 
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1. ° Los singularmente privilegiados, y 
entre estos los de gastos por el entierro. 

2. ° Los hipotecarios privilegiados y en- 
tre ellos los dueños de las tierras arrenda- 
das, en sus frutos. En la concurrencia de 
dos dotes es preferida la primera, á no 
ser en los bienes que existan de la segun- 
da (1). 

3. ° Los hipotecarios no privilegiados. 

4. ° Los meramente privilegiados. 

3.° Después de estos entran los acreedo- 
res que ni tienen privilegio, ni hipoteca. 
Pero estos no por razón de la calidad de 
la deuda, sino por la mayor fé de los do- 
cumentos que presentan, guardan cierto 
orden para evitar los fraudes que a la som- 
bra de la facilidad de adquirirlos podian 
cometerse. Asi es que los acreedores por 
escritura pública son preferidos á los que 
solo tienen un documento privado en pa- 
pel del sello correspondiente, y estos á los 
que le tienen en papel simple (2). Tanto 
los que tienen escritura pública, como los 
que la tienen privada en papel sellado 
competente, tienen prelacion en su clase 


(1) Ley 33, tít. 13, Part. 5. 

(5) Ley 5, tít. 24 > lib. 10 déla Novís. Rccop. 
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por la antigüedad de sa deuda (1); doctri- 
na que no nos atrevemos a hacer estensi- 
va á las obligaciones privadas, escritas en 
papel simple por la facilidad de alterar 
las fechas de su otorgamiento. 


(i) Dicha ley 5. 




PARTE SEGUNDA. 

a 

DERECHO PENAL. 




BE LOS DELITOS Y DE LAS PENAS. 



TITULO PRIMERO. 

De la lejislacjon penal en general. 

1 . La parte de la lejislacion española que 
define los delitos y señala las penasen que in- 
curren sus autores, es sin dificultad la mas 
incompleta y defectuosa, y la que en mayor 
desacuerdo está con nuestra civilización , con 
nuestras costumbres y con nuestras prácticas. 

% Poco espresiva en la calificación de los 
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delitos , deja un vacío inmenso en la parte 
mas interesante de la jurisprudencia , bien se 
la considere en el orden moral ó en el políti- 
co ; y cruel y bárbara en la imposición de las 
penas y en el modo de ejecutarlas, ha cedido 
á la razón, que condena doctrinas reprobadas 
por la humanidad y proscriptas por la cien- 
cia. Asi es que una costumbre introducida 
con todas las circunstancias indispensables 
para establecer derecho , y autorizada por los 
altos poderes del Estado, hace casi siempre 
arbitrarias las penas que se imponen por los 
delitos comunes, dejando su graduación á la 
equidad y a la prudencia del juez. 

3. Persuadidos nosotros de que la fijeza 
de la ley al definir los delitos y consignarles 
pena, debe ser base del derecho penal , por- 
que de otro modo la vida, la honra y los bie- 
nes de los ciudadanos quedan espuestos á la 
arbitrariedad , á la malicia y á la ignorancia; 
deseamos que nuesta lejislacion incierta reci- 
ba las reformas que reclaman los buenos prin- 
cipios de la ciencia. No se crea por esto que 
condenamos absolutamente la equidad ó el ar- 
bitrio judicial , circunscripto dentro de cier- 
tos límites: al contrario, le consideramos co- 
mo el complemento de la ley, que fijando mu- 
chas veces el máximum y el mínimum délas 
penas, deja á la prudencia de los que juzgan la 
ponderación de las circunstancias que agra- 
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van ó atenúan el delito , y á que el legislador 
no puede descender individualmente. 

4. En el estado, pues, que hoy tiene la 
lejislacion criminal, necesario es al esponer 
la doctrina de las leyes, comprender también 
algunos principios que puedan dirijir la con- 
ducta de los jueces en el silencio , en la oscu- 
ridad y en el desuso indispensable de muchas 
de nuestras leyes penales. 

TITULO SEGUNDO. 

De los delitos en general. 

Definición del delito . 

1. La palabra delito no siempre tiene la 
misma significación. La mayor ó menor lati- 
tud en que se toma , hace que unas veces com- 
prenda todo acto prohibido por la ley, y otras 
solo los actos prohibidos con una sanción pe- 
nal, que ó bien se limite á hechos criminales 
que no traspasan cierta medida contraponién- 
dose á la palabra crimen , ó bien que sea es- 
tensiva á los mas graves. Aqui no tratamos 
mas que del delito legal, que viola los debe- 
res exijibles por la sociedad. 

2. Nosotros le definimos , contravención vo- 
luntaria á una ley penal . Esta definición es jené- 
rica , y comprende por lo tanto los delitos gra- 
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ves ó atroces á que se dá comunmente el nom- 
bre de crímenes. 

3 . La definición que acabamos de dar ne- 
cesitavser analizada para ser completamente 
comprendida. 

4. Decimos que el delito es una contra- 
vención , y de aqui se infiere que los actos pu- 
ramente internos no pueden ser objeto de la 
justicia humana, que se liaria ineficaz y tirá- 
nica , si quisiera penetrar y castigar el pensa- 
miento criminal, y establecer para ello una 
inquisición odiosa, absurda y arbitraria. Pero 
si han existido actos esteriores que den prin- 
cipio á la ejecución del delito, entonces hay 
una contravención verdadera, porque ha em- 
pezado el quebrantamiento de la ley. De es- 
tos actos preparatorios, oportunamente nos 
ocuparemos. 

5. En el delito, como hemos dicho en la 
definición, es menester que haya voluntado 
intención de perpetrarle. Asi es que la igno- 
rancia , el error y la fuerza que nos impele, 
hacen que no nos sean imputados como deli- 
tos, actos que en otro caso lo serian. 

0. Tanto la ignorancia como el errorpue- 
den proceder ó de causas absolutamente in- 
dependientes de nuestra voluntad , ó de otras 
que mas ó menos nos sean imputables. En el 
primer caso no tendremos responsabilidad, 
en el segundo quedaremos sujetos á la acción 
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de la justicia 5 no por un hecho meditado y 
voluntario, sino por otro ocasionado por des- 
cuido ó imprudencia. 

7. La edad y la enfermedad son las cau- 
sas principales de la ignorancia y error invo- 
luntarios. 

8 . Por razón de la edad no incurren en 
pena los menores de diez años y medio, cuan- 
do se trata de delitos comunes , ó de catorce 
en los de sensualidad ( 1 ) ; término que han se- 
ñalado las leyes, sin duda para evitar el peli- 
gro de confiar al arbitrio del juez la época en 
que se verifica el desarrollo moral en cada in- 
dividuo; pero en la práctica las circunstan- 
cias particulares del niño y su mayor ó menor 
capacidad, sirven de regla para considerar co- 
mo inculpable el hecho, ó disminuir el rigor 
de la pena , proporcionándolo á la tierna edad 
del que delinquió. Según esta doctrina, la 
edad que la ley señala , será el punto de par- 
tida para conocer si la presunción de inocen- 
cia ó culpabilidad, está de parte ó contra el 
niño que infringe la ley penal. 

9. La enfermedad para considerarse co- 
mo causa de ignorancia ó error, ha de ser de 
las que destruyen ó suspenden por lo menos 


(t) Ley 4, lít. 19, Parí. C>. 
T. II. 


13 


194 

el ejercicio Je las facultades intelectuales, 
Por esta razón reputamos incapaces de delin- 
quir á los estúpidos , locos , maniáticos , deli- 
ranies v a cuantos carecen de entendimiento 
v voluntad , porque ignorando el valor moral 
de las acciones, no tienen conciencia. Las de- 
claraciones de facultativos, la observación del 
juez y los actos anteriores á la perpetración 
del delito, serán datos para calificar la enfer- 
medad moral , cosa mas fácil de fijar por el 
que lia de aplicar la ley, que por el que tiene 
la misión de formarla. Asi es que en los casos 
de una monomanía, de una locura que tenga 
intervalos v de sonambulismo , es menester 
por todos los medios posibles asegurarse del 
estado intelectual y moral del -acusado, y tener 
en la memoria el principio de humanidad ad- 
mitido en la legislación penal, que menos malo 
es declarar irresponsable a un delincuente, 
que no castigar ó hacer quiza perecer bajo el 
aparato del crimen á la inocencia. 

10. Como causas imputables del error y 
de la ignorancia, podemos considerar la em- 
briaguez y la negligencia. 

1 1 . Discordes están las opiniones acerca de 
la culpabilidad de los actos, efecto de la em- 
briaguez. La embriaguez, especialmente en 
el que la tiene por hábito , es una impruden- 
cia reprensible, peligrosa y aun criminal, pe- 
ro como una especie de demencia transitoria, 



195 

no puede suponer intención en el que perpe- 
tra un delito , porque le priva de razón. Algu- 
nos ni aun la quieren considerar como cir- 
cunstancia atenuante : esta doctrina nos pa- 
rece dura, pero reputamos al mismo tiempo 
escesivamente indulgente la que la conceptúa 
como un motivo de justificación. El juez pe- 
sando las circunstancias particulares, y te- 
niendo presente que es fácil pretestarla , y 
que los testigos con facilidad se prestan á su 
justificación, deberá en nuestro concepto 
templar mas ó menos el rigor de la ley, con 
arreglo á las circunstancias de cada caso. Es- 
tas son muy diferentes en la práctica, porque 
la embriaguez puede ser del todo inculpable, 
puede ser resultado de un momento de im- 
prudencia, y puede ser habitual, y por últi- 
mo, puede privar absolutamente de la razón, 
ó limitarse á exaltar las pasiones : doctrina 
que nos parece conforme al espíritu de las 
leyes de partida (1), que señalan al reo de ho- 
micidio cometido en embriaguez, la pena de 
destierro por cinco años en lugar de la capi- 
tal, en que incurriría si estuviera en su 
acuerdo. 

12. La neglijencia, como hemos visto . es 


(<) Ley 5, tit. 8, Parí. 7. 
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otra de las causas imputables de ignorancia. 
Inadmisible, según espusimos en el título pre- 
liminar, si en ella se quisiere fundar la dis- 
culpa del no conocimiento de la ley, liberta- 
rá del delito al imprudente que dejó de ad- 
quirir las noticias precisas para que su acción 
no fuera contraria á la ley penal , ó que no to- 
mó las precauciones necesarias para evitar 
un mal que por sí ó por medio de sus cosas ó 
dependientes ocasiona a otro. Culpable en es- 
te caso por su neglijeneia, no lo será sin em- 
bargo por el hecho, que sin su voluntad ha o- 
currido : por esto los romanos calificaban no 
de delito, sino de casi delito , ó culpa á esta 
clase de contravenciones. Puede servir de 
ejemplo el caso del que podando en camino 
público, sin avisar á los pasajeros, mate al 
transeúnte con la rama que se desprende, ó 
del que cazando hiere por imprevisión ú un 
hombre. 

13. Habiendo hablado ya suficientemen- 
te de la ignorancia y del error , réstanos solo 
hacerlo de la fuerza. La violencia que nos pri- 
va de voluntad al traspasar la ley, liberta de 
delito. Esta violencia puede ser física ó mo- 
ral. 

14. La violencia física , irresistible á que 
cedemos, nos convierte en un instrumento 
material del delito, que no puede imputár- 
senos. 
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15 . Se hace violencia moral cuando se nos 
constituye entre dos males, y uno de ellos in- 
evitable. La acción de la libertad entonces, 
aunque encerrada en muy estrecho círculo, 
no está del todo paralizada, puesto que nos 
queda la elección de sufrir un mal inmediato 
ó de causarle á otro. Para que no nos sea im- 
putable el daño, es menester que el mal que 
para nosotros tememos no sea justo , ni efecto 
de nuestras propias faltas , ni evitable , y que 
ademas encierre un peligro inminente que 
de otro modo no podamos rechazar. 

16. Una especie de violencia moral es el 
arrebato en los primeros momentos de una 
pasión violenta. Este no justifica la acción 
criminal, pero si ha sido provocado, dálugar 
á la atenuación de la pena, porque no debe 
ser juzgada con tanto rigor como un hecho 
meditado en el silencio y ejecutado con frial- 
dad. 

17. Finalmente , debemos esplicar las úl- 
timas palabras de la definición del delito. De- 
cimos que la contravención ha de ser á una 
ley penal : de lo que se infiere, que hay actos 
que la ley tiene por reprensibles , y que no son 
objeto de la jurisprudencia criminal; tales 
son los que por la naturaleza, ó por la religión 
están suficientemente prevenidos, los que pue- 
den ser enmendados por medidas previsoras, 
menos rigurosas que un juicio, y los que es- 
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tan bastante reparados por el derecho civil. 


Actos preparatorios y constitutivos del delito . 

1. Al definir el delito en el párrafo ante- 
rior, liemos implícitamente comprendido la 
doctrina que es objeto de este. Sin embargo, 
para mayor claridad nos ocupamos aquí con 
mas estension de los actos preparatorios, y 
de los que constituyen un delito. 

2. Los actos preparatorios pueden ser in- 
ternos ó estemos. 

3. Dijimos antes que los puramente in- 
ternos no podían ser objeto de la justicia 
humana , que en vano querría sondear los 
sentimientos mas íntimos del hombre, sin 
el auxilio de los hechos esteriores, que 
son indispensables para la existencia del de- 
lito. El pensamiento es libre, no alcanza á 
él la acción de la ley: por esto no estiende 
su imperio ni sobre el deseo, ni sobre la in- 
tención, ni aun sobre la resolución formada 
de delinquir. Esta que es el acto interno, que 
se presenta con mas caracteres de gravedad, 
no puede ser objeto de la ley penal cuando 
no se lia cometido ningún acto para pre- 
parar ó empezar la ejecución del crimen. 
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Habrá sin duda una falla moral, pero en 
una legislación bien entendida, aun en el 
caso de que fuera posible penetrarla, solo 
daria lugar á escitar la, tutelar vigilancia de 
las autoridades. 

4. Los actos preparatorios* esteriores no 
deben confundirse con los actos de ejecu- 
ción: aquellos no existen en todos los de- 
litos, los últimos sí. Esta doctrina nece- 
sita mayor esplicacion. Entendemos por ac- 
tos preparatorios todos aquellos , que no 
teniendo por objeto la realización material 
del delito, ni por fin inmediato la acción 
criminal, la preceden y están mas ó menos 
ligados con ella, pero sin constituirla. Estos 
actos no forman el delito final , pero en algu- 
nas ocasiones dan lugar v nombre á un delito 
especial, que es castigado por las leyes. El 
delito de conspiración puede servirnos de 
ejemplo: los que se asocian para alentar 
contra las leyes del pais, que reúnen armas 
y previenen medios semejantes, incurren en 
un delito preparatorio de otro que puede 
ser el de traición, pero la ejecución de es- 
te no empieza realmente hasta el momen- 
to en que los conjurados, preparados ya 
los medios, se resuelven v comienzan área- 
fizarle. 

5. De lo dicho se infiere que hay actos 
preparatorios de los delitos que las leyes es- 
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pecialmente castigan, y otros que no tie- 
nen calificación alguna; ele los primeros no 
debemos tratar aqui, porque son delitos ver- 
daderos, pero sí de los segundos , esto es, 
de aquellos que serian lícitos ó indiferen- 
tes si no existiese la intención criminal* 

6. Estableceremos una regla general: 
estos actos, puramente preparatorios, no 
deben ser castigados. Y con razón, porque 
sin penetrar en el sagrado de la conciencia 
no puede objetarse su criminalidad, y por- 
que de otro modo se cerraría la puerta del 
arrepentimiento al que pensaba delinquir, 
y aun no había delinquido. 

7. En este caso se halla la proposición 
hecha y no aceptada de cometer un delito, 
porque no parece justo someter á castigo 
palabras simples, que pueden ser mal com- 
prendidas ó mal interpretadas, que se re- 
fieren generalmente por persona parcial, 
y que dan lugar á la duda de si existe in- 
tención deliberada, ó si mas bien son efec- 
to de un momento de animosidad. 

8. Hasta cierto punto puede decirse lo 
mismo de la amenaza simple, especialmen- 
te si es verbal; las circunstancias que en 
ella concurran pueden dar lugar á una li- 
gera corrección, pero debiendo cuidarse 
siempre de no confundir palabras indiscre- 
tas, pronunciadas ó escritas en el calor de 
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una pasión, con amenazas meditadas con 
frialdad. 

9. En el caso de que la amenaza haya si- 
do medio para cometer un delito, enton- 
ces será considerada como parte de su eje- 
cución. 

10. Pasemos á los actos de ejecución. 
Desde luego debemos manifestar que siem- 
pre que un delito ha sido consumado , ha 
lugar a la pena que la ley fija para su cas- 
tigo, mas que semejante doctrina, en bue- 
nos principios no es aplicable a los delitos, 
cuya ejecución ha sido empezada, pero que 
no han sido completamente realizados. 

11. Esto da lugar á que tratemos aqui 
de la tentativa. Entendemos por tentativa 
de un delito la manifestación de la inten- 
ción de delinquir, demostrada con un acto 
esterior que dé principio á la ejecución del 
delito, cuando esta puede ser aun suspen- 
dida ó interrumpida. De la definición se in- 
infiere que no es fácil á veces distinguir 
los actos preparatorios de la tentativa , y á 
esta de la consumación del delito; las cir- 
cunstancias particulares de cada caso bien 
consideradas, harán conocer mejor esta doc- 
trina que cuantas reglas pudiéramos noso- 
tros dar. 

12. Acerca de la tentativa , debemos es- 
tablecer como regla general , que debe ser 



203 

castigada con menos rigor que la consu- 
mación de) delito. Mas para completa in- 
teligencia do este punto , distinguiremos el 
casó en que no se haya consumado por cir- 
cunstancias abenas de la voluntad de su 
autor, del de su desistimiento voluntario. 

13. En el primero, la pena debe irse 
aproximando á la marcada por la ley para la 
consumación del crimen, á medida que el 
('Timen vá acercándose á su término. Esta 
doctrina , tan conforme con el sentimiento 
universal de los hombres, evita qué el au- 
tor de la tentativa trate de consumar el 
delito comenzado, y está ademas en armo- 
nía con el principio de que no debe pene- 
trarse en ías intenciones cuando los hechos 
esteriores no las patentizan; de lo contra- 
rio se supondría gratuitamente que tenia 
perseverancia para la consumación del cri- 
men la persona que no le había consumado. 

i í. En todos aquellos casos en que una 
circunstancia, agena de la voluntad del de- 
lincuente, no haya detenido la consumación 
del delito, se supone que hay mi desisti- 
miento voluntario, porque no es dado al 
hombre, sin gran peligro de error, regis- 
trar el corazón de sus semejantes, y dis- 
tinguir los sentimientos que han detenido 
la acción criminal. Ninguna pena deberá 
entonces imponerse al autor de la tentativa, 



á no ser que para la ejecución del delito 
suspendido, hubiese consumado ya otro 
particular ,de cuya responsabilidad no le 
libertará el desistimiento del primero. 

15. Réstanos solo hablar del delito frus- 
trado. Por él entendemos el terminado por 
parte del delincuente, pero que no lia cor- 
respondido á su intención. Esta circunstan- 
cia, aunque del todo independiente de su vo- 
luntad, si bien moralmente hablando no le 
hace menos culpable, mitiga la pena legal, 
y así en nuestra opinión no debe quedar su- 
jeto a la misma que el reo que consumó la 
acción criminal. 

§. IR. 

. Medida de los delitos . 

1. El mayor ó menor agravio hecho á 
la sociedad, es la principal medida de Jos 
delitos: los que mas atacan el orden social 
son los mas graves. Pero no es esto solo 
lo que aqui debemos esponer: la violación 
de una misma ley puede ser mas ó menos 
grave, según la diversidad de circunstan- 
cias que ía acompañen. Esto dá lugar á que 
distingamos en los delitos circunstancias 
agravantes y circunstancias atenuantes. 

2. Hay circunstancias agravantes por ra- 
zón del mismo delito, del modo de ejecutar- 
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lo, de la persona delincuente, y de la per- 
sona ofendida. * 

Por razón del delito, se reputan como 
agravantes las circunstancias del mayor ries- 
go, desorden, escándalo ó perjuicio que 
ocasione, y la mayor necesidad de escar- 
mientos para cohibirlo. 

Por el modo tiene circunstancias agra- 
vantes el cometido en sedición, tumulto, in- 
cendio, naufragio ú otra calamidad, ó en 
sitio mas publico ó mas autorizado, y el per- 
petrado en complicidad con otros. 

Por el delincuente agravan el delito la 
malicia, premeditación y sangre fria con que 
se haya ejecutado, la crueldad, osadía, vio- 
lación y artificio de su ejecución, y la 
mayor instrucción, dignidad ó superioridad 
del delincuente. 

Finalmente, por razón de la persona 
ofendida, son circunstancias agravantes del 
delito la edad corta, el sexo femenino, la 
incapacidad de defenderse, y el desamparo 
en que se halle. 

3. Las circunstancias atenuantes de un 
delito dimanan todas de los motivos de dis- 
culpa , que en su misma persona tiene el 
delincuente. Asi lo que su corta edad , su 
falta de talento ó instrucción, las pasiones 
y necesidades que le impulsen, su buena 
conducta, los servicios prestados al pais, 
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su presentación voluntaria á los jueces, su 
confesión sincera cuando no hay pruebas, 
su arrepentimiento, sus esfuerzos para re- 
mediar el mal causado, y por último las 
amenazas y seducciones que le hayan inci- 
tado. * 

4. Cuando las leyes fijan un máximum 
y un mínimum en las penas, deberán los 
jueces tomar muy en cuenta las circuns- 
tancias agravantes y atenuantes de los deli- 
tos, aumentando ó disminuyendo con arre- 
glo á estos principios el grado que en la es- 
cala parezca mas equitativo. 

§• IV. 

Clasificación de los delitos . 

No es nuestro objeto aqui hacer una di- 
visión perfecta de los delitos, materia difí- 
cil que no nos proponemos tratar, porque 
no es de nuestro instituto. La clasificación 
de delitos que seguimos en estos elementos, 
la adoptamos solo como un método para 
comprender en diferentes grupos las accio- 
nes que nuestras leyes castigan como cri- 
minales. 

2. En este concepto consideramos: 

1. ° Los delitos políticos 

2. ° Los delitos contra el orden público 
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:i.° Los delitos contra las personas. 

Í o pos delitos contra la propiedad. 

5.° Los delitos de falsedad. 

f).° Los delitos de sensualidad. 

7 ° Los delitos que afectan a la religión. 

<S.° Los delitos por abusos de libertad 
de imprenta. 

9.° Los delitos contra la hacienda pú- 
blica (1). 

3. Esta división de delitos será la que 
sigamos al esponer las determinaciones de 
nuestras leves acerca de cada urió. 

v' 


(1) Los autores comunmente dividen los delitos en 
piíbl icos y privados, siguiendo la jurisprudencia romana: 
llaman públicos á aquellos de. que todos pueden acusar, y 
privados cuando este derecho se limita al ofendido y á 
sus parientes. Nosotros , en el estado actual del derecho 
penal , no reputamos. necesaria esta división, como tam- 
poco la de delitos capitales, atroces, graves, leves, sim- 
ples, dobles, comunes, privilegiados y otros semejantes. 
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TITULO TERCERO. 


DE LAS PENAS EN GENERAL. 



* 


Definición y objeto de las penas. 

1. Difícil nos parece definir la palabra 
pena , de modo que la definición sea mas 
clara que el definido. Sin embargo, en la ne- 
cesidad de hacerlo, diremos que pena es el 
padecimiento que la sociedad impone al que co- 
mete un delito legal. De la definición se infie- 
re que toda pena nos priva perpetua ó tem- 
poralmente de un bien, y que solo debe pe- 
sar sobre el contraventor á una ley penal, 
no estendiéndose á los inocentes, ni aun 
con pretesto de contener a los malvados. 
Las penas, pues, deben de ser personales, 
ya* que no pueda evitar el legislador las con- 
secuencias naturales, que la imposición de 
algunas origina á los que no han delinqui- 
do. Una ley que castigase al hijo por el pa- 
dre, seria absurda, pero no lo seria la que 
castigara al padre delincuente, aunque de 
su muerte ó prisión resultase la ruinado su 
familia. 

2. La facultad de castigar que es la san- 
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eion de todas las leyes . sin la que no po- 
dría concebirse la sociedad, ni el gobierno, 
ni los derechos, ni las obligaciones, tiene 
el mismo origen que los demas derechos so- 
ciales. Se funda en la necesidad en que se 
halla el Estado de reprimir á los perturba- 
dores del orden social. 

3. Es por consiguiente el objeto de las 
penas, el conservar y proteger los derechos 
sociales ; y deben ser sus efectos necesa- 
rios la prevención y el ejemplo, y la re- 
paración en lo posible del mal ocasionado. 
Las penas que no tengan esta eficacia, no 
pueden ser impuestas por la justicia hu- 
mana. 

Previenen el delito no solo con rela- 
ción al individuo que una vez fué criminal, 
sino también á los demas asociados. La pre- 
vención á estos es el efecto principal y lo 
que constituye el ejemplo; de otro modo 
consideradas aisladamente y sin relación al 
porvenir , dejenerarian en venganza y no 
serian un sacrificio necesario , y á la vez 
una salvaguardia para contener á los que 
estuvieran en una situación análoga al que 
delinquió. Son también una prevención pa- 
ra el delincuente, y con especialidad en to- 
das aquellas ocasiones en que el castigo tie- 
ne el carácter de temporal, y es restituido á 
la sociedad el que le sufre. La pena previe- 
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ne las reincidencias, ó incapacitando física- 
mente al delincuente, esto es, poniéndole en 
situación de que no pueda reincidir, ó pro- 
curando reformarle moralmente, ó por ulti- 
mo intimidándole para lo sucesivo. 

4. Al tratar de las obligaciones nacidas 
del delito, manifestamos que todo el que 
le cometia estaba obligado á la reparación 
de los daños que causaba. Nuestras leyes 
estableciendo para algunos delitos penas pe- 
cuniarias á favor del perjudicado, han re- 
conocido una especie de reparación penal 
mas ámplia que la del daño ocasionado. La 
práctica ha dejado en desuso esta aplica- 
ción. 

§• n. 


Rec/tiisitos de las penas . 

1. Para que las penas correspondan á su 
objeto es conveniente que reúnan algunos 
requisitos de que pasamos á ocuparnos. Asi 
en lo posible deberán ser: 

1. ° Legítimas. 

2. ° Morales. 

3. ° Divisibles. 

4. ° Ciertas, 

5. ° Proporcionadas. 

Q.° Reparables. 

7.° Análogas, 

T. II. 


14 
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8. ° Ejemplares. 

9. ° Correctivas. 

Esplicaremos separadamente cada uno 
de estos requisitos. 

2. Legitimidad de las penas . La legitimi- 
dad de las penas dimana de la ley, á cuyo 
tenor deben circunscribirse los jueces en el 
ejercicio de sus funciones. Sin esto se con- 
funden los poderes públicos, la arbitrarie- 
dad sucede á la ley, y la incoherencia a 
la unidad judicial. Asi es que cada vez 
consideramos mas indispensable la forma- 
ción de un código penal , que haga cesar 
la jurisprudencia consuetudinaria, ya san- 
tificada en él foro por la necesidad de no 
imponer penas, que los progresos de la ci- 
vilización y de las costumbres han rechaza- 
do con justicia. 

3. Moralidad . Todas las penas que en 
lugar de moralizar á los que las sufren, pro- 
ducen el efecto de endurecerlos, de cor- 
romperlos mas y de inhabilitarlos para que 
puedan alternar en la sociedad y propor- 
cionarse de este modo medios de subsis- 
tencia, no son conformes con los buenos 
principios de legislación. Asi vemos acer- 
tadamente proscripta la pena de confisca- 
ción en ley fundamental de la Monarquía (1), 


(1) Art. 10 de la Const» 
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desterrada en la práctica la de azotes, y 
aplicada rara vez la de infamia (1). 

4. Divisibilidad. Por divisibilidad enten- 
demos la capacidad que tiene la pena de 
ser mayor ó menor, bien en intensidad, 
bien en duración. Este carácter no es esen- 
cial en las penas, á no ser que se las quie- 
ra aplicar á crímenes de distinta gravedad, 
ó á diferentes grados de un mismo delito. 
Si en tal caso no fuera divisible , pecaría 
a veces por demasiado rigurosa, á veces 
por poco eficaz, y no seria proporcionada 
en otras á la falta que castigára. Las pe- 
nas de presidio, de encarcelamiento y de 
destierro, se prestan de un modo ventajo- 
so á esta divisibilidad. 

5. Certeza. El principio de que la pe- 
na debe ser igual para todos, al paso que 
ha destruido privilegios odiosos que distin- 
guian álos hombres por castas, no es exac- 
to en su significación literal, porque hay 
pocas penas que á pesar de su aparente 
igualdad afecten de un mismo modo á to- 
dos los individuos. Asi es que una priva- 




(O A esta clase de penas puede referirse la de cár- 
cel por delitos leves, estando confundidos como lo están 
en las nuestras todos sin distinción de culpabilidad, 
ni de edades. 
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don. que un padecimiento insoportable pa- 
ra unos, es llevadero para otros y nulo 
para algunos. La ley en este caso podrá 
correjir" las diferencias escesivas , fijando 
un máximum y un mínimum de pena , y 
dejando dentro de sus límites un pruden- 
te arbitrio á los jueces, pero deberá pro- 
curar siempre que la pena sea cierta, evi- 
tando que la sufra un delincuente sin sen- 
tirla. Las penas pecuniarias, especialmente 
cuando consisten en cantidad determina- 
da, están sujetas á este inconveniente; al 
rico le afectan poco, porque las satisface 
sin gran quebranto, y el pobre las burla 
porque no puede satisfacerlas. Aun á las 
personas de mediana fortuna, según su esta- 
do, afectan de diferente manera. Para evi- 
tar, sin duda, que el pobre se burle de 
este castigo, vemos que las leyes unas ve- 
ces, y la practica en otras han establecido 
poner alternativamente una pena corporal 
al que no satisface la pecuniaria. 

6. Proporción . Las penas deben guar- 
dar entre sí cierto orden gradual, de modo 
que el hombre que se detenga en la carrera 
del crimen, no sea de condición igual al 
que la recorre toda. La falta de esta gra- 
duación ha convertido muchas veces en ase- 
sinos á los ladrones, porque reprimidos con 
igual severidad, acaso destruían cometiendo 
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el delito mas grave, las pruebas de la exis- 
tencia de los dos* 

7. Reparación . Hay penas como la de 
muerte que no son susceptibles de repara- 
ción, y ‘ninguna lo es con relación á lo pa- 
sado. La reparación consiste en la eompen- 
sion posible del mal ocasionado. Aunque no 
es una circunstancia esencial en la pena, 
es útil por la falibilidad de las pruebas y 
por los errores de los jueces. 

8. Analogía . Entendemos por analogía 
en las penas la semejanza que tienen con 
el delito que castigan. Conveniente muchas 
veces , porque hiere con viveza la ima- 
ginación y se graba profundamente en la 
memoria , no se verifica en algunas penas. 
La ley que castiga al asesino con pena de 
muerte, es análoga al delito, porque im- 
pone la pérdida de la vida al que privó á 
otro de ella. Esta analogía , que se recono- 
ció en tiempos antiguos, llevada á un es- 
tremo perjudicial , hizo sin duda nacer la 
pena del talion, pena de venganza, inflexi- 
ble , no susceptible de agravación ni de 
modificación, y desterrada de todos los có- 
digos de las naciones cultas. Debe evitarse 
que buscando la analogía en las penas, se 
tropieze en el inconveniente de hacerlas ri- 
diculas ó sutilmente minuciosas. 

9. Ejemplo. Las penas deben presentar- 
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se a los ojos del pueblo conservando en su 
apariencia todo el mal que causan en sí, 
para que de este modo produzcan una im- 
presión moral , útil para la intimidación y 
prevención de los delitos. Las penas, pues, 
deben ser publicas (1), esto es, notificadas 
á la sociedad, porque de otro modo falta- 
rían á su objeto, pudiendo contribuir el 
aparato esterior con que se ejecuten á que 
sean mas imponentes, y produzcan mas am- 
pliamente su efecto. 

10. Corrección . La ley penal debe final- 
mente proponerse por medio de su acción 
material, ó de su influencia, la reforma mo- 
ral del delincuente : la que se propusiera 
desmoralizarle seria absurda. Si á esta cir- 
cunstancia agregase la pena la de impedir la 
facultad de dañar, tranquilizaría á la socie- 
dad completamente. 


(1) No defendernos aquí la ejecución pública de la 
pena capital. Para nuestro propósito basta que el pú- 
blico vea y se cerciore de que ha sufrido la muerte el 
infeliz que ha sido á ella condenado. Al paso que cree- 
mos esto necesario y que considerarnos útil cierto apa- 
rato que anteceda y subsiga al castigo, quisiéramos ar- 
rebatar de la vista del pueblo los últimos momentos de 
agonía de un desgraciado que al mismo tiempo que ins- 
pira compasión , cambia en horror el terror saludable 
de la ley. 



11. Réstanos aquí advertir que de los 
distintos requisitos de que acabamos de ha- 
cer mención, reputamos como indispensa- 
ble en las penas los de moralidad, propor- 
ción, certeza y ejemplo. 

§• I»- 

Clases de penas . 

1. Después que hemos hablado de los 
requisitos de las penas , vamos á hacernos 
cargo de las diferentes clases con que nues- 
tras leyes castigan á sus infractores. Al 
efecto, nosotros las dividiremos: 

1. ° En penas corporales aflictivas. 

2. ° En penas corporales restrictivas. 

3. ° En penas que afectan la opinión. 

4. ° En penas privativas. 

5. ° En penas pecuniarias (1). 

Penas corporales aflictivas . 

2. Por penas corporales aflictivas enten- 
demos aquellas que afectando inmediata- 
mente al individuo, le imponen un pade- 
cimiento físico ó un trabajo corporal. Debe- 

(1) Omitimos hablar de aquellas cuyos nombre* 
ya casi se hallan olvidados. 
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mos aqui hacer especial mención de las si- 
guientes : 

1. ° La de muerte. 

2. ° La de azotes. 

3. ° La de mutilación. 

4. ° La de presidio. 

5. ° La de galera. 

3. Pena de muerte . La pena de muerte 
establecida en todos los pueblos y en todas 
las épocas , conservada á pesar de tantas re- 
voluciones políticas , religiosas y sociales, 
prodigada con frecuencia en los códigos, eje- 
cutada muchas veces con crueldad y muy 
limitada hoy por sentimientos mas nobles 
y mas conformes á los buenos principios de 
la ciencia, es la primera de las penas cor- 
porales aflictivas. Aquellos reprueban no 
solo como inútiles, sino como contrarios 
al fin que la justicia moral debe propo- 
nerse , los horribles suplicios que han man- 
chado los anales jurídicos de todos los paí- 
ses , porque familiarizando á los especta- 
dores con sensaciones horrorosas, dan vida 
á los crímenes en lugar de reprimirlos, y 
con el lujo de sus tormentos agudos conclu- 
yen por hacer odiosa la ley y feroz al pueblo, 
que encuentra un modelo que imitar en sus 
legisladores. 

4. Escritores muy célebres han querido 
proscribir la pena de muerte, y hasta han 
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disputado á la sociedad el derecho de im- 
ponerla: adoptaríamos esta opinión si pu- 
diéramos abandonarnos al impulso de nues- 
tros corazones, pero una convicción pro- 
funda nos la hace creer indispensable en 
el estado actual de la civilización de los 
pueblos. Detenernos en esta materia seria 
salir de nuestro propósito. 

5. Pero si bien estamos convencidos de 
la necesidad de la pena de muerte , no po- 
demos menos de recomendar que se limite 
a cierta clase de delitos horrorosos, y de 
lamentar que con tanta profusión se apli- 
que a otros muchos y especialmente á los 
políticos. Ademas de la humanidad y de 
los sanos principios del derecho penal , nos 
mueve á esto la cualidad mas ventajosa de 
la pena de muerte, que es el ser la mas 
ejemplar de todas, esto es, la que produce 
mayor impresión, porque tanto mas viva 
es esta cuanto menos frecuente la repeti- 
ción de su espectáculo. 

6. A la ejemplaridad reúne la pena de 
muerte las ventajosas circunstancias de des- 
truir el poder de dañar, y la de ser en mu- 
chas ocasiones análoga al delito que castiga: 
mas por otra parte es irreparable y desi- 
gual. 

7. Entre nosotros solo hay un modo de 
imponer la pena capital, que es el garrote 
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ordinario ó vil* según si son ó no infa- 
mantes los delitos (1). Ninguna diferencia 
hay en la penalidad y duración de este 
suplicio, y sí solo en sus circunstancias ac- 
cidentales (2). Los militares usan el de pa- 
sar por las armas. 

8. Azotes. Bastante prodigada está en 
nuestra legislación la pena de azotes, pero 
hace ya algunos años que la vemos desu- 
sada. Nos felicitamos de esto, porque aun- 
que reconocemos que es ejemplar j divi- 
sible, ni es reparable ni correctiva, y tie- 
ne cierta tendencia inmoral por cuanto des- 
tierra al que la sufre de la sociedad , le 
priva asi de los medios de vivir, y le pre- 
dispone para el cadalso. 

9. Mutilación . También la pena de mu- 
tilación está del todo desusada. Hija de la 
del talion reúne las desventajosas cualidades 
que la de azotes, y no solo inhabilita mo- 
ral, sino también físicamente muchas veces 
al que la sufre. 


(1) Real decreto de 2 4 de abril de 18X2. 

(2) El citado decreto habla también del garrote 
noble para los hijosdalgo : nosotros solo reputarnos exis- 
tente lo que señalamos en el testo. La diferencia que 
hay entre el garrote ordinario y vil, consiste que en el 
primero es conducido el reo con traje negro y en bes- 
tia mayor con silla, y con traje amarillo y en bestia 
menor con albarda en el segundo. 
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- 10. Presidio . La pena de prisión, com- 

binada con la del trabajo, es una de las que 
reúnen mas las condiciones que debe de 
tener presentes el legislador. Estraordina- 
riamente divisible, tanto por el mayor ó 
menor rigor de los trabajos, como por su 
duración; ejemplar, porque está a la vista 
de todos y al alcance de todas las inteli- 
jencias; cierta porque la falta de libertad 
afecta á todos; análoga cuando se impone 
por delitos, hijos de la vagancia ó de la 
ociosidad; igual hasta cierto punto, porque 
en la latitud , que suele quedar al arbitrio 
del juez, puede corregir las desigualdades 
notables de la pena; y altamente moral y 
correctiva, porque masque ninguna se pres- 
ta á la enmienda del delincuente; produ- 
ciría los mejores resultados, si una admi- 
nistración previsora con buenos estableci- 
mientos penales, hiciera desaparecer los 
males que pululan en todas las prisiones. 
Clamamos y clamaremos constantemente 
hasta conseguirlo, por la reforma de las de 
nuestra patria; deseamos que en ellas se in- 
troduzcan las mejoras que sucesivamente 
acredite la esperiencia, y que el trabajo, 
el silencio y la meditación contribuyan á 
estinguir las malas costumbres de los delin- 
cuentes, y ¿despertar en sus almas el amor 
á la virtud. Asi no serán los presidios es- 



220 

cuela de nuevos crímenes para los reos, y 
ya que no basten a hacer su completa re- 
generación moral, al menos les proporcio- 
narán instrucción , capacidad y hábitos de 
trabajo. 

ti É „ 

1 1 . Eslinguida ya entre nosotros la con- 
denación á minas, galeras, bombas y arse- 
nales, que eran verdaderas penas de pre- 
sidio, existen hoy tres clases de estos es- 
tablecimientos. 

1. ° Depósitos correccionales ó de pri- 
mera clase. 

2. ° Presidios peninsulares ó de segunda 
clase. 

3. ° Presidios de x\frica ó de tercera clase. 

12. Depósitos correccionales . A los depó- 
sitos correccionales deben ser destinados 
todos los condenados á dos años de presi- 
dio por via de corrección (1). Estos han de 
ocuparse en trabajar dentro de los cuarte- 
les, ó en objetos de policía urbana, ó en 
otros equivalentes, pero siempre en la ciu- 
dad ó su termino (2). 

13. Presidios peninsulares . Son para los 
reos á quienes se ha impuesto la pena de 
mas de dos años de presidio hasta ocho cum- 


(1) Art. d« la onleifanza do presidios del 

de 14 de abril de l 83 4 - 

(2) Art. 11. 


reino 
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piídos (1). Estos deben trabajar en los ca- 
minos, y canales, arsenales y empresas, y 
en su defecto en los obradores establecidos 
en los mismos presidios (2). 

14. Presidios de Africa ó de tercera clase . 
Van á los presidios de Africa aquellos cuyas 
condenas pasan de ocho 'años , con reten- 
ción ó sin ella (3). Su trabajo es el que 
exijen la necesidad y conveniencia de aque- 
llas plazas (4). 

15. La ley, cediendo á un sentimiento 
de humanidad, prohíbe que se hagan con- 
denas de reclusión por mas de diez años, 
si bien en la sentencia de grandes delin- 
cuentes, se añade la cláusula de retención, 
que levantan los tribunales cumplido el 
tiempo, si por la moralidad del reo han ce- 
sado lds motivos que hacian mirar como pe- 
ligrosa su soltura (5). 

16. Galera. A la pena de presidio para 
los hombres equivale la de reclusión ó ga- 
lera para las mugeres. Un trabajo propor- 
cionado á su sexo, edad y circunstancias, de- 
be reemplazar al que hemos espuesto al 
tratar de los presidios. 

(1) Art. 2. 

(3) Art. 12. 

(3) Art. 2.0 

(4) Art. 17. 

(5) Ley 7 t ti t. 40, lili. 12, Nov. Rec. 


Penas corporales restrictivas . 

17. Por penas corporales restrictivas en- 
tendemos las que afectando inmediatamen- 
te al individuo, limitan su libertad natural. 

Estas son: 

1. a La espatriacion. 

2. a El destierro. 

3. a El confinamiento. 

4. a La cárcel. 

18. Espatriacion . Grave es la pena de 
espatriacion, que arrancando al hombre del 
país en que tiene su domicilio, sus relacio- 
nes y sus simpatías, le lanza á una tierra 
estrangera , jeneralmente de diferente idio- 
ma y de costumbres distintas. No es igual 
ni ejemplar, pero sí reparable, divisible 
por lo que toca á su duración, y moral y 
correctiva , porque el hombre , especial- 
mente si es joven, cambia con facilidad de 
costumbres, y tiene la esperanza de presen- 
tarse con reputación en el pueblo á que se 
acoje, cuando quizá no lo podría hacer 
en el suyo. En los delitos políticos es muy 
eficaz, porque alejando á los facciosos del 
teatro de sus intrigas, los inhabilita para la 
realización de sus proyectos, y les da lu- 
g4r á la enmienda para que puedan volver 
al seno de su patria. 
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19. Destierro. Verifícase esta pena cuan- 
do alguno es condenado á.no vivir en el 
pueblo de su domicilio, ó en puntos deter- 
minados. Aunque en círculo mas estrecho 
tiene las mismas circunstancias que la de 
espatriacion , y puede aplicarse con conve- 
niencia, especialmente cuando quita el po- 
der de dañar. 

20. Confinamiento . Por confinamiento 
entendemos la precisión que se impone á 
alguno de no salir de punto determinado. 
Semejante en sus ventajas é inconvenien- 
tes á las anteriores, tiene la circunstancia 
de que pueda ejercerse una vijilancia con- 
tinua sobre el sentenciado. 

21,. Cárcel . No hablamos aquí de la cár- 
cel como medio preventivo para impedir la 
fuga del delincuente, de que nos ocuparemos 
al tratar de los procedimientos criminales, 
sino del encarcelamiento, considerado como 
pena, y que es el resultado de una senten- 
cia ejecutoria. Esta pena, cierta siempre, por- 
que á todos afecta la falta de libertad , di- 
visible, tanto por su intensidad como por 
su duración, reparable y ejemplar hasta 
cierto punto , seria mas moral y correctiva 
si un sistema penitenciario bien entendido 
reemplazára á nuestros mal montados esta- 
blecimientos penales. 
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Penas que afectan la opinión . 

22. No tratamos aquí de la afrenta ó 
infamia que está unida á las penas corpo- 
rales aflictivas, impuestas por un delito ver- 
gonzoso: hablamos solo de las que tienen 
por principal objeto la imposición de una 
nota inas ó menos severa, aunque su eje- 
cución material ocasione accidentalmente al- 
gún padecimiento físico. Estas penas son: 

1. a La marca. 

2. a -La vergüenza pública. 

3. a La declaración de infamia. 

4. a La palinodia. 

5. a El apercibimiento. 

De esta simple esposicion se infiere, que 
nosotros no nos limitamos en este lugar á 
las penas llamadas infamantes comunmente, 
á cuya clase pertenecen las tres primeras, 
sino que nos estendemos a las que no sien- 
do ni corporales, ni pecuniarias, ni priva- 
tivas, imponen una nota, que influye mas 
ó menos en la opinión del que las padece. 

23. Lugar es este de que manifestemos 
nuestra opiniofi acerca de las penas infa- 
mantes, y con mas motivo cuando una 
práctica racional ha dejado sin uso la pro- 
digalidad con que las imponía la ley es- 
crita. El honor es un gran bien en todos 
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los países civilizados , y aun mas aprecia- 
ble que lá vida para muchos: su pérdida 
por consiguiente es* un gran mal. El lejis- 
lador , que al establecerlas quiso concentrar 
el vituperio público sobre algunos delitos, 
no tuvo en todas ocasiones presente que 
esto casi esclusivamente dependía de la 
opinión, y que sus esfuerzos no alcanzaban 
a robustecerla ni á debilitarla bastante- 
mente, porque tampoco podía dirigir los 
sentimientos morales con resultados siem- 
pre constantes y conformes á su fin. El cri- 
men es el que infama, no el castigo: asi que- 
da deshonrado el que comete delitos ver- 
gonzosos aunque la ley no lo diga ; asi que- 
da sin mancha la opinión del que sufrió 
una grave pena que la ley acompañe de 
infamia por un delito que tuvo origen no- 
ble. El que por un duelo ó por un delito 
puramente político sube al cadalso no que- 
da infamado á pesar de la ley : el asesi- 
no alevoso y el parricida serian infames, 
aunque la ley quisiera purificarlos de tal 
nota. 

24. Á la ineficacia de las leyes que esta- 
blecen la infamia, se añade otro inconve- 
niente de mucha gravedad : á saber, la bar- 
rera que levantan entre los demas y el 
delincuente. Inútiles son las pruebas de 
arrepentimiento que este dé, porque no U 

t, ir. 15 
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recibirá en su seno la sociedad, que le mar- 
có con un hierro ó le espuso ridiculamente 
al público para que fuera el horror y la 
execración de sus conciudadanos. 

25. A las razones que dejamos espues- 
tas tenemos que añadir otras que nos ha- 
cen desaprobar las «penas de infamia. No 
podemos negar que son ejemplares, pero 
en cambio ni son divisibles, ni reparables, 
ni morales, ni tienden á la enmienda del 
delincuente. 

26. Coinciden con nuestra opinión los 

mismos que las defienden , porque se ven en 
la necesidad de aconsejar su economía, li- 
mitarlas á los delitos que infama la opinión 
pública, y hacerlas solo aplicables á las 
personas pundonorosas. Exijir estas circuns- 
tancias es decir implícitamente que la ley 
pródiga en demasía al repartir el vitupe- 
rio, es supérflua cuando camina con la opi- 
nión, absurda cuando la repugna, y estre- 
madamente desigual, porque al paso que 
hiere de muerte á. algunos, es casi indife- 
rente para otros. ' 

27. Hechas estas observaciones comu- 
nes á las penas de marca, vergüenza y de- 
claración de infamia, hablemos sucintamen- 
te de cada nna. 

28. Marca . Por marca entendérnosla im- 
presión indeleble , hecha sobre el cuerpo del 
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criminal, ya con letras, ya con emblemas. 
En ella, mas de lleno que en las otras penas 
infamantes, concurren las circunstancias que 
nos han obligado a reprobarlas. La creemos 
cruel y desmoralizadora cuando se imprime 
en parte del cuerpo que se lleve descubier- 
ta, y cruel también para unos é inútil para 
otros cuando puede llevarse encubierta con 
el vestido. Como medida de precaución pu- 
do en épocas antiguas ser eficaz : hoy en que 
la policía y los multiplicados medios de co- 
municación dan á los gobiernos facilidad 
para perseguir á los criminales , se desa- 
creditarla el pais que con este objeto la 
adoptara. 

29. Vergüenza pública . La pena de ver- 
güenza pública ? aunque no imprime en el 
cuerpo la nota indeleble que la marca, es- 
tá sujeta á los inconvenientes que espusi- 
mos anteriormente. El modo jeneraJmente 
adoptado para aplicarla era esponer al reo 
al oprobio público en una plaza , ó con ar- 
golla, y el de sacarle por las calles con co- 
roza y de un modo ridículo. A esta dase 
de castigo pertenece el de emplumar a las 
mugeres, pena que a los inconvenientes de 
las de su clase añade la barbarie y la in- 
moralidad. La muerte debia serlas menos 
horrorosa . 

30. Declaración de infamia. La mas sua- 
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ve de las penas denigrativas es la simple 
declaración de infamia, l'st a pena es sus- 
ceptible (le mayor ó menor rigor, con ar- 
reglo á la mayor ó menor publicidad que 
se la dé. 

31. Las penas de infamia, por lo que 
respeta a los efectos, han sido comparadas 
por algunos a un anatema civil: efectiva- 
mente, hasta cierto punto privan al hom- 
bre de los beneficios de la sociedad por el 
sello que le imprimen, le inhabilitan para 
los cargos honoríficos y públicos, y le im- 
piden vivir en la corte, y dar testimonio de 
lo mismo que presencia (1). 

32. Palinodia . La pena de desdecirse, 
que también se llama cantar la palinodia ú 
honrar á estilo de sala, que es aplicable á las 
injurias verbales, afecta también á la opi- 
nión, aunque no del modo que las penas 
de que acabamos de hablar. Este castigo, 
tan análogo al delito por que se impone, 
llena á nuestro parecer las condiciones esen- 
ciales que exijimos en las penas. 

33. Apercibimiento . El apercibimiento 
puede considerarse á la vez como pena y 
como una medida preventiva. Como pena, 
porque aunque no lo es en rigor, impone 


(1) L <7 7 , tít. 6 Parn 7. 


cierta nota, bien que ligera, al individuo á 
quien se recuerda el cumplimiento de un 
deber que se supone que olvida. Como me- 
dida preventiva, porque este recuerdo que 
lleva aneja la aplicación del rigor de la ley 
en caso de reincidencia, contiene al que 
una vez delinquió. Basta esto para conocer 
la gran distancia que inedia entre esta pe- 
na y las demás que afectan á la opinión: 
asi es que la vemos aplicada muchas veces 
á faltas ligeras, aunque en otras se impone 
por no poder justificar las sospechas racio- 
nales que hay contra alguno. 

Penas privativas . 


34. Llamamos penas privativas á las que 
quitan ciertos derechos políticos. La Consti- 
tución de la monarquía (1) declara á todos 
los .españoles admisibles a los empleos y car- 
gos públicos , según su mérito y capacidad. 
Privar á un individuo de esta aptitud que le 
da la ley , es una pena grave que le supo- 
ne indigno del ejercicio de las funciones 
de que le rechaza. El hombre que por cor- 
rupción ó prevaricación fuese condenado 
á este castigo, sufriría una pena análoga, 


(l) Art. 5.° de la Con.st. 
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proporcionada , moral , divisible , reparable, 
ejemplar y aun correctiva. Para la eficacia 
de esta pena es muy conveniente la ana- 
logía . 

i penas pecuniarias . 

* 

35. Bajo la denominación de penas pe- 
cuniarias comprendemos las que únicamen- 
te afectan al patrimonio de aquel , a quien 
se imponen. Cuatro son las que de esta cla- 
se vemos establecidas en las leyes. 

1. a La confiscación. 

2. a Las multas. 

3. a La pérdida de la cosa. 

4. a Las costas. 

36. Confiscación . La pena de confisca- 
ción ha sido desterrada de España por la 
Constitución de la monarquía (1) , y con 
razón, porque pesaba sobre el inocente, 
le provocaba al crimen, y en caso de discor- 
dias civiles era un medio de perpetuarlas. 

37. Mullas. Multa es la exacción de una 
cantidad metálica al que comete un delito. 
Aun también las impone la autoridad polí- 
tica por simples contravenciones ó bandos 
de policía; nosotros aquí solo las conside- 

% 


(1) Art, 10. 
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ramos como resultado de un delito y de 
una sentencia ejecutoriada. En otro lugar 
espusimos sus inconvenientes cuando con- 
sistían en cantidad determinada. Estos han 
movido á algunos á sostener, que las inul- 
tas deben ser proporcionadas al capital 
de los delincuentes. Pero ademas de la in- 
exactitud de la presunción en que esta opi- 
nión se funda, tenemos un motivo pode- 
roso para no acomodarnos con ella , por- 
que para esto seria necesario muchas veces, 
solo por faltas lijeras , hacer una pesquisa 
judicial , execrable y costosa, de todos los 
secretos de la familia. Por esto creemos que 
para la imposición de mullas debe el lejis- 
lador establecer un límite arbitrario por el 
cálculo aproximado del valor medio de la 
riqueza , dejando al juez la conveniente la- 
titud para que pueda tener en considera- 
ción las circunstancias particulares del acu- 
sado. Bajo estos principios é imponiendo las 
penas pecuniarias á personas que tengan 
cierto grado de fortuna , y de modo que no 
graviten sobre los capitales y sean modera - 
das , las reputamos convenientes, porque son 
morales , divisibles, susceptibles de repara- 
ción y hasta en muchos casos ejemplares. 

38. Pérdida de la cosa. Esta pena es 
jeneralmente análoga á los delitosque castiga, 
y suele ser parte de la imposición de otras. 
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Asi sucede en el delito de uso de armas* 
prohibidas , asi también en la aprehensión 
de géneros de contrabando. 

3?). Costas. Como pena pecuniaria de- 
be reputarse la condenación en las costas 
de un proceso criminal. Aunque en los pleitos 
civiles tiene también lugar contra los liti- 
gantes injustos y temerarios , es mas común 
en las causas criminales. En estas ha llega- 
do á hacerse tan abusiva la condenación de 
costas, que no solo se ba hecho recaer sobre 
los culpables, sino también sobre los ino- 
centes , con el pretesto del justo modo de 
proceder. 

40. Réstanos solo advertir , que entre 
las penas pecuniarias no hemos comprendi- 
do la indemnización de perjuicios , porque 
esta no es un castigo , sino el resultado de 
Ja obligación que el autor de un mal tiene 
de repararle. 

TITULO CUARTO. 


DE LA PROPORCION ENTRE LOS DELITOS Y LAS 

PENAS. 

1 . Las penas deben ser proporcionadas 
á los delitos. El olvido de este principio de 
jurisprudencia criminal en nuestros códigos 
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ha dado lugar á que al precepto del lejis- 
lador se haya sustituido la voluntad del juez, 
que ha encontrado su justificación en la ne- 
cesidad de no aplicar leyes demasiado du- 
ras, y de no dejar impunes delitos, cuyo 
castigo en el derecho escrito, era ineficaz. 
Esta omisión y debilidad unas veces , y en 
otras la crueldad desproporcionada de las 
penas , ha sido la verdadera causa del odio 
que ha inspirado en algunas épocas la ad- 
ministración de justicia , y origen de la mul- 
tiplicación de los delitos y de la impunidad 
de los culpables. El juez á su sombra se 
ha convertido en lejislador; el testigo ha 
reputado como virtud el perjurio que le dic- 
taba la humanidad, y asi la ley reprobada 
por todos publicamente , ha caído en des- 
precio. 

2. Mas al establecer la proporción en- 
tre los delitos y las penas , necesariamen- 
te encontramos dificultades para fijar una 
medida que pueda servirnos de regulador 
en esta materia. 

3. Primera regla. Desde luego se pre- 
senta fuera de toda duda que los delitos 
mas graves han de ser castigados con penas 
mas rigurosas que los leves , y que las cir- 
cunstancias atenuantes del delito deben dis- 
minuir la pena, al paso que deben aumen- 
tarla las agravantes : primera regla que con- 
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viene tener presente en el punto de que 
tratamos. 

4. Pero si este principio basta para que 
no sea castigado el menos delincuente con 
pena mayor que el que lo ha sido mas, no 
es sin embargo suficiente para indicar la 
justa proporción entre los delitos y las pe- 
nas. Por esto nosotros vamos a establecer 
otras reglas supletorias de la primera. 

5. Segunda regla . El mal de la pena de- 
be esceder el provecho del delito. Esta má- 
xima por su simple enunciación se reco- 
mienda : de otro modo la pena seria inefi- 
caz, y no produciría el efecto necesario de 
la intimidación. 

6. Consecuencia de esta regla es que 
cuando el descubrimiento de un delito lle- 
ga á probar la perpetración de otros , el 
mal de la pena debe de esceder al prove- 
cho que se presume de todos. Asi es que al 
que vende con pesos falsos , se le ha de 
castigar, no precisamente en consideración 
á Ja falta de que se le convenza , sino á las 
ganancias que se supone que reporta rein- 
cidiendo en un delito lucrativo. 

7. Consecuencia es también de la misma 
regla, que debe tomarse en consideración 
la incertidumbre y la distancia de la pena 
para aumentar su rigor. Esplicaremos mas es- 
to: la proximidad y ía certidumbre de la pena 
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aterran á los criminales , que si vieran al 
lado del delito su castigo , no es de creer 
que á sangre fría delinquieran , y sí solo 
cuando se vieran arrastrados de una pasión 
irresistible. Es pues necesario que el nial 
de la pena incierta y lejana se agrave has- 
ta el punto de esceder al provecho cierto 
y presente del delito. 

8. Tercera regla . El mal de la pena en 
los delitos que suelen cometerse juntos, de- 
be ser tan desigual , que el delincuente en- 
cuentre motivos en la ley para detenerse 
en el mas leve. Por esto indicamos en otro 
lu gar la necesidad déla diferencia de penas 
entre el ladrón no asesino, y el que lo es 
para destruir las pruebas de su acusación. 
Tan clara es esta regla, que no necesita mas 
esplicaciones , principalmente después de lo 
que hemos dicho , al tratar en j eneral de 
las penas. 

9. Guaría regla. No se debe imponer 
la misma pena á todos los delincuentes por 
igual delito, sino que la ley ha de tomar 
en consideración las circunstancias que in- 
fluyen en la sensibilidad de los individuos. 
Al hablar de la certeza de las penas nos 
hemos hecho cargo de esta doctrina, que 
por consiguiente no tenemos necesidad de 
repetir. 

Tampoco creemos necesario advertir, 
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que todas estas reglas están subordinadas 
al principio de que no se puede imponer 
al delincuente, ni un grado mas del máxi- 
mum de la pena moral debida á su delito. 

TITULO QUINTO. 

1)E LA PARTICIPACION EN LOS DELITOS. 

1 . Hasta aqui hemos hablado de los de- 
litos y de las penas en jeneral : hemos con- 
siderado por lo tanto individual , y abstrac- 
tamente á los delincuentes. Aqui debemos 
ocuparnos de la participación que muchas 
personas pueden tener en un mismo delito 
ó bien resolviéndole ó ejecutándole de co- 
mún, ó bien disponiéndole unos y encar- 
gándose otros de su realización. 

2. De diferentes modos puede ser esta 
participación , ya en el momento del deli- 
to, ya en los actos que le preceden ; física- 
mente unas veces, moralmente otras, bien 
como autores principales , bien como agen- 
tes secundarios del crimen. 

3. Difícil es distinguir con precisión los 
grados diferentes de la participación en un 
delito , materia poco deslindada en los có- 
digos criminales, sin embargo de ser tan 
indispensable para que hala la igualdad 
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respectiva en la imposición de las penas. 
Esta dificultad es la causa de que con tanta 
frecuencia se hayan confundido en el cas- 
tigo á los autores y cómplices de un deli- 
to ; pero esta confusión ha sido á su vez mo- 
tivo para la impunidad de un reo , que si 
bien era culpable , no en el grado que la 
ley ó la jurisprudencia le asignaban. 

4. Nosotros dividimos á los partícipes de 
un. delito en co-delincuentes y en cóm- 
plices. 

5. Co-delincuentes. Entendemos por co- 
délincueníes á los autores de la resolución ó 
ejecución de un delito. Esta definición es 
bastante para hacer conocer que solo deben 
ser considerados como co-delincuentes a- 
quellos que á sabiendas, y voluntariamente 
han contribuido de un modo principal y 
directo á la acción criminal ; esto es, los que 
la dan origen, bien sea por la decisión, re- 
solviendo que el delito exista, bien por el 
hecho material, ejecutándole, ó haciéndole 
ejecutar. 

6. De esto se infiere que hay tres cla- 
ses de co-delincuentes. 

1. a Por participación en la resolución y 
ejecución del delito. 

2. a Por participación en la resolución. 

3. a Por participación en la ejecución. 

7. Por participación en la resolución y eje- 
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t ucion del delito. Esta clase de co-delincuen- 
tes necesita muy poca esplicacion: la razón 
dicta que todos los que directa y principal- 
mente toman parte en la resolución y eje- 
cución de un delito, sean por regla gene- 
ral igualmente castigados, aun en el caso 
de que no sea igual en todos la moralidad 
de la acción individual, porque ni á la ley 
ni al juez es dado descender a los arca- 
nos de la conciencia, cosa que seria in- 
dispensable para establecer diferentes gra- 
dos de culpabilidad, y consiguientemente 
diversa escala de penas. No es aplicable es- 
ta doctrina en toda su estension en el ca- 
so de que el crimen varié de índole relati- 
vamente á los co-delincuentes. El crimen 
del parricidio , en que como autores prin- 
cipales han intervenido personas estrañas 
al asesinado, puede servirnos de ejemplo. 

8. Por participación en la resolución . En 
el título segundo de este libro hemos di- 
cho que para que haya delito es menes- 
ter que exista intención ó ánimo de come- 
terle, y un hecho material contrario a la 
ley. De aquí se infiere que la provocación 
simple no secundada por el suceso, podrá 
ser un acto preparatorio del delito, y si 
se quiere deberá ser castigado como tal, 
pero no como la perpetración del que no 
se ha cometido. Asi es que solo la ejecu- 
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eion material del delito da al autor de la 
resolución el carácter verdadero, legal y 
moral de infractor de la ley que ha sido 
vigiada. 

* Pero para darle este carácter es me- 
nester que sea la provocación especial á 
un crimen determinado: lá general desmo- 
ralizando á alguno ó haciendo nacer en su 
alma pasiones criminales, es digna de cas- 
tigo, pero no supone participación en un de- 
lito cometido. 

10. Asi es que como delincuentes por 
participación en la resolución del delito, 
deberán ser considerados los que con sus 
promesas, consejos ó instigaciones han sido 
una de las causas principales de la acción 
criminal. 

11. Serán por lo tanto co-delincu entes 
el que dio la orden y el que ejecutó el de- 
lito, aunque no sea igual su culpabilidad. 
Esta , relativamente al que ordena , esta en 
razón directa de su autoridad sobre el eje- 
cutor material, y la criminalidad de este 
en razón inversa al imperio que en él tie- 
ne el provocante. Cuando el vínculo de 
autoridad no existe, la provocación es una 
especie de mandato de aceptación libre, y 
que solo siendo por ambas partes admiti- 
do, puede dar lugar á que se les repute 
eo-delincuentes de un acto preparatorio des- 
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<h> luego, v del crimen cuando le cometa 
el que se encargó de su ejecución material. 
Sin embargo, esta participación no supone 
siempre igual grado de criminalidad 
autores del delito; como cuando uno está 
agitado por una. pasión violenta, y el otro 
á sangre fria y quizá por estipendio acep- 
ta el mandato que aquel en los primeros 
momentos de cólera imaginara. Pero fuera 
de casos análogos á éste, el mandante y 
mandatario son igualmente culpables; doc- 
trina que debe limitarse cuando ebmanda- 
tario esceda los límites de lo que se le di- 
jo, porque solo puede ser responsable el 
mandante del delito en que por su resolu- 
ción participó de sus consecuencias proba- 
bles ó de las que podían preverse. 

12. Por participación en la ejecución. Los 
que ejecutan un crimen resuelto por otros, 
tienen una parte directa y principal en 
el delito, y son por lo tanto co-delin- 
cuentes. Esta participación no solo puede 
ser en el mismo acto de la ejecución, sino 
también en los que le preparan: asi el que 
confecciona la bebida con el veneno, es reo 
como el que á sabiendas sirve el vaso que 
le contiene: el que para al viagero para 
que otro le despoje, del mismo modo que 
el que materialmente le roba. 

lo. Cómplices. Esplicado lo que sonco- 
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delincuentes , fácil es conocer qué es lo que 
entendemos por cómplices. Estos son los que 
participan del delito lomando en él una parte in- 
directa y secundaria . Esta participación pue- 
de también ser física ó moral. 

14. La participación moral la tiene el 
que se limita á alentar , ó á exhortar á los 
autores de un proyecto criminal, pero de 
modo que no sea por sí suficiente a pro- 
ducir efecto. 

15. Es cómplice por participación física 
el que ayuda á la perpetración del delito in- 
directamente , pero con actos que constituyan 
la acción criminal , ó sean indispensables 
para ella. Asi lo son el que vende á sa- 
biendas el instrumento con que se comete 
el crimen, y el que por pacto anterior aco- 
je aL delincuente. 

16. Réstanos solo advertir que los cóm- 
plices deben ser castigados con penas infe- 
riores á las de los co delincuentes. 


t . iU 


1 6 
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DE LOS D CUTOS POLITICOS. 



Delitos políticos en general. 

1 . Bajo la denominación de delitos po- 
líticos, comprendernos todos los (jue ata- 
can la seguridad esterior ó interior del Es- 
tado. Los mas graves de entre ellos son lla- 
mados comunmente de traición, de lesa na- 
ción, de lesa m a gestad-, de estado y de in- 
fidencia. Ofendiendo mas inmediatamente 
que los otros á la sociedad, necesitan en su 
línea una represión mas fuerte y severa: 
de aqui ha dimanado que en todos los paí- 
ses hayan sido castigados con tanta dureza y 
aun con crueldad, dándoles generalmente 
una estension indebida y haciendo preva- 
lecer en su odio las pruebas privilegiadas. 


§. II- 

Delitos contra la seguridad esterior del Estado , 

Los delitos contra la seguridad esterior 
del Estado atacan su existencia, porque lie* 
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ncn por objeto entregar la patria a los ene- 
migos, someterla á una potencia estranjera 
ó reunirla á otro estad^Para conseguir- 
lo se cometen delitos faciales, que son 
actos de preparación ó ejecución del deli- 
to principal. Las leyes de Partida (1) y las 
recopiladas (2) hacen mención espresa de 
algunos de estos crímenes: tales son el de 
pasarse á los enemigos para hacer guerra 
á su patria, auxiliarlos de hecho ó con con- 
sejos ó confidencias, procurar sustraer de 
la obediencia de la nación á pueblos estra- 
ños que estaban dispuestos á reconocerla, 
abandonar á enemigos estrangeros la for- 
taleza ó puesto confiado , y el lidiar de con- 
cierto con ellos. Los que asi faltan á su 
patria son traidores ó reos de lesa nación, 
é incurren en pena de muerte. El que á 
sabiendas los acoje pierde la mitad de los 
bienes (3). 


(1) Ley 1, tít. 2, Part. 7. 

(2) Ley I , tít. 7 , üb. í 2 N. R. 

(3) Leyes 2, tít. 2, Part. 7 y 1 ( 2 y 3 , tíf. 7, 
libro 12 N. R. que añaden á los traidores la pena 
abolida de confiscación f y la justamente desusada de 
infamia perpetua para los hijos. 


. . 
1 * " 


brillos contra la seguridad interior del Estado. 

1 . Asi como los delitos contra la segu- 
ridad esterior del Estado atacan su existen- 
cia, los que son contra la interior atacan 
su modo de existir. A esta clase pertene- 
cen los delitos que se cometen: 

1. ° Contra la Constitución. 

2. ° Contra el Rey. 

3. ° Contra las Cortes. 

2. Contra la Constitución . No tienen igual 
gravedad los diferentes delitos que pueden 
cometerse contra la Constitución , y por lo 
tanto no puede ser castigado el que solo in- 
frinje uno de sus artículos *con el rigor que 
corresponde contra el que directamente se 
propone trastornarla. Asi es diferente la es- 
cala de delito^ y penas que la ley marca, 
y de que vamos á ocuparnos. 

3. Los que directamente ó de hecho cons- 
piren á trastornar la Constitución, destruir- 
la ó alterarla, asi como el gobierno estableci- 
do, ó á reunir en una sola persona ó cuerpo 
todos los poderes, ó á que radiquen en otras 
personas ó corporaciones que en las que la 
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ley señala, son traidores é incurren en pe- 
na de muerte (1). 

4. Los que de palabra ó por escrito, no 
impreso, tratasen de persuadir que en la na- 
ción ó en alguna provincia no debe guar- 
darse la Constitución en todo ó en parte, 
han de sufrir ocho años de confinamiento en 
algún pueblo de las islas adyacentes, bajo 
la inspección de la autoridad, y perder los 
empleos, sueldos y honores, ocupándose- 
les ademas las temporalidades si fuesen ecle- 
siásticos; y si estranjeros, que se hallasen 
en territorio español, después de perder 
igualmente los empleos, sueldos y honores 
que hubiesen obtenido en el reino, y de 
sufrir una reclusión por dos años, serán es- 
pelidos de la monarquía para siempre (2; . 
Si un empleado público en el ejercicio de 
sus funciones, ó un eclesiástico en el de 
su ministerio, cometen este delito, incur- 
ren en la pena de ocho años de reclusión 
y en la de espulsion perpetua de España. 
El cura ó prelado de la iglesia en que se 
pronuncia el discurso, el secretario que 
autoriza la pastoral ó documento, y el je- 


te) Art. i del decreto de las Cdríes de 1 / de 
abril de 1821 , restablecido en 30 de agosto de 1836, 
(2) Art. 3.° del cit, decreto. 
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fe político, juez ó alcalde que no lo reco- 
ja inmediatamente y proceda contra el cul- 
pable, incurren en la inulta de 50 á 600 
pesos fuertes, y en doble cantidad en Ul- 
tramar, según la gravedad del caso y de 
la culpa (l). No exime esto á los que hu- 
bieren causado asi un tumulto popular, 
de sufrir ademas la pena a este delito se- 
ñalada (2). 

5. Todo español quede palabra ó por 
escrito, no impreso, haya propagado máxi- 
mas, cuya tendencia sea trastornar la Cons- 
titucion, incurre en la pena de uno a cua- 
tro años de destierro a una de las islas ad- 
yacentes , bajo la inspección de la autori- 
dad. El empleado pierde ademas su sueldo, 
empleos y honores, y al eclesiástico le son 
ocupadas las temporalidades, pero tanto 
aquel como este, cuando cometen el deli- 
to en el ejercicio de sus funciones, incur- 
ren, sin perjuicio de lo dicho, en la pena 
de confinamiento por seis años. El estran- 
jero pierde los honores, empleo y sueldo 
que tenia en la nación, sufre la reclusión 
por dos años, y es lanzado para siempre de 
la monarquía (3). 


(1) Art. 4« 

(2) Art. S. 

(3) Art. 7. 
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6. El que de palabra ó por escrito, no 
impreso, provoque á la inobservancia de la 
Constitución con sátiras ó invectivas, in- 
curre en la pena de diez a 25 duros de 
multa ó doble en Ultramar, y no pudien- 
dó satisfacerla, en Ja de 15 dias a cuatro 


meses de prisión. La pena se duplica en 
los empleados públicos, que si delinquen 
en sus funciones, sufren ademas la suspen- 
sión de empleo y sueldo por dos años (1). 

7. Debemos aqui advertir que no están 
sujetos á las penas referidas los que se esce- 
den en escritos impresos, porque estos son 


castigados con arreglo á las leyes , que cor- 
rijen los abusos de libertad de ünprenta (2). 

8. Los que contravienen á disposición 
espresa y determinada de la Constitución, 
ademas de las penas que dejamos espuer- 
tas , deben pagar una multa de 10 a 200 
duros , ó sufrir en su defecto reclusión de 
15 dias ó un año , y resarcir los perjuicios 
ocasionados. Si fuese empleado publico, que- 
da también suspenso de empleo y sueldo 
por un año (3). 

9. Contra el rey . Gravísimo es el crí- 



(I) Art. 8. 
(9) Art. 9. 
(3) Art. 33* 


vi 
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rnen que cometen los que atacan á la per- 
sona del rey , declarada sagrada é inviola- 
ble por la Constitución (1). Los que atacan 
su existencia ó tratan de destronarle, son 
traidores ó reos de lesa magestad , é incur- 
ren en la pena de muerte (2). 

10. Como delito de lesa magestad, se 
reputa también la injuria hecha al rey : la 
ley no le fija pena , pero manda proceder 
contra los delincuentes y castigarlos según 
la voluntad real (3). Establecida hoy la di- 
visión de los poderes públicos , es inaplica- 
ble esta doctrina, fundada en la aglomera- 
ción de todos en la persona del monarca. 

ti. Contra la celebración de las corles. Son 
traidores ó reos de lesa nación los que di- 
rectamente y de hecho impiden ó conspiran 
para impedir la celebración de las cortes, 
ó para disolverlas , ó para embarazar sus se- 
siones, y deben ser condenados a muerte (4). 
12. Los que impiden la celebración de 


(t) Art. 44 de I a Const. 

($) Leyes 1 y 2 , tit. 2, Part. 7 y 1 , 2 , 3 , tít. 
, Iíb. 12, Nov. Rcc. 

(3) Leyes 7 , tít. 8 , Jib. 1 y 9 , tít. 1 , lib. 3 de 
ta Nov. Ree. 

(4) Art. 17 del cit* decreto de 1 7 de abril. 
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las elecciones de diputados á cortes , emba- 
razan su objeto ó coartan con amenazas la 
libertad de los electores, incurren en la 
pena de 10 años de presidio , ademas de la 
privación de empleo, sueldo y de los ho- 
ñores que obtengan. Mas si usasen de fuer- 
za con armas ó promoviesen alguna conmo- 
ción popular , deben ser castigados con la 
muerte (1). 

El que usurpa las facultades que cor- 
responden á las cortes , pierde el empleo, 
sueldo y honores que disfrute , queda inha- 
bilitado para otros, y debe ser encerrado 
por diez años en un castillo (2). 

14. La autoridad , que por medios direc- 
tos ó indirectos impide la presentación en 
las cortes de alguno ó algunos diputados, sin 
perjuicio de lo anteriormente espuesto ha 
de sufrir la privación de empleo , de suel- 
do y de honores (3). En la misma pena y 
en la de inhabilitación perpetua para obte- 
ner otros, incurre el que persigue a un di- 
putado á cortes por sus opiniones (4). 

15. Contra la religión católica . No es es- 


(í) Art. 14. 

(2) Art. 24* 

(3) Art. 16. 

(4) Art. 17. 
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te lugar de ocuparnos de los delitos que se 
cometen en materias de religión , sino solo 
de los que tienen por objeto desterrar de 
España la católica, y establecer otra dife- 
rente. Los que directamente y de hecho 
conspiran al efecto, incurren en la penado 
muerte (i). 


TITULO SETIMO. 


de los deutos contra, el orden piblico. 

§• í* 


Delitos contra el orden público cñ general . 

1. Todos los delitos atacan el orden de 
la sociedad : el reo de alta traición le per- 
turba , y le perturba también el asesino: sin 
embargo, al crimen del primero le hemos 
comprendido entre los políticos , y del que 
comete el segundo , nos ocuparemos al ba- 
ldar de los que son contra las personas , por- 
que nosotros en este lugar nos proponemos 
tratar solamente de aquellos , cuyo principal 
objeto ó tendencia sea alterar el orden material 
ó moral de los pueblos . 


(t) Art. 9.° 
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2. En la definición que acabamos de dar 
hemos usado de propósito de las palabras 
objeto y tendencia , porque no son de una 
misma índole los delitos que aquí compren- 
demos , pues los unos atacan directamen- 
te el orden público , y los otros solo de 
un modo indirecto , por cuya causa algunos 
los llaman delitos de policía, y también 
contravenciones oponiendo esta voz á la 
de delitos , porque no son mas que el que- 
brantamiento de leyes prohibitivas de va- 
rias acciones, que poco ó nada criminales 
en el fondo pueden tener malas consecuen- 
cias. 

§■ u- 

Delitos que directamente atacan el orden pú- 
blico. 

1. Los delitos que directamente atacan 
el orden público, son: 

1. ° Sedición. 

2. ° Pasquines. 

3. ° Resistencia á la justicia. 

4. ° Confederación ó ligas. 

5. ° Sociedades secretas. 

2. Sedición. No hablamos aqui de la se- 
dición que tiene por objeto alentar contra 
la seguridad interior ó estcrior del Lstado. 
que es un delito político del que oportuna- 
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mente hemos tratado ya, sino de la que 
se limita á perturbar la tranquilidad públi- 
ca. Llámase también motín, asonada, tu- 
multo, ó bullicio. 

3. Puede cometerse desobedeciendo al 
gobierno ó á las autoridades, impidiéndoles 
con armas ó sin ellas el ejercicio de sus 
funciones, sacando violentamente los reos 
de las cárceles, ó tomando por propia au- 
toridad conocimiento de sus causas. 

í. Deber de las autoridades políticas es 
reprimir las sediciones, adoptando las me- 
didas gubernativas que previenen las leyes, 
y sometiendo á los revoltosos hasta con la 
fuerza pública. Los jueces han de auxiliar- 
las por los medios que á su autoridad cor- 
responden, procediendo á la averiguación 
y castigo de los delitos , sin distinción de 
fueros ( 1 ) , y considerando como reos á 
todos los que se encuentren reunidos en 
numero de diez después de la publicación 
del bando , que debe hacer la autoridad po- 
lítica local (2), y como inobedientes á los 
que por curiosidad ó cualquier otro pre- 
testo se hallaren en las calles (3). Los que 


O) Art - 5 » 3 y 17 de U lev 6 , IÍU i ! , lib. 12 
N. K. 

(*) Art. 

(3) Art. 8. 


pacíficamente se retiraren, se reputan in- 
dultados á no ser autores del bullicio (];, 
mas no son válidos los indultos dados por 
mera concesión de las autoridades (2). 

5. La pena que se impone á los auto- 
res de asonadas, aunque de ellas no resul- 
te daño alguno, es la misma que á los que 
hacen fuerza con armas (3), esto es, la de 
destierro perpetuo a una isla , y la de muer- 
te si ocurre la de alguno (4). Estensiva es 
también la pena de muerte á cuantos pa- 
ra armar conmociones repican las campa- 
nas sin mandato de las autoridades (5). A 
estas penas añade la ley (6) la declaración 
de enemigos de la patria, y que se tenga 
por infame su memoria. 

6. Pasquines . Al tratar de los delitos 
contra las personas, nos ocuparemos de los 
libelos infamatorios: aqui solo nos concre- 
tamos á los escritos sediciosos ó injuriosos 
á las autoridades, fijados en los sitios pú- 
blicos, cuyo objeto jeneralmente es conmo- 
ver los ánimfts é incitarlos á la desobedien- 


(1) Art. 19. 

(9) Ley 3, tít, ti, lib. 1 9 N. R. 

(3) Ley 9, tít. 10, Part. 7. 

(4) Ley 8, tít. 10, Part. 7. 

(5) Ley 9 , tít. 1 1 , lib. 1 9 N. R. 

(6) Ley 3 , tít, 1 1 , lib. 19 N. R. 
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cia. Esto es un verdadero delito de sedi- 
eion ó do traición en su caso : conceptúan- 
so. en el rigor estremado de la ley, cóm- 
plices á todos los que los copian, leen ir 
oven leer sin dar parte á la justicia; esten- 
diendose á declarar, que para su seguri- 
dad podrán solicitar y obtener que su nom- 
bre conste en testimonio separado y no en 
el proceso (1). 

7. 1 (asistencia á la justicia. Delito gra- 
vísimo es también el de resistencia á la 
justicia. Su calificación debe ser propor- 
cionada al menor ó mayor desacato que 
contra ella se cometa. Esto ha dado lugar 
á que sea muy diferente la clase de penas 
con que le castigan las leyes que desde la 
pecuniaria llegan á señalar la de muerte 
con infamia (2). 

8. Especie de resistencia á la justicia 
es el escalamiento y fuga de la -cárcel. Un 
sistema carcelario bien entendido llegaría 
á hacer muy raro y aun casi imposible este 
delito. Algunos ni aun conc-éptuán como 
criminal la fuga de un preso, porque solo 
ven en el que la emprende la obediencia 
justa á un deseo naturah Nosotros no la 


( 1 ) Art. 4 y 5 , tít. 1 i , tib r 1 £ 2 N. R. 

(2) Tít. 10, lib. i 2 N. U. 
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reputamos falta tan grave como los anti- 
guos criminalistas, mas creemos que el or- 
den publicQ exije su castigo, aunque debe 
tomarse en cuenta el vehemente impulso que 
mueve al preso para recobrar su libertad. 
Nuestras leyes no castigan con pena alguna 
la fuga simple de la cárcel, aunque sí la 
práctica de los tribunales. 

9. Cuando la fuga es efecto de confe- 
deración de todos los presos que han hui- 
do, ó de su mayor parte, quieren las Par- 
tidas (1) que se les tenga por autores del de- 
lito por que se les acusa; doctrina dura, 
fundada en una presunción injusta, que no 
podemos admitir, y que no creemos que 
prevalezca nunca en el foro; mas si solo 
se fugasen algunos presos, será arbitraria 
la pena. 

10. Los encargados de la custodia de 
los presos se libertan de pena cuando es 
casual la fuga , mas si es efecto de negli- 
gencia ó complicidad, incurren en la mis- 
ma que correspondería á los fugados (2), 
que también es estensiva á los que por 
fuerza los libertan de la cárcel (3). 


(1) Ley 13 , tí t* 29, Part. 7. 

(2) Leyes 12 , tit. 29, Parí. 

(3) Ley 14> til. 99, Part. 7. 


n 
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1 1 . Confederaciones. Las confederacio- 
nes, ligas, cofradías, bandos ó parcialida- 
des, que tantas veces han alterado la tran- 
quilidad, y servido para satisfacer vengan- 
zas particulares, están severamente prohi- 
bidas por las leyes; aun las que se formen 
con fines lícitos necesitan autorización lejí- 
tima: si no la tienen deben disolverse a la 
primera intimación, y si no lo hacen, im- 
pone la ley la pena de muerte á los contra- 
ventores (1). 

12. Sociedades secretas. En los gobiernos 
libres todos tienen medios para hacer co- 
nocer sus ideas, robustecerlas con la opi- 
nión pública si son útiles al pais, y prepa- 
rarles asi un porvenir lisonjero. Las so- 
ciedades secretas tienen contra sí la presun- 
ción de que no se proponen un fin lícito, 
que sin necesidad de tinieblas y misterios 
pudieran procurar paladinamente. Unido 
esto á los peligros que suelen producir ha 
dado lugar á su severa prohibición. 

13. En su virtud , los gefes y presi- 
dentes de sus juntas y reuniones, incur- 
ren en la pena de ser encerrados en un cas- 
tillo ó fortaleza por tiempo determinado, 


(1) Ley 12, tí t. 12 , lib. 12 N. R. , <jue añade I* 
abolida pena de confiscación. 
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que ni bajará de dos años, ni pasará de 
seis. Todos los demás individuos, que com- 
pongan ó auxilien dichas sociedades, sufri- 
rán la pena de confinamiento de dos á seis 
años, en el punto que el gobierno deter- 
mine, quedando después bajo la vijilancia 
de las autoridades locales. Si fuere ecle- 
siástico se le. ocuparán las temporalidades 
por el tiempo de la reclusión, que será 
también de cuatro á seis años. Los que á 
sabiendas facilitan casa para que las socie- 
dades secretas celebren sus juntas, incur- 
ren en una multa de seis á doce mil idea- 
les, aplicados á establecimientos de bene- 
ficencia, y si fueren insolventes, en la pe- 
na de seis meses á dos años de prisión en 
el puntó que el gobierno designe. Las rein- 
cidencias en todos los casos espresados se 
castigan con el duplo, entendiéndose que 
el castillo ó fortaleza ha de ser en las pro- 
vincias de Ultramar (1). 

li. Cuando el objeto de la sociedad so- 


(!) Real decreto de 26 de abril de 1 83^ » que á las 
penas de que en el testo hablarnos, añade la de ser priva- 
dos guberuati vamente de sus empleos , sueldos y honores, 
é inhabilitados perpetuamente, á no conseguir rehabilita- 
ción real para obtenerlos, todos los que pertenecen á ellas, 
asisten á sus juntas, contribuyen con sus buidos, ó de 
cualquier olro modo las auxilian. 

T. It. 


17 
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creta íuei*f3 el de conspirar ó rebelarse con- 
tra el Estado , serán castigados los autores 
Y cómplices en los términos que espusimos 
al tratar de los delitos políticos. 

§. HE 

Mitos que indirectamente atacan el orden pú- 
blico. 

1 . Bajo la denominación de delitos que 
indirectamente atacan el orden publico, com- 
prendemos: 

1. ° El uso de armas prohibidas. 

2. * Los juegos prohibidos. 

3. ° La vagancia. 

4. * El monopolio. 

2. Armas prohibidas . Por regla general 
están prohibidas todas las armas, que no 
teniendo un uso necesario, son mas propias 
para el ataque que para la defensa; asi es 
que lo están las armas cortas de fuego y 
blancas : las pragmáticas hacen de ellas no- 
minal mención. La ley castiga el uso de 
armas prohibidas con la pena de seis años 
de presidio, y su cspendicion con la de cua- 
tro por la primera vez, y de seis por la se- 
gunda (1). Esto no está en práctica en to- 
dos los tribunales. 

(1) Leye? del tí t* 19 f lib. 12 , N* R. que hacen dis- 
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3. Juegos prohibidos. Están prohibidos 
todos los juegos de embite y azar, por Tos 
males que acarrean al orden público, al 
bienestar de las familias y á la moralidad. 
La pena en que incurren los jugadores es 
de 50 ducados por la primera vez, y 100 
los dueños de las casas; se duplican las 
multas en casos de reincidencia, y a la ter- 
cera vez se añade a esta pena pecuniaria 
la de un año de destierro del pueblo y 
dos a los dueños de las casas. En caso de- 
insolvencia incurren los transgresores por 
la primera vez en diez dias de cárcel, en 
veinte por la segunda y en treinta por la 
tercera: doble es la pena con respecto a los 
dueños de las casas de juego (1). 

4. Los jugadores vagos sin oficio ni ar- 
raigo, y los tahúres, gariteros ó fulleros 
que acostumbran cometer estafas en el jue- 
go, deben ser ademas condenados á la pe- 
ña de 5 años de presidio, y los dueños de 
las casas en que jugaren, si son de la mis- 
ma clase ó están habituftlmente destinados 


tinción , que en la actualidad no existe , entre nobles y 
plebeyos* sustita vendo en ios últimos la pena de presidio 
cu ia de minas. 


( 1 ) Leyes l 1 


1 4 >' 1 5 , t í f . 


1¡1>. t -2 N. K. 
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al juego, en la de ocho años de igual pe- 
na '1). 

5. Aun en los juegos, por regla gene- 
ral permitidos, han creído nuestros lejis- 
ladores que debían hacer limitaciones, tan- 
to relativamente á las personas, como al 
sitio y la cosa y cantidad que se jugara. 
Relativamente á las personas, prohibiendo 
á los menestrales, artesanos ó jornaleros 
jugar en dias y horas del trabajo, descen- 
diendo hasta el pormenor de señalarlas, é 
imponiendo la pena de 600, de 1,200 y de 
1,100 maravedís, respectivamente por la pri- 
mera , segunda y tercera transgresión , y 
de ahi en adelante 3,000 por cada vez: y 
á falta de bienes diez, veinte ó treinta dias 
de cárcel (2). Con relación al sitio, prohi- 
biendo toda clase de juegos en los esta- 
blecimientos abiertos al público, bajo las 
penas impuestas á los que tienen garitos; 
siendo solo lícitos los de damas*, tablas rea- 
les , ajedrez y chaquete en los villares (3). 
Con relación á la cosa, prohibiendo que 


(O Leyes l y 14 del mismo título, que hacen tam- 
bién distinción de nobles y plebeyos, destinando á los pri- 
meros á los re j i míenlos lijos, y á arsenales á los segundos. 
(5) Ley 15. 

(3) Id. 
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medien alhajas, bienes muebles ó raíces, 
y q«e sea representado el dinero por tan- 
tos, ni por crédito (1). Con relación a la 
cantidad, prohibiendo que el tanto suelto 
esceda de un real de vellón, y toda la can- 
tidad de trescientos treinta reales, aunque 
sea en diferentes partidas, con tal que in- 
tervenga uno de los mismos jugadores (2). 

6. El descubrimiento y persecución de 
los juegos prohibidos, mientras no dan lu- 
gar a la imposición de penas corporales, 
es mas propio de las autoridades adminis- 
trativas que de las judiciales , pero unas y 
otras, si bien pueden hacer las sorpresas 
en los lugares públicos con solo la noticia 
ó motivos fundados de la contravención, 
no podrán entrar en casas particulares pa- 
ra hacer reconocimientos con este motivo, 
sin que conste por información sumaria que 
en ellas se juega (3). 

7. Mas á pesar de ser tan terminantes 
y minuciosas nuestras leyes acerca de este 
punto, y de estar renovadas con frecuen- 
cia, vemos que el mal cunde, que muy po- 
cas veces son sorprendidos los jugadores, 


(1) Ley 15* 
(9) Tí!. 

(3) Id. 



y que cuando llegan á serlo solo son cas- 
tigados con penas pecuniarias. 

r S. Vagancia . La vagancia, la holgaza- 
nería y la mendicidad voluntaria, han sido 
severamente eorrcjidas por nuestras leyes, 
que al clasificar este delito han ido mas 
allá délo que la razón cxigia, tanto relati- 
vamente á las penas como á los procedi- 
mientos , porque han abierto muchas veces 
nesuuisas generales, y hecho levas en odio 
de los que le cometen. 

9. Yago es el que no teniendo bienes re- 
húsa adquirir el sustento con un trabajo 
honroso, y le busca por medios ilícitos con 
escándalo público (1). La pena en que in- 
curre es la de ocho años de servicio mi- 
lilar siendo útil para él , en su defecto de 
marina, y no teniendo aptitud para uno ni 
otro en la de ser encerrado en un hospi- 
cio ó casa de misericordia (2). Sus recep- 
tadores ó encubridores, ademas de las pe- 
nas en que según su auxilio pueden incur- 


(1) Ley 12, tít. 19 , lib. 3, N. 33. : arC 2 de la ley 
y leyes 24 y 20 del I ib. 7 : leyes 10, ti , 12 y 13, 

íít. 5 , lil>. 9 • ley 7 del til. 3í del libro 19 , y sus notas 
' » 8 y 9 : ley 13 del mismo lít, , y I ib- que con bastante 
extensión van refiriendo detalladamente casos de vagancia, 

( 2 ) Leyes 7 y i 2 , lít. 3 1 , lib. 19 , N. R. 
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rir, deben ser condenados i la multa de 
20 ducados por la vez primera, doble por 
la segunda^ y hasta mil por la tercera; ó en 
tres, seis ó diez años de presidio respecté 
vamente (1), 

10. Como á vagos castiga la ley á los 
jitanos, raza de jente que afectando ser 
oriunda del Egipto, vive sin domicilio, y 
que suele ocuparse en la venta y tráfico de 
bestias, ó diciendo la buenaventura. Aun- 
que en el caso de que no se reduzcan a la 
vida civil, parece que debiá contentarse el 
lejislador con considerarlos como á vagos; 
severo en demasía, quiso, que sin forma 
de juicio y solo constando la contravención, 
se les sellaran las espaldas con un pequeño 
hierro en que estuvieran grabadas las ar- 
mas de Castilla , y que en caso de reinci- 
dencia se les impusiera la pena de muerte, 
solo con el reconocimiento del sello, y la 
prueba de haber vuelto á su anterior vi- 
da (2). Nosotros creemos que este modo de 
proceder tan lejano de los buenos princi- 
pios, no es conforme con las instituciones 
que tenemos, y nos complacemos de que 
las penas hayan sido reprobadas por i a prác- 
tica. 


(i) Ley 8, lít. l$, lib. 12 , N. R. 
(5) Li*v 1 1 , tít. 10 , lib. I 2 , N. R. 
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Monopolio. Cometen este delito los que 
se conciertan para estancar los .géneros ó 
artículos de que proveen á los pueblos, é 
impedir que bajen de precio; los jornaleros 
ó menestrales que se asocian para no tra- 
bajar sino por cierto estipendio, y los que 
hacen convenios semejantes. A los mono- 
polistas impone la ley la pena de destierro 
perpetuo de su pueblo (í). 

TITULO OCTAVO 

I)E LOS DELITOS CONTRA LAS PERSONAS. 

Los delitos contra las personas son los 
mas graves que pueden cometerse en per- 
juicio de los individuos. Nosotros los subdi- 
vidimos en 

!.° Delitos contra la seguridad personal 
2.° Delitos cdhtra la reputación. 


(1) Ley 2 , tít. 1 , Parí. 5 , que anadia la de confis- 
cación. 
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SECCION PRIMERA. 

« 

* ■ 

DE LOS DELITOS CONTRA LA SEGURIDAD PER- 
SONAL. 

S* i 

* Sus clases . 

m 

Los delitos contra la seguridad personal 
san : 

1. ° El homicidio. 

2. ° La mutilación. 

3. ° Las heridas. 

4. ° La fuerza. 

Hablaremos con separación de cada uno 
de ellos. 

§ II 

Homicidio. 

1. El mayor beneficio que el hombre 
ha recibido de la naturaleza es el de la exis- 
tencia: privarle de ella es por lo tanto el 
mas grave delito que puede cometerse con- 
tra el individuo. A su perpetración, que 
llamamos homicidio , denominaron omecillo 
las leyes de partida (1). 


(1) Preámbulo y ley 1> tí t. 8 , Part. 7. 
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2. Puede cometerse el homicidio en jus- 
ta defensa, por caso fortuito, ó sin derecho 
V con intención. El primero se llama nece- 
sario, el segundo casual, el tercero volun- 
tario (1;. 

,‘j. Homicidio necesan . Deber es del 
hombre rechazar al que atenta á su exis- 
tencia , y de consiguiente sin pena mata ai 
agresor injusto que le ataca con armas, 
doctrina estensiva al caso en que igual pe- 
ligro amenace á nuestra mujer, a nuestros 
padres ó a nuestros hij os (2). 

4. Homicidio casual. El homicidio ca- 
sual puede ocurrir, ó sin culpa ó con cul- 
pa del que lo ocasiona. Ejemplo de un ho- 
micidio casual sin culpa, puede ser el del 
que al atravesar por sitio y en hora desti- 
nada á corridas de caballos, es atropella- 
do y muerto por el jinete que no le vé, 
ó no puede contener al caballo en la car- 
rera. Ejemplo del casual con culpa, es el 
del que embriagado comete un homicidio, 
el del médico que por impericia mata al 
(informo, el del maestro que con un cas- 
tigo severo ocasiona la muerte á su discí- 
pulo. 


( 1 ) Dicha ley 1 , 

(-) hryes 2, til. 8 , Part. 7,1 t 4 , til. 21 , libro 
12 Ur la N. K. ' 
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5. Al autor del homicidio casual sin 
culpa, no le es imputable el hecho, y es- 
tá esento de responsabilidad y de pena (l) t 

6. Pero el que tiene la desgracia de co- 
meter un homicidio casual con culpa, si 
bien se libertará del castigo que la ley im- 
pone al homicida voluntario, será respon- 
sable por su omi'sion ó neglijeneia, como 
espusirnos al tratar de los delitos en gene- 
ral. Las leyes recopiladas (2) le imponen 
una pena pecuniaria., corrijiendo las de 
partida (3), 'que señalaban la de cinco años 
de destierro á una isla. 

7. Homicidio voluntario. Préstanos hablar 
del homicidio voluntario. Es ó simple ó ca- 
lificado. 

8. Simple es el que no tiene circuns- 
tancias agravantes, ni por razón de las per- 
sonas ni por el modo de ejecutarse. A es- 
ta clase pertenece el que se hace sin pre- 
meditación on el acaloramiento de una pen- 
dencia, ó á impulsos de una pasión violen- 
ta. La pena en que incurre su autor es la 
de muerte (i). 


(!) Leyes 4, til, 8 , Part. 7 y 14 » U't. , libro 
i 2 N. R. 

(2) Leyes 13 y 14 » t í t . 2 1 , lib« 12. 

(3) Leyes 3 , 6 y 9 , iít. 8 , Part. 7. 

(4) Lev l f til- 21 , lib. 12 de la iS. R, 


4 
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<). Sin embargo, la ley esceptda de to- 
da pena al que mata: 

1. ° A su mujer, y cómplice de adulte- 
rio en el acto de la sorpresa, verificada en 
cualquier lugar. 

2. ° Al que encuentra en su casa yacien- 
do con su hija ó hermana. 

3. ° Al que lleva muger forzada para ya- 
cer con ella, ó con quien haya yacido. 

\.° Al ladrón nocturno que halla en su 
casa hurtando , horadando ó huyendo con 
el hurto ó sin él, si no se dá a prisión y 
deja lo hurtado. 

5. ° Al ladrón conocido ó al salteador 
de caminos. 

6. ° Al incendiario y al talador de las 
propiedades rusticas. 

7. ° Al que por fuerza quiere apoderarse 
de lo nuestro (1). 

10 Pasemos a hablar del homicidio ca- 
lificado. Como especies suyas podemos enu- 
merar el parricidio, infanticidio, asesinato, 
envenenamiento y desafio. 

1 1 . Parricidio. El parricidio es el mas 
grave de los crímenes : asi es que en todos 
los países ha sido castigado severísimamen- 
te y con penas cuya sola relación hace es- 


(1) Lcyt's 1 , til. 2! y f iít, 28, lib. *2 N. R. 
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tremecer. Por nuestro derecho no es reo de 
est# crimen solamente el que nata á sus as- 
cendientes, descendientes ó persona que está 
unida á él en matrimonio, sino también el 
que priva de la vida á su hermano, tio, so- 
brino, suegro ó suegra, yerno ó nuera, pa- 
drastro, madrastra ó entenado; los que con 
obras ó con consejos contribuyen al crimen; 
el que para ejecutarlo compra veneno y pro- 
cura suministrarle, aunque contra su inten- 
ción no se cumpliera su deseo (1). Las leyes 
de Partida castigan al parricida con la pena 
de muerte, ejecutada por los medios terri- 
bles, que la práctica ha desterrado (2). El 
que sabedor de que su hermano trata de 
dar muerte a su padre no se lo avisa, pu- 


( I ) Ley 12, tít. 8 , Parí» 7. 

(2) La misma ley 12 manda que el parricida , des- 
pués de azotado , sea metido en un saco de cuero cosido 
por la boca , con un perro, un gallo, una culebra y 
uu mono , y arrojado asi al mar ó al rio mas inmedia- 
to. La humanidad mitigó después este rigor adoptando 
Ja pena de arrastrar al delincuente basta el patíbulo, 
donde recibía la muerte , y hacer con su cadáver la ce- 
remonia de arrojarle al rio después de metido en un cu- 
bo, en que estaban pintados los releridos animales. La 
misma pena de arrastramiento iue después suavizada, lle- 
vando las cofradías de caridad ó personas piadosas sos- 
tenido al reo en un serón de esparto. 
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dicmlo hacerlo, incurre en la pena de des- 
tierro por cinco años (1). * 

12. Infanticidio . Este nombre , que no sé 
encuentra én nuestros códigos, se aplica á 
la muerte causada á un niño de tierna edad 
por sus padres, y es por lo tanto un verdade- 
ro parricidio. Especies de este delito son el 
aborto voluntario , y la esposicion del parto. 

13. El aborto voluntario bastante fre- 
cuente en nuestros dias, es castigado por las 
leyes de Partida con la pena de muerte, cuan- 
do la mujer le procuró con yerbas ó golpes 
sin ser violentada, estando animado el feto 


y perdiendo la vida; y si aun no vivía con 
la de destierro por cinco años en una isla 
(2). En la misma pena incurren el marido ó 
un estraño , que cometieron este delito (3), 
pero si no tuvieron intención deque murie- 
ra el feto, serán castigados con rigor, mas no 
como infanticidas. 


t i. La esposicion del parto priva de la 
patria potestad á los padres que abandonan 
a sus hijos, encomendándolos á la pública 
beneficencia (i). 


(í) Dicha ley 13. 

(2) Ley 8, tí t. 8, Pan. 7. 

(3) La misma ley 8. 

(4) Lry^ 4 » Ut. 20, Partí 4 • 
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15. Una administración bien organizada 
con establecimientos de casas de maternidad 
y de espósitos, puede evitar en gran parte el 
crimen de infanticidio. 

16. Asesinato. Bajo esta denominación se 
comprende el homicidio alevoso y el pagado. 
Por alevosía d homicidio alevoso , entende- 
mos el hecho premeditadamente y á traición t 
acechando al enemigo y cogiéndole desprevenido . 
Al alevoso se le impone la pena de muerte* 
igualmente que al que paga ó recibe precio 
para matar á alguno (1). 

17. Envenenamiento . Especie de alevosía 
es el envenenamiento. El que le comete 
incurre en la pena de muerte (2), igualmen- 
te que el que á sabiendas compra , vende* 
prepara ó da á conocer el veneno para tan 
mal fin. 

18. Desafio . Nuestras leyes que en otras 
épocas autorizaron y dieron formas a los 


(1) Ley 3, tít. 27, Part. 1. La 2 , tít. 21, libro 12 
de la N. R. , impone también la pena desusada de ser 
arrastrado’, y de confiscación de la mitad de los bienes, 
abolida hoy por la Constitución, 

(2) La ley 9, tít. 2, iib, 0 d el Fuero Juzgo , dice: 
queel envenenador debe ser tormentado é morir mala muer- 
te. La 7, tít. 8, Part. 7, quiere que muera deshonrado, 
echándole á los leones, á los cams ó á otras bestias bra- 
vas que lo maten. 
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desafíos ó combates singulares, hoy severa- 
mente los reprueban. Demasiado duras y 
poco conformes con las preocupaciones ge- 
nerales, han venido á no ser ejecutadas. Se- 
gún ellas (1) los que desafian, admiten el due- 
lo, intervienen como padrinos ó terceros ^le- 
van á sabiendas carteles ó recados de pala- 
bra para el mismo fin, pierden los honores, 
rentas y oficios públicos que ejercen , que- 
dan inhabilitados para la obtención de otros, 
han de sufrir la pena de aleves , y si tiene 
efecto el desafio saliendo los desafiados ó 
alguno de ellos al punto aplazado, aunque 
no llegue el caso de reñir , incurren en la 
pena de muerte. Los que presencian los 
duelos, no los impiden pudiendo , ó no dan 
inmediatamente parte á la justicia, sufren 
seis meses de prisión , y una pena pecunia- 
ria de la tercera parte de bienes. Los que 
acojen á los delincuentes después de ser pú- 
blico el delito , quedan sujetos a las penas 
que á los receptadores de los demas reos se- 
ñalan las leyes. 

19. La inobservancia y escesivo rigor de 
las que castigan los desafios, dieron lugar ú 
que se previniera ú los tribunales que sus- 


(3) I.eyes 1 y 2 * tit. 20, lib. 12 de la N. R. 
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pendiesen la imposición de las penas , dán- 
dose cuenta a la corona para que en uso d< 
sus prerogativas pudiera templar su du- 
reza (1). 

20. Suicidio. El suicidio que, atendidos 
los buenos principios de legislación , no de- 
bería figurar en un código criminal , reser- 
vando á Dios su castigo , se puede decir que 
para el efecto de las penas ha desaparecido 
de nuestras leyes , proscripta por la Consti- 
tución la confiscación en que incurría el sui- 
cida cuando no tenia herederos descendien- 
tes (2L 

§• «i. 

Mutilación . 

Poco espresivas están nuestras leyes acer- 
ca de este delito, por el que significamos, la 
amputación de alguna parle del cuerpo. Limi- 
tándose solo á la castración , han impuesto 
la pena del homicida al que la hace , á no 
ser quesea por facultativo para curar la en- 
fermedad que tenia el castrado, ó evitarle la 
que le amenazaba (3). Nada hablan de las 


(1) Real orden de 6 de setiembre de 1 837. 

(2) Ley 15 t tít. i 1 1 libro 12 de la N. R. 

(3) Ley 1 3, tít. 8, Part. 7, 

T. II. 


18 
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< tamas mutilaciones ; las circunstancias par- 
ticulares de cada una servirán de guia al 
juez, que deberá imponer la pena de homi- 
cida al que mutila , siempre que lo haga 
con intención de matar al mutilado. 


§• iv. 

Heridas . 

1. Muchas son las leyes que hablan de 
heridas. Estas por regla general no deben 
ser consideradas aisladamente , porque sue- 
len hacerse con intención de matar, robar 
ó injuriar. Nosotros hablaremos aqui gené- 
ricamente de ellas. Las heridas ó son simples 
ó calificadas. Reputamos como calificadas 
Jas hechas con premeditación , ó las que por 
razón del lugar ó del arma tienen alguna 
circunstancia agravante, y como simples á 
todas las demas. 

2. Calificadas . Toda herida hecha pre- 
meditadamente precediendo asechanzas ó 
consejo aunque no cause al herido la muer- 
te, es castigada con la pena capital (1), que 
también señalan las leyes al que hiere en la 
forte ó en su rastro (2) , al que lo hace con 


(1) Ley 3, lít. 21, lib.,12 N. K. 

(2) Ley 5 del mismo tít. y lib. 



saeta (1) , con arcabuz ó pistolete (2), y den- 
tro de poblado con cualquier arma de lue- 
go (3). 

' 3. Las demas heridas consideradas co- 
mo, simples , son castigadas con arreglo á su 
mayor ó menor gravedad, y en atención á 
las circunstancias particulares de cada caso, 
con presidio , destierro , encarcelamiento, 
multas y apercibimientos. 


Violencia. 

1. Comete el crimen de violencia ó fuer- 
za el que con armas compele á otro á hacer 
alguna cosa , ó le priva de su libertad indi- 
vidual sin estar lejítimarnente autorizado. 
La pena de destierro perpetuo á una isla, 
es la que impone la ley á los autores y au- 
xiliares de este delito : y la de muerte cuan- 

' t j _ 

do resultase el fallecimiento de alguno (4). 
Pero si la violencia se hace sin armas , son 
desterrados, pierden la tercera parte de sus 


O 

(9) 

(3) 

(4) 

cuando 


Ley 8. 

Ley 12. 

Ley 11. 

Ley 8, tít. 10, Parf. 7 que añade la <*in fiscnc ¡<>n 
no hav ascendientes ó descendientes. 
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bienes . v el oficio público que obtengan, 
quedando inhábiles para otros á no ser rea- 
bilitados por el rey. 

2. Cuando la fuerza se hace para gozar 
á mujer honesta . el forzador es castigado 
con presidio (1), que ha sustituido á la pena 
capital que antes se imponía (2). En igual pe- 
na incurre el que comete el delito de rapto, 
que consiste en el robo de una mujer (3). 

SECCION SEGUNDA. 


DE i os DELITOS CONTRA LA REPUTACION, 

1 . La buena reputación es la existencia 
moral de los hombres en las naciones civi- 
lizadas , y de aqui proviene que tanto se 
ocupen las leyes penales en cohibir á los que 
la atacan. Dos clases de delitos contra la re- 
putación califica nuestro derecho : el de ca- 
lumnia y el de injuria. 

2. Calumnia. En este lugar entendemos 
por calumnia la denigración falsa hecha en jui- 
cio por un acusador ó por un testigo. Severa la 
ley de partida (i) , ha impuesto al acusador 


(1) Ley 2, tít. 11, lib. 12 N. R. 

(3) Ley 3, tít, 20, Part, 7. 

(3) Dichas leyes 2 y 3, últimamente citadas. 

(4) Ley 26, tít. 1 , Part. 7. 
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y al testigo que calumnia , la desusada pe- 
na del talion (1). Ha esceptuado , sin em- 
bargo, la acusación de los delitos de falsifi- 
cación de moneda, de injuria personal y 
de muerte dada á pariente ó á cónyuje pa- 
ra facilitar la averiguación de la primera 
clase de delitos , y no castigar con rigor fal- 
tas cuyo origen puede ser una pasión gene- 
rosa. Las leyes recopiladas (2) señalan para 
los testigos falsos las penas. pecuniarias , de 
vergüenza, de galeras y hasta la de muerte. 

3. Injuria. La injuria, á que llaman 
deshonra las leyes de Partida (3), es lodo 
acto que se hace en menosprecio y ofensa de una 
persona , bien sea en ella misma, ó bien en 
las que la están íntimamente ligadas por 
sangre ó dependencia. De esto se infiere 
que el padre puede perseguir la injuria he- 
cha á su hijo, el marido la de su muger, 
y el suegro la de su nuera (l) 

4. SiendoJa querella sobre meras inju- 
rias una clase de negocio susceptible de ser 
terminado completamente por avenencia de 


(1) ÁI testigo falso se le ha castigado también 
la pena de arrancarle los dientes. 

(2) Leyes 1 t 5 y 6 , lib. 1 3 N* U* 

(3) Ley f T tit. 9 , Parí. 7. 

( ) Ley 9 y dicho tít. 9. 
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las partes, y en que sin detrimento de la 
justicia puede repararse la ofensa con la 
condonación del ofendido, debe ser prece- 
dida del juicio de conciliación (1), celebra- 
do del mismo modo que espusimos al tra- 
tar de los procedimientos civiles. 

5. Las injurias son , ó de hecho ó de pa- 
labra, ó por escrito. La ley (2) las divide 
también en graves y livianas. La gravedad 
es efecto de las circunstancias particulares 
que las acompañan, del modo de hacerlas, 
de la calidad de las personas, del lugar, y 
de la publicidad con que se hacen. Diferen- 
te grado de injuria es un denuesto de po- 
ca trascendencia, dicho secretamente y por 
un estraño, que la imputación grave ó los 
golpes dados en público y por un hijo. La 
prudencia y el criterio del juez deben gra- 
duar aqui la diversidad de circunstancias, 
á que no puede estenderse la ley. Por esto 
sin duda ha confiado mucho en el pruden- 
te arbitrio judicial, dándole facultad de mo- 
derar la petición del injuriado, general- 
mente exajerada (3). 


(t) Art. 284 ia Constitución de Í812 y 21 del re* 
g la mentó provisional de 26 de setiembre de 1 835. 

( c 2) Ley 20 , tít. 9, Part. 7. 

( 3 ) bey 2 í , tít, 9 , Part. 7, r 
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6. Escusado es definir las injurias de 
hecho, de palabra y por escrito. Sus defi- 
niciones no aclararían la idea que su sim- 
ple enunciación nos hace formar. Pero sí 
hablaremos separadamente de cada una de 
estas clases. 

7. Injurias de hecho. En las injurias de 
hecho se deja la pena al prudente arbitrio 
del juez, en virtud de las circunstancias 
particulares, mas fáciles de pesar por el 
que administra justicia, que por el lejisla- 
dor (1). Nuestras leyes hacen mención espe- 
cial de tres, que por las disposiciones á 
que han dado lugar, deben espresarse con 
distinción. 


8. La primera es la del que entra en 
concepto de acreedor en la casa y se apo- 
dera de parte ó de todos los bienes de un 
enfermo que después muere. Entonces, si 
la deuda es cierta incurre en la pena de 
perder el crédito, y otro tanto aplicable á 
los herederos, y además la tercera parte 
de sus bienes para la cámara, quedando 
infamado. Si no fuere cierta la deuda, ade- 


más de la pérdida de la tercera parte de 
sus bienes, deberá satisfacer á los parientes 
del difunto lo que, el juez determinare (2). 


( 1 ) Ley G t ti t. 9, Parí. 7. 

(2) Ley I í > lít. 9, Part. 7. 
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9. La segunda injuria real de las que 
esprcsamcntc hablan las leyes, es la exhu- 
mación de un cadáver* No siempre perte- 
nece este delito á la clase de injurias; pue- 
de ser un hurto si se hace para robar, y 
otra clase de delito, según sea el fin del 
que le perpétra. Limitándonos nosotros al 
objeto de este título, decimos, que el que 
desentierra un muerto para esparcir ó mal- 
tratar sus huesos, incurre en la pena de 
muerte si lo hace con armas, y en la de 
trabajos perpetuos en minas si lo ejecuta 
sin ellas (1). 

10. La última clase de injurias reales, 
de que nos estamos ocupando, son las cen- 
cerradas, usadas comunmente para burlar- 
se de* los viudos en la noche en que se ca- 
san: esceso que altera el orden público, in- 
juria á las personas y hace ludibrio de una 
institucioA altamente social. La ley (2) solo 
señala pena a este esceso cuando se comete 
en la corte, castigando con cien ducados de 

multa v cuatro años de presidio á sus au- 
~ * 


(O Leyes 14, tít. 13 , Parí. 1 y 12, tít. 9, Part. 7. 
La distinción que existía entre nobles y plebeyos, im- 
poniendo á aquellos la pena de destierro perpetuo , no la 
tenemos por subsistente. 

(-) Ley 7 , tit. 25 , lib. 12 de la Nov. Ree. v 
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lores. La circunstancia de estar incorpora- 
da esta prohibición en las leyes recopiladas, 
nos hace creerla estensiva á todo el reino. 

11. Como injuria real puede conside- 
rarse el mal tratamiento del marido á la 
imiger. El juez, cuando la desavenencias 
conyugales no sean de entidad, debe limi- 
tarse á conciliar en lo posible los matrimo- 
nios, sin proceder ulteriormente (l). 

12. Injurias verbales . Las injurias verba- 
les que no tienen un grado importante de 
gravedad, son castigadas con penas pecu- 
niarias á ^arbitrio del juez (2). Pero si son 
de las que como de mas importancia mar- 
can las leyes, esto es, llamando á alguno 
gafo ó leproso , sodomítico , cornudo , traidor , 
herege , ó puta á la muger casada , habrá lu- 
gar á que se desdiga al injuriante y pague 
además una pena pecuniaria (3). La pena 
de desdecirse que se llama también, como 


(t) Instrucción de corregidores de 15 de mayo 
de 1788. 

(2) Ley 2 , tít. 25 , lib. 1 2 Nov. ttec. 

(3) Ley l , tít. 25 , lib. 12 Nov. Rec. que hace tam- 
bién diferencia de nobles y plebeyos , no exijiendo á los 
primeros que se desdigan , sino solo que paguen 2000 tnrs. 
y a los segundos sujetándolos á que se desdigan y paguen 
1200 rnrs. 
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hemos «licho miles, cantar la palinodia, es 
la adoptada por la práctica. 

13. Carácter agravante tiene la injuria 
verbal , que se hace cantando ó recitando 
versos en denuesto de alguno: la pena de 
infamia desproporcionada para el esceso y 
desusada hoy, unida á la pecuniaria ó cor- 
poral á arbitrio del juez , es la marcada 
en las leyes (1). 

II. Injuria por escrito . No hablamos 
aquí de jas injurias de la prensa, sujetas 
á su lejislacion especial, sino solo de las 
que se hacen por escrito no impreso. Lla- 
ma use comunmente libelo infamatorio. El 
castigo que el tenor literal de la ley (2) 
impone á su autor, es en el que incurri- 
ría aquel, á quien se le atribuye, si le fue- 
ra probado el delito que se le objeta : pe- 
na eslensiva al que lo encuentra y no lo 
rompe sin mostrarlo á nadie. Nosotros cree- 
mos comprendidas en la prohibición de li- 
belos infamatorios, las injurias hechas por 
pinturas, emblemas y geroglííicos no im- 
pr esos ni estampados. 

L>. Debemos aquí advertir, que nues- 


0) li'y 3 , líU 9, P a 1*1. 
(2) La misma h*y 3. 


v 
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tra antigua lejislacion en tanto castiga Jas 
injurias verbales ^ -en cuanto no está dis- 
puesto a probar la verdad de su dicho el in- 
juriante (1). Nosotros no la vemos refor- 
mada espresamente, pero tenemos por pe- 
ligrosa su doctrina, y sujeta d graves in- 
convenientes en un pueblo ardiente y pun- 
donoroso. La misma ley (2) no la admite 
en las injurias reales, ni en las verbales 
que Se hacen con canciones ó con versos. 

16. En las causas cíe injurias incurren 
en la misma pena que los autores, aque- 
llos que los animan, aconsejan y ayu- 
dan (3), y no debe el juez proceder de ofi- 
cio (i) a su castigo, sino solo instado por 
el que sintió el agravio, ó por otro de los 
que , como hemos visto , tienen derecho á 
reclamarlo. 

17. El tiempo para intentar la acción de 
injurias es el de un año (5). Su transcurso 
se tiene por remisión, y estingue el dere- 
cho de acusar, igualmente que la condona- 
ción espresa ó tácita, entendiéndose por tal 


(1) Tít. último del libro 12 del Fuero Juzgo v ley. i 
y 3 9 tít. 9 9 Part. 7. 

(2) Dicha ley 3. 

(3) Ley 10 , tí t. 9, Part. 7. 

(4) Ley 3, tít. 25 , lib. 12 Nov. Rcc. 

(5) Ley 22 , tít. 9 , Parí. 7. 
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ia reconciliación del que la recibió (1). La 
muerte del injuriante ó injuriado estingue 
también la acción de injurias, á no estar 
contestado el pleito (2), ó tratarse de lo 
hecho en la enfermedad que causó la 
muerte: entonces es transmisible á los he- 
rederos (3). 

18. Pertenece á este lugar ocuparnos 
del delito de revelación de secreto, hecho 
por los que están obligados á guardarlo, 
especialmente por los profesores del arte 
de curar. No estando clasificado en nues- 
tras leyes, pero pudiendo influir de un 
modo grave en el orden interior de las 
familias y en la reputación de los ciudada- 
nos, creemos que el juez deberá proceder 
á la imposición de penas, según la grave- 
dad y circunstancias particulares de cada 
raso. 


( l ) Dicha ley 22. 

(2) Ley 23, lít. 9 , Part. 7. 

(3) Ley 11 de los citado Otilio y Partida. 
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TITULO NOVENO. 

DE LOS DELITOS CONTRA LA PROPIEDAD. 

■ ;■ §• 1 . 

Diferentes clases de delitos contra la propiedad. 

Varias son las clases de delitos contra 
la propiedad. Nosotros las comprendemos 
bajo las siguientes denominaciones: 

Hurto. 

Usurpación. 

Daños. 

Usura. 

§• » 

t . • 

Hurto. 

1. El hurto es el mas frecuente de los 
delitos contra la propiedad. Le comete el 
que sin beneplácito de su dueño se apodera de 
una cosa-mueble ajena para apropiársela en do- 
minio , en posesión ó en uso (1), dice la ley 
de Partida. 


(2) Leyes 2 t tít. J8 , Part. 1 y t , tít. 14» PaN- 7. 
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2. El harto puede ser simple ó califica- 
do. Simple es el que se hace ocultamente , v 
sin alguna circunstancia agravante: califica- 
do el que vá acompañado de ella, ó que se 
perpetra con violencia. Estas circunstancias 
agravantes , ademas de la fuerza, pueden ser 
por razón déla cosa quitada, por el lugar, 
por el tiempo y por el modo. Asi el hurto de 
vasos sagrados , el de ganados , el cometido 
en despoblado, en el templo, de noche , con 
escalas ó con llaves falsas, son castigados con 
mayor se veridad (1). 

3. Cuando interviene violencia en el hur- 
to se le suele dar el nombre de robo (2) > si 
bien en el uso común estas dos palabras se 
confunden y aun en el jurídico , el robo solo 
es considerado corno hurto calificado. 

4. Las penas del hurto simple, según las 
leves mas modernas de la recopilación (3), 
oorrectorias de las de Partida (4) y de otras 

r . í ' ■ 

■ ' í p ' 

11 J ÉI 1 ■ ■ * -*-» * "■■ «“*» 1 ■ - I i ■ .y>4HUI ■ .1 ■ ■ ■ !■■■■!. 

(t) La ley 2 , tí t. i 4* Part. 1 , <li y iile el hurto en 
manifiesto y no manifiesto. Esta división era para gra- 
duar si rlebia ser del duplo ó del cuadruplo la pena pecu- 
niaria aplicable, al robado. Desusada hoy la pena , es inú- 
til la división. ^ 

(2) I.cyes 2 , tít. 18 , Part. 1 y 1 , ti t. 13 , Parí. 7. 

O) Ley G, tít. 14 , lih. 12 , N. K. 

( 4 ) Ley 1 8 , tít. 14 , Part. 7. 
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también recopiladas (1), son arbitrarias se- 
*gun la calidad del delito , el valor de lo roba- 
do, y las demas circunstancias agravantes ó 
atenuantes que acompañan al hecho. Lo mis- 
mo puede decirse de los receptadores, au- 
xiliadores y partícipes en el delito (2). 

5. El hurto calificado es castigado con 
mayor rigor. Ademas de la pena pecuniaria 
del triple aplicable al robado (3), que hoy no 
está en uso, la ley impone al que roba ó hur- 
ta con violencia, y al que le auxilia la de 
muerte (4). Estiéndese esta á los salteadores 
de caminos públicos, que con armas hacen 
resistencia a la justicia ó á la tropa (5). En la 
práctica del foro , si es la primera vez, y en 
el robo no hay circunstancias agravantes, 
suele solo imponerse pena de presidio , pero 
en casos de reincidencia la de muerte. 

6. No es el robo el único hurto califica- 
do de que debemos ocuparnos particular- 
mente, sino también el abijeato , el sacri- 
legio y el despojo de un cadáver ó se- 
pulcro. 


(í ) Leyes 1,3 v 3 , tít. i 4 , lib. 1 2 , N. R. 

(3) Ley 2 , tít. 14» lib* i 2 , N. lt. 

(3) Ley 4 » t»t. 34 f lib. 12, N. 1L 

(4) Lev 18, tít. 14» Parí. 7. 

(5) Ley 10 , tít. 10, lib. 12, N. Tí. 
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7. Abíjenlo . Abijealo es el hurto de 
bestias ó ganados. Los que le cometen , y 
que en el uso común llamamos cuatreros, 
deben ser condenados a obras publicas^ mas 
Jos que lo tienen por costumbre, ó hurtan 
de una vez el ganado necesario para consti- 
tuir grey (1), incurren en la pena de muer- 
te , y en la de espatriacion por diez años 
los receptadores y encubridores (2). 

8. Sacrilegio. Entendemos aqui por sa- 
crilegio el hurto de vasos ó cosas sagradas, y 
el que de cosas profanas se hace dentro de la 
iglesia. En el primer caso es llamado sacri- 
legio real , y local en el segundo. Las penas 
en que incurren sus autores son hasta la de 
muerte con arreglo a la gravedad de las cir- 
cunstancias (3). 

9. Exhumación para despojar un cadáver ó 
sepulcro. Al que lo ejecuta con armas se 
impórtela pena de muerte, y al que lo ha- 
ce sin ellas la de trabajos perpétuos en mi- 
nas. El que saca materiales de sepulcros 


(t) La grey la componen por lo menos diez ó mas 
ovejas ó carneros, ó cinco puercos , ó cuatro yeguas ó 
reses vacunas , ó igual número de crias de estos animales. 
( Ley 19 , tít. 1 4 » Part. 7. ) 

(-) Ley 19, tít. 1/, , Part. 7 . 

(3) Tít. 18 , Part. 1. 
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para emplearlos en edificios, pierde lo edi- 
ficado y el terreno , é incurre en una pena 
pecuniaria, y en su defecto en la de perpetuo 
destierro (1). 

10. Antes de poner fin a esta materia (2), 
debemos advertir que el hurto que se ha- 
ce por los criados en las posadas, ó casas en 
que se reciben huéspedes , obliga al dueño 
de ellas al pago de cantidad doblada á loque 
se hurtó , en castigo de la culpa que tiene de 
servirse de malhechores (3). Entiéndese esto 
sin perjuicio de la pena en que incurren los 
ladrones. 


(1) Leyes 14» tít. 13 , Part. 1 y 12, tít. 9 , Par- 
tida 7. 

(2) De propósito beraos omitido hablar del plagio y 
del hurto calificado , cometido en la corte. El plagio que 
era el hurto que se cometia de los hijos de familia , hom- 
bres libres ó siervos agenos (ley 22 , título 14 » Part. 7), 
para servirse de ellos ó venderlos , por la estincion de la 
esclavitud no tiene lugar en nuestros di as. El hurto ca- 
lificado cometido en la córte y su rastro , se castiga por 
una ley local , y no general , que son las que correspon- 
den á nuestro objeto : por esto no hemos incluido en el 
testo la doctrina que esponemos aquí. Con pena de 
muerte se castiga á sus autores y cooperadores si han 
cumplido diez y siete años , y si son menores de esta edad, 
pero pasan de quince , ó encubren los bienes hurtados ó 
acometen para robar sin lograr su intento , con la dt 
diez años de presidio (azotes y galeras, dice la ley). 

(3) Ley 7 , tít. 1 4 » P a *'t. 7. 

T. II. 
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Usurpación . 


1 . Asi como el hurto solo tiene lugar en 
las cosas muebles , la usurpación ó despojo 
se limita á las inmuebles. Podemos definirla 
invasión en los bienes-raíces que otro posee . Aun- 
que generalmente por el interdicto de recu- 
perar se provee á la reparación del poseedor, 
la ley penal la afianza mas. Esto lo hace im- 
poniendo el castigo de la pérdida del de- 
recho que se tenia , y si de él se carecía , el 
de una multa igual á su valor (1). Estensiva 
es esta doctrina á los bienes del que falleció, 
si fueren ocupados por alguno sin voluntad 
de los herederos , ó autorización judicial (2). 
El que por sí mismo ocupa los bienes de su 
deudor, debe ser castigado con pena arbi- 
traria (3). 

2. Especie de usurpación es la alteración 
de los límites de las heredades. Se castiga 
con pena pecuniaria , ademas de la restitu- 
ción con otro tanto al dueño en el caso de 


(1) Lry t f tít. 34, lib. 1 1 , N. R. 

(2) Lry 3 de Jos mismos tít. y lib* 

(3) Ley 5 dt id. 
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que no tuviera derecho el autor de la altera- 
ción , y en el caso de que lo tuviese , con la 
pérdida de lo ganado por la mutación de los 
mojones (1). 

§• iv. 

Daños . 

1. Solo nos ocupamos aqui de los daños 
en cuanto afectan á la propiedad. Por daño 
entendemos el menoscabo ó destrucción , que 
por culpa de otro , de sus dependientes , ó de 
animales de su propiedad ? sufren nuestras 
cosas. No siempre es un delito , porque pue- 
de ser casual ó efecto de culpa ú omisión. 
Cuándo sea absolutamente casual ? no es im- 
putable , pero en los demas casos está obli- 
gado al resarcimiento , el que por sí ó por las 
personas ó cosas que están bajo su inspec- 
ción le ocasiona (2). La celebrada ley Aquilia 
de los romanos , cuyas disposiciones adopta- 
ron las leyes de Partida (3), no está entre 
nosotros en observancia . 

2. Este párrafo es el lugar oportuno pa- 


( 1 ) Ley 30 j tít t 4 i Part. 7 . 

(2) Leyes del tít. 15 de la Parí. 7. 

(3) Ley 18 del mismo. 
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ra tratar (le los incendios , que pertenecen á 
la clase de daños. Ocasionarlos de propósito 
es un crimen gravísimo por la dañada inten- 
ción que arguyen, V por las incalculables pér- 
didas que pueden producir : por esto su au- 
tor, objeto de las censuras de la iglesia, es 
privado del asilo. El incendiario es reo de 
muerte (1). En el caso de que su objeto fuera 
matar á otro, aunque no muera (2), ademas 
de la pena que le corresponde debe perder 
la mitad de sus bienes (3). 

3. Los daños que se causan en los ar- 
bolados, se castigan con arreglo á la legis- 
lación especial de montes , cuyas disposi- 
ciones penales debemos ahora referir. 

4. Para la imposición de penas , los mon- 
tes se dividen en dos clases. La primera com- 
prende los robles, encinas, hayas., olmos, 
fresnos, alerces, castaños, nogales, pinos, 
pinobetes y otros semejantes. La segunda los 
alisos , tilos i álamos blancos , sauces y dé- 


(1) Ley 5 , tíU 15 , líb. 1 2 , N. R. 

(2) Ley 7 f tít. 21 , lib. 12 , N. R. 

(3) La ley 9, tít. 10 , Part. 7 , impone á los que se 
confederan para incendiar edificios ó mieses , si son hi- 
dalgos , la pena de destierro perpetuo , y si de Laja con- 
dición, la de ser quemados. Las leyes posteriores la refor- 
man , como aparece en el testo. 
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mas no señalados en la primera clase. Si los 
árboles comprendidos en la primera clase tie- 
nen ocho pulgadas y media de circunferen- 
cia ,1a pena es de seis reales, debiendo aur 
mentarse dos reales por cada pulgada de es- 
ceso : pero si son de la segunda , la multa es 
de cuatro reales , y un real por el aumento 
de cada pulgada (1). En iguales penas incur- 
ren los que descepan, descortezan ó mutilan 
árboles de modo que queden inútiles (2); y 
los que furtivamente se llevan los caídos, ó 
los que hubieren sido retenidos por estar 
cortados en contravención a la ordenan- 
za (3),.. 

5. La circunferencia para el efecto de 
las penas debe medirse á tres cuartas de 
vara del suelo (A) , y si hubiesen ya llevado 
ó labrado ios arboles , se medirá por el to- 
cón que haya quedado , y si este lia sido ar- 
rancado se calculará la circunferencia en un 
quinto mas de lo que resulte , midiendo las 
cuatro caras de lo labrado : pero si no exis- 
te ni el árbol ni el tocon , estimará el juez 


(1) Art. 186 de la ordenanza de montes , de SI de 
diciembre de 183 3. 

(í>) Art. 188. 

(3) Art. 189. 

(4) Art. 186. 
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su grueso por los indicios (ju6 dieren los d i— 
lijencias de la denuncia (l). 

6. Ademas de las penas en que incur- 
ren los dañadores de los montes, según de- 
jamos referido , deben restituir los efectos 
sustraídos ó su valor , indemnizar los per- 
juicios que ocasionen , y perder los instru- 
mentos que llevan tanto ellos como sus auxi- 
liadores (2). 

7. Los dueños de animales aprehendidos 
de dia en los montes , incurren , ademas de 
la indemnización, en la pena de tres rea- 
les por cada cerdo, de cuatro por cabeza 
lanar, de diez por cabeza caballar, asnal ó 
mular , de catorce por cada cabra, y diez y 
seis por cada res vacuna (3). 

8. Duplícanse las multas cuando el mon- 
te tuviere menos de diez años , y se tratase 
del daño causado por la entrada de anima- 
les (4), si se hace con instrumentos que no 
causen ruido, si se comete de noche (5), ó 
si ha habido reincidencia. Entiéndese por 
reincidencia cuando dentro de un año an- 
terior ha sufrido el reo un juicio por con.- 


(t) Art. 187. 

(2) Art. 190. 

(3) Art. J 9 1 , 

(4) Art. k3. 
( 3 ) Art. 193. 
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travencion á la ordenanza (1). Debe añadir- 
se aqui que en todos los casos en que hay 
lugar á la indemnización que siempre es 
aplicable al dueño del monte (2), la estima- 
ción del daño no puede ser inferior á la 
mulla que se impone (3). 

9. Las penas pecuniarias de que hemos 
hablado pueden también resolverse en cor- 
porales. Notificada dentro de los tres dias de 
su pronunciamiento la sentencia, sino la rea- 
liza el reo en los cinco dias siguientes al 
mandamiento de pago, debe ser por via de 
apremio puesto en la cárcel hasta que abo- 
ne la cantidad en que ha sido condenado, 
ó dé fianza suficiente (4). Mas si acredita su 
insolvencia, puede ser puesto en libertad 
después de los quince dias de cárcel , si la 
condena no escede de sesenta reales ; ó si 
escede después de un mes,* ó pasados dos 
meses sea el que fuere su importe. La pri- 
sión es de doble tiempo en caso de reinci- 
dencia (5). Nada mas habla la ordenanza de 
penas corporales: nosotros creemos que len- 


(1) Art. 192. 

(2) Art. 195. 

(3) Art. 194. 

(4) Arts. 20 1 y 201. 

(5) Art. 202. 



296 

tiran lugar con arreglo a las leyes comunes, 
cuando las talas y hurtos de maderas sean 
de consideración. 

10. Por último , los maridos , padres y 
tutores son responsables á la indemnización 
y gastos por las contravenciones de sus mu- 
jeres , hijos, menores de edad, y pupilos 
que viven en su compañía , y por sus de- 
pendientes ú obreros, á no ser que justifi- 
quen haber hecho por su parte lo posible 
para impedir el delito. Quédales siempre 
salvo su derecho de reclamar contra los da- 
ñadores (1). 


§. V. 

Usura . 

1 . Cómeteme! delito de usura los que en 
el préstamo mutuo llevan mayor interés que 
el permitido por derecho. El usurero, según 
la ley , ademas de la pena de infamia , pier- 
de lo que hubiere prestado y otro tanto mas 
por la primera vez, la mitad de sus bienes 
por la segunda y todos por la tercera. El 
contrato queda anulado, y ellos ó sus here- 
deros deben restituir los bienes adquiridos 


<0 Art. 197 . 
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con usura á sus dueños , aunque hayan he- 
cho juramento de no reclamarlos, pero si se 
ignorase á quienes corresponden, serán em- 
pleados en obras piadosas (1). 

2. Como "'usura esta prohibida, y se cas- 
tiga la mohatra que es la obligación que se 
hace de dar una cantidad mayor por otra 
menor recibida en géneros para venderlos 
con pérdida (2). 

TITULO DECIMO, 

DE LOS DELITOS DE FALSEDAD. 

1. Las leyes de Partida (3) definieron 
este delito, diciendo que era mudamiento de 
la verdad. Prolijo y aun imposible fuera 
hacer de todos los modos de cometerle es- 
presa mención. Nosotros aqui debemos li- 
mitarnos á los que tienen en la ley ó en 
la práctica una calificación especial. Debe- 
mos, sin embargo, advertir que este de- 
lito muchas veces ataca la propiedad, aun- 
que nosotros en este lugar le consideramos 
mas con relación al orden público que no 
á los individuos. 

(1) Leyes 31 y 4^, tí t. 11 , Part. 5 y 4» U't. 6, 
Part. 7, 2 y 4, tít. 22, lib. 12, N. R. 

(2) Ley 5, tít. 22, lib. 12, N. R. 

(3) Princ. y ley 1 , tít. 7 , Part. 7. 
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2. Los principales modos de cometerse 
este delito, son: 

j Falsificación de firmas ó sellos. 

2. ° Falsificación de documentos públicos. 

3. ° Falsificación de nombré, de condi- 
ción , de estado ú oficio. 

4. ° Falsificación de moneda. 

5. ° Falsificación de pesos ó medidas 

6. ° Engaño y estelionato. 

7. ° Suposición de parto. 

8. ° Prevaricato. 

V) ° Cohecho. 

10. Testimonio falso. 

1 1 . Bancarrota fraudulenta. 

12. Interceptación de la corresponden- 
cia pública. 

13. Matrimonio clandestino. 

De cada uno de ellos hablaremos con 
separación. 

3. Falsificación de firmas ó sellos . La ca- 
lidad é importancia de la firma ó sello fal- 
sificado, aumentan la gravedad del delito y 
la intensión de la pena. Asi el que suplan- 
ta firma ó sello del rey , de sus ministros, 
ó de prelados eclesiásticos, incurre en la 
pena de muerte y en la pérdida de la mi- 
tad de los bienes (1), pero si es de otras 


(l) Leyes C> , líL 7, Parí. 1 , y 1 f tít. 8 , lili, ii 
dff la Nov. Ucc. 



personas, se castiga con presidio, según la 
calidad , importancia , objeto y circunstan- 
cia de la suplantación (1). 

4. Falsificación de documentos públicos . El 
escribano que otorga documento falso, ó 
comete falsedad en negocio en que actúa, 
incurre en la pena de que se le corte la 
mano,, y en la de infamia con arreglo á las 
leyes (2). Desusada hoy la pena de mutila- 
ción, en su lugar deberá sustituirse la de 
presidio. 

5. Falsificación " de] nombre , estado 3 con- 
diciona oficio. Con la pena de destierro per- 
pétuo castiga la ley estas falsificaciones (3), 
señalando especialmente al que sin serlo 
ejerce el oficio de escribano, la de la pér- 
dida de la escribanía y la pecuniaria (4). 

Falsificación de moneda. De gran tras- 
cendencia es este delito, que ataca á la 
vez la propiedad, el orden público, la bue- 
na fé del comercio, y las atribuciones del 
poder ejecutivo. La ley (5) designa la pena 


(1) Real orden de 10 de diciembre de 17 68. 

(2) Ley 6, tít. 7 , Part. 7. 

(3) Leyes 2 y 6 , cit. que añaden" la de confiscación. 

(4) Leyes 7 y 8 , tít. 23, lib. 10 de la Nov. Rec. 

(5) Leyes 9, tít. 7 , Part. 7 : 1. a tít. 17 , lib. 9 y 3, 
tít. 8 , lib. 12 de !a Nov. Rec. La primera de estas leyesr 
impone la pena de ser quemados , y la de confiscación 
que en lodo ó en parle conservan las últimas. 


i 
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de muerte al que falsifica moneda, al que 
le ayuda y aconseja, al que la deshace, 
funde, cercena ó estrae dei reino. 

7. El que á sabiendas hace uso de mo- 
neda falsa, ó la retiene en su poder sin 
dar cuenta, debe ser desterrado por cua- 
tro anos y perder la mitad de sus bie- 
nes (1). 

8. Eos empleados en las casas de mo- 
neda que hacen alguna por sí mismos, 
aunque sea con el tipo, peso, y ley correspon- 
dientes, ó mezclan algim otro metal para 
lucrar, incurren en la pena de presidio y 
en la del cuatro tanto de 3o hurtado (2). 

9. Falsificación de los pesos tj medidas . 
También cometen hurto y atacan el orden 
público y la confianza en que tan interesa- 
do se halla el comercio, los que usan de 
medidas falsas ó cercenadas. A los autores 
de este delito señala la pena de confina- 
miento a una isla, y doblada indemnización 
del daño (3). 


(1) Ley 4 ♦ lít. 17 , lib , d de la Nov. Rec. 

(2) Ley 15 , lít.- 14, Part. 7 que hace distinción de 
entre los menestrales y los que no lo son, imponiendo á 
los primeros la de trabajos perpetuos, y á estos la de 
destierro también perpetuo. 

(3) Ja* y 7 , tít. 7 , Part. 7, 
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10. El que usa de distintas medidas que 
las marcadas en las leyes, y el menestral 
que las hace, incurren en pena pecunia- 
ria por la primera vez, en pecuniaria tam- 
bién y en la de diez dias de . cárcel por la 
segunda, y por la tercera en la de falsa- 
rios (!)>• 

11. El agrimensor que comete falsedad 
en las operaciones confiadas á su pericia, 
incurre en la indemnización del daño, ade- 
más dé una pena arbitraria segun las cir- 
cunstancias (2). 

12. Engaño y estelionato . Pertenece 
también á este lugar tratar de los engaños 
que la mala fé de los contrayentes usa en 
las convenciones para reportar un lucro ilí- 
cito, aunque pudiera igualmente considerar- 
se como hurto. Es tensa y complicada seria la 
enumeración de los diferentes modos de co- 
meter esta falsedad ^ ó bien ocultando Jos 
vicios de las cosas que se venden, ó supo- 
niéndoles buenas cualidades, de que care- 
cen. Pero hay entre ellos uno, conocido 
con el nombre especial de estelionato , que 
es la ocultación de las obligaciones afectas á 
la cosa que se vende ó hipoteca . Las penas con 


(1) Ley 3 , tít. 9 , lib. 9 Nov. Roe. 

(2) Ley 8 , tít* 1 f Parí. 7, 
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que se castiga el engaño son corporales ó 
pecuniarias, con arreglo a las circunstan- 
cias del delito y de las personas (1). 

13. Suposición del parto . Las Partidas ca- 
lifican de gran falsedad la suposición del 
parlo, esto es, cuando una nniger finge que 
lia dado á luz un hijo que no es suyo. No 
espresau pena, pero es de creer, que se- 
gún su espíritu deberá imponerse la de des- 
tierro perpetuo, que es la ¡«que señalan á la 
falsedad (2). 

14. Prevaricato . Especie de falsedad y 
aun de traición, como dice la ley (3) , es el 
prevaricato. Por él entendemos el quebran- 
tamiento en favor de los contrarios de la fideli- v 
dad , que los procuradores ij abogados deben á 
los clientes. Como falsedad se castiga con la 
pena de destierro perpetuo, estensiva al 
abogado que á sabiendas alega leyes falsas 
en los pleitos (4). El que por malicia, cul- 
pa, negligencia ó impericia, causa costas 
ó perjuicios á su defendido, incurre en la 
pena del duplo (5). 


( í ) Ley 12, tít. 1 6 , Part. 7. 

(?) Ley 4 » tít. 7 , Part. 7 que añade la confiscación. 
O) Ley í 1 , tít. 16 , Part. 7. 

(4) Leyes l y 6 , tít. 7 , Part. 7. 

(5) Ley 9 , tít. 22 , lib. 5 Nov. Rec, 



15. Cohecho . Especie de falsedad es 
también el cohecho ó soborno, delito que 
cometen los jueces cuando por interés dic- 
tan alguna providencia. Este es el sentido 
en que las leyes y los autores le toman 
generalmente, si bien no puede dudarse 
que en el mismo delito incurren los em- 
pleados, que admiten dádivas para hacer 
alguna cosa en el ejercicio de sus destinos. 
Las leyes no hacen distinción del juez á 
quien se corrompe para dar un fallo injusto, 
y del sobornado solamente para abreviar la 
decisión del pleito; los autores llaman sim- 
plemente cohecho al delito del primero, y 
baratería al del segundo. Uno y otro son 
castigados con la pena de privación de ofi- 
cio, inhabilitación para obtener otros, y 
con el cuatro tanto de lo recibido, no solo 
en el caso de qué sea el juez quien lo re- 
cibe, sino también si es alguno de su fa- 
milia (1). 

El acusador que soborna al juez para que 
pronuncie una sentencia injusta contra el 
acusado , incurre en la misma pena y pierde 
su acción ; pero si es el acusado , incurre en 
la correspondiente al eseeso de que se le acu- 
sa , á no ser que probase su inocencia. Los 


(1) Loy 9, til. 1 , lib. II ríe la Nov. R**c. 
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que cometen soborno cu pleitos civiles de- 
ben ser condenados en tres tanto de lo que 
dieron, ó en dos tanto de lo que prometie- 
ron , y en la perdida de su derecho , á no ser 
que lo denunciaren (1). La sentencia dada 
por el juez cohechado, es nula y no debe eje- 
cutarse (2). 

El cohecho de los demas empleados no 
tiene pena clasificada en la ley, y de consi- 
guiente deberá ser proporcionada al caso y 
a las circunstancias. Solo vemos espresa- 
mente castigados a los que por dádivas ó pro- 
mesas dan , intervienen ó reciben empleos, 
honores y colocaciones eclesiásticas, con la 
privación de sus oficios , empleos , honores 
y rentas, con el duplo de lo dado y recibido, 
v destierro por 10 años (3). 

16* 7 eslimonio falso . De las penas en 

que incurren los testigos falsos , hemos ha- 
blado ya al tratar de la calumnia entre los de- 
li tos que atacan la reputación. 

17 . Bancarrota fraudulenta Alzamiento 
de bienes ó bancarrota fraudulenta , es la 
quiebra que con mala fé hace un comercian- 


(1) Leyes 26 , til. 22 , Part. 3 y 8 , tí t. 1 , lib. lt 
la N. K. 

(9) Ley 13 , tít. 22 , Part. 3. 

(3) Ley 3, tí». 2 2 , lib. 3 de la N. R. 
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te , fugándose ó alzándose con los bienes de 
los acreedores. Es por lo tanto falsedad y 
hurto. La pena en que incurren estos, sus 
receptadores y encubridores , es la de los la- 
drones públicos (1). 

18. Interceptaron de la correspondencia pú- 
blica. El que intercepta la correspondencia 
pública ó abre una carta con sello del cor- 
reo, sin consentimiento de aquel a cuyo 
nombre va dirigida, incurre en la pena de 
diez años de presidio (2). 

19. Matrimonio clandestino . Falso es el 
matrimonio clandestino, esto es, el que por 
no ser contraido en presencia del párroco 
ó de otro sacerdote con su licencia , y dos 
testigos, es declarado nulo por el derecho 
canónico. La ley civil (3) castiga con la pe- 
na de destierro perpetuo del reino á los 
que le contraen , á los testigos y á cuan- 
tos en él intervienen. 


( 1 ) Leyes t t 2 y 3 , tí t 3 2/ lib. 1 i , déla N. R. 

(2) Art. ti , cap» t,° , til. 24 de las ordenanzas de 
correos. 

(3) Ley 5 , tít. 2 , lib. 10 de la Nov. Rec. t que aña- 
de la confiscación. 


T. II. 
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TITULO UNDECIMO. 


de los delitos de sensualidad. 

1. La ley castiga como delitos de sen- 
sualidad ciertos hechos que atacan la mo- 
ralidad publica, en cuya represión se in- 
teresan el orden y bienestar de las fami- 
lias. 

Estos son: 

1/ Adulterio. 

2. ® Poligamia. 

3. # Incesto. 

4. ® Estupro. 

5. ° Amancebamiento, 

6. ° Prostitución. 

7. ° Sodomía. 

8. ° Bestialidad. 

9. ° Alcahuetería. 

2. Adulterio . Esta palabra en sentido 
jurídico significa, el acceso carnal de un va- 
ron con mnger casada con otro (1). La ley ci- 
vil no le considera en el hombre casado, 
porque no es de igual trascendencia su fal- 
ta, ni en. el orden moral de las familias, 
ni en el civil de las sucesiones , ni en la 


(i) Ley i , tít. 17, P»rt. 7. 
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nota de la opinión pública. La pena con 
que se castiga al varón que le comete es 
la de presidio , destierro, ó pecuniaria , se- 
gún las circunstancias , y á la muger con 
reclusión (1). El marido que sorprende á 
los delincuentes y los mata á ambos , se 
liberta de pena , según espusimos al hablar 
de los delitos contra las personas (2). So- 
lo el cónyuje puede acusar á su muger de 
adultera, disposición conforme á la mora- 
lidad, al orden interior de las familias, á 
la inviolabilidad del hogar doméstico, y al 
respeto debido á Ja alta institución del ma- 
trimonio. 

Bigamia . Bigamo es la persona casada 
que contrae segundo matrimonio. Llámase 
también polígamo , denominación estensiva 
á los que casados contraen tercero ó ulte- 
rior matrimonio. Gravísimo es este crimen, 

3 ue introduce la desgracia en la sociedad 
oméstica, y lleva envuelto el delito de 
falsedad. Con la pena de vergüenza pública 


(2) La ley 15 , tít. 17 , Part. 7 , impone á la adul- 
tera la pena de ser azotada públicamente V encerrada des- 
pués en un monasterio, perdiendo la dote y arras, y al 
cómplice la pena capital. La práctica ha sustituido a es- 
ta pena las que esponemos en el testo. 

(3) Ley 1. a , tít. 28, lib. 1 2 de la Nov. Re c. 
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y de diez año» de presidio castiga la ley á 
los que ie cometen (1). 

-i. Incesto. Incesto es el acceso carnal 
con parienta dentro del cuarto* grado canó- 
nico , cuñada , comadre , ó religiosa , y el 
de la mujer con hombre de diferente cul- 
to (2). La necesidad de conservar las virtu- 
des domésticas , y de que las mugeres no se 
presenten á la sociedad como corrompidas 
en el seno misino de sus familias, no menos 
que el orden de las sucesiones , han hecho 
que todos los legisladores conceptúen como 
grave este delito. Los incestuosos, cuando 
no ha precedido matrimonio, incurren en 
la pena del adulterio (3), pero cuando lo han 
contraido sin dispensa , en la de infamia y 
destierro perpetuo á una isla (i). 

5. Estupro . Estupro es el desfloramiento 


(1) Ley 9 , tít, '2 8 , lib, 12 de la N. R. que señala en 
lugar de la pena de presidio, la de galeras, hoy desusada. 

(2) Leyes 1 , tít* 18 , Parta 7 , y 1 , tít. 29 , lib. 12 
Nov, Reo. 

( 3 ) Ley 3 , tit. 18 , Part. 7 . La I> , tít. 29 , lib. 
12 de la Nov. Rec* que añade la abolida de confiscación 
tn la mitad de los bienes. 

( 4 ) Lry 3 , tít. 18 , Part. 7 que añade la de confisca- 
ción cuando no hay descendientes , é impone la de azotes 
al hombre vil. 
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de una muger honesta. No habíannos aqui de 
la perpetración violenta de este delito , de 
que nos ocupamos al hablar de los que ata- 
can á las personas, sino solo del que se ha- 
ce por seducción. Mas tolerante nuestra le- 
gislación moderna en este punto que en otros, 
no ha autorizado la pena personal , porque 
no ha querido sin duda dar gran fuerza al 
testimonio de una muger que ha prostitui- 
do su pudor , confiesa su debilidad y la saca 
a plaza, y que hasta se hace sospechosa de 
disolución. Asi es que prohibe espesamen- 
te (1) que se arreste al estuprador que dé 
fianza, aunque solo por sus circunstancias 
sea la caución juratoria , en cuyo caso guar- 
dará el pueblo por cárcel. En la práctica se 
castiga este delito , obligando al estuprador 
á dotar á la ofendida, ó á casarse con ella, 
y á reconocer la prole si la hubiese , aun- 
que en el caso de dotarla y no casarse, sue- 
le imponerse la de destierro ú otra, según 


(í) Ley 4 , ti t. 29 , lib. i 2 Nov. Roe. Las leyes de 
Partida consideraron de diferente modo el estupro por se- 
ducción, calificándole demás grave que el hecho por 
fuerza (ley t , ti t. 19 , Parí. 7). Terribles son las pena* 
que establece , pues confisca la mitad de los bienes del 
hombre honrado, manda azotar y desterrar por cinco 
aiios al vil, y condena al fuego ai esclavo (ley 2, dvf 
mismo tít. y Pa rt •) 
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las circunstancias. Nosotros no podemos 
aplaudir una costumbre que castiga á un 
cómplice y premia á otro cómplice del mis- 
mo delito , queda lugar a que las mugeres 
hagan su pudor objeto de tráfico, que ha- 
ce contraer matrimonios forzosos y desgra- 
ciados, y que mas de una vez es el lazo que 
una muger astuta y esperimentada arma á 
un jóven incauto. Cuando las circunstancias 
del estupro son agravantes por la calidad de 
las personas ó por abuso de confianza , se 
aumenta la pena (1). Debemos advertir por 
último , que en estos delitos no se proce- 
de de oficio j sino solo para asegurar el 
feto. 

3. Amancebamiento , Por amancebamien- 
to , barraganía ó concubinato , entendemos 
el trato ilícito y continuado de hombre y de mu - 
yer. Permitido en la antigua legislación de 
España para evitar en parte la prostitución; 
y para que fuera mas cierta la prole (2), 'hoy 
está absolutamente prohibido (3). Las leyes 


(1) Leves 2 y 3, tít. 29, litó i 2 de la Nov. Rec. El 
ordenamiento de Alcalá (ley 2,, tít. 21), impone la pena 
de muerte al que delinque con la mn^rr de aquel con quien 
vive , y le pone en poder de este , que puede á su arbitrio 
castigarle hasta quitándole la vida. 

(2) Proemio del lít, 1 4 de la Part. 4* 

(1) Leyes dd tít. 26 del libro 12 de la Nov. Rec. 


castigan el amancebamiento del hombre ca- 
sado con la pérdida de la quinta parte de 
los bienes, hasta en la cantidad de diez mil 
mrs. por cada vez en que se le halle con 
la concubina, y en la mitad cuando vive 
con ella en lugar de su muger. En pena pe- 
cuniaria también y en la de destierro incur- 
ren las mancebas de casados ó de clérigos 
(1). Deben cuidar los jueces de no prestarse 
con ligereza á procedimientos que penetran- 
do en lo interior de las familias , saquen á 
luz cosas , que mejor están en el silencio 
de las casas, y que descubiertas contribu- 
yen mas á destruir que á fortificar la mora- 
lidad pública. 

7. Prostitución . Prostitución es el tráfico 
vil que hace una muger de su cuerpo, entregán- 
dose por precio á cualquier hombre. A las auto- 
ridades administrativas mas que a las judi- 
cíales corresponde su represión , y el impe- 
dir que se estienda el veneno contagioso, 
con que suelen inficionar las fuentes de la 
vida. Poco observadas las leyes (2) que la 
castigan , sin el temor de que su prohibición 


(t) La ley anade la de azotes por la tercera vez. 

(2) La ley 17 ', tí t. 4 ., lib. 3 del Fuero Juzgo , casti- 
ga con azotes, redacción á la servidumbre, y desolla- 
miento de la frente á las prostitutas. 
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absoluta se convierta en daño de las costum- 
bres , y fomente otros delitos de sensuali- 
dad mas graves, deben ser ejecutadas, 
siempre que á ello se escite al ministerio 
judicial. Las mugeres en este caso deben 
ser castigadas con reclusión (1); contra los 
hombres que las buscan no establecen pe- 
nas nuestras leyes, que no han elevado á de- 
lito su falta, por lo que en el caso de sa- 
lir embarazada la meretriz, ni aun acción 
tiene para reclamar del autor de la pre- 
ñez indemnización alguna. Están prohibidas 
también las casas de prostitución ó lupa- 
nares, é impuesta pena de privación de 
oficio y pecuniaria á las autoridades que 
las toleran (2). 

8. Sodomía ó pederastía . Se comete este 
delito, según dicen las Partidas (3), yacien- 
do anos con otros contra natura é costumbre na- 
tural . Por pudor no esplicaremos mas este 
delito execrable, llamado nefando, que ha- 
ce de uno solo dos sexos, y que puede 
producir parcialmente su desvio, con per- 
juicio del matrimonio y de la reproducción 
de la especie. Severísima la ley, le castiga 


(1) Ley 8, h't. 26 , lib. 12 de Ja Nov. Roe. 

(2) Ley 7 , tí t. 26 , lib. 12 de la Nov. Rec. 

(3) Proemio del fít. 21 de la P*rt. 7. 


313 

con pena de muerte (1), escesiva sin duda, 
y que no creemos que hoy se aplicaría en 
todo su rigor. 

9. Bestialidad . Delito es también con- 
tra la naturaleza el acceso carnal de un ser 
racional con una bestia . Es castigado con la 
misma pena que la sodomía (2), debiendo 
ser muerto el animal para borrar la memo- 
ria del crimen. 

10. Alcahuetería ó rufianería. Cometen 
este delito los que promueven y ausilian 
la prostitución. Las Partidas le dividen en 
cinco clases, que están comprendidas en la 
definición que hemos dado, y le conside- 
ran de grave trascendencia, porque arran- 


(1) Ley 2.^, til, 21 , Part. 7. El Fuero Juzgo (leyes 
5 y 6, tít, 5 , lib. 3) dispone que arabos cómplices sean 
castrados y entregados al obispo para que hagan peni- 
tencia en cárceles separadas , y que si son casados, ad- 
quieran los hijos lejí timos sus bienes, y las mugeres pue- 
dan casarse libremente. El Fuero Real (ley 2 , tít. 9 , lib. 
4) añade que la castradura sea pública , que al tercer dia 
seamcolgados los sodomitas de las piernas hasta que mue- 
ran , y que no se les quite del pátibulo. La ley recopila- 
da (1. a , tít. 30, lib. 12 Nov. Rec.) impone la pena de 
ser quemado el sodomita y confiscados sus bienes , aun en 
el caso de que el delito no fuere consumado , si por parte 
de los reos no hubiese quedado su completa perpetración. 

(2) Ley 2 , tít. 21 , Part. 7. 
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ca á muchas jóvenes de la senda de la vir- 
tud para conducirlas al vicio, á la desgra- 
cia y á la infamia, y acaba de pervertir á 
las infelices que comenzaron un camino pe- 
ligroso. La pena con que se castiga este de- 
lito es la de vergüenza pública, y diez años 
de presidio ó de galera (1). 

TITULO DUODECIMO. 

DE LOS DELITOS EN MATERIA DE RELIGIOM. 

1. En su lugar hablamos de la grave pe- 
na, que nuestra legislación impone á los 
que directamente y de hecho conspiran á 
desterrar la religión que profesan los espa- 
ñoles: aqui debemos ocuparnos de la que' 
señala para otros delitos que afectan al 
culto. 

2. Hubo un tiempo en que la intole- 
rancia ejercía el rigor mas atroz contra los 
disidentes en materias religiosas: un tribu- 
nal especial de funestos recuerdos para Es- 
paña, juzgaba de las causas de fé, é inter- 
poniéndose entre Dios y la conciencia del 


* 

(l) Leyes 1 , 2 y 3 t tít. 2 7 f Ub. I 2 de la Nov. Réc. 
f l l,e ® reinciden tes imponen Ja pena de azotts , perpe- 
tuidad en la* galeras y pérdida de la ropa puesta. 
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* hombre, ensangrentaba las plazas con hor- 
ribles suplicios en nombre del cielo, de 
quien se llamaba vengador. Fue necesaria 
una revolución para restituir sus fueros á la 
humanidad, y romper la segur de los ver- 
dugos. Pero si bien desapareció el tribunal 
especial, que sondeaba las acciones mas 
ocultas y hasta los mas íntimos pensamien- 
tos, y que en el silencio y en el misterio 
quebrantaba todos los principios que con- 
sagran la seguridad individual y la libertad 
civil, no están aun borradas de nuestros 
códigos las leyes de sangre que castigan la 
conciencia. No creemos nosotros que hu- 
biera juez tan insensato y desconocedor del 
espíritu de la Constitución que hoy las apli- 
cara: por esto no hablaremos de los críme- 
nes de apostasía y heregía (1), que tales 
como los considera nuestra legislación, ni 
aun podemos elevarlos á la esfera de deli- 
tos. Mas si á la sombra de opiniones reli- 
giosas se atentase al derecho publico, ó al 
orden moral ó material de la sociedad, su- 


(1) La muerte en el fuego , la espatriacion en algún 
caso* la confiscación y la intamia á los descendientes, son 
las penas horribles de las leyes. (Leyes 7 , tít. 24 - 4 O't. 
55: 2 tít. 26, Part. 7 , 1 y 3, tít. 3, libro 12 de la 

N. R.) 
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íicientes son á reprimirlo las leyes de que 
hacernos mención en los lugares oportunos. 

3. Tampoco hablaremos del delito de 
simonía, puramente eclesiástico , y que no 
creemos que debe figurar en un código pe- 
nal, ni de los de adivinación, augurios, he- 
chicerías y sortilegios de que hablan minu- 
ciosamente nuestras leyes (1). Crímenes ima- 
ginarios que creó la ignorancia, y la civi- 
lización ha destruido en términos, que si 
hoy se presentase alguno con ínfulas de re- 
sucitarlo, seria tratado como loco, perse- 
guido como vago ó castigado como impos- 
tor (2). 

I. Pero fuera de esto hay delitos que 
afectaría la religión, y al mismo tiempo á 
la moral y al ówden público, y que la ley 
reprime -como contrarios á las buenas cos- 
tumbres v á los intereses sociales. Estos 
son : 

1. ° El perjurio. 

2. ° El sacrilegio. 

3. ° La blasfemia. 

5. Perjurio. Solo castiga la ley al que 


(O Leyes 1 y 3, tít. 2 3 , Parí. 7 , v 3, , libro 

13 de la N. R. 

( - ) La «inerte es la "pena qur la Jey señala á estos 
desgraciados* (Ley 3, tí t. 23 , Parí. 7.) 
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es ó perjuro en juicio, ó en los contratos 
que otorga. El que falta á la verdad en jui- 
cio, incurre en la pena pecuniaria (1), ano 
ser calumniador, en cuyo caso como tal 
debe ser castigado. Al que quebranta el 
juramento hecho en contrato, señala una 
ley (2), la abolida pena de confiscación. 

6. Sacrilegio . Al tratar de los delitos 
que atacan á la propiedad , hemos hablado 
del sacrilegio. Pero no siempre tiene esta 
palabra* la acepción que en aquel lugar le 
dimos: hay también sacrilegios personales, 
que consisten en poner las manos violenta- 
mente en personas consagradas al servicio 
de la religión, y sacrilegios reales y loca- 
les sin estar acompañados de hurto. El 
que aja con desprecio las cosas sagradas, 
aunque sea en lugar profano, y el que que- 
branta ó incendia la iglesia, comete un sacri- 
legio real; y le'comete local el que perpetra 
en lugar sagrado el delito que del mismo mo- 
do pudiera cometer en otra parte. Es, pues, 
el sacrilegio mas que^especie particular del 
delito, una circunstancia agravante de otro 
delito, que la ley castiga según su inten- 
ción hasta imponer la pena de muerte (3). 


( I ) Ley 1 , tit. 6 , lib. 12 N. R. 
(5) Ley 2 , tít. 6 > lib. 1 9 , N. R. 
(3) Tít. 18 de la Part. 1. 
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7. Blasfemia . Las palabras injuriosas á 
Dios, á la Virgen, ó á los santos, en tanto 
deben ser en nuestro concepto castigadas 
en cuanto escandalicen al pueblo. El juez 
no debe confundir la imprecación , hija 
del. hábito y de la mala educación, con la 
que tiene por objeto hacer ludibrio de la 
Divinidad. Penas pecuniarias y correccio- 
nales, en su defecto, deben reprimir este 
delito (1). 

TITULO DECIMOTERCERO. 

DE LOS DELITOS DE ABUSO DE LIBERTAD DE IM- 
PRENTA. 

i 

1. No vamos aqui á tratar de toda la le- 
gislación de imprentas, de que gran parte per- 
tenece al derecho administrativo, sino solo 
de la represiva y penal que debe ser exami- 
nada en este libro, dejando para el lugar 


( t ) Las leyes 4 y 6 , tí t. 5 , lib. 1 2 de la N. R. im- 
pone al blasfemo un mes de cárcel por la primera vez: 
por la segunda la de destierro y mil mrs. de multa , y 
por la tercera que se le clave la lengua , á no ser persona 
de calidad , que ha de sufrir duplicada la pena pecuniaria 
y la de destierro. A estas penas añadió la de galeras la 
ley 7. 
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que le corresponde en el siguiente las ac- 
tuaciones judiciales en tales delitos. 

2. La ley caliíica los delitos de impren- 
ta considerando los escritos: 

L° Como subversivos. 

2. ° Como sediciosos. 

3. ° Conio incitadores á la desobedien- 
cia. 

4. ° Como obscenos ó contrarios á las 
buenas costumbres. 

5. ° Como injuriosos. 

3. Escritos subversivos . Son subversivos 
los impresos, que de hecho y directamente 
conspiran á trastornar y destruir la Cons- 
titución ó la religión del Estado (1), los 
que también directamente tienden á desa- 
creditar á las Cortes ó a cualquiera de los 
cuerpos colegisladores (2), embarazando el 
uso de sus facultades constitucionales, los 
que injurian á la sagrada persona del rey 
ó le suponen sujeto á responsabilidad, y 
los que propalan doctrinas para persuadir 
como destruidos alguno ó algunos de los 
artículos fundamentales de la Constitución, 
ó que tienen por objeto destruirlos (3). 


(1) Art. 12 déla ley de 22 de octubre de 1820, 

(2) Art. 11 de la ley de 17 de octubre de 1837. 

(3) Art» 1 de la ley de 1 6 de febrero de 1822, 
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i. Estos escritos se dividen en subver- 
sivos en primero , segundo y tercer grado, 
según su mayor ó menor tendencia é im- 
portancia (1). La persona responsable de un 
impreso calificado como subversivo en pri- 
mer grado, debe ser castigada con la pena 
de seis anos de prisión en la fortaleza ó 
castillo mas inmediato : en cuatro años el 
del calificado subversivo en segundo grado, 
y en dos el del que lo fuere en tercero. 
Queda ademas el delincuente privado de 
empleos y honores, y si es eclesiástico son 
ocupadas sus temporalidades (2). 

5. Escritos sediciosos . Son sediciosos los 
impresos en que se publican doctrinas ó 
hechos para escitar la rebelión ó perturbar 
el orden publico, aunque se disfracen con 
alegorías de personajes, paises ó sucesos su- 
puestos ó pasados (3). 

6. Los escritos sediciosos son califica- 
dos también en primero segundo y tercer 
grado, y se aplica por ellos respectivamen- 
te Ja misma pena que a los subversivos (4). 

7. Escritos incitadores á la desobediencia . 
Por escritos incitadores á la desobedien- 


te) Arl. 12 de. la ley de $2 de octubre, de 1820. 

(2) Arl. 19 de la ley de 1820, y 8 de la de 1822. 

(3) Art. 2 de la ley de 1 822. 

(t) Art. 20 de la ley de 1820. 
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cia> entendemos aquellos en que se escita 
á .desobedecer las leyes ó á las autoridades 
constituidas. Si esto áe hace directamente, 
deben ser calificados de incitadores á la de- 
sobediencia en primer grado, y en segundo 
grado cuando se hace con sátiras ó invec- 
tivas, aunque la autoridad contra que se 
dirijeh, ó el lugar en que ejerce su empleo, 
se presenten disfrazados con alusiones ó 
alegorías, siempre que los jueces de hecho 
creyeran que se habla ó alude a autorida- 
des constituidas q á cuerpos reconocidos 
p*or las leyes (1). La pena por el escrito ca- 
lificado de incitador á la desobediencia en 
primer grado, es la de un año de prisión 
en la fortaleza inmediata (2), y de seis me- 
ses solamente si la calificación ha sido en 
segundo grado (3). 

8. Esa'iíos contrarios á las costumbres . 
Deben ser calificados como tales los im- 
presos en lengua vulgar, que ofenden la mo- 
ral 6 la decencia pública (-i). La pena á 
que dan lugar, es el pago de una multa 
equivalente al valor de- mil quinientos 


(1) Art. 1 4 de la ley de 1 S 50 , y 3 de la de 1825. 

(9) Art. 51 déla ley de 1 820, y 8 de la de 18*22. 

(3) Art. 31 de la lev de 1820 , y 6 de la de 183 2. 

(4) Art. 1 5 de la lev de 1 820. 

*T II. 


21 
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ejemplares del mismo escrito al precio de 
venta , ó a cuatro meses de prisión en cas- 
tillo ó fortaleza, si no pudiera satisfacer- 
la (1). 

9. Escritos injuriosos. Repútanse inju- 
riosos los impresos en que se vulnera la 
reputación ó el honor de los particulares, 
tachando su conducta privada , aunque so- 
lo se les designe por anagramas, alegorías, 
ó de otro modo, con tal que los jueces de 
hecho crean, según su conciencia, que ha- 
cen alusión á persona .determinada: tales 
impresos son libelos infamatorios (2), y se 
califican de injuriosos en primero, segun- 
do y tercer grado. Al responsable del que 
lo es en primer grado, se impone la pena 
de una multa de mil quinientos reales y 
de seis meses de prisión; si fuere en segundo 
grado, la de mil reales y cuatro meses de 
prisión; y de dos meses y quinientos reales si 
lo es en tercer grado (3). 

10. De esta pena no se eximen los que 
prueban la imputación injuriosa (4), por lo 
que creemos que acerca de ella no debe 
admitirse justificación. Pero si la impnta- 


(í) Art. 2 2 de la ley de 1 820 . 

(2) Art. í 6 de la ley de i 820 , y 4. 0 de la de ! 822. 

(3) Art. 23 de la ley de 1820, y 7.° de la de 1829. 

(4) Art. 7.* de la ley de 1S20. 
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cion fuese hecha á corporación, ó empleado 
por falta cometida en el ejercicio de sus 
funciones, y se probare, no habrá lugar á 
la imposición de la pena (1). Lo mismo su- 
cederá en el caso de que la culpabilidad 
objetada en el impreso se refiera á delitos 
ó maquinaciones tramadas por alguno con- 
tra el Estado (2). 

11. Además de la pena que dejamos 
espuesta, queda al agraviado espedita su 
acción para acusar ante el juez competen- 
te al injuriante como a calumniador (3). 

12. Los impresos en que se denosta a 
las augustas personas de los reyes, ó á 
los gefes de otros estados, ó en que direc- 
tamente se escita á sus súbditos á la re- 
belión, corresponden á la clase de inju- 
riosos ó de sediciosos (i). 

13. En los abusos de la imprenta, la 
reincidencia dá lugar á la duplicación de 
la pena, y si tienen señalada graduación, 
á la doble correspondiente al grado en que 
se verifica la reincidencia (5;. 


(t) 

Art. 

8.° 

(Ir 

la ley 

de 

1 820. 

(2) 

Art. 

9.° 

do 

la lo_\ 

i de 

! 8 20. 

(3) 

Art. 

7.o 

de 

la lev 

de 

{ 8 20. 

(-0 

Arl. 

! 7 

de ! 

la lev 

de 

{ 8 50. 

(5) 

A v ( . 

2 4 

de 1 

a ley < 

le 

i 8-10. 
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ü. Declarado como abusivo un escri- 
to, deben ser recogidos cuantos ejemplares 
haya por vender, pero si solo se califica de 
abusiva una parte, suprimida esta, queda 
libre y en circulación la restante (1). El 
que vende uno ó mas ejemplares, incurre 
en la multa del valor de mil al precio de 
venta (2), y el que le manda reimprimir, en 
la pena impuesta á consecuencia de la ca- 
lificación (3). 

15. Manifestadas ya las penas en que 
incurren los que abusan de la imprenta, 
réstanos esponer quiénes son los legalmen- 
te responsables. En esto se dirije Ja acción 
por el orden siguiente: 

1. ° Contra los que han firmado el ori- 
jinal del impreso, si reconocen su firma y 
están en el ejercicio de los derechos de 
ciudadano. 

2. ° Contra el editor responsable de un 
periódico, cuando el artículo denunciado 
no tenga firma, ó no la reconozca su autor, 
ó este no se halle en el ejercicio de los 
derechos de ciudadano, ó se fugue d ocul- 
te en cualquier tiempo que el juez le man- 


(1) Art. 25 de la ley de IB 20» 

(2) Art. 31 de la ley de 1820» 

(3) Art. 73 de la ley de 1820. 
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de presentar. Por esto, bajo la multa de 
500 rs. debe imprimirse el nomhre del edi- 
tor responsable al final de cada número 
del periódico (1). 

3. ° Contra el dueño de la imprenta en 
que se dá á luz un folleto ú hoja suelta, 
si no es conocido el autor , si se ha fuga- 
do, ó tiene incapacidad civil que impida 
aplicarle la pena. 

4. ° Los espendedores , y los que les ha- 
yan dado para vender papeles que salen á 
luz, sin el nombre de la imprenta (2). 

16. Los dibujos, pinturas y grabados, 
están sujetos á las mismas reglas, calificar 
dones y penas que dejamos espuestas acer- 
ca de los impresos (3). 


(1) Art. 5.° de la ley de 22 de marzo de í 83 7 . 

(2) Art. 6.° de la misma ley. 

(3) Art. 5. Q de la ley de 1 822. 


TITILO DECIMOCUARTO. 



DK i.os DELITOS CONTRA LA HACIENDA PCBLICA. 
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Delitos contra la hacienda pública en general - 


1. Largo fuera entrar en el examen 
de las diferentes causas que han contri- 
buido á hacer tan comunes entre nosotros 
los delitos contra la hacienda pública, y 
ajeno de nuestro propósito discurrir sobre 
errores administrativos á que en gran par- 
te pudieran atribuirse. Limitándonos aqui 
á la legislación penal que los cohíbe y cas- 
tiga, debemos desde luego manifestar que 
la encontramos tan insuficiente y defectuo- 


sa como en los delitos comunes. Una ley 
moderna regulaba esta materia (1), pero 
dura en demasía, y reprobada por la hu- 
manidad y por la esperiencia, dio lugar á 
que el gobierno mitigara su rigor, mandan- 
do aue ios tribunales arreglasen sus fallos 
a las equitativas bases que adoptó una co- 


tí) Ley de 3 de mayo tic 1839. 
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misión estraordinaria de visita para esta 
clase de causas, con ámplias facultades para 
terminarlas (i). Asi es, que en punto á 
penas carece de fuerza la ley, y su testo 
solo puede servir de guia para templarlas 
prudentemente, consideración que debe te- 
nerse á la vista cuando señalamos las penas 
que á cada delito corresponden. 

2* Los delitos contra la hacienda pübli 
ca son: 

1. ° El de contrabando. 

2. ° El de defraudación. 

3. ° El de falsificación. 

4. * El peculado. 

•§. JL 

Delito de contrabando . 

1, El contrabando es de primero y de se- 
gundo grado. Uno y otro, igualmente que 
la defraudación y la falsificación de papel se- 
llado, son un verdadero hurlo hecho á la 
nación, si bien mirado con menos horror 
que el particular, por considerarse remotos 
é indirectamente causados los perjuicios que 
origina. 


(i) Creada, cr *) de octubre de ! $35. 
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Contrabando de primer grado. 

2 Ei contrabando de primer grado le eo- 
mete el que inmediatamente y á sabiendas 
contribuye á la producción, fabricación , cir- 
culación, tráfico, aseguración ó retención 
indebida de efectos estancados (1). 

3. En el contrabando de primer grado, 
debemos considerar las penas con que se 
castiga: 

1. ° La aprehensión, 

2. ° El cultivo. 

3. ° La conducción. 

4. ° La aseguración. 

5. ° La retención de mayor cantidad que 
la permitida, aun siendo su procedencia le- 
gítima. 

4. Aprehensión . En las aprehensiones de 
contrabando de primer grado , hay que dis- 
tinguir tres casos: 

1. ° Cuando no escede de dos onzas. 

2. ° Cuando escediendo de dos onzas, no 
llega a la libra, 

3. ° Cuando llega á la libra, 

ó. Primer caso . La pena en el primer 
caso es la del comiso del género , ó la conde-. 



Arl. 2 y 3 de la í^y de 3 de mayo de 1830, 
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nación al pago de su valor, si no fuere apre- 
hendido, y la multa del quíntuplo al precio 
de estanco (1). 

6, Segundo caso . En el segundo caso es 
castigado ademas de las penas pecuniarias 
que dejamos espuestas, con la multa de 20 
reales por cada onza del género si es perso- 
na honrada, pero sí es sospechosa de vagan- 
cia, con un año de obras públicas, aumen- 
tándose según la gravedad del delito (2). 

7. Tercer caso. Aquel á quien se hace 
aprehensión de géneros estancados en canti- 
dad que llegue á una libra, es reputado tra- 
ficante por la ley, igualmente que el que te- 
niendo autorización para cultivar, fabricar 
ó introducir géneros estancados, les diere di- 
verso destino que el concedido (3). El trafi- 
cante incurre en la pena desde seis meses de 
reclusión, hasta la de seis años de presidio en 
Africa, según la porción aprehendida (4). Los 
^incidentes, en igual tiempo de trabajos for- 
zados en los arsenales con cadena y grillete al 
pie, y en caso de tercera aprehensión en la de- 
portación también por el mismo tiempo á los 
presidios de Africa ó de las Antillas (5). Los 

(1) Art» Í7. 

(2) Art. 31 y 3 2 , 

(3) Art. 45. 

(4) Art. 25. 

(5) Art. 26. 
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propietarios de géneros procedentes del es- 
trangero, que los hagan importar por otras 
personas, incurren en doble pena personal 
v pecuniaria que la señalada a los traficantes 
1;. A la responsabilidad pecuniaria queda 
sujeto el propietario de la finca murada, te- 
chada y con puertas en que se aprehenda con- 
trabando, ó el inquilino srestuviere arrenda- 
da : la corporal solo recae en el que alli ha- 
bite ó en el que tenga las llaves si está cer- 
rada , y entonces podrá escepcionar que el 
género es de agena pertenencia, y que sin su 
conocimiento ha sido alli introducido (2). 
edstá escepcion no se admite cuando hay 
aprehensión real en la persona del reo, ó en 


su baúl, maleta ó muebles, en el bagaje que 


lleva , en el almacén que está puesto á su- cui- 
dado inmediatamente , ó en lunar reservado 
y cerrado de su habitación (8). Mas si la apre- 
hensión se hace en aposento de criados, inde- 
pendiente del resto de la casa, estos son los 


responsables á la pena corporal y pecuniaria, 
y su amo á esta última solo cuando carecen 
de bienes (4). 


(1) Art. 44 . 

(9) Art. 29. 

(3) Art. 27 v 28. 

( 4 ) Art. 50. 
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8. Cultivo. Los que cultivan plantas ó 
semillas de efectos estancados, y los que fa- 
brican con las primeras materias, incurren 
en Ja pena de cuatro á ocho años de pre- 
sidio en Africa, y en la de tres los sim- 
ples operarios que no tienen interés pro- 
pio en el cultivo. Ademas, caen en comi- 
so las bestias de labor y cuanto se em- 
please en el cultivo ó elaboración , si es del 
delincuente , que en otro caso responde de 
su valor (1). En la primera reincidencia do- 
bla la. ley la pena , y en la segunda señala la 
de igual número de años de deportación á 
las islas de Asia (2). 

9. Conducciones . Los conductores de 
efectos estancados, tanto por tierra como 
por mar , deben sufrir las mismas penas que 
en la escala gradual de las aprehensiones 
dejamos espuestas, y la mitad los mozos asa- 
lariados que acompañan las conducciones 
(3). Los bagajes, carruajes y embarcaciones 
menores de veinte toneladas en que se ha- 
cen los transportes , con todos sus arreos y 
utensilios, deben ser decomisados , y aun 
los buques de mayor porte si la can- 


( 1 ) Art. 2 0 , U y 21 
( 3 ) Art. 93. 

(3) Art 36, 
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tidad aprehendida de géneros estancados es- 
cede de la octava parte de su cargo. Cuan- 
do los conductores no son propietarios de 
jéneros, debe imponerse á los que lo sean 
las penas que a los traficantes de artículos 
de ilejítima procedencia (1J. 

10. Aseguración . Por el contrato de ase^ 
guracion de los riesgos del contrabando se 
incurre en las penas pecuniarias referidas 
al tratar de las aprehensiones , cuando no 
ha tenido efecto la operación , mas si le 
ha tenido, queda el asegurador responsable 
á la pena corporal que al delito estuviere se-^ 
halada (2). 

11 . Retención indebida de géneros estancados 
de procedencia lejüima. Los que retienen 
géneros estancados en mayor cantidad que 
lo que permiten los reglamentos, y ca- 
recen de guias, y los que los transpor- 
tan sin ellas, caen en la pena del comiso 
y en la del quintuplo. Los revendedores de 
estos efectos, incurren ademas en la mitad 
de la pena corporal según la gradación 
antes hecha (3). 


12. Para dar fin á nuestra tarea acerca 



(t) Art. 3 8 y 39. 
(->) Art. pi. 

(3) Art. 40 y 41. 
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del contrabando de primer grado , nos resta 
solo hablar de algunas r de las "circunstancias 
que le agravan. Estas son Leí ir los contra- 
bandistas en cuadrilla, esto es, en mayor 
número de tres, el llevar armas, aunque 
permitidas , y el ser introductores directos 
del.estranjero? reputándose como tales los 
aprehendidos dentro de las cuatro leguas de 
lá frontera de tierra y de dos en las costas 
(1). En estos casos incurre el delincuente en 
la pena de seis años de presidio con cadena 
y grillete, si pasa de un cuarto de arroba lo 
aprehendido, y si reincide en la de ocho 
años de trabajos públicos en Asia (2). 

Contrabando de segundo grado . 

13. El contrabando de segundo grado 
puede cometerse por la importación, espor- 
tacioñ y tráfico de efectos de comercio pro- 
hibido. 

14. Por importación le comete el qué 
hace tráfico, transporte ó aseguración para 
introducir jéneros extranjeros de entrada 
prohibida, y es aprehendido dentro de la zo- 
na de las cuatro leguas inmediatas a las 


(1) Art. 7. 

(2) Art. 47.. 


i 
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fronteras de tierra, ó de dos en las costas, 
ó fuera de ellas si conduce los jéneros en 
carruaje ó bagaje procedente del estra aje- 
ro (1 ). 

15. Por csportacion es contrabandista 
en segundo grado el que estrae del reino 
efectos de esportacion prohibida, los asegu- 
ra para estraerlos, ó los conduce ó detenta 
dentro de la zona próxima á la frontera de 
mar ó tierra en que no pueden circu- 
lar (2). 

16. Comete este delito por comercio in- 
terior , el que fuera de la zona marcada 
trafica , portea ó asegura efectos esíranjjeros 
de introducción prohibida, y el que los re- 
tiene antes de alterar sus formas , y aplicar- 
los á las necesidades de la vida (3). 

17. La pena jeneral de este delito es 
el comiso del género ó su valor, la multa 
del duplo, y 3a pérdida de los efectos de co- 
mercio que se hallen en el mismo bulto (4). 
Pero se esliende la multa al cuadruplo pa- 
ra los importadores ó esportadores directos 
de mercancías prohibidas. Duplícanse las 


0) Ari. 4 y 49 . 

(2) Art.. 4 / 

(3) -Id. 

(4) Art. 47. 


penas por la reincidencia , imponiéndose 
un año de obras públicas cuando el valor 
del género no pasa de 5000 reales, dos des- 
de esta cantidad hasta la de 10000 , tres si 
llega á 20,000 , y cuatro desde esta cantidad 
en adelante. Los que reinciden por secun- 
da vez incurren en doble pena corporal, 
que no bajará de cuatro años (1). 

18. Cuando los géneros ilícitos son ha- 
llados fuera de la zona que dejamos mar- 
cada, y no hay ninguna circunstancia agra- 
vante, igualmente que cuando se prueba 
que se ejecutó el contrabando, aunque no 
hubiere aprehensión, solo se impone la pe- 
na pecuniaria, que se duplica por la rein- 
cidencia. Mas si se comete por tercera vez, 
condena la ley á sus autores a seis meses 
de cárcel, mantenidos á sus espensas, y en 
su defecto a un año de obras públicas si el 
valor del género no pasa de 5000 reales, 
y doble pena desde esta cantidad en ade- 
lante. 

19. Es ademas pena común en este de- 
lito de contrabando, cuando son aprehen- 
didos los géneros que se transportan, la 
pérdida de todos los efectos de transporte 
y de los que se hallen inmediatos dentro 


(!) Are 48. 
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de una misnta embarcación ó carruaje (í). 


Cosas comunes al contrabando de primero y se- 
gundo grado. 


2Ó. Antes de poner fui á este párrafo, 
debemos notar algunas cosas comunes al 
contrabando de primero y de segundo gra- 
do. Estas son la perpetración del delito en 
cuadrilla ó con armas, y la complicidad. 

21. En el número 12 de este párrafo, 
hablamos ya del contrabando de primer 
grado que se hace en cuadrilla ó con ar- 
mas: estensivas son al contrabando de se- 
gundo grado, las penas que alli espusimoS 
al tratar del de primero (2). Ahora debe- 
mos añadir que solo por el hecho de lle- 
var armas prohibidas los que conducen jé- 
neros de contrabando, ó tenerlas en lugar 
en que fuesen aprehendidas con ellos, se 
recarga en dos años la pena que al delito 
corresponde (3). 

22. Complicidad. Todos los qué ayudan 
á los contrabandistas con noticias, con au- 
xilios en sus contratos, transportes, traba- 


(t) ArU 55. 
(3) Art. 50. 
(3) Art. 75. 
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jos, materiales, ocultaciones ó de cual- 
quier otro modo, incurren por primera vez 
en la multa de 2000 reales, y en defecto 
de bienes para hacerla efectiva , en un año 
de presidio ; en doble pena por la segunda 
vez, y en cuatro años por la tercera (1). 


s. III. 


fíe [validación . 


1. La defraudación puede cometerse en 
las rentas generales, en las provinciales y 
en las contribuciones directas. 

2. Defraudación de las venías generales ó de 
aduanas . Cometen esta defraudación : 

1. ° Los que introducen en territorio 
español géneros estranjeros ó coloniales sin 
haberlos declarado á la aduana mas inme- 
diata al punto por que se hace la intro- 
ducción , ni sacado guias. 

2. ° Los que sin guias y sin los sellos o 
manchamos correspondientes que acrediten 
su lejítima introducción conducen dichos 
jéneros, ó se separan del camino marcado, 


22 


(I) Art. 7 4 . 

T. 11 . 
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ó no estándolo, de la via recta al destino 
lijado en las guias. 

3. a Los que los detentan en almacenes 
ó tiendas , aunque solo sea en retazos , co- 
mo no acrediten su lejítima procedencia. 

í.° Los que los detentan en casas par- 
ticulares en piezas, fardos ó bultos, si no 
tienen estos los sellos de aduana, y los 
que los tienen en porción que eseeda lo 
que es permitido poseer sin otro requisito 
para el consumo doméstico, y no justifi- 
quen su lejítima procedencia. 

5.° Los que esportan del reino efectos 
sujetos á derechos de salida, sin haberlos 
íntegramente satisfecho, y los que lo in- 
tentan. Esto se reputa justificado con la 
aprehensión de los j eneros en la zona pro- 
hibida, no llevando sus tenedores las guias 
competentes (1). 

3. Por la defraudación de rentas jene- 
rales se incurre en el comiso de los jéne- 
ros aprehendidos, y en el quintuplo del 
derecho defraudado: por la primera rein- 
cidencia se aumenta la multa hasta el du- 
plo, por la segunda, además del duplo, en 
un año de presidio que se duplica en la 
tercera reincidencia (2). El comiso es esten- 


io Art. 11 . 
(2) Art. 60. 


339 

si vo á los bagajes, carruajes ó embarcacio- 
nes de transporte cuándo el importe de la 
defraudación fuere mayor que lo que sobre 
los mismos jéneros y demás que compusie- 
ron la carga se hubiese satisfecho; pero res- 
pecto á los buques, solo cuando fuere cóm- 
plice el capitán (1). La piulta del quintu- 
plo debe moderarse si son atenuantes las 
circunstancias (2). 

4. Defraudación de * rentas provinciales. 
Cometen defraudación de rentas provin- 
ciales : 

1. ° Los introductores de efectos del rei- 
no, sujetos á impuestos en los pueblos en 
que debe pagarse el derecho de puertas, 
sin declararlos y pagar en las oficinas de 
entrada. 

2. ° Los conductores hácia los mismos 
pueblos dentro del radío marcado, por otros 
caminos que los designados en los regla- 
mentos, ó con violación de las reglas esta- 
blecidas. 

3. ° Los que en poblaciones no sujetas 
al derecho de puertas omiten la declara- 
ción, ó adeudo correspondiente. 

4. ® Los que en estos mismos pueblos de- 


(1) Art. 61. 

(2) Art. 10 de la real orden de 18 de octubre de 

1 838 . 
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jan Je llenar las formalidades debidas (1), 

5. ° Por la dcfraución de las rentas pro- 
vinciales, ó de sus equivalentes y agrega- 
dos, cae en comiso la cosa, y se incurre en 
pena del duplo. Pero si la defraudación 
consiste en haber abonado menos derechos 
de los lejítimamente adeudados, se incur- 
re en su pago y en el cuadruplo, en el ca- 
so de que la defraudación esceda de un tres 
por 100 en cantidad , ó de un ocho en ca- 
lidad. No pasando de estas cuotas, solo se 
exije el pago íntegro del derecho deven- 
gado (2). 

6. Defraudación de contribuciones directas. 
Son reputados como defraudadores de con- 
tribuciones directas. 

1. ° Los que no hacen oportunamentela 
declaración correspondiente á la autoridad 
ú oficina encargada de la exacción del im- 
puesto. 

2. ° Los que cometen falsedad en dicha 
declaración. 

3. ° Los que ocultan los contratos , suce- 
siones, posesiones ú otros actos que deven- 
gan derechos. 

\.° Los que faltan á las reglas adminis- 


(1) Art. 12 de la ley de 3 de mayo de 1830. 

(2) . Artículos 62 y 63. 
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trativas establecidas, con tendencia mani- 
• tiesta y directa a eludir ó disminuir el pa- 
go de lo que lejítimamente debe satisfa- 
cerse. 

7. La pena del quintuplo de la cantidad 
defraudada es lo que las leyes señalan ¡t esta 
transgresión. 


§• iv. 


(Josas comunes á los delitos de contrabando y 

defraudación. 

* ». 

1- Aquí debemos considerarla resisten- 
cia que hacen los contrabandistas y defrau- 
dadores , y las disposiciones que rijen rela- 
tivamente á los buques que navegan ó an- 
clan con inmediación á las costas del ter- 
ritorio español. 

2. La pena corporal que en cada caso 
especial se impone, debe aumentarse en cua- 
tro años por cualquier acto de resistencia 
violenta que háganlos contrabandistas ó de- 
fraudadores (1). Cuando de la resistencia re- 
sulte muerte ó herida mortal, incurren en 
pena capital los que hubieren hecho armas 
no pasando de tres, y cscediendo de este 


(l) Art. 7 6. 
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número recae la pena en el jefe de la cua- 
drilla y dos individuos mas, que serán los 
que hayan causado la muerte ó herida , y 
no resultando cuáles sean estos, los desig- 
nados por la suerte. Si resultan ser mas de 
tres los muertos ó heridos mortalmente , in- 
curren igual número de contrabandistas ó 
defraudadores en pena capital, y si no llega- 
ren á tres, pero hubiere mayor número de 
contrabandistas que concurriesen á la muer- 
te ó herida , todos se hacen responsables á 
la misma pena. Los que de ella se libertan, 
deben ser deportados por toda su vida á una 
isla de Asia (1). 

3. Los buques que navegan á la inme- 
diación del territorio español ó anclan en 
sus puertos , bahías , calas ó ensenadas, se 
reputa que cometen el delito de contraban- 
do ó defraudación en los casos siguientes: 

1. ° El buque estranjero de menor por- 
te de cuarenta toneladas, que arriba á puer- 
to, rada ó ensenada de las costas del terri- 
torio español con carga de géneros de cual- 
quier especie , como no sea por arribada 
forzosa . 

2. ° El buque español ó estranjero de por- 
te menor de doscientas toneladas, que car- 


(1) Art. 77. 
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gado de géneros de ilícito comercio, ó de 
procedencia estranjera, anclase en puertos 
no habilitados , ó en cala , ensenada , ó ba- 
hía de las costas del territorio español , ó 
las bordeare en las seis millas marítimas in- 
mediatas á tierra , aun cuando lleve su car- 
ga consignada para puertos estrangeros, á no 
ser por arribada forzosa. 

3. ° Cualquier buque que arribando por 
medio lejítimo á puerto no habilitado ó á 
bahía, cala ó ensenada del territorio espa- 
ñol, y requerido para que manifieste su car- 
ga , deje de hacerlo , ú oculte parte de ella 
consistente en géneros ilícitos, ó que adeu- 
den derechos. 

4. ° El buque que arribando á puerto ha- 
bilitado no haga la presentación correspon- 
diente de documentos en el plazo señalado, 
ú omita la inclusión de fardos de jéneros de 
ilícito comercio, ó que adeuden dere- 
chos. 

5. ° El buque, de que sin las competen- 
tes formalidades se trasbordaren ó desem- 
barcaren jéneros comprendidos en el mani- 
fiesto , ó en que no se hallaren al ser reco- 
nocido. 

6. ° El buque con carga , surto en cual- 
quier puerto del territorio español , si ma- 
nifestare el capitán ó patrón que venia en 
lastre. 
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7. ° Los buques que por arribada forzo- 
sa anclan en un punto, si estraen parte de 
su carga, trasbordándola ó alijándola en tier- 
ra, debiendo en el caso de que sea nece- 
sario para salvar el cargamento obtener el 
permiso competente , y verificarlo con las 
formalidades debidas. 

8. ° Los buques , en el caso de naufrajio, 
que oculten parte de su cargamento á los 
dependientes de hacienda, y en su defecto 
á la autoridad que entienda en el naufra- 


gio. 


9.° Los buques surtos en puerto, bahía, 
ó ensenada en que se hallen jéneros del 
reino* de esportacion prohibida , ó que de- 
vengando derechos de salida no hayan sido 
embarcados en puerto habilitado coii las for- 
malidades debidas , y el pago de su adeu- 
do (1). 


Delito de falsificación . 


1. No nos ocupamos en este lugar de la 
falsedad en general , á cuya materia hemos 
consagrado el título décimo de este libro, 
sino solo de la que afecta á la hacienda pú- 
blica. 


(1) Art. 15, 
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2. La primera falsificación de que de- 
bemos hablar es la del papel sellado, y á 
los que la cotfieteil señala la ley la pena" de 
deportación perpetua (1). 

3. Los falsificadores de guias, documen- 
tos ó sellos de la hacienda pública , incur- 
ren en la multa de 20,000 rs. y en diez 
años de presidio, y por la reincidencia en 
doble multa , y en la deportación perpetua 
a las islas del Asia (2). Considéranse como 
reos de este delito los que labran los sellos 
ó moldes , los que usan de ellos , los im- 
presores ó escritores de los documentos fal- 
sificados, los que hayan llenado sus huecos 
ó puesto al pie su firma ó la ajena, cuan- 
tos por sí y directamente hubieren contri- 
buido a la falsificación , los espendedores, 
y los que hayan hecho uso de los documen- 
tos (3). 

i. Los que hagan testadoras, enmien- 
das, adiciones ó cualquiera suplantación en 
documentos lejítimos, espedidos por las ofi- 
cinas , y los que los usen incurren en la 
multa de 10,000 reales, v en seis años de 
presidio (i). 


(1) Art. 78. 

(2) Art. 79. 

(3) Art. 80. 

(4) Art. 8 ! . 
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5. La suplantación ó falsificación en ma- 
nifiesto, relación, factura ú ¿otro documen- 
to privado , que sea base para la gradua- 
ción del derecho , sujeta al autor y al cóm- 
plice en la falsificación y defraudación á 
la multa de 6000 rs. y cuatro años de pre- 
sidio. La pena se duplica en los reinciden- 
tes (1). 

6. Es pena común ademas en este deli- 
to, que caigan en comiso todos los jéneros 
y efectos comprendidos en la guia ó docu- 
mento en que se ha hecho la falsificación 
ó suplantación, asi como los bagajes, car- 
ruajes , ó embarcaciones en que se traspor- 
ten (2). 

7. Réstanos por último advertir , que la 
falsificación se reputa delito de especie dis- 
tinta , aunque se cometa por incidencia de 
contrabando. 


§• VI. 

Peculado . * 

1. Llámase peculado la dilapidación de los 
caudales públicos , y su inversión en usos pro - 


t 

(!) Artículos 8*2 y 83. 
(2) Art. 8'4. 
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¡ños por aquel á cuyo cargo se hallan . La ley 
de Partida escesivamente severa , lo casti- 
gaba con la pena de muerte (1): la lejisla- 
cion posterior mitigó su rigor, privando de 
oficio, é inhabilitando para la obtención de 
otros á los que le cometían, aunque apron- 
tasen la suma tomada: mas si no*hieieren 
el reintegro, impuso la pena de diez años 
de presidio , según las circunstancias, de- 
jando solo subsistente la capital para los reos 
y auxiliadores, cuando la quiebra dimanase 
de haberse alzado con los ¿caudales públi- 
€OS |'( 2 ). 


TITULO DECIMOQUINTO. 

DE LOS INDULTOS. 

1, Hasta aquí hemos tratado de los de- 
litos y de las penas: considerándolas en to- 
do su rigor, podemos haber conocido su 
crueldad unas veces, y en otras su inefi- 
cacia. La práctica de todos los tribunales, 
ha correjido algún tanto los vicios que ha- 


(1) Ley 18, tít. í 4 , Part. 7. 

(5) Reales decretos de 5 de mayo de I /64 , y de 1 7 
de noviembre de 1790. 




een inconciliable la ley penal escrita con 
nuestras costumbres actuales, con nuestra 
civilización y con nuestra jurisprudencia. 
La facultad de hacer gracia es también un 
medio de mitigar el rigor del poder judi- 
cial, en aquellas ocasiones en que asi lo 
exije el* interés de la sociedad y las cir- 
cunstancias particulares de los condenados. 

2. Es pues un medio de templar la se- 
veridad de la ley y la acción de los tribu- 
nales; es un correctivo necesario en toda 
lejislacion escesivamente dura, y puede ser 
útil aun cuando los códigos estén calcados 
sobre principios fijos del derecho penal. 

3. Tan preciosa prerogativa está conce- 
dida ai rey, fuente de la justicia y del or- 
den judicial, y regulador supremo de to- 
dos los poderes públicos (i). 

4. Los indultos son j enerales ó particu- 


lares. Los primeros, que no reconocemos 
fundados en buenos principios, se aplican 
á indeterminados delincuentes, en épocas 
notables y con numerosas escepeiones. Los 
segundos recaen directamente sobre indi- 
viduos particulares, modifican las penas 


que les han sido impuestas por grave que 
sea el delito, ó del todo las suprimen. 
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5. Al conceder un indulto general, se 
enumeran también los delitos que de él 
sé hallan csceptnados, contándose basta 
ahora entre ellos los de traición, alevosía, 
incendio, cohecho, fabricación de moneda 
falsa , cualquiera otra clase de falsedad, 
sacrilejio, desafio, resistencia á la justicia 
y malversación de la hacienda publica. 

Esta gracia se aplica comunmente á los 
que aun no se hallan presos, ni sido sen- 
tenciados, ni remitidos á presidio; pero en 
los indultos particulares, surte efecto en 
cualquier estado en que se halle el reo. 

6. Los jueces, consultando á las audien- 
cias, hacen aplicación de los indultos, li- 
brando al reo de la pena corporal, pero 
no de las pecuniarias, á no espresarse lo 
contrario. Habiendo parte agraviada, su 
perdón debe ser una circunstancia previa. 


Fin del tomo segundo. 
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